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Hace ya varios siglos que la preocupaciôn por la tutela de los Derechos Humanos 
va creciendo en cada una de las sociedades del planeta, aunque podem os 
aseverar que en pocos paises se  resguardan los D erechos Humanos. Concientes 
de este  problema quisimos entrar al estudio de la tutela de los Derechos Humanos 
en México por parte del Poder Ejecutivo Federal (y Estatal en algunos casos), ya 
que como bien sabem os es  este  poder el que se  encarga de ejecutar las leyes, 
creando las instituciones que para esto  requiera.
Pero para poder entrar de lleno en los resguardos de los Derechos Humanos en 
México, tenem os que dar un recorrido por la Historia de estos, desde la Edad 
medieval hasta los an tecedentes espanoles, ingleses, F ranceses y todo aquello 
que nos sea  de utilidad para este  trabajo.
Sin olvidar cada una de las manifestaciones de derechos Humanos que ya desde 
hace siglos se  vienen dando y hasta hace poco se  les dio el nombre de Derechos 
Humanos, llegando a lo que e s  la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos en 
México, su creaciôn fundamento sus aportaciones, a la sociedad mexicana que 
esta  tan urgida de justicia, pues no debem os olvidar que México 
desgraciadam ente e s  uno m as de los paises de América latina donde se  goza de 
impunidad en actos criminales y de barbarie sin olvidar la corrupciôn que es  un
germen que a taca  al buen funcionamiento de las instituciones y merma la 
econom ia del estado  y su dignidad moral.
Asi pues, consientes del terreno que pisam os entraremos al estudio de las 
atribuciones por parte del poder Ejecutivo Federal y de la importante funciôn que 
tiene la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos en México quien hasta ahora 
emite recom endaciones a las instituciones que violan los derechos de los 
particulares, encontrarem os sus fundamentos légales y sus desaciertos.
Sin m as preàmbulo y con ayuda de muchos estudiosos y destacados juristas en la 
materia que sirvieron como guia en este  trabajo com enzam os es te  trabajo.
CAPITULO PRIMERO 
ANTECEDENTES HISTORICOS DE LOS DERECHOS HUMANOS
Los Derechos Humanos han tenido avances significatives en los ûltimos ahos. Se 
exigen cada vez m as por los avances de las sociedades y de la sociedad 
mexicana que pide se  respeten sus derechos en la dem ocracia que vive hoy 
México. Sabedores de ante mano de las violaciones de D erechos Humanos que 
existen en México y en m uchos lugares del mundo. S e ha puesto mayor énfasis en 
su protecciôn por el Estado, quien tiene el deber y la fortaleza de salvaguardar 
Los derechos Fondam entales para el buen vivir y la convivencia armoniosa de la 
sociedad.
Desde la antigüedad, particularmente la edad media, fue una época en la que se  
instituyeron los derechos estam entales, propios no de los hom bres sin m as, sino 
de los ordenes, de los estam entos en que se  configuraba y estructuraba la 
sociedad^ (grupo de se res  hum anos entre los cuales existe la igualdad o 
sem ejanza de convicciones, en el) En la Corona de Aragon cada uno de los 
cuatro estados que concurrian a las certes: el eclesiastico, la nobleza, los 
caballeros y el de las universidades.
De los derechos Humanos em pezô a hablarse en tanto los vinculos estam entales 
se  debilitaron, e s  decir perdieron poder, y a medida que se  consolide el estado 
moderne. En sus origenes surgieron trente a périodes de  intolerancia grupos 
minoritarios, como los calvinistas franceses (hugonotes), que fueron perseguidos, 
reclamaron la tolerancia y la libertad de conciencia al com pas de las guerras de 
religion. Surgieron, en sintesis, de convulsiones colectivas.
Los derechos hum anos no implican una tension entre particulares ni entre el 
ciudadano y el estado, implican el reconocimiento del se r hum ane en su esencia, 
dotado de dignidad y razonamiento, por elle se  dice que tienen un planteamiento 
inspirador filosôfico, asi como unas garantias dificiles de aplicar cuando no son 
ilusorias.
Se plasman, m as adelante, en  declaraciones de derechos, que propician el 
transite de los derechos hum anos a los derechos fondam entales, dotados de 
garantias, sobre todo a partir de fines del siglo XVIII con la Declaraciôn de los 
derechos de Virginia y la Declaraciôn de Independencia de los Estados Unidos de 
Norte América en el aho de 1776, y la Declaraciôn de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano de la Revoluciôn Francesa de 1789, se  habia visto la conveniencia 
de reconocer y protéger e so s  mismos derechos. C ada una de es ta s  declaraciones 
con su propia importancia y con aportaciones significatives para los Derechos 
Humanos.
' PALOMAR de Miguel Juan, Diccionario Jurldico para Juristas, Mayo Ediciones S. de R.L., México 1981. 
P. 554
Pero fue hasta despues de  la segunda guerra mundial, cuando se  comprendio por 
primera vez la necesidad de formuler por parte de todos los gobiernos, una 
proclamacion a nivel universal de los mismos derechos como aparece en el Texto 
de la Carta de la Organizaciôn de  las Naciones Unidas (ONU), en la cual se  
declarô que los pueblos de los estados miembros de las Naciones Unidas estaban 
resueltos “ a  reafirmar la fe en los derechos fondam entales del hombre, en la 
dignidad y el valor de  la persona humana, en la igualdad de  los derechos de 
Hombres y m ujeres”, y se  incluyo dentro de los fines de la misma organizaciôn, 
promover el “respeto universal a los Derechos Humanos y a las libertades 
fondam entales de todos, sin hacer distinciôn por motivos de raza, sexo, idioma o 
religiôn y la efectividad de  tales derechos y libertades”, com prometiéndose todos 
los estados miembros a tom ar las medidas pertinentes en orden a la relaciôn de 
tales propôsitos.
Los derechos hum anos se  establecieron en el derecho internacional a partir de la 
Il guerra mundial y, tras su conclusiôn, se  elaboraron num erosos docum entes 
destinados a enum erarlos, propiciar su protecciôn, declarer su importancia y la 
necesidad de respetarlos. En primer lugar hay que citar la Declaraciôn Universal 
de Derechos Humanos, aprobada por las naciones unidas el 10 de diciembre de 
1948, que distingue entre derechos relatives a la existencia misma de la persona y 
los relatives a su protecciôn y seguridad, a la vida politica, social y juridica de la 
misma, y los derechos de  contenido econômico y social. Son asi mismo 
relevantes: La Declaraciôn de Derechos del Nino, firmada el 20 de noviembre de
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1959; convenciôn sobre los derechos politicos de la Mujer suscrita el 20 de 
diciembre de 1959; Pacto de derechos Econômicos, Sociales y Culturales y el 
pacto de derechos civiles y politicos, estos dos ûltimos adoptados por la Naciones 
Unidas el 16 de diciembre de 1966. En el âmbito Europeo, cabe destacar la 
Convenciôn Europea para la protecciôn de los derechos Humanos y las 
Libertades Fondam entales, nacida el 04 de noviembre de 1950, en el seno del 
consejo de Europa, y que cuenta con una comisiôn y con el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, con competencia, llegado el caso, para procéder al exam en y 
la resoluciôn de  conflictos relacionados con la vulneraciôn de los derechos 
hum anos y libertades contenidos en la Convenciôn.
Para la preparaciôn del texto de la Declaraciôn Universal de los Derechos 
Humanos, se  creô desd e  luego la comisiôn respectiva, recabando la UNESCO^, a 
su vez, ideas y textes de diverses pensadores y fiiôsofos de distintos paises, 
elem entos que sirvieron para la redacciôn y aprobaciôn de la Declaraciôn 
Universal de los derechos Humanos.
En dicha declaraciôn, se  reconociô internacionalmente la existencia de derechos 
fondam entales del hombre, basados en la dignidad y el valor de la persona 
hum ana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, independientemente 
de toda consideraciôn de raza, sexo, idioma o religiôn, y sin que taies derechos
 ^UNESCO, siglas de United Nations Educational, Scientific, and Cultura Organization (organizaciôn para la 
Educaciôn, la Ciencia y la cultura de las Naciones Unidas), organismo integrado en la Organizaciôn de las 
Naciones Unidas (ONU), creado en 1946 para promover la Paz Mundial a través de la cultura, la 
comunicaciôn, la educaciôn, las ciencias naturales y las ciencias sociales.
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pudieran en forma alguna considerarse como confecciones del estado.
Posteriormente, con el objeto de hacer posible el respeto y el ejercicio efectivo a 
eso s  mismos derechos y libertades fondamentales, s e  elaboraron a lo largo de 
varios anos, dos pactos internacionales de Derechos humanos; El Pacto 
Internacional de derechos Econômicos, Sociales y Culturales, aprobados ambos 
por la Asam blea de  las Naciones Unidas el 16 de Diciembre de 1966
Por otra parte no solo a nivel mundial, sino también en el area regional, los 
estados del Continente Americano, mediante la Organizaron de Estados 
Americanos (OEA)^; En 1959 se  funda en Santiago (Chile) la comisiôn 
Interamericana de Derechos Humanos; suscribieron el 22 de noviembre de 1969, 
la Convenciôn Americana sobre los Derechos hum anos de San Jo sé  de Costa 
Rica, conocida también con el nombre de “Pacto de San José  de Costa Rica", 
vigente desde  1978, en 1979 se  créa el Tribunal Interamericano de Derechos 
Humanos, con sed e  en San Jo sé  (Costa Rica), México e s  parte de la OEA.
La Convenciôn Americana sobre los Derechos Humanos establece que los
 ^OEA Organizaciôn supranacional, de carâcter regional, en la que estân integrados todos 
los estados independientes del continente americano (excepto Cuba). La OEA fue fiindada 
por los 21 paises que el 30 de abril de 1948, durante la IX conferencia Panamericana, 
suscribieron el Pacto de Bogota. Nacida en el contexto del panamericanismo, su precedente 
mas inmediato fue la Oficina Internacional de las repùblicas Americanas (llamada Union 
panamericana desde 1910), fundada en 1890 y que en 1948 se convirtiô en Secretaria 
General de la OEA.
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Estados miembros de es ta  Convenciôn se  comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que es té  sujeta a su jurisdicciôn, sin discriminaciôn alguna, si el ejercicio 
de los derechos y libertades no estuvieran ya garantizadas por disposiciones 
legislativas y de otro carâcter, los Estados partes s e  comprometen a adoptar, con 
arreglo a sus procedimiento constitucionales y a las disposiciones de esta 
convenciôn, las m edidas legislativas o de otro carâcter que fueran necesarias para 
hacer efectivos taies derechos y libertades.
Mâs para que este  reconocimiento y compromiso de los Estados partes no se 
convierta en  una mera declaraciôn académica, la misma Convenciôn Americana 
creô dos ôrganos o medios de protecciôn. Que son la Comisiôn Interamericana de 
Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y aunque 
las conclusiones y resoluciones de estos dos ôrganos supranacionales carecen de 
fuerza ejecutiva porque de lo contrario se  menguaria la soberania de los Estados 
partes, am bas entidades tienen sin embargo, a hacer realidad el respeto efectivo a 
los m encionados derechos. Con esta  finalidad se  establece un procedimiento 
especial ante dicha Corte Interamericana en los casos en que se  hubiera 
presentado una fundada peticiôn de la Comisiôn Interamericana o de un Estado 
parte, y s e  dispone adem âs, que los Estados partes tienen que proporcionar 
informes y estudios a la Corte Interamericana, y que ella puede emitir decisiones o 
fallos que en caso  de ser procedentes y fundadas las quejas o denuncias de 
violaciones a Derechos Humanos que no hubieren sido reparadas, a pesar de 
haberse agotado todos los recursos concedidos en su contra, y cuyas quejas y
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denuncias presenten previamente ante la Comisiôn Interamericana, solam ente los 
particulares o las entidades no gubernam entales en un estado parte, 
descartandose asi en el articule 44 de la propia Convenciôn Interamericana, que 
taies quejas o denuncias pueden presentarse por entidades gubernam entales, 
como lo son las paraestatales de un pais, ya que evidentem ente los miembros de 
es ta s  carecerian de las imparcialidades e independencia que se  requeriria en el 
caso.
El 04 de Noviembre de 1950, se  llevô a cabo en la ciudad de Roma la Convenciôn 
de Salvaguardia de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fondamentales. 
Por su parte, en la Ciudad de Turin se  suscribe el 18 de octobre de 1966, la Carta 
Social europea, que s e  ocupa sobre todo el trabajo Humano.
Paralelam ente a es te  interés mundial por los derechos fondam entales, surgen 
varias organizaciones internacionales y régionales para su vigilancia, aplicaciôn y 
fomento, como el Institute Internacional de los Derechos del Hombre, la 
Organizaciôn de las naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentaciôn (FAO)^ 
, para com bâtir el hambre; la Organizaciôn internacional del trabajo (OIT) para los 
derechos laborales; la organizaciôn de los estados Americanos (OEA), con su 
declaraciôn am ericana de derechos, etc.
* FAQ organismo especializado de las naciones Unidas (ONU) cuyo principal objetivo es la 
lucha contra el hambre a nivel mundial, Segùn reza su constituciôn, sus objetivos 
especificos son “mejorar los niveles de nutriciôn y la calidad de vida... y garantizar 
mejoras en la eficiencia de la producciôn y distribuciôn de todos los productos alimenticios 
y agricolas...”.
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Importancia especial tiene la conferencia sobre los Derechos Humanos de 
Helsinki, con la participaciôn de treinta y cinco paises, celebrada el 1° de agosto 
de 1975, en la que se  reconocen explicitamente los Derechos de las Minorias 
Nacionales, el articule fundamental aceptado por todos los paises que la firman 
fue una prom esa de respeto de los derechos humanos, incluida la libertad de 
pensam iento y credo.
Dentro de es ta  relaciôn de ôrganos, declaraciones y conferencias deben incluirse, 
por su gran importancia, las Enciclicas de los P apas mismas que definen la 
Doctrina Oficial de  la Iglesia sobre la persona Humana y sobre los Derechos 
Sociales. Sus an tecedentes y referencias son los Evangelios y el pensam iento de 
los Teôlogos y juristes Cristianos. Algunas de las enciclicas dignas de citarse son: 
FERUM Novarum de Leôn XIII, primer gran docum ente sobre trabajo, sobre 
propiedad y sobre organizaciôn corporative. Recoge ideas muy anteriores a su 
expediciôn sobre la cuestiôn social y particularmente los estudios contra los 
excesos libérales por pensadores como Lamennais y O zanan en Francia; Kettler 
en Alemania (1811-1877); Vogesiang en Austria (1818-1890); Minning en 
Inglaterra; Gibbons en Estados Unidos.
Cuadragésimo Aho de Pio XI, también sobre la cuestiôn social pero con puntos de 
vista m as actuates Mater et Magistra, de Juan XXIII, la tercera Enciclica sobre los 
mismos tem as, Pacem  in Terris, también de Juan XXIII, sobre Derechos 
Humanos, bien comün. Estado y Comunidad Mundial, Populorum Progressio, de
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Pablo IV, acerca del desarrollo integral del hombre, desarrollo de la humanidad y 
asistencia a los débiles. Humanae Vital, del propio Pablo IV, sobre protecciôn a la 
vida humana.
LOS PRINCIPALES DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES
Los Derechos Humanos no son de nueva creaciôn, pues siendo la Naturaleza 
humana siempre la misma, los Derechos Humanos no tienen fecha ni responden a 
ninguna moda. A pesar de su fuerza obligatoria, no afioran en la conciencia 
filosôfica juridica con la tem prana histôrica deseable ni son descubiertos todos 
ellos en un solo hecho.
Los Derechos Humanos son aquellos que el hombre posee por el mero hecho de 
serlo. Son inherentes a la persona y se  proclaman sagrados, inaliénables, 
imprescriptibles, fuera del alcance de cualquier poder politico. Unas veces se  
considéra que los Derechos Humanos son plasmaciôn de idéales iusnaturalistas 
(de derecho natural). Existe, sin embargo, una escuela de pensam iento juridico 
que, adem âs de no apreciar dicha implicaciôn, sostiene la postura contraria. Para 
algunos, los derechos hum anos son una constante histôrica, con clara estadia en 
el mundo clâsico; para otros, son fruto del cristianismo y de la defensa que éste 
hace de la persona y su dignidad. Para los mâs, los derechos hum anos aparecen, 
como taies, en la edad moderna. Como hecho histôrico, esto  e s  incontestable.
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Es bien cierto que los antecedentes histôricos de los derechos hum anos son 
remotos y que e s  privilégié de la edad moderna su formalizaciôn, esta  ha marcado 
la pauta para nuevas conquistas en cuestiôn legislative de la preservaciôn de esos 
derechos, a favor de la colectividad.
1.1 GENERALIDADES
En la Antigüedad, fue omnimoda la autoridad del jefe, Padre o Guerrero 
afortunado. De ahi que se  haya dicho con respeto a “los tiempos primitives no es  
posible hablar sôlo de la existencia de los derechos del hombre, considerados 
estos como un conjunto de prerrogativas del Gobierno de observancia 
juridicamente obligatoria e  imperativa para los gobernantes, sino ni siquiera de 
potestades o facultades de hecho de que 'pudieran gozar el individuo dentro de la 
comunidad a que pertenecia y que constituye una esfera de acciôn o actividad 
propia frente al poder publico” ®
Auspiciados por las grandes religiones, en el oriente antiguo aparecieron derechos 
de la especie de los “reflejos”. En el espejo para principes de 1802 A.C. consiguiô 
el Persa Kai Ka Us Ibn Iskandar, principe de Gurgan: “El bienestar del pueblo 
puede guardarse tan cuidadosam ente como el de su guardia de corps, pues el rey
BURGOA, Ignacio. Las Garantias Individuales. 5* ED., Porrùa, México. 1968,p. 48
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se  asem eja a él, que puede brillar para un hombre y no para otro... la dinastîa de 
reyes reconoce los derechos perdura por mucho tiempo y llega a ser vieja, pero la 
dinastîa de extorsionistas perece râpidamente, porque el trato adecuado significa 
prosperidad y extorsion significa un pais despoblado. Los sabios dicen que el 
manantial de condiciones florecientes y de alegria en el mundo e s  un rey justo, 
mientras que la fuente de desolaciôn y miseria e s  un Rey opresor".
En el M anava-Dharma-Sastra o Leyes de Manu, indica: “el m onarca que en sus 
relaciones no se  cihe a la justicia o que deja de sancionar a los criminales va 
irremisiblemente al infierno” (Libre VIII, 127 y 128). En 500 a. C., Confucio 
estableciô: “El respeto para los négociés del pueblo, la sinceridad, la economia en 
el gobierno, el amor para el pueblo y un sistem a de im puestos adecuado, son 
actividades esenciales para gobernar con éxito”.
Bajo el influjo del budismo, al memento de su coronaciôn el rey debia ofrecer, 
conforme indica el Aitarega Brahmana: “Entre la noche en la que naci y la noche 
en que me muera, que se  me prive de cualquier cosa que haya hecho, mi cielo, mi 
vida y mi progenie, si los oprimo a ustedes”.®
Las secuelas politicas del Cristianismo nos dan una libertad civil que redujo 
la dependencia, rescatando buena parte de las ta reas hum anas y colocàndolas 
m âs allâ de la organizaciôn social.
GARCIA Ramirez Sergio. Los Derechos Humanos y el Derecho Pénal, T  ed.Miguel Àngel Porrùa.
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El feudalismo de la Edad Media contribuye a atomizar al Estado y és te  
parece una som bra de lo que an tes fue.
La consignaciôn de derechos en docum entes que pueden tenerse como 
antecedentes de las estructuras constitucionales de garantias bâsicas, e s  algo 
corriente en la Edad Media, habia leyes fondam entales que limitaban el poder de 
los m onarcas, tanto en Castilla corno en Inglaterra y otros reinos de  la Europa 
Occidental.
Para servir a la idea de contar con un cuadro comprensivo sobre los 
derechos humanos, importa seguir los grandes rasgos, su apariciôn y desarrollo 
en ordenamientos seheros, que a su valor crecido como capitulos de una crônica 
asocian, en algunos casos, el harâ referenda, varios de los primeros y, desde 
luego la Carta Magna inglesa Los posteriores a esta  han ejercido influencia notoria 
sobre el derecho contemporâneo, cuando también claro esta, el mexicano y, en 
general el correspondiénte a América Latina.
Al explorar el horizonte histôrico de los derechos hum anos, e s  posible 
puntualizar una primera divisiôn; fase negativa, de total ausencia de derechos 
humanos, fase  positiva, de presencia de estos con diverso tonos y significados e 
implicaciôn dispares.
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Por lo que hace el période negative, la situacion que le caracteriza se  
describe lineas abajo. En cuanto al positive, se  estim a util y entera la 
diferenciaciôn entre libertades por reflejo. Por privilégié y por autonom ie legal. Las 
primeras “eran nada m âs el reflejo de los deberes religiosos o morales del 
gobernante”: las segundas son “los derechos subjetivos derivados de contrâtes y 
estipulaciones entre los individuos privilegiados y los gobernantes que o lo, 
privilégiés, o desechos derivados del Derecho objetivo, una ley en favor de los 
privilegiados; las terceras finalmente, derivan de la Constituciôn que am para la 
libertad mediante la consagraciôn de précisés derechos subjetivos. Al primer 
fenômeno mencionado corresponde la autocracia, al segundo la aristocracia y al 
tercero la democracia.
1.2. EN ROMA.
En la Roma de Séneca y Cicerôn, se  objetô el argum ente de que el esclave, 
solo lo era de cuerpo y que atendiendo a su condiciôn racional no guardaba 
diferencia con el amo. Los padres de la iglesia afirmaron la esencial igualdad 
humana y San Agustin cree en la unidad intrinseca de la especie, cualquiera que 
sea  la raza, condiciôn o leyes que se  consideren, pues todos tenem os el mismo 
origen. La esclavitud era cosa convencional y no natural. A lo largo de la Edad 
Media cada vez se  afirmaban m âs las ideas libertarias, pero la influencia
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Aristotélica no dejaba de hacerse sentir, como se  advierte en las obras de 
Tolomeo de Lucca.
En Roma el derecho de la libertad se  disfrutaba como un hecho, sin 
consagraciôn juridica alguna respetable y respetada sôlo en las relaciones de 
Derecho Privado y como facultad de indole politica.
En G recia, tampoco el individuo gozô de derechos que en su condiciôn de persona 
le reconociese la polis y que fueran oponibles a las autoridades a titulo de 
facultades pùblicas individuales^.
1.3 EN ESPANA.
En este  pais, los fueros, son importantes manifestaciones de los derechos de 
la poblaciôn frente al rey, e s  dificil precisar cronolôgicamente su origen, pero ya 
aparecen en los siglos VIII, IX, y X, uno de los m âs notables e s  el de Leôn, del aho 
1017. Su legislaciôn forai alcanza su apogeo en los siglos XII y XIII, coincidiendo 
con la época de mayor autonomia municipal®.
La vital importancia del contenido de los fueros que comprendian y 
guardaban costum bres y privilégiés, estableciéndose el derecho de la resistencia 
contra las prâcticas tirânicas. Espaha se  anticipa a cualquier otra naciôn en la 
protecciôn de las libertades, contribuyendo a elle el gran desarrollo de la
’ GARCIA Ramirez Sergio, op. Cit. P.32
* S. MINGUIJON. Historia del Derecho Espafiol, Labor Barcelona 1953, p.83
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autonom ia municipal.
Sergio Garcia Ramirez, considéra que en el derecho informado, como lo es  
el nuestro, posee  importancia la historia juridica de la Peninsula donde florecieron 
instituciones que constituyen antecedentes del moderno regimen de libertad®.
Las leyes de  Leon son consideradas por Keller, Wohlhaupten, Sanchez 
Albornoz, Linares Quintana y otros tratadistas, como la primera Carta Magna de 
Occidente, muy anteriores a la que los barones ingleses arrancaron, espada en 
mano, a Juan  sin Tierra. Igualmente anterior al docum enta ingles, son los fueros 
Leoneses de 1020, de los de Najera de 1120, de Toledo de 1085, de Burgos de 
1073, de Zaragoza de 1115^°.
Los m às antiguos son los fueros de Sobrarde, en el privilégié dado por 
Alfonso I a Tudela y a otros 30 pueblos en 1122, en el que se  estipula “Yo, 
Alfonso, doy comida a todos los pobladores de Tudela y habitantes en ella, en 
Cervera y Galupiezo, aquellos buenos fueros de Sobrarde para que los tengan 
como los m ajores infanzones de mi reino”.
El ordenamiento de Leôn o pacto de Sobrarba de 1188 fue acordado con
’ Garcia Ramirez Sergio Op. Cit. P.33
'° Quintana Tratado de Ciencias del Derecho Constitucional, Plus ultra, Buenos Aires 1977 pag. 42 a 49
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Alfonso IX, y segùn Linares Quintana, consagra derechos que pueden 
considerarse modelos de los reconocidos en las Constituciones Modernas.
Este ordenamiento garantiza la pacffica posesion de los bienes, la audiencia en 
juicio, la privacidad del hogar, la libertad fisica y la no detencion fuera de 
procedimiento.
En los fueros de Aragon, figuran los de Jaca  (1063, 1135, 1187, y otro siglo 
XIII), Tudela (1129, 1130 y 1117), Calatayud (1131), Daroca (confirmado en 1142), 
Alfambra, Teruel (1176); como privilegios se  cuentan los de Santa Maria de 
Alquezar (1075), del monasterio de San Juan de la Pena (1090), de Zaragoza 
(1118-1119) y Belchite (1116)“ .
El Privilegio del reino de Aragon (1287) reconociô la libertad personal y de 
esta  limitô a la potestad pùblica, era en si un privilegio especial favorable a 
determinar clases sociales “ricos omes, m esm aderos, caballeros, infanzones, 
procuradores e  universidat de la dita ciudad de Zaragoza, asi clérigos como legos, 
présentes y avenideros^^".
Los fueros de Aragôn, también son notables, tenian valor de ley suprem e y 
estaban por encima de la voluntad real, Instituciôn fundamental y muy adelantada 
es  el de la justicia, que conocia de los casos de agravio que causaran las 
autoridades incluido el rey, para que oyese las quejas de  los que se  decian
“ Briceflo Sierra Humberto. Op, Cit. P.34
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oprimidos por la trasgresion de sus leyes y quitar la violencia que les atentare.
Contra su s  derechos. La funciôn de la justicia fue tan importante que llegô a 
anular no solo los actos arbitrarios sino también las m alas leyes. Podia incluso 
suspender acciones violatorias am enazantes y m ediante el juicio de 
m anifestaciones analogo al H abeas Corpus Sajôn, se  protegia directamente a la 
persona am enazada.
Un pacto politico-civil de Leon (1188), contiene prescripciones de carâcter 
penal como la inviolabilidad del domicilie por el m onarca y la garantia de 
audiencia.
Los consejos municipales llegaron a tener verdadera autonomia y el 
sufragio popular en la elecciôn del alcalde y del Juez fue una pràctica prolongada. 
Los représentantes de las Ciudades fueron admitidos en la Corte de Castilla desde 
la época de Alfonso VIII y lo municipios llegaron a constituir una fuerza nacional en 
la que el monarca se  apoyaba para contrarrestar el poder de los nobles.
Los principios generates de los fueros municipales pueden resumirse como
sigue:
a) Igualdad ante la ley y sometimiento a ella de toda autoridad;
b) Inviolabilidad del domicilie y de las posesiones;
c) Derecho a la seguridad y a la libertad;
d) Derecho de juicio ante jueces electos por los consejos;
Sanchez Viamonte Carlos. Los Derechos del Hombres en la Revolucion Francesa UNAM, México, 1956
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e) Participaciôn de todo vecino en la cosa pùblica con derecho a elegir,
f) Normas de responsabilidad de los detentadores del mando;
g) Obligaciôn de fidelidad y obediencia de los vecinos y de defensa a la 
comunidad.
Por su parte Alfonso X el Sabio (1221-1284), rey de Castilla y de Leôn 
(1252-1284), una de las figuras politicas y culturales m as significativas de la edad 
media en la peninsula Ibérica y en el resto del continente europeo, ordenô la 
recopilaciôn de los fueros y quiso instituirlos como estatutos generates. Las siete 
partidas e s  el resultado de e se  esfuerzo. También sancionan la autoridad de los 
reyes. Estos conservaron facultades casi exclusivas en materia de impuestos, y en 
el transcurso del tiempo fueron alcanzando cada vez m âs poder, al grado de que 
la alianza de los municipios con el monarca para contrarrestar a la nobleza se 
transformé en algunos casos en alianza con esta  ultima para luchar contra el rey. 
El poder real va acrecentândose y varias ciudades se  unieron para luchar contra el 
centralisme de Carlos V. Los comuneros se  reûnen en 1520 en Âvila y en 1521 
son derrotados por el emperador, en Vollalar. Decae la autonomia municipal, pero 
la recia tradiciôn juridica sobrevive en varies aspectos fondamentales.
La Carta Magna inglesa aparece hasta 1215 y e s  considerada corne une de 
los an tecedentes importantes del constitucionalismo. Es en realidad una de las 
m uchas estipulaciones medievales entre el rey y los sehores feudales y su alcance 
era m enos amplio que el de los fueros espaholes, pues estaba destinada a
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protéger principalmente a los barones y dem âs “hombre libres” (su nombre original 
e s  Carta Baronum), indica y e s  hasta el siglo XVII, cuando el parlem ente ingles lo 
toma como b ase  de un sistem a constitucional liberal en  su lucha contra el 
absolutisme. Garantizaba para el Homo Liber el derecho a juicio, el de transite, el 
de la libertad de la iglesia, el de opinar a través del consejo en materia de 
contribuciones, el de libre comercio, el de herencia y otros de m ener importancia.
Durante los siglos XVI y XVII florecen en Espaha las grandes concepciones 
de los teôlogos juristes, pero debiendo mencionar aqui la enorm e importancia que 
tuvieron sus ideas en la salvaguarda de los derechos fondam entales del hombre 
de America, contra los intereses, ambiciones y desm anes de no pocos 
conquistadores y aventureros.
SegCin Silvio Zavala, regia en Europe, como parte de los provechos de los 
vencedores en una contienda, la creencia de que se  podia esclavizar al enemigo. 
Esta teoria se  aplicaba con mayor rigor cuando el vencido ténia religion diferente a 
la del vencedor. La guerre contra el indigene americano, pues, autorizaba, segùn 
la doctrine europea y segùn practice reiterada, el cautiverio y la esclavitud. La 
conquista nace bajo estos signos. El fenômeno de lugar a uno de los debates de la 
m âs alta jerarquia juridica que se  resolviô a favor de la dignidad del indigene.
D espués del descubrimiento, Colon se  llevô a la peninsula indios cautivos, 
pero la reine Isabel, haciendo de ello un caso de conciencia, con fecha 20 de 
Junio de 1500, ordenô que todos fuesen puestos en libertad. Como lo dem uestran 
otras acciones de Isabel y su propio testam ento, siempre se  incliné por el respeto
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a la persona y bienes de los indlgenas.
La Corona espanola quiso saber cuales eran los titulos que pudiesen 
am parar su dominio sobre las Indies, consultando a teôlogos y juristes. Juan 
Lôpez de Palacios Rubios escribiô un tratado para dem ostrar que si los habitantes 
de las tierras descubiertas se  negaban a adopter la religiôn catôlica y fidelidad al 
Papa y a los reyes, la guerre era juste y podian ser sometidos a servidumbre. Es 
fam oso el “requerimiento” que redactô para hacerles saber su obligaciôn de 
reconocer los poderes espirituales y tem porales de la iglesia y del monarca, a fin 
de actuar en consecuencia, requerimiento que, naturalmente, los indigenes 
estaban  muy lejos de entender y que resultaba m âs bien una burla que pronto se  
abandonô.
Aristôteles, al justificar la servidumbre, partie de la idea de que lo inferior 
estâ  ordenado a lo superior y de que los hombres de m ayores desarrollos 
racionales y m âs prudentes pueden implanter su dominio sobre los bârbaros.
Son num erosos los textos que condenan la esclavitud, aunque esta  seguia 
practicândose en la propia Europe y en Africa. En las Partidas de Alfonso X se  
indica que la “servidumbre e s  la m âs vil, la m âs despreciada cosa que los hombres 
pueden ser y a.C. asi como es  la m âs vil cosa de e s te  mundo e s  la m âs 
despreciada, asi la libertad e s  la m âs preciada y cara”. El Renacimiento, dice 
Zavala, favorece la tradiciôn de la libertad y tanto Erasmo como Luis Vives y 
Bodino repugnan la esclavitud.
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Adem âs de Palacios Rubios, Juan Ginés de Sepulveda trata de restaurer la 
tesis aristotélica y escribe un a legato en ocasiôn de la conquista para justificar la 
“tutela” del barbare por el “prudente”. Contra las tendencies esclavistas que 
implicaban no solo la servidumbre de la persona sino la inobservancia de los 
derechos que le son ahejos, se  levantaron voces m âs autorizadas, movidas 
algunas de elles por el cruel espectâculo de la realidad am ericana, y otras por la 
serena razôn de las câtedras universitarias de Salam anca y Alcalâ. Es el caso de 
una naciôn que se  coloca a si misma en el banquillo de los acusados en espera de 
un veredicto de conciencia.
En la vispera de la Navidad de 1511, en la Isla Espahola, Antonio 
Montesinos lanza desde un pùlpito su célébré amonestaciôn; “^Con que derecho, 
con que justicia tenéis en tan cruel y horrible servidumbre a esto s  indios? &Con 
que autoridad habéis hecho tan détestables guerras a es ta s  gentes que estaban 
en sus tierras m ansos y pacificos? ^Estos no son hom bres? <j,No tienen ânimas 
racionales?”. Otro domicilie. Fray Bartolomé de las C asas em prende La mâs 
vigorosa defensa de los naturales, bajo la idea de que el Cristianismo e s  igual para 
todas las naciones y “a ninguno quita ni libertad ni sus sehorios, ni m ete debajo de 
servidumbre, su color ni achaques de que son siervos a natura o libres”.
Son muchos los misioneros que en el desem peho de su em presa, frente a 
la realidad que observaban, lucharon esforzadam ente por cambiarla Fray Juan de 
Zumarraga hace llegar sus peticiones al rey para que se  castigue a todo aquel que 
atente contra la vida y los bienes de  los indlgenas. Fray Pedro de  Gante exalta su 
inteligencia y facultades, escribe al monarca para que cese  todo abuso y se  dedica
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en cuerpo y aima a la ensenanza. Fray Juliân G arcés escribe al Papa instândolo a 
declarar la “santa racionalidad del indio”, calificando de diabôlica la opinion 
contraria; alega que no son mejores los europeos y con lujo de detalles describe 
sus cualidades intelectuales, artîsticas y hum anas. Fray Domingo de Betanzos 
cumple igual tarea y no conforme con escribir, envia ante el P apa a Bernardino de 
Minaya para obtener su intervenciôn. Los autores convienen en que las acciones, 
informaciones y celo de G arcés, Betanzos y dem âs gestores fueron déterm inantes 
en el ânimo de Paulo III, quien el 2 de junio de 1537 expide la fam osa bula 
denom inada Sublimis Deus, calificada como una verdadera Declaraciôn de los 
D erechos del Hombre Americano. Concluye es te  docum ente diciendo que “todas 
las gentes", aunque estén  fuera de la fe deben ser respetadas en su libertad y en 
el dominio de sus bienes y que nadie debe ser reducido a servidumbre. No 
podriamos dejar de mencionar entre los defensores de los derechos humanos a 
Don Vasco de Quiroga, hum anista avanzado que en 1535 produjo su célébré 
Informaciôn en Derecho para reprobar la guerra y la violencia. Don Vasco influyô 
en la expediciôn de las Nuevas Leyes en 1542, que prohibieron en definitive la 
esclavitud y que, habiéndose aplicado retroactivamente, perm anecieron vigentes a 
través de toda la legislaciôn de indias.
Esta legislaciôn fue formulândose no solo conforme a principios teôricos, 
sino tom ândose muy en cuenta las costum bres e  instituciones de los pueblos 
descubiertos, de tal suerte que si alguna cédula o mandamiento proveniente de la 
metrôpoli no se  ajustaba a ellas, podian suspenderse en su observancla. Las
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leyes de indias son proteccionistas, tendientes a precaver al indio de los abusos 
del peninsular y del criollo. Es posible que no todas alcanzaran cumplida 
observancia, como sucede con todas las leyes, y que m ediante argucias de 
interpretaciôn se  intentera evadirlas, pero constituyen un ejemplo avanzado y 
paralelo de atenciôn a los débiles.
La filosofia de los juristes espanoles de los siglos XV y XVII va m as alla de 
los problèmes suscitados por el descubrimiento de Colon y por los hechos de la 
conquista. En sus textos y disertaciones se  hallan formulados derechos hum anos 
de carâcter individuel, familier, social e  internacional que no se  apartan mucho de 
las concepciones m odernes.
Victoria, Melchor Cano, Domingo de Soto, Juan  de Mariana, Fernando 
Vâzquez de M enchaca, Francisco Suârez, son algunos de los m aestros que 
legaron sus valiosas aportaciones, conformando un verdadero catâlogo de 
derechos bâsicos varios siglos antes de las oficiales m âs fam osas. Asi lo 
dem uestran los estudios de diverses tratadistas, siendo digne de senalar aqui el 
de V. Diego Carre y particularmente su discurso sobre “D erechos y D eberes del 
Hombre”. Al ordenar el pensam iento de aquellos juristes obtiene una catalogaciôn 
de veinticinco postulados que consignan, entre otros, el derecho a la dignidad 
humana en todos los hombres con independencia de cualquiera otra 
consideraciôn; a la vida y a la légitima defensa, a los medios necesarios de 
subsistencia y al trabajo remunerado; a la propiedad debidam ente regulada, 
susceptible de expropiaciôn y libertad de creencias y a la educaciôn; al 
matrimonio libremente consentido y al sustente de los m enores; a asociarse para
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fines com unes y a participar en  La elecciôn de la autoridad y en el ejercicio de la 
misma, a exigir el acatam iento de las leyes y m andates justes; a  participar en el 
bien comùn y a se r protegido por el Estado; a ser oido en justicia y a rebelarse 
contra el tirano: a participar como hombre en la sociedad universal y a ser 
respetado por cualquier naciôn; a acudir en auxilio de  los pueblos sojuzgados y al 
asile del perseguido en cualquier territorio o em bajada, a viajar y a residir donde 
se  quiera, etcJ^
Los derechos hum anos o fondam entales de cada pais, tienen su origen en 
su formaciôn como pueblos o naciones, por lo cual dichos derechos casi siempre 
se  encuentran en sus constituciones politicas de sus an teceden tes de la misma, 
como ejemplos de ello se  consideran los movimientos revolucionarios que 
acontecieron en Inglaterra (1688), Estados Unidos (1776) y de  Francia (1789), 
pues estos movimientos arm ados condujeron a la adopciôn de los derechos 
bâsicos de los gobernados, asimismo se  fijaron las obligaciones de respeto por 
parte de La autoridad.
1.4 EN FRANCIA.
Es importante hablar de los antecedentes de los D erechos Humanos en 
Francia, ya que son pioneros al tratar es te  tema, adem âs de que nuestra 
legislaciôn es ta  basada en gran parle en la legislaciôn Francesa, como lo e s  el
P.V. Diego Cano. Derechos y Deberes del hombre, real Academia de Ciencias Morales y Politicas. Madrid 
1954, pp 110 a 123 Op. Por Eugenio trueba Olivares, en su obra El Hombre, La moral y el derecho, edit.
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Côdigo de Napoleon (1804).
Todos los principios e  ideas que formaron la turbulenta mistica republicana 
de los m âs fogosos revolucionarios Franceses, se  preconizaron por la filosofia 
politica del iluminismo y se  recogieron en importantes y trascendentales 
docum entes elaborados y votados por los représentantes del pueblo y de los 
partidos reunidos en una asam blea popular primero y en una Convenciôn nacional 
después, de ahi surgiô la Declaraciôn de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, aprobada el 26 de agosto de 1789. Cuyo contenido trata de derechos 
naturales y sagrados, que ningùn poder constitucional puede desconocer. 
Establece que todos los hombres son iguales y la soberania se  deposita en el 
pueblo, indica que la libertad consiste en hacer todo lo que no perjudique a otro. 
Asimismo marca los limites de la conducta que solo pueden fijar las leyes y que 
todo Lo que no estâ  prohibido se  entiende permitido. A dem âs establece que nadie 
puede se r detenido ni acusado sin las formas de ley ni puede ser castigado sin 
apego a normas expresas y previas. De la misma forma indica que toda persona 
tiene derecho a expresar sus opiniones libremente y a practicar su religiôn siempre 
que no altéré el orden pùblico. Igualmente indica que nadie puede ser privado de 
sus propiedades sino por causa de necesidad pùblica y m ediante indemnizaciôn.
Eugenio Trueba Olivares afirma al respecte que “Son notables los rasgos 
individualistas de esta  Declaraciôn que confia el ajuste de las libertades a un 
m écanism e voluntarista de dificil control. S e  dice que la ley positiva es la 
encargada de fijar los limites, pero sin proporcionar las b ases  necesarias para ello.
orlando Cârdenas Velasco, México 1986, p. 265
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Si a esto  se  agrega que la filosofia de la Revolucion Francesa era la del 
libéralisme, que explicaba a la sociedad y al Estado por el pacto, siendo la 
voluntad la fuente misma del Derecho, se  comprende que en la pràctica haya dado 
ocasiôn a la preeminencia de una clase burguesa opresora, am parada por un 
régimen de propiedad insuficientemente regulado. Como e s  bien sabido esta  
declaraciôn tuvo gran influencia en todo el mundo y todavia se  advierte en textos 
constitucionales actuates
Asimismo Trueba Olivares m anifesta “El voluntarismo e s  uno de los pilares 
del positivisme juridico y este, a su vez, e s  pieza clave en los estatism os 
transpersonalista, pues los extrem es suelen juntarse. Los detentadores del poder 
que dicen ser encargados de interpreter la soberania popular, acaban por 
usurparlos y por declarar que no hay m âs derechos que el suyo, aunque para ello 
tengan que ponerse las vestiduras m âs variadas, llâmense Historia, Raza, Espiritu 
Objetivo o Proletariado. D esaparecen los derechos hum anos se  desfiguran a tal 
grado que resultan irreconocibles”.
Las grandes crisis y las crueles guerras avivan de nuevo las conciencias y se  cae  
en la cuenta de que e s  necesario desempolvarlos, actualizarlos y enriquecerlos, 
sin que esto quiera decir que haya verdadera voluntad de observancia De todas 
su ed es y aunque sea  por razones meram ente politicas, m âs que morales, el 
hecho de que hoy se  agoten tantas diligencias para su proclamaciôn y difusiôn es
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una em presa saludable, a pesar de la insinceridad que pueda empanarla^^.
La Revolucion Francesa se  origino merced a la convergencia de très factores: el 
pensam iento filosofico politico del siglo XV el constitucionalismo norteamericano y 
la tirania prevaleciente en Francia. Y adem âs se  debe tomar nota de que aun 
cuando la Asam blea Constituyente Francesa escuchô solo e sca sa s  referencias del 
constitucionalismo americano, en el curso de los debates parlamentarios Francia 
percibiô con entusiasm o y admiraciôn la independencia de las colonias 
am ericanas y la “Revolucion Francesa fue una caja de resonancia para los 
principios proclamados por la emancipaciôn norteamericana mismos que los 
defendiô y vigorizô. Es conveniente tener présente que la Revolucion francesa y 
su  Declaraciôn del Hombre y del Ciudadano no eran en si la consagraciôn y la 
prolongaciôn del perfeccionamiento graduai y lôgico de tradiciones y costumbres 
como en los Estados Unidos, sino un corte violente con el que se  ponia fin a un 
estado anterior, al mismo tiempo que se  creaba uno nuevo.
La Asam blea Nacional de 1789, conociô numerosos proyectos declaratives hasta 
llegar a la declaraciôn de 1789. Algunos, como el de Lafayette, de 11 de julio, el 
de Creniere, de 1° de agosto, y el de Rabaud da Saint Etienne, de 12 de agosto, 
carecieron de contenido penal. Los mâs, en cambio, lo tuvieron, y a veces en 
forma exubérante; asi, los de Sieyés, de 20 y 21 de julio; de Meunier, de 27 de 
julio; de Target, de la misma fecha; de De Servan, de 30 de julio; de Thouret, de 
10. de agosto; del propio Sieyés, de 12 de agosto; de Gouges Cartou, también de 
12 de agosto; de la Sexta Comisiôn, de igual fecha, sobre el que abajo
Trueba Olivares Eugenio Op. Cit. P. 265
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insistiremos; del Comité de los Cinco, de 13 de agosto; y de Boislandry, de 21 de 
agosto.
Hubo preocupaciôn constante, expresa tanto en los proyectos de extension 
m oderada como en los frondosos, por oponer fronteras seguras a la acciôn 
arbitraria del poder pùblico sobre la libertad del individuo.
De esta  suerte, se  exigiô respeto celoso por la legalidad tanto en la imposiciôn de 
medidas de cautela procesal, como son, de manera descollante, la detenciôn y la 
prisiôn preventiva, como en la aplicaciôn de penas. Como se  podrâ observer, 
inclusive, el dogma legalista penal, el que en otro momento se  formulase bajo la 
expresiôn de nullum crimen sine lege, apareciô en cierto modo incipiente y tenue 
si se  le confronta con el énfasis cifrado en las garanties de las que se  rodea a los 
instrumentos precautorios del enjuiciamiento criminel.
Otra preocupaciôn fundamental que inquieto a los sucesivos proyectistas: la ley 
debe ser igual para todos; un mismo hecho ha de penarse en todo caso de 
idéntica m anera, sin que importen la condiciôn social o la fortune del inculpado. 
Esta fue la general preocupaciôn liberal por la igualdad de todos los hombres 
frente al Derecho: la igualdad, de signe sôlo formai por ahora. Se echa de menos, 
enfonces, el ingreso de la equidad en el campo penal: aquélla advierte por la 
pueda de la individualizaciôn, tan cara a este  tiempo, Con todo, salta a la vista la 
consigna de clausurar o terminer los privilégiés. También en este  aspecto se  
puede entender la experiencia que animé a los asam bleistas: se  hallaban a la 
vista desigualdades extremes, que por una parte aseguraban la impunidad del
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poderoso y por la otra el castigo severe del desvalido.
El debate de la Asam blea giro en torno al proyecto que présenté la VI Comisiôn el 
12 de agosto. Obtuvo és te  mayoria de sufragios como eje para la discusiôn, segùn 
résulté de la votaciôn tenida en la sesiôn vespertine del die 19. La materia penal 
fue discutida el 22 de agosto por la manana, fecha en la que se  produjeron 
intervenciones de Target, el marqués de Bonnay, Duport, Lally-Tollendal, 
Maztineau, Mirabeau, el duque de Chatelet, Malouet Gouy d Desmeuniers, 
Boisgelin, D'And re, Bonnal, Laborde, el abate d’Egman y Camus. Al aludir a la 
prisiôn preventiva Duport se  refiriô a la costumbre barbara de castigar a los 
hombres aun an tes  de que sean  declarados culpables, impugnaciôn fundamental 
que aùn hoy se  dem anda, a este  sistem a cautelar. Mirabeau recordô el uso 
plausible, abandonado en Francia en 1705, de interroger a los detenidos dentro de 
las veinticuatro horas siguientes a su captura.
El préambule de la Declaraciôn forma filas en la corriente jusnaturalista e  incurre 
en la extendida ingenuidad de suponer que el reconocimiento expreso de los 
derechos pùblicos subjetivos pondria término a los m aies de la sociedad; fue 
funciôn de otras revoluciones subrayar que la desigualdad econômica y social 
harla ilusorios los rotundos preceptos de la Declaraciôn aprobada por la asam blea 
el 29 de agosto y sancionada por el monarca el 5 de octubre de 1789.
La igualdad formai tuvo su sede en el articule IG. En el 2® se  fundam enta en la 
tesis de que el fin de la asociaciôn politica es  la conservaciôn de los derechos 
naturales e  imprescriptibles, a saber libertad, propiedad, seguridad y resistencia a
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la opresiôn. Si la primera es  natural e imprescriptible derecho, lôgico e s  que su 
comprensiôn, cercenam iento o privaciôn, fuerza de propôsitos procesales o 
punitives, se  vea con recelo y se  rodee de estrictas garantias.
Al régimen penal interesan los articules 7, 8 y 9. El primero consagra el principle 
de legalidad y sanciona su incumplimiento. La porciôn final fija el deber procesal 
de sujetarse al procedimiento penal am parado por la ley se  hace culpable quien 
résista. A la legalidad en el enjuiciamiento, el articule 8° agrega la pena sustantiva, 
tâcitamente consagra el nullum crimen y expresam ente la nulla poena sine praevia 
lege. Adem âs se  rechazan las penas superfluas y se  aceptan sôlo las 
verdaderam ente necesarias. El articule 9°. Expone la presunciôn de inocencia del 
individuo-presunciôn quimérica en la realidad, frente al pesado aparato de 
restricciones y privaciones que el enjuiciamiento trae consigo hasta el 
pronunciamiento en torno a la culpabilidad.
La declaraciôn quedô incorporada a la Constituciôn del 3 de septiem bre de 1791. 
La de 1793 reprodujo la mayoria de los derechos consignados en aquélla, y 
agregô otros de contenido social que no figuraba en la del aho III. La napoleônica 
del aho VIII incluyô algunos derechos pùblicos subjetivos. La monârquica de 4 de 
junio de 1814 abarcô diverses facultades en mener nùmero que las sancionadas 
en 1789, bajo el rubro de Derecho Pùblico de los Franceses. La constituciôn de 
1830, de Luis Felipe, amplio el catâlogo de la Declaraciôn y estableciô el 
interesante programa de entregar al jurado el conocimiento de los delitos politicos 
y de imprenta. La Constituciôn de 4 de noviembre de 1848 aunô a la declaraciôn 
de derechos pùblicos subjetivos sendas manifestaciones de indole social sobre la 
familia, el trabajo, la propiedad y el orden pùblico. A su vez la Constituciôn imperial
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de 14 de enero de 1852 “reconoce, confirma y garantiza los grandes principios 
proclamados en 1789, y que son la base del derecho pùblico de los franceses”. 
Mientras en la Constituciôn de 1875 hay silencio sobre los derechos que ahora 
nos ocupan, el preambulo de la de 1946 se  adhiriô al instrumente de 1789, y en su 
turno la vigente de 1958 proclame también fidelidad tanto a los derechos de 1789 
como al preambulo de la Constituciôn precedente.
La doctrina sitùa a los derechos individuates como una de las constantes del 
constitucionalismo francés. Inclusive el silencio que sobre elles guardô el 
ordenamiento de 1875 “ha interpretado por la tendencia dominante de la tratadista 
francesa como la m âs absoluta confirmaciôn de la vigencia de elles, vigencia 
considerada en general como supraconstitucionalJ^
La Declaraciôn Universal de los Derechos Humanos de la Organizaciôn de 
las Naciones Unidas que se  suscribe el 10 de diciembre de 1948. En Paris repite 
con palabras nuevas viejos principios, pero ofrece sumo interés en cuanto se 
abandona la concepciôn liberal y se  adopta un punto de vista m âs social. A. 
Latorre hace hincapié en cuatro categorlas no tradicionales, aunque no del todo 
novedosas: derecho al trabajo, a la seguridad social, al ocio recreative y a la 
educaciôn y cultura.
La igualdad, la no esclavitud, la libertad de pensam iento y de creencia, la 
garantia de audiencia judicial, la nacionalidad, la familia, la propiedad privada y la 
colectiva, la asociaciôn, la participaciôn politica democrâtica, el sindicalismo, el
Garcia Ramirez Sergio, Op. Cit. Pp. 40,41,42
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asilo, son otros tem as de esta  declaraciôn.
1.4 EN LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA
La declaraciôn de independencia de Estados Unidos del 4 de julio de 1776, 
consagra varios derechos fundam entales “dotados por el creador". Alude a la 
igualdad de los hombres, al derecho a la vida, a la libertad, a la dicha. El gobierno 
existe para garantizar taies bienes y su poder ém ana del consentimiento de los 
gobernados. La Constituciôn estâ  por encima del gobierno y se  prevé el derecho 
de resistencia para situaciones extremas. El mérite norteam ericano consiste en 
haber formulado estos y otros compromises como base  de un sistem a 
constitucional moderne y positive, as! como en el firme propôsito de llevarlos a la 
pràctica, aunque no puede ocultarse que en el ânimo de los fundadores pesaba 
mucho m âs la figura del europeo, que la del negro y la del indigena. También 
influyô dem asiado un nacionalismo que impidiô desde muy tem prano aplicar tan 
altos principios a otros pueblos.
Las antiguas colonias inglesas, ya confederadas, no abandonaron el sentimiento 
puritano de los primeros pobladores, en cuya religiosidad ocupaba lugar central el 
providencialismo “destino-manifiesto’, “calling” o vocaciôn de dominio para la 
felicidad de los escogidos, conforme a lo expuesto sobre este  punto.
Jefferson, Adams, Franklin, por citar algunos, crelan firmemente en e se  destine 
providencial. La mira estaba puesta no sôlo en las tierras de los indios, a quienes
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redujeron a ‘reservaciones’, o en el trabajo esclavo de los negros, sino m âs al sur, 
en tierras mexicanas. “Nuestra râpida multiplicacion -decia Jefferson- cubrirâ todo 
el node, sino e s  que también el sur del continente'. El argum ente del 
expansionismo norteamericano, tendiente a justificarlo, sin respetar ningùn 
derecho ajeno, era muy sencillo: elles los ungidos varones de la naciente 
democracia norteamericana, deberian obedecer el “llamado” de redenciôn al 
“hispano” y regenerarlo, aunque Q. Adams pensaba que la labor séria tan dificil 
como querer establecer la democracia entre las bestias. Esta forma de pensar 
perduré y todavia en 1847, para justificar la guerra contra México los alegatos 
esgrimidos invocaban e sa  misiôn regeneradora, con tal éxito, que Marx y Engels 
se  sumaron al parecer de los invasores y declararon que los mexicanos éramos, 
raza inferior y degenerada, m erecedora de la derrota. De m anera que los 
peculiares conceptos de igualdad, libertad y dem ocracia norteamericana, 
actualmente practicados por ellos, no pueden tenerse  razonablem ente como 
ejemplares.^®
También se  indica que la Declaraciôn Francesa posee prioridad cronolôgica 
sobre las enm iendas a la norteamericana incorporadas con posterioridad al 17 de 
mayo de 1787, En efecto, ocho constituciones de las colonias poselan Hill of 
Rights, el primero y m âs importante de los cuales fue, el de Virginia de 1776. A 
estos ordenamientos e s  m enester ahadir, con anterioridad a la constituciôn 
general, la Declaraciôn de Independencia del 4 de julio de e se  aho, que proclamé
J.A. Ortega y Medina DESTINO MANIFIESTO. SEP México 1972 p. 134 Op. Cit. Citado por Eugenio 
ITTrueba Olivares p. 265.
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el crédite politico de la naciôn norteamericana. Asi, “la primera estructuraciôn legal 
de los derechos del hombre” -inaliénables derechos de los que el ser hum ane fue 
dotado por el Creador- se  dio en la Carta virginiana del 17 de junio d 1776 y en la 
Declaraciôn de Independencia, que tiene sus raices en el Derecho natural.
Se considéra que las declaraciones norteam ericanas produjeron impacto 
m ener que la francesa, esto  se  debiô a que “Inglaterra habia acostum brado a 
Europa a presenciar su evoluciôn revolucionaria de lento pero firme y continuado 
desarrollo, la emancipaciôn norteamericana, se  presentaba como un episodio m âs 
entre los muchos que jalonaban el proceso anglosajôn a partir de la Carta Magna 
de 1215”.'^
Por lo que se  refiere a México, la influencia del constitucionalismo 
norteamericano ha sido tan directa como categôrica y se  trasiuce inclusive en la 
redacciôn de preceptos nacionales, como es  nuestra Constituciôn.
La Constituciôn de 1787 no ostentô una porciôn dogmâtica, en sentido 
riguroso, al expedirse su versiôn original, pero no por ello careciô de  importantes 
prescripciones constitutives de derechos individuates, entre las que se  cuentan 
varias de carâcter penal. Habida cuenta de esta  realidad, fue posible rechazar las 
censuras que pronto se  enderezaron contra la Constituciôn federal, sustituta de los 
fracasados Articulos de Confederaciôn y Uniôn Perpétua, lo cual no impidiô que 
también se  defendiera la técnica usada al no incluir una verdadera declaraciôn.
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Sobre esta  ausencia en el ordenamiento fundamental de 1787 se  hizo ver 
que "una minuciosa enumeraciôn de derechos particulares résulta ciertamente 
mucho menos oportuna en una Constituciôn como la que estudiam os, que sôlo 
pretende regular los intereses de la naciôn, que en una Constituciôn que debe 
regular toda clase de asuntos privados y personales. Por lo tanto, si estân  bien 
fundados los clam ores que se  dejan olr por es te  motivo contra el plan de la 
Convenciôn, no habra epitetos dem asiado fuertes para reprobar la Constituciôn 
de este  Estado” (el de Nueva York). Y se  insiste: “las declinaciones de derechos, 
en el sentido y con la amplitud que se  pretende, no sôlo son Innecesarias en la 
Constituciôn proyectada, sino que resultarian hasta peligrosas. Contendrlan varias 
excepciones a poderes no concedidos y por ello mismo proporcionarlan un 
pretexto plausible para reclamar m âs facultades que las que otorgan. Esto lo hace 
del modo m âs amplio y preciso el Plan de la Convenciôn, el cual incluye algunas 
precauciones a favor de la seguridad pùblica que no figuran en ninguna de las 
constituciones locales. También el propio Plan provee a esta  necesidad con una 
varied ad de casos.
Poco después de la vigencia de la Constituciôn se  aprobaron las primeras 
diez enmiendas, que dan cuerpo a un Bili of Rights.
Por lo que hace al texte original de la Constituciôn, las prescripciones de 
carâcter penal, sustantivas y adjetivas, fueron num erosas. El articule 1° finca el 
procedimiento privilegiado en el juicio politico y norma la inmunidad y la
Sanchez Viamonte Carlos. Op. Cit. P. 13, citado por Sergio Garcia Ramirez op. Cit. P. 14
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inviolabilidad Adem âs, détermina las atribuciones del Congreso Federal en cuanto 
a la fijaciôn y definiciôn de penas para ciertos delitos graves. El articule 3° se  
ocupa en tipificar la traiciôn y en proveer el régimen de su prueba.
La Constituciôn norteam ericana heredô el H abeas Corpus y asegurô su 
eficacia a través del articule 1°. La instituciôn del jurado se  acom oda en el numeral 
30, donde igualmente se  fijô la garantia de juez natural.
La Constituciôn también alude a las penas, especificam ente a la aplicada 
en caso de traiciôn, y finalmente prevé, en su articule 40, el régimen de la 
extradiciôn.
El Bill of Rights norteamericano quedô fincado, a merced de enm iendas 
sucesivas, las votadas por el Congreso el 25 de septiem bre de 1789, y que, segùn 
el Art. 5”, entraron en vigor el 15 de diciembre de 1791, al alcanzar la ratificaciôn 
de once, Estados de la Uniôn. A es ta s  diez iniciales enm iendas, es  indispensable 
agregar la nùmero 13, de 10 de febrero de 1866-21 de julio de 1868, en la que se  
aborda la pena de trabajo forzado, y la nùmero 14, de 16 de junio de 1866-21 de 
julio de 1868, cuya progresiva interpretaciôn jurisprudencial ha permitido introducir 
ampliamente el debido procedimiento legal en los Estados y ha otorgado via de 
acceso a los Estados de los derechos individuates an tes cehidos en la ôrbita 
federal. La enm ienda 4®. Precave contra registros y detenciones arbitrarias. La 5® 
se  refiere al juicio por jurado, al principio ne bis in idem, a la no auto incriminaciôn 
y al debido proceso legal. La 6^ consagra los derechos de celeridad publicidad e 
imparcialidad de la justicia, el fallo a cargo del pequeho jurado (de sentencia, pues 
el previsto en la anterior enm ienda lo e s  de acusaciôn), el careo y la defensa, esta
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ultima por medio de diverses garantias especlficas. Vuelve sobre los jurados, 
ahora en la ôrbita civil, la enm ienda 7®. La ultima de las diez reformas iniciales 
prohibe, con evidente adhesiôn al Derecho Briténico, las fianzas excesivas y los 
castigos crueles e  inusitados.
Garcia Ramirez sehalô, aun cuando dedicada a salir al paso de problèmes 
bien diverses de los punitives, la enmienda 13® e s  importante en cuanto al 
suscribir la exclusividad y el trabajo forzado permite la aplicaciôn de éste, como 
excepciôn de la veda general, en calidad de “castigo por un crimen del cual la 
parte interesada hubiere sido legalmente convicta”.
Diverses cam inos ha tomado la interpretaciôn de la enm ienda 14® secciôn 
1® que claram ente comulga con la 5®, en cuanto am bas fijan, ésta  para la 
Federaciôn y aquélla para los Estados, el du process of law. Hasta 1880, el 
entendimiento jurisprudencial tuvo carâcter procesal, pero después se  le adjudicô 
orientaciôn sustantiva protectora del individualisme econômico. En 1820 pasô a 
ampliar las libertades de palabra y de prensa, y desde 1930 las libertades 
religiosas y de reuniôn. Finalmente a partir de 1937 esta  clâusula récupéré su 
genuine sentido de garantia procesal. Es por esta  via como ha permitido el ingreso 
a la pràctica estatal, de diverses derechos hum anos pénales.
Por otro lado la idea republicana se  aplicô sistem atizadam ente como forma 
de gobierno en la Constituciôn de los Estados Unidos de Norteamérica de 1787, 
antes que Francia proclamara la Declaraciôn de los Derechos del Hombre y del 




En este  pais, legislaron para crear un instrumente juridico que cuidara y 
preservara los derechos humanos, y consigo los derechos de los ciudadanos, que 
en si misma fue la 1® carta Magna Inglesa convenida entre el Rey Juan y los 
Barones en 1215, constituye uno de los antecedentes primordiales de las 
m odernas declaraciones de derechos. Empero, ha de notarse de nuevo, que la 
Carta sôlo se  sitùa entre los pactos tipicos del Derecho medieval. De e sa  indole es  
la Carta Magna arrancada por los barones, espada en m anos, al rey Juan - se  
escribe-. Y a e sa  clase pertenecen las confirmaciones posteriores a e sa  Carta por 
los principes que siguieron, la Peticiôn de Derechos aceptada por Carlos 1 al 
com enzar su reinado; la Declaraciôn de derechos presentada por los Lores y los 
Com unes al Principe de Orange en 1688, a la que después se  dio la forma de una 
Ley del Parlamento, llamândola Ley de Derechos”.^ ®
No establece derechos la Carta Magna, sino reestablece las antiguas costumbres. 
Los liberi hominis a que se  refiere son apenas en reducido nùmero en el conjunto 
de los ingleses: la comunidad de la nobleza; cuando se  habla del comùn totius 
angliae o del comùn consilium regni, se  hace referencia al conjunto y al consejo de 
las clases privilegiadas. Meridianamente queda claro el carâcter dativo de la Carta 
si se  repara en el segundo pârrafo de su preâmbulo que dice: “Sabed que Nos, en
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presencia de Dios y por la salvaciôn de nuestra aima y de las aim as de nuestros 
p redecesores y sucesores y de (a canonizaciôn de la Santa Iglesia y por la 
reforma de nuestro reino hem os dado y concedido por nuestra propia y buena 
voluntad a  los arzobispos, obispos, etcetera, las, libertades especificadas a 
continuaciôn para que las posean a perpetuidad en nuestro reino de Inglaterra”.
S e ha querido dar mayor âmbito personal de validez a la Carta con apoyo en uno 
de sus ûltimos parrafos, que consigna; “Todas las costum bres a que nos hemos 
referido y todas las libertades que hemos concedido en nuestro reino puro ser 
poseîdas por nuestros propios vasallos, serân de igual m anera respetadas por 
todos nuestros sùbditos, clérigos y laicos con relaciôn a los tenedores de sus 
tierras”.
Esta clâusula se  refiere a una combinaciôn entre la libertad por privilegio y la 
libertad por reflejo, caracterizadas arriba, e s  decir, “que los dependientes de los 
barones otros grandes del feudalismo inglés recibian protecciôn derivada de los 
deberes asum idos por sus am os”.^ ®
En la definitiva formulaciôn de 1225, bajo el reinado de Enrique III, el articule 13 de 
la Carta estableciô inquisidores reales para algunos procesos, lo cual constituye 
antecedente de la persecuciôn oficial y, por lo mismo, del ministerio pùblico, 
apenas lenta y parcialmente entronizado hoy en Inglaterra, bajo nombre distinto. 
La Isla constituye uno de los bastones fundamentales del sistem a de la acciôn 
popular. Aquel precepto, en fin, fue abrogado en 1863.
HAMILTON Alexander. EL FEDERALIST A LXXXIV 2da. Edicion. Traducciôn Gustavo R. Velasco, 
FCE, México 1957,p. 367 citado por Sergio Garcia Ramirez op. Cit. P. 14-
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Otros notables adelantos tuvo la Carta. asi, el articule 14 consolidô el principio de 
la proporciôn entre delito y pena; el 22 iniciô la decadencia de la pena 
confiscatoria; y el 29, fundamental dentro del cuadro integro de la Carta, expuso el 
principio de legalidad, el debido proceso legal y el derecho de acceso  a la justicia 
pùblica, todo ello con formulas lapidarias que poseen parentesco estrecho con los 
articulos 14,16 y 17 de la Constituciôn mexicana y que han informado otros 
cuerpos normativos: “Ningùn hombre libre sera  detenido ni preso, ni desposeido 
de  su tenencia, de sus libertades o libres usos, ni puesto fuera de la ley, ni exiliado 
ni molestado de m anera alguna; y no nos pondremos ni harem os poner manos 
sobre él, a no ser en virtud de un juicio legal de sus pares y segùn la ley del pais. 
No venderem os, ni rehusarem os, ni retrasarem os a nadie el derecho a la justicia”. 
En la crônica juridica inglesa ostenta papel de primer range. Coke (1552-1634), 
enfrentado a la Corona en defensa de la autonomia judicial, en uno de los tantes 
episodios estelares de la lucha entre el sehorio ejecutivo y la potestad de la 
magistratura.
La prevalecia del common law, robustecida gracias a la tarea de Coke, arroja, 
entre otras consecuencias, las de que el monarca no puede conocer en juicio sino 
a través de los jueces, conforme al derecho y a las costum bres de Inglaterra (Case 
of prohibitions, 1607) y de que el soberano carezca de atribuciones para altera r el 
Derecho del pais o crear delitos nuevos (Case of proclamations).
La peticiôn de derechos de 7 de junio de 1628, restaurô varias facultades
DORN Herbert, Los Derechos Humanos como fuerzas formativas del desarrollo econômico y social, en 
Academia Interamericana de Derecho Comparado e Internacional, curso monogrâfico, pp. 152-156, obra 
citada por Sergio Garcia Ramirez.
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vulneradas advirtiô sobre detenciones y juicios con sujeciôn a la ley. El Bill of 
Rights, de 13 de febrero de 1689, contuvo declaraciôn de lores y comunes, 
“representando legal, plena y libremente a todos los estam entos del pueblo de 
es te  reino”, pronunciados por los “derechos libertades indiscutibles”, entre los que 
hubieron de figurar no pocos de material penal: se  combatieron los tribunales 
privilegiados (declaraciôn 3), se  reprobaron las sanciones con las que se  reprimia 
el ejercicio de la peticiôn al rey (declaraciôn 5), se  reconociô el derecho la tenencia 
de arm as para la defensa légitima (declaraciôn 7), s e  prohibieron las fianzas y 
sum as excesivas y las penas crueles e  inusitadas (declaraciôn 10). Y si bien no 
creô Inglaterra el tribunal de jurados, lo organizô asimismo a través de la 
declaraciôn 11, que exigia de sus intégrantes, con tono aristocrâtico, la condiciôn 
de “libres tenedores”. Por ultimo, la declaraciôn 12 se  estipulé en contra de multas 
y confiscaciones previas a la condena.
El Acta de Habeas Corpus, de 1679, instrumentô este  remedio judicial, que tan 
vastas proyecciones posee en el Derecho contemporâneo. Existiô el habeas 
corpus inglés, sin embargo, desde antes de aquélla fecha, como recurso sostenido 
por el common law el writ de Odio el Atia y el writ de homine regigliando. La 
Revoluciôn inglesa de 1688, puso fin a las luchas religiosas, concediendo libertad 
de creencias a todas las sectas, m enos a los nûcleos catôlicos, ya muy 
diezmados, abandonândose la pràctica del “cujus regio, ejus religio”. Senala 
igualmente el fin de la monarqula absoluta y el triunfo del parlamentarismo sobre 
la voluntad del rey. Entre las diversas corrientes que llevaron a tal soluciôn, 
pueden distinguirse la influencia de Locke que, contrario al viejo absolutismo de 
Hobbes, hizo la defensa del parlamentarismo combatiô también la teoria del
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“derecho divino de los rayes”. Locke pone su atenciôn no solo sobre ios derechos 
del pueblo y de determinados grupos sociales, sino también las personas 
individualmente considerados trascendiendo su influencia a Norteamérica. El Bill 
of Rights de 1689 institucionaliza la Revoluciôn, y aunque no puede considerarse 
todavia como una constitucion formal, establece los limites del poder monarquico, 
a lg u n o s derechos de los subditos. El cuerpo soberano e s  el parlamento y el poder 
de este  no se  limita por medios expresam ente estatuidos, sino por la funciôn 
judicial con base  en el common Law, por la opinion püblica, usos y convenciones. 
El Bill of Rights, al que antecede la llamada Carta Magna de 1215. La Petition of 
Rights de 1627 y el H abeas corpus de 1679, constituyen las declaraciones 
inglesas m as importantes.
El Acta de Establecimiento de 12 de junio de 1701, confirmé derechos y libertades. 
Su articulo 111,8°, se  refiriô al juicio politico al disponer que "ningùn perdôn podra 
lograrse, bajo el gran sello de Inglaterra, contra una acusaciôn (impeachment) 
“decidida por los comunes.
Inglaterra e s  considerada justiciera y m aestra de libertades. Ha exhibido lùcido 
ejemplo en el doble âmbito del Derecho Penal y del procedimiento criminal: no por 
cierto, en la vanguardia del cultive cientifico de es ta s  disciplinas, cuya pobreza es  
efecto, por igual, del carâcter peculiar del common law y del espiritu practice 
anglosajôn; pero si, -y es te  es  en definitive le que verdaderam ente importa- en el 
terrene del eficaz respeto por la justicia y la libertad. Esta, m as que cuestiôn 
juridica, e s  materia de una larga e ininterrumpida tradiciôn transformada en 
devociôn y vocaciôn précisas. Acaso para el inglés la justicia posea raiz m as 
emotiva y secular que discursive y circunstancial. Esta m anera de  ver las cosas ha
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de traerse a cuentas al hablar del régimen penal en un pais donde, 
paradôjicamente, la libertad hum ana carece de otra defense frente a la fuerza 
parlamentaria que el vigor de la opinion pùblica.Hay que tener en cuenta que con 
excepciôn de la Carte, de  la Peticiôn de Derechos, del Hill of Rights del Acta de 
Establecimiento en Gran Bretaha “no hay una declaraciôn o côdigo especial para 
los derechos fundamentales". Al respecto los juristes britànicos manifiestan en 
dos supuestos; a) en  que los ciudadanos pueden hacer o decir todo lo que no 
infrinja el Derecho objetivo o subjetivo; b) en que las autoridades solo pueden 
hacer aquello que les e s ta  permitido por el Derecho estatutario o por el common 
law. Pero no tienen en principio una expresion positive, sino negative; m as que de 
derechos, se  trata de libertades. Sin embargo si en la estructura de la Constitucion 
britanica estos derechos no son una m esa uniforme, sino un conjunto articulado y 
con una formulacion relativamente precise, ello se  debe a la funciôn desarrollada 
por la judicature, que en sus ahos los ha ido definiendo y garantizando... Pero 
dado que el common law esta  subordinado al Derecho estatutario y que no existe 
declaraciôn de Derecho am parada en una super legalidad constitucional, e s  claro 
que no hay garantie juridica alguna para la existencia de estos derechos frente a 
la voluntad del Parlamento, pues este  puede tanto ampliar la esfera de las 
actividades prohibidas como doter de unos amplios poderes a las autoridades, y 
en tiempos de guerre asi lo ha hecho”. Agréguese a todo ello el control que el 
gobierno ejerce sobre el Parlamento, para estim er la fuerza verdadera que detenta 
el Poder Ejecutivo.
Ante sem ejante amplitud juridica brota el freno, ùnico eficiente (segùn prueba la 
confrontaciôn con otros paises, donde el autoritarismo desborda, de m anera
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franca o solapada, los valladares juridicos) de la psicologia del pueblo inglés, 
ejemplo de la lucha por el Derecho como ha consignado un juriste insigne. El buen 
observador no deberâ repasar la legislaciôn britânica para percatarse de que al 
lado o por encima de su poder material, el "ingles" cuenta en su favor con algo 
mâs; la seguridad juridica m âs compléta para su vida, para su integridad corporel, 
para sus bienes, para su reputaciôn”. °^
1.7. EN SUECIA.
El Ombudsman (defensor del pueblo) naciô en Suecia con la Constitucion de 
1809, con el fin de establecer un control adicional para el cumplimiento de las 
leyes, superviser su aplicaciôn por la administraciôn y crear un nuevo camino, àgil 
y sin formalismos a través del cual los individuos pudieran quejarse de las 
arbitrariedades y violaciones cometidas por autoridades y funcionarios.Las 
caracteristicas del Ombudsman son las siguientes:
a) Elecciôn por un parlamento constituido democràticamente;
b) Nombramiento del titular del ôrgano, siendo esta  una persona neutral 
politicamente;
c) Acceso directe de la ciudadania al ôrgano en forma rapide y sencilla;
d) Investigaciôn de los hechos declarados, efectuada en forma sumaria e  informai;
e) Control de las distintas administraciones, incluidas las de justicia y la militer;
f) Elaboraciôn de un informe anual o extraordinario que contenga el resultado de
IBERING Rodolfo. La Lucha por el Derecho, trad. Leopoldo Alas, en Revista de Ideas y Cultura, p. 28. 
Raul Carranca y Trujillo, Meridianos del Mundo, México, p. 29, citado por Sergio Garcia Ramirez
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su actividad y sea  dado a conocer al parlamento;
g) Poder sancionador sobre los funcionarios y atribuciones para recom endar la 
aplicaciôn de sanciones.^^
Considéra Per Erik Nilsson, ex jefe del Ombudsman de Suecia, que el éxito de 
esta figura se  debe o que la atenciôn recibida por los individuos e s  rapide y sin 
formalismos, cuando son violados sus derechos hum anos, y por oto lado, también 
se  debe su éxito a que realmente en la actualidad se  preocupen en protéger los 
derechos humanos, mismos que se  encuentran indefensos ante las autoridades o 
la administraciôn pùblica; consecuentem ente también han crecido las 
posibilidades de violaciones por parte de este  personal gubernam ental.
Los Ombudsman Escandinavos poseen el derecho de procesar, cosa que no 
acontece con los de otros paises.^^
El Ombudsman que es  de origen sueco, représenta una instituciôn que defiende 
los derechos del pueblo, y que en la actualidad existe en m as de cuarenta paises, 
con caracteristicas parecidas, pero que por alguna circunstancia de origen, de 
costumbre o de aspecto juridico, no la igualan, pero tratan de cumplir en todas sus 
funciones. El Ombudsman es  un organisme cuyo titular e s  un funcionario pùblico 
de alto nivel, quien actùa con independencia pero e s  responsable ante el poder 
legislative, recibe quejas en contra de funcionarios y autoridades, las investiga y 
emite recom endaciones y periôdicamente rinde un informe pùblico sobre el 
cumplimiento o no de sus recom endaciones y sugerencias.
En Finlandia, se  adopté el Ombudsman en su Constituciôn de 1919. También fue
Gaceta 90/1 de la C.N.D.H., México 1998, p. 3.
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, México, serie folletos 90/5, pp. 14, 15, 16, 17.
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adoptado por Dinamarca, y en 1962 se  instituyô en Nueva Zelanda; esta  figura 
también ha sido estudiada y discutida en Congresos y simposios internacionales y 
adaptada ya sea  a nivel nacional o local en Gran Bretaha, Canadâ, Francia e  
Italia.
En Portugal, en el aho de 1915 se  instituyô con el nombre de Promoter de la 
Justicia. En Espaha, donde se  fundô en 1978 se  conoce con el nombre de 
Defensor del Pueblo. En Costa Rica se  le denominô como Procuraduria de los 
Derechos Humanos, iniciando sus funciones en 1982.
En Guatem ala se le conoce como Procurador de los D erechos Humanos, y se  
fundô. En 1985. En México el ôrgano se  conoce como la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos y fue creada por Decreto Presidencial, mismo que fue 
publicado en el Diario Oficial de la Federaciôn el 6 de junio de 1990.
1.8 EN MÉXICO
En nuestra naciôn siempre ha sido una preocupaciôn los derechos 
humanos, por lo que nuestra actual Constituciôn, estab lece y consagra los 
derechos humanos. La influencia de la independencia de los Estados Unidos de 
Norteamérica y de la Revoluciôn Francesa, se  hacen notar en los textos 
fundam entales que se  expidieron antes o después de la Independencia.
Como antecedente se  tiene el articulo 40 de la Constituciôn de Cadiz de
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1812 que estableciô;” La libertad civil, la propiedad y los dem âs derechos legîtimos 
de todos los individuos que la com ponen”.
Antes de es ta  Constituciôn, Miguel Hidalgo y Costilla, en el Decreto de 6 de 
diciembre de 1810 aboliô la esclavitud cuyo texto e s  el siguiente: “Articulo 1°.- Que 
todos los duehos de esclaves deberân darles la libertad dentro del término de diez 
dîas, so pena de muerte, la que se  aplicara por trasgresiôn de es te  articulo”.^ ^
Por su parte Jo sé  Maria Morelos y Pavôn dicté el Decreto Constitucional 
para la libertad de la América Mexicana sancionado en Apatzingan el 22 de 
octubre de 1814. En su articulo 24 dispuso “La felicidad del pueblo y cada uno de 
los ciudadanos consiste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y la 
libertad. La integra conservaciôn de estos derechos e s  el objeto de la instituciôn 
de los gobiernos y el ùnico fin de las asociaciones politicas”. Aun cuando este  
Decreto nunca tuvo vigencia, e s  clara la intenciôn de protecciôn de los derechos 
del hombre y del ciudadano.
El Acta Constitutiva de la Federaciôn Mexicana del 31 de enero de 1824, en 
su articulo 30 indica; “La Naciôn esta  obligada a protéger por leyes sablas y justas 
los derechos del hombre y del ciudadano”.^ '^
En la Constituciôn de 1824 en las “Reglas G enerates en que se  sujetarâ en 
todos los estados la administraciôn de justicia se  establecieron determinados
ARNAIZ, Amigo Auto a, Derecho Constitucional Mexicano, Editorial Trillas, México, 2a. Ed., 1990, p. 18
FIX Zamudio Hector, Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos, comentada, UN AM, México 
1985. p. 1
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preceptos que implicaban el reconocimiento de la existencia de ciertos derechos 
de los gobernados y la consecuente limitaciôn del Estado para conservarlos.^®
En las siete leyes Constitucionales de la Repûblica Mexicana del 29 de 
diciembre de 1836, esta  Constitucion fue centraliste, dando fin al sistem a federal. 
En ella se  enum eran en forma especial algunas garanties individuates, pero 
m encionandolas como derechos del mexicano.
En la Ley Primera, Articulo 2°, se  establecieron como derechos del 
mexicano:
Fracciôn I, no ser aprehendido sin mandamiento de juez compétente;
Fraccion II, no ser detenido por m as de très dies por autoridad politica, y ser 
puesto a disposicion de la autoridad judicial, quien deberâ promover dentro de los 
diez dias habiles siguientes el auto motivado de prision;
Fracciôn III, no se r privado de la propiedad, del libre uso y del 
aprovechamiento de ella, salvo causa de utilidad general y pùblica;
Fracciôn IV, no ser objeto de cateo ilegal;
Fracciôn V, no ser juzgado y sentenciado por tribunates que no se  hayan 
establecido segùn la Constituciôn o que apliquen leyes dictadas con posterioridad 
al hecho;
Fracciôn VI, no impedirsele la libertad de traslado; y
25 CANCHOLA Herrera J. Jesus. Triptico Constitucional Mexicano, Editorial Orlando Cârdenas V. México 
1985.
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Fracciôn VII, no suprimirsele la libertad de imprenta.
En la Ley Tercera, articulo 45, se  establecieron las prohibiciones dictadas al 
Congreso General, dentro de las cuales se  ratificaron algunos de los derechos del 
mexicano. En la Ley Quinta se  ordenan prevenciones generates sobre la 
administraciôn de justicia en lo civil y en lo criminal, disponiéndose en los articulos, 
del 43 al 51, norm as para el aprisionamiento y detenciôn, para el procesamiento y 
para la aplicaciôn de penas. A dem âs se  encuentran las siguientes:
Reducciôn de fueros; reducciôn de instancias en los negocios judiciales; 
designaciôn de las formalidades indispensables para la prisiôn y aùn para la 
simple detenciôn; limitaciôn de la responsabilidad civil; aboliciôn del tormento: 
aboliciôn de  la confiscaciôn; y aboliciôn de toda pena trascendental.
Bases Orgànicas de la Repûblica Mexicana del 12 de Junio de 1843. 
Incompletas habian sido hasta entonces las garantias otorgadas por la 
Constituciôn Federal y por la Central. En esa  virtud los hombres de 1843 pensaron 
seriam ente en consolidar las garantias individuates.
Una de las principales garantias se  encuentra en la declaraciôn de la libertad, y 
por consiguiente la condenaciôn de toda esclavitud. Figura también la libertad de 
opiniôn, y por consiguiente la libertad de imprenta, sin previa clasificaciôn o 
censura, y sin fianza de los autores, editores o impresores, y con la garantia 
indispensable del jurado.
La seguridad personal e s ta  garantizada, exigiéndose determ inadas formalidades 
para poder determ iner la detenciôn de alguien, declarândose que nadie puede ser 
juzgado por tribunates de comisiôn ni por leyes rétroactives; que nadie puede 
continuer en  prisiôn, luego que aparezca que no es  acreedor a pena corporel, si
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por otra parte da fianza; y que nadie puede ser apremiado a ser confesion de 
hecho propio. La inviolabilidad del domicilie esta  garantizada.
Esta reconocida la propiedad privada, ya pertenezca a particulares o a 
corporaciones, y contiene el principio de que el ejercicio de una profesion o 
industrie constituye una propiedad privada tan sagrada como la de cosas, 
acciones o derechos.
Incluye también el principio de que solo una causa de utilidad pùblica puede 
ocupar la ocupaciôn de la propiedad, previa la correspondiente indemnizacion. 
Consigna la declaraciôn que a ningùn mexicano se  podrâ impedir la trasiaciôn de 
su persona y bienes fuera del pais.
S e  cerrô el capitule de garantias individuates, con un articulo en el cual déclara 
que los extranjeros sôlo gozaran de los derechos que conceden las leyes y sus 
respectives tratados a otras personas.
Acta de Reformas de 1847. Este documente constitucional de carâcter 
fundamental, estab lece el imperio de la Constituciôn Federal de 1824, 
introduciéndole algunas reformas esenciales. Ya desde entonces se  pretendia la 
elaboraciôn de una nueva Constituciôn mâs adecuada a las necesidades de la
época.^G
En el aho de 1846 se  citô a un Congreso “que era a la vez constituyente y 
ordinario”^ ,^ para restaurar la Constituciôn de 1824. Sus miembros estaban
R. TERRAZAS Carlos. Los Derechos Humanos en las Constituciones Politicas de México. Editorial 
Miguel Angel Porrûa México 1991. pp. 39-44 
TENA Ramirez Felipe. Leves fundamentales de México 1908. 196 México, Editorial Porrûa, 1976. p. 440. 
Op. Cit. Por Carlos R. Terrazas, p. 4L
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divididos entre dos posiciones: 1) reponer lisa y llanamente dicha Constituciôn 
Federal (mientras no reformara); y 2) expedir una nueva que aprovechara sus 
principios fundamentales. Congreso nombrô una comisiôn formada por Edmundo 
Antonio Paredes Espinoza de 1 Monteros, Manuel C rescendo  Rejôn, Mariano 
Otero, Joaquin Cardoso y Pedro Zubieta. 1 mayoria de la Comisiôn (salvo Mariano 
Otero), presentô al Congreso Constituyente, en sesiôn del 5 de abril de 1847, un 
dictamen proponiendo se  declarara que el Pacto de 1824 fuera la ûltima 
Constituciôn légitima del pais, mientras no se  publicaran todas las reformas que 
determinaran hacer e se  Congreso, ofreciendo presenter a la brevedad un 
dictamen al respecto.
Mariano Otero por su parte, formulé un voto particular en sentido diverse, 
acom pahando un proyecto de Acta de Reformas, que también fue del 
conocimiento del Congreso en la sesiôn antes mencionada. El Congreso (en su 
sesiôn del 16 de abril del mismo aho), rechazô el dictamen de la mayoria. Discutiô 
el voto particular de Otero y de Acta de reformas, la cual, con algunas 
modificaciones y adiciones, fue jurada el 21 de mayo de 1847 y publicada al dia 
siguiente.
Debe destacarse el articulo 5° del Acta, que correspondiô al articulo 4° del 
proyecto de Otero, que disponia:
“Para asegurar los derechos del hombre que la Constitucion reconoce, una ley 
fijarà las garantias de libertad, seguridad, propiedad e igualdad de que gozan 
todos los habitantes de la Repûblica, y establecerâ los medios de hacerlas
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efectivas”^ ®
Esta disposicion tan genérica debe ser entendida en los términos de los conceptos 
contenidos en el voto particular de Otero que acom paho al proyecto, y que en 
alguna de sus partes dice:
“Desde 1832 comenzô a observarse que la Constituciôn Federal debia arreglar el 
ejercicio de los derechos del ciudadano, y yo he crefdo que es ta  debe ser la 
primera de las reformas, persuadido como lo estoy de que es  en este  punto en el 
que se  caracteriza y asegura el principio de la forma de los gobiernos, segùn que 
se  extienda o se  limiten eso s  derechos.^^
D espués argumenta que en las constituciones m âs conocidas, no sôlo se  fijan les 
principios relativos a la organizaciôn de los poderes pùblicos, sino que se  
establecen las b ases  de las garantias individuates. Pregunta cômo hacer efectivos 
los principios de la Libertad, respondiendo que en el estado actual de nuestra 
civilizaciôn no se  podria dejar tan interesante arreglo a la absoluta discreciôn de 
los estados. Por ello afirma que la Constituciôn debe las garantias individuates de 
una manera estable.
Por ultimo, concluye “Dominado por este  pensam iento propongo que la 
Constituciôn fije los derechos individuates y asegure su inviolabilidad, dejando a
Congreso de la Uniôn. Câmara de Diputados. L Legislatura. Los Derechos del Pueblo Méxicano. México a 
través de sus Constituciones, Manuel Porrûa, México 1978. T 11, P. 138.
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una ley posterior, pero general y de un carâcter muy elevado, el detallarlos.^° De 
ahl que el articulo 4° de su proyecto, se  haya redactado en forma tan genérica, ya 
que la proposiciôn presuponia, si era aceptada, que séria una ley especial en que 
se  precisarian las garantias constitucionales simplemente enunciadas.
Este documente, indica Carlos R. Terrazas, en su obra “Los Derechos Humanos 
en las Constituciones Politicas de México, no es  notable y destacado, por el hecho 
de que contuviera un catâlogo de derechos fundam entales elevados a la categoria 
de garantias constitucionales; lo e s  porque en su articulo 25 (que en proyecto de 
Otero llevaba el numéro 19), establece el amparo a cualquier habitante de la 
Repûblica en el ejercicio y conservaciôn de los derechos constitucionales contra 
todo ataque de los Poderes Legislative y Ejecutivo, ya de la Federaciôn, ya de los 
estados.
También indica que, la verdadera novedad del Acta de Reformas de 1847, no es  
tanto una precisiôn de las garantias constitucionales, sino una comprensiôn de 
que enumeraciôn de alto nivel de ellas, no producirâ ningùn resultado concrete si 
no se  ténia al mismo tiempo un instrumente prâctico y efectivo para que sean  
respetadas. De importancia destacadisim a del docum ente constitucional creado 
por la inspiraciôn Mariano Otero.
El Acta subraya la importancia que se  da a la libertad de imprenta, en sus articulos
Congreso de la Uniôn. Op. Cit. p. 124.
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26 y 27, dem ostrando la preocupaciôn que en e sa s  épocas existia por reforzar los 
derechos ciudadanos para manifestar libremente sus ideas.
Estatuto organico provisional de la Repûblica mexicana del 15 de mayo de 
1856. En dicho Estatuto en la Secciôn Quinta, bajo el rubro de garantias 
individuates, el articulo 30 dice que la naciôn garantiza a sus habitantes la libertad, 
la seguridad, la propiedad y la igualdad.
En articulo posterior, menciona cada una de es ta s  garantias en rubros Bajo 
el titulo de Libertad se  red acta n los articulos del 31 al 39, en los cuales se 
prohiben: la esclavitud; los servicios personates obligatorios o de menores; la 
privaciôn del derecho a residencia y trànsito; las molestias por la expresiôn de 
opiniones; la violaciôn de correspondencia y papeles particulares; los monopolios 
relativos a la ensehanza y ejercicio de la profesiones. Adem âs se  reconoce la 
libertad de ensehanza.
Bajo el rubro de Seguridad, se  contienen de los articulos 40 al 61, las 
garantias que se  otorgan a la libertad fisica, enum erando disposiciones sobre 
procedimientos para privar legalmente de la libertad; sobre cateos; y sobre 
instancias en los juicios.
Bajo el titulo de Propiedad se encuentran de los articulos 62 al 71, 
garantias referentes a la inviolabilidad de la propiedad, la libertad ocupacional y
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otras cuestiones sobre el uso y aprovechamiento de la propiedad. Finalmente, 
bajo el rubro de igualdad, los articulos del 72 al 76, preservan para los habitantes 
este  derecho, que se  estab lece contra los privilegios discriminatorios.
En la Constituciôn de 1857, se  contiene un capitule de los derechos del hombre, el 
cual contiene como principio fundamental en su articulo primero: “El pueblo 
mexicano reconoce que los derechos del hombre son la base  y el objeto de las 
instituciones sociales”. En consecuencia déclara que todas las leyes y las 
autoridades del pais deben respetar las garantias que otorgue la présente 
Constituciôn.^^
Otro antecedente se  encuentra con la Ley de Procuradurias de Pobres de 1847, 
que Don Ponciano Arriaga promoviô en San Luis Potosi.
La ley de Procuradurias de Pobres de San Luis Potosi estableciô très 
Procuradores de esta  naturaleza en ese  Estado. Estos Procuradores se  ocuparon 
de la defensa de las personas desvalidas, pidiendo pronta e  inmediata reparaciôn 
contra cualquier exceso, agravio, vejaciôn, maltratamiento o tropelia que es ta s  
sufrieran en el orden judicial, politico o militar, por parte de alguna autoridad, 
funcionario o agente pùblico. Los Procuradores de pobres, sin ninguna demora, 
averiguaban los hechos y decretaban la reparaciôn de la injuria o la inculpabilidad 
de La autoridad, teniendo a su disposiciôn la imprenta del Estado para dar a
RUIZ Eduardo. Derechos Constitucional. UN AM, México 1978 p. 42
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conocer a la opiniôn pùblica el nombre de las autoridades que no cumplian con 
sus recom endaciones, pero si el hecho merecia pena de gravedad, ponian al 
presunto responsable a la disposiciôn del juez compétente.
Los Procuradores de Pobres debian visitar los juzgados, oficinas pùblicas, 
cârceles y lugares anâlogos para formular las quejas sobre los abusos que en 
eso s  lugares pudieran com eterse, y podlan pedir dates e  informaciôn a todas las 
oficinas del Estado.
El articulo 18 de la Ley que creô este  ôrgano expresaba que “todas las 
autoridades tienen el deber de auxiliar y protéger la instituciôn de esta  ley, a fin de 
que pueda corresponder a su objeto".
En la Constituciôn del 5 de febrero de 1917, se  estab lece en el Titulo Primero, 
Capitulo 1, las garantias individuates, y también dentro de su contenido se  
encuentran las garantias sociales, mismas que protegen y regulan los derechos 
humanos en nuestro pais.
Una observaciôn se  hace a nuestra Constituciôn, que e s  considerada una de las 
m âs complétas, no aparece  textualmente la frase de “Los D erechos Humanos” y 
sin embargo los protege.
CARPIZO Jorge. CNDH: Coleccjôn Folletos 90/5, México 1990, p. 12.
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A partir de los ahos seten tas, se  han creado ôrganos pùblicos que tienen como 
finalidad protéger los derechos de los gobernados frente a la administraciôn 
pùblica.
Aunque de naturaleza diferente, la creaciôn de la Procuraduria Federal del 
Consumidor, por Decreto de fecha 19 de diciembre de 1975, que comenzô a 
funcionar al aho siguiente, tiene finalidades com unes a la defensa de los derechos 
de los individuos, aunque no primordialmente frente al poder pùblico.
El 3 de enero de 1979, siendo Gobernador del Estado de Nuevo Leôn el Dr. Pedro 
G. Zorrilla Martinez, se  creô la Direcciôn para la Defensa de los Derechos 
Humanos.
El 21 de noviembre de 1983 se  fundô la Procuraduria de Vecinos por acuerdo del 
Ayuntamiento de 1 ciudad de Colima, ejemplo que dio entrada al establecimiento 
de esta figura juridica en la Ley Orgânica Municipal de Colima del 8 de diciembre 
de 1984, siendo optativa su creaciôn para los municipios de e se  estado.
El 29 de mayo de 1985 se  estableciô en la Universidad Nacional Autônoma de 
México, la Defensoria de los Derechos Universitarios.
La Defensoria de los D erechos Universitarios de la Universidad Nacional 
Autônoma de México naciô en 1985 y su estatuto le confiere independencia para
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que pueda recibir las quejas individuates de los estudiantes y de los miembros del 
personal académ ico por posibles afectaciones a los derechos que la legislaciôn 
universitaria tes confiere. Una de las funciones del Defensor Universitario e s  
realizar las investigaciones necesarias, y proponer a las autoridades universitarias 
la soluciôn del caso.
El proyecto de Estatuto lo formulô el distinguido jurista mexicano Hector Fix 
Zamudio, y el primer defensor fue también otro distinguido jurista Jorge Barrera 
Graf, a cuya labor y a la de sus colaboradores se  debe que e sa  defensoria se  
haya prestigiado en poco tiempo.
En septiem bre de 1986 y en abril de 1987 se  fundaron la Procuraduria para la 
Defensa del Indigena en Oaxaca y la Procuraduria Social de la Montana en 
Guerrero; sin embargo, como bien dice el abogado G uanajuatense Jo sé  Carlos 
Aguilera, en un interesante articulo, am bas Procuradurias no prevén una amplia 
tutela de los derechos que intentan protéger.
El dia 16 de mayo de 1988, se  constituyô en la ciudad de México con el permise 
previo de la Secretaria de Relaciones Exteriores y ante Notarié Pùblico, la 
Comisiôn Mexicana de Derechos Humanos, esta  Comisiôn fungiô como presiôn 
hacia el gobierno, toda vez que éste  no queria reconocer las torturas, malos tratos, 
etc. de que fueron objeto tanto los aprehendidos imputados por cualquier tipo de 
ilicito penal, como los internes, por parte de los agen tes judiciales de las 
Procuradurias del Distrito Federal y de la General de la Repûblica.
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El 14 de agosto de 1988 naciô la Procuraduria de Protecciôn Ciudadana del 
Estado de Aguascalientes, dentro de la Ley de Responsabilidades para Servidores 
Pùblicos, la cual tiene como responsabilidad desahogar las quejas que presenten 
las personas afectadas por violaciones de las obligaciones que tienen los 
servidores pùblicos enunciadas en e sa  Ley, la cual indica las facultades de la 
Procuraduria; entre las cuales se  pueden mencionar las siguientes:
1 -  Investigar la procedencia de la queja.
2 - Averiguar la verdad.
3 - Solicitar informes a los servidores pùblicos.
4.- Tener acceso  a todos los expedientes o docum entos administrativos o 
judiciales
5.- Formular recom endaciones, advertencies, proposiciones y recordatorios a los 
servidores pùblicos.
6.- Emplear medios de apremio.
El Procurador de Protecciôn Ciudadana deberâ rendir un informe al Gobernador y 
al Congreso del Estado, el cual contendrâ las actividades desarrolladas. El dia 2 
de diciembre de 1989, s e  rindiô el primer informe anual de dicho ôrgano por parte 
de su Titular, el Lie. Miguel Sarre Iguihis, docum ente en el que se  demostrô la 
buena labor desarrollada, asi como la resistencia de algunas autoridades para 
cumplir sus recom endaciones.
Una vez que el gobierno de la Repûblica reconociô que existian las arbitrariedades
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y violaciones a los derechos hum anos por parte de agentes judiciales, se  creô la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos por Decreto Presidencial de fecha 5 de 
junio de 1990, publicado en el Diario Oficial de Federaciôn el dia 6 de junio del 
mismo aho.
Recientemente, en el Estado de Aguascalientes se  creô la Comisiôn Estatal 
Derechos Humanos, m ediante Decreto expedido el 17 de junio de 1990, dicha 
Comisiôn esta  facultada para recibir quejas de grupos sociales o particulares 
sobre violaciones a los Derechos Humanos por parte de los servidores pùblicos y 
dictaminar sobre ellas.
En el Estado de Guerrero se  creô la Comisiôn de Defensa de los Derechos 
Humanos, por parte de Gobierno Estatal, existiendo paralelam ente la Asociaciôn 
Civil de Derechos Humanos de Guerrero.
En Tamaulipas, se  creô la Comisiôn Estatal de los Derechos Humanos también 
existe el Comité de  Defensa de los Derechos Humanos, que e s  de carâcter 
particular.
A la Procuraduria de Protecciôn Ciudadana y a su creador les corresponde el 
honor de haber impulsado la defensa de los Derechos Humanos en el Estado de 
Aguascalientes y de ayudar a fortalecer la vigencia del Estado de Derecho en todo 
el pais.
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En el Estado de Querétaro. Se constituyô el 22 de diciembre de 1988 la
Defensoria de los Derechos de Vecinos en el municipio de Querétaro.
El 25 de enero de 1989 se  estableciô la Procuraduria Social del Departamento del 
Distrito Federal; la cual es  una Instituciôn que recibe quejas e inconformidades 
motivadas por algùn acto administrativo de cualquier autoridad o funcionario del 
Departamento del Distrito Federal. La ciudadania puede com parecer ante dicha 
Procuraduria para exponer su queja o inconformidad, las cuales pueden ser:
1.- Cuando no sea  escuchado el ciudadano o individuo en la Delegaciôn 
correspondiente, o en cualquier dependencia del Distrito Federal.
2. Por deficiencias en el servicio eléctrico o alumbrado, en el servicio de limpia, o
en el de transporte pùblico.
3.- Por negligencia de los funcionarios del Departamento del Distrito Federal, para 
atender los asuntos de la ciudadania.
4.- Por indolencia en la prestaciôn de servidos asistenciales médicos del 
Departamento del Distrito Federal.
5.- Por abusos de autoridad por parte de la fuerza pùblica.
Ademâs la Procuraduria Social, brinda orientaciôn para trâmites de regularizaciôn
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tenencia de tierras y a seso n a  en la administraciôn de condominios.
El 13 de febrero de 1989, se  creô la Direcciôn General de Derechos Humanos de 
Secretaria de Gobernaciôn, misma que desapareciô al crearse el 6 de junio de 
1990 La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos.
En abril de 1989, se  estableciô la Comisiôn de Derechos Humanos del 
estado de Morelos.
El 25 de septiem bre de 1990, se  aprobô en el Estado de Guerrero la creaciôn de 
una Comisiôn de Defensa de los Derechos Humanos.^^
El 5 de abril de 1991, se  designô en el Estado de Baja California a José  Luis 
Pérez Canchola como primer Titular de la Procuraduria de los Derechos 
Humanos.^ "^
Para finalizar s e  réitéra el concepto de derechos humanos.
Derechos hum anos, son aquellos que el hombre posee por el mero hecho 
de serlo. Son inherentes a la persona y se  proclaman sagrados, inaliénables, 
imprescriptibles, fuera del alcance de cualquier poder politico. Unas veces se  
considéra que los D erechos Humanos son plasmaciôn de idéales lusnaturalistas
Semanario Proceso No. 176, p. 12 del 1“ de Octubre de 1990. Reportaje “En Guerrero hay Comisiôn de 
Derechos Humanos pero No Derechos”, responsable Ignacio Ramirez 
El Universal, p. 10 del 6 de Abril de 1991. “No serâ congeladora la FDM: Pérez Canchola”, responsable 
Eugenia Fuldain.
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(de derecho natural). Existe, sin embargo, una escuela de pensam iento juridico 
que, adem âs de no apreciar dicha implicaciôn, sostiene la postura; Para algunos, 
los Derechos Humanos son una constante histôrica, con clara raigambre en el 
mundo clâsico; para otros, son fruto del cristianismo y de la defensa que éste  hace 
de la persona y su dignidad. Para los mâs, los derechos hum anos aparecen, como 
taies, en la edad moderna.
Y como bien apunta Nazario Gonzâlez en su libro los derechos hum anos en 
la historia, haciendo referenda a Paul Ricoeur cuando se  refiere a los Derechos 
Humanos los cuales como el bien dice “existia la cosa, aun que no el discurso de 
la cosa”. Hasta que en un lugar determinado del planeta comenzaron hacerse 
discursos sobre la cosa y nacen las declaraciones.
CAPITULO II.- LAS GARANTIAS INDIVUDUALES Y LOS 
DERECHOS HUMANOS
LAS CARACTERISTICAS DE LOS DERECHOS HUMANOS
Los derechos humanos, desde el punto de vista filosôfico, poseen 4 
caracteristicas esenciales:
1) Son ETERNOS porque siempre pertenecerân al hombre como individuo 
de la especie humana.
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2) Son SUPRATEMPORALES porque estan por encima del tiempo y por lo 
tanto, del Estado mismo.
3) UNIVERSALES porque son para todos los se res  humanos.
4) Son PROGRESIVOS porque concretan las exigencias de la dignidad de 
la persona humana en cada momento particular de la Historia.
La evolucion histôrica de los Derechos Humanos e s  la historia de los 
valores fundam entales del ser humano; para su estudio pueden dividirse en 6 
etapas:
1) EDAD ANTIGUA:
La problematica de los valores del periodo comprendido del siglo XVIII A.C. 
al V se  reflejan en el contenido del “CÔDIGO DE HAMMURABI” y el “DECÂLOGO” 
y el “DERECHO DE GENTES” (derecho romano), dando paso a la corriente 
lUSNATURALISTA, fundam entada en la razôn, que serviria para propiciar un 
acercamiento entre los individuos.
2) EDAD MEDIA:
Los conceptos ius naturalistes se  ven impregnados de las ideas cristianas, 
dando lugar al HUMANISMO CRISTIANO en que destaca la ideologia de San 
Agustin y Santo Tom as de Aquino; en Inglaterra se  promulga la “CARTA MAGNA
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DE JUAN SU TIERRA” y en Espaha surgen los “Fueros”, como el “FUERO VIEJO 
DE CASTILLA”, el “FUERO JUZGO” y el “FUERO REAL”.
3) RENACIMIENTO E ILUSTRAClÔN:
En esta  época los Derechos Humanos se  positivizan, constituyéndose en 
limite de la acciôn gubernam ental “BILL OF RIGHTS”. G randes pensadores como 
HOBBES, LOCKE, ROUSSEAU y MONTESQUIEU fundam entan sus teorias en el 
“Derecho natural inspirado en la razôn” y en el “Contrato Social”, interesândose 
especialm ente en valores como la Libertad, la propiedad y la igualdad.
4) ÉPOCA MODERNA:
Los movimientos revolucionarios franceses se  extienden por Europa y 
América, apareciendo los primeros instrumentos protectores de Derechos 
Humanos; la “DECLARACIÔN DE DERECHOS DE VIRGINIA” de 1714 y la 
"DECLARACIÔN FRANCESA DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y DEL 
CIUDADANO” de 17 consideran por primera vez estos derechos corno 
pertenecientes al ser humano por el hecho de serlo, otorgândoles el carâcter de 
Universales, para ser incorporados a las Constituciones Nacionales.
1. LAS 3 GENERACIONES DE DERECHOS HUMANOS.
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Margarita Herrera Ortiz, ^^en su Manual de Derechos Humanos describe las tres 
generaciones en las que se  han desarrollado, indicando que:
La primera generacion de los derechos humanos se  pueden ubicar en la época en 
que cae el absolutism e politico, junto con las monarquias que le deban sustente, 
cuando ya a finales del siglo XVIII surge el constitucionalismo clasico; el hombre 
comienza a tom ar conciencia que para poder tener la convivencia politica, 
conforme a las ideas liberates, ciertos derechos que el permitieron ejercitar 
libremente las ideas de las épocas , se  tiene en e sa  época las colonias inglesas 
se  independizan de Inglaterra, en la misma época surge la declamacion de los 
derechos del Hombre y del Ciudadano. La mayoria de autores senate que en la 
Constituciôn de Estados Unidos de América del Norte (su nombre oficial e s  
Estados Unidos de América) y en te Declaraciôn Francesa e s  en donde surgen te 
primera generaciôn de los derechos humanos, los llamados “Derechos 
Individuates”, que contenian, a te par, derechos civiles y derechos politicos. Las 
ideas que dieron forma a esto s  derechos de te primera generaciôn, son dadas al 
mundo, por primera vez, por Aristôteles, Cicerôn, Santo Tom as de Aquino, etc.; 
retomadas posteriormente por Rousseau, Voltaire, Diderot, D’clambert y otros 
personajes.
La segunda generaciôn, en los llamados derechos hum anos de te segunda 
generaciôn, los derechos civiles y politicos ya consignados, reciben, por parte de
HERRERA, Ortiz Margarita. Manual de Derechos Humanos, 2® ed. Editorial PAC. S.A. DE C.V., México 
1993.
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la sociedad, una ampliaciôn acorde a las necesidades del tiempo, esto  sucede por 
primera vez en México de 1917, Rusia en 1918; Weimar Alemania en 1919; es te s  
derechos de la segunda generaciôn son bâsicam ente de très tipos: Derechos 
Sociales y Derechos Econômicos, sum ândoseles casi inmediatamente los 
Derechos Culturales, e s ta s  anexiones se  debieron a las necesidades de los 
hombres por mejorar sus condiciones de vida social en el campo, en lo cultural, 
etcetera.
Los fiiôsofos, ideôlogos y pensadores que dan vida a los derechos hum anes de 
segunda generaciôn son, entre otros: Kart, Marx, Federico Engels, Lenin, y 
algunos m as.
Los derechos hum anos de la segunda generaciôn tienen que cumplir con funciôn 
social, desde luego sin dejar de ser personales, o mejor dicho individuales; de esa  
manera, el individuo que e s  su titular, debera ejercerlos con una conciencia social; 
asf por ejemplo, tenem os en Mexico, el derecho de la propiedad, en donde el 
articule constitucional contempla algunas limitaciones tendientes a cumplir un 
interés social, el articule 123 constitucional, para protéger econôm icam ente a los 
desprotegidos procurar una m as justa distribuciôn de la riqueza, régula el salario 
juste, el descanso  obligatorio y otorga seguridad social. AquI, el llamado 
constitucionalismo clâsico tenîam os en la Constituciôn de 1957, se  transforma en 
un constitucionalismo social en la Constituciôn de 1917.
La tercera generaciôn, en  nuestro tiempo estâm es presenciando lo que se  llama
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“Derechos Humanos de la tercera generaciôn”(algunos autores de la materia dicen 
que ya se  cerro el ciclo de la tercera generaciôn y se  esta  em pezando la cuarta, 
pero sehalan los mismos derechos).
Los derechos de es ta  generaciôn también son llamados “derechos de solidaridad”. 
En termines generates se  refieren al derecho de los pueblos para reclamar ciertas 
prestaciones de la sociedad internacional.
Como ejemplo de es ta  generaciôn se  menciona los siguientes:
Derechos a la paz; Derecho a un medio ambiente sano  y ecolôgicamente 
equilibrado; Derecho a beneficiarse con el patrimonio comùn de la humanidad; 
Derecho a la comunicaciôn; Derecho al desarrollo. El doctor Luis Diaz Muller 
agrega al derecho a un nuevo orden internacional; asi mismo, existen también el 
derecho a los recursos materiales, al patrimonio cultural y artistico, etcétera.
De acuerdo a la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, las caracteristicas de 
los Derechos Humanos, son^®:
Son universales porque pertenecen a todas las personas, sin importar su sexo, 
edad, posiciôn social, partido politico, creencia religiosa, origen familiar o 
condiciôn econôm ica
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Son incondicionales porque Cinicamente estan  supeditados a los 
lineamientos y procedimientos que determinan los limites de  los propios derechos, 
es decir, hasta donde com ienzan los derechos de los dem as o los justos kitereses 
de la comunidad.
Son inaliénables porque no pueden perderse ni transferirse por propia 
voluntad; son inherentes a la idea de dignidad del hombre.
C lasificacion de  los D erech o s H um anos en  trè s  g en e rac lo n e s
Los D erechos Humanos han sido clasificados de diverses m aneras, de 
acuerdo con su naturaleza, origen, contenido y por la materia que refiere. Las 
denom inadas Tres G eneraciones e s  de carâcter histôrico y considéra 
cronolôgicamente su apariciôn o reconocimiento por parte del orden jurldico 
normative de cada pais.
Prim era g en e rac iô n  S e  refiere a los derechos civiles y politicos, también 
denominados “libertades clâsicas”. Fueron los primeros que exigiô y formule el 
pueblo en la Asam blea Nacional durante la Revoluciôn francesa. Este primer 
grupo lo constituyen los reclam es que motivaron los principales movimientos
endh.org.mx, 12 de mayo de! 2005. 18:00 hrs
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revolucionarios en diversas partes del mundo a finales del siglo XVIII.
Como resultado de  e s a s  luchas, e sa s  exigencias fueron consagradas como 
auténticos derechos y difundidos internacionalmente, entre los cuales figuran:
Toda persona tiene derechos y libertades fundam entales sin distinciôn de 
razajdiom a, posiciôn social o econômica.
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad juridica.
Los hombres las m ujeres poseen  iguales derechos.
Nadie estara  sometido a esclavitud o servidumbre.
Nadie sera  sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o
dégradantes, ni se  le podrà ocasionar daho fisico, psiquico o moral.
Nadie puede ser m olestado arbitrariamente en su vida privada, familiar, domicilie o 
correspondencia, ni sufrir a taques a su honra o reputaciôn.
Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir si residencia.
Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.
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En caso  de persecuciôn politica, toda persona tiene derecho a buscar asilo y a 
disfrutar de él, en cualquier pais.
Los hombres y las mujeres tienen derecho a casarse  y a decidir el numéro de hijos 
que desean.
Todo individuo tiene derecho a la libertad de pensam iento y de religion.
Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinion y expresiôn de ideas.
Toda persona tiene derecho a la libertad de reunion y de asociaciôn pacifica.
S eg u n d a  g en erac iô n . La constituyen los derechos econômicos, sociales y 
culturales, debidos a los cuales, el Estado de Derecho pasa  a una etapa superior, 
e s  decir, a un Estado Social de Derecho.
De ahi el surgimiento del constitucionalismo social que enfrenta la exigencia 
de que los derechos sociales y econômicos, descritos en las normas 
constitucionales, sean  realm ente accesible y disfrutables. Se dem anda un Estado 
de Bienestar que implemente acciones, programas y estrategias, a fin de lograr 
que las personas los gocen de m anera efectiva, y son:
Toda persona tiene derecho a la seguridad social y a obtener la satisfacciôn
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de los derechos econômicos, sociales y culturales.
Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones equitativas y 
satisfactorias.
Toda persona tiene derecho a formar sindicatos para la defensa de sus 
intereses.
Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure a 
ella y a su familia la salud, alimentaciôn, vestido, vivienda, asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios.
Toda persona tiene derecho a la salud fisica y mental.
Durante la maternidad y la infancia toda persona tiene derecho a cuidados y 
asistencia especiales.
Toda persona tiene derecho a la educaciôn en su s  diversas modalidades.
La educaciôn primaria y secundaria es  obligatoria y gratuita.
T ercera gen erac iô n . Este grupo fue promovido a partir de la década de los 
setenta para incentivar el progreso social y elevar el nivel de vida de todos los 
pueblos, en m arco de respeto y colaboraciôn mutua entre las distintas naciones de 
la comunidad internacional. Entre otros, destacan los relacionados con:
La autodeterminaciôn.
La independencia econôm ica y polltica.
79
La identidad nacional y cultural 
La paz.
La coexistencia pacifica.
El entendimiento y confianza.
La cooperaciôn internacional y regional.
La justicia Internacional.
El uso de los avances de las ciencias y la tecnologla.
La soluciôn de los problèmes alimenticios, demogrâficos, éducatives y 
ecolôgicos.
El medio ambiente.
El patrimonio comùn de la humanidad.
El desarrollo que permita una vida digna.
C ada individuo, cada persona, tiene la obligaciôn de respetar los derechos 
de los otros individuos, de las otras personas, si quiere que los dem âs respeten 
los suyos.
Si cada individuo debe respetar el derecho de los dem âs, con mayor razôn 
y en primer lugar, debe hacerlo la autoridad, es  decir, el Gobierno (Federal, 
Estatal, Municipal), quien tiene y dispone de la fuerza pûblica, por lo cual debe 
respetar el derecho de todas las personas que viven en el lugar donde se
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encuentra ese  gobierno u autoridad, m as aun, no solo debe respetar esos 
derechos, sino debe garantizar su existencia manifestaciôn.
Estos derechos y garanties individuales solo pueden existir y ser 
respetados en los pueblos que aman y practican la libertad.
Nuestra Constituciôn inicia con la declaraciôn de las G aranties Individuales, 
y asi se  titula el Capitule Primero del Titulo Primero. Podem os decir que esta  cita 
e s  la parte axiolôgica de la ley fundamental y la causa b ase  de toda organizaciôn 
politica.
Por lo que el articule 1° de la Constituciôn dice: “En los Estados Unidos 
Mexicanos todo individuo gozarâ de las garanties que otorga esta  Constituciôn, las 
cuales no podrân restringirse ni suspenderse. sino en los cases  y con las 
condiciones que ella misma establece”.
Las Garantias Individuales se dividen en tres grandes partes que son:
DERECHOS DE IGUALDAD, LIBERTAD Y SEGURIDAD JURIDICA. 
GARANTIAS DE IGUALDAD:
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1). El goce para todo individuo (articulo 1° Constitucional).
2). Prohibiciôn de esclavitud (articulo 2° Constitucional).
3). Igualdad de derechos sin distinciôn de sexos (articulo 4® Constitucional).
4). Prohibiciôn de titulos de nobleza, prerrogativas y honores hereditarios 
(articulo 12 Constitucional).
5). Prohibiciôn de fueros (articulo 13 Constitucional).
6).- Prohibiciôn de ser sometidos a proceso con apoyo a las leyes privatives 
o través de tribunales especiales (articulo 13 Constitucional).
LAS GARANTIAS DE LIBERTAD SE DIVIDEN EN TRES GRUPOS:
a).- Las libertades de la persona humane.
b).- Las libertades de la persona civica.
c).- Las libertades de la persona social.
A su vez, las libertades de la persona Humana se subdividen en 
libertades fisicas y libertades del espiritu.
Las libertades de la persona Humana en el aspecto fisico son:
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1. la libertad para la planeaciôn familiar (articulo 4° Constitucional).
2. Libertad de trabajo (articulo 5° Constitucional).
3. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo si no e s  por resoluciôn 
judicial (articulo 5° Constitucional).
4. Nulidad de los pactos contra la dignidad humana (articulo 5° constitucional).
5. Posesiôn de arm as, en el domicilie para la seguridad y légitima defensa. La ley 
establece las condiciones para la portaciôn de arm as (articulo 10 Constitucional).
6. Libertad de locomociôn interna y externa del pais (articulo 11 Constitucional).
7. Aboliciôn de la pena de muerte salvo en los casos expresam ente consignados 
en la Constituciôn (articulo 22 Constitucional). Aùn cuando dicha pena ha sido 
suprimida totalmente al derogarse paulatinamente las disposiciones respectivas de 
los Côdigos Pénales Federal y de todas las entidades federativas.
Las libertades de la persona humana en el aspecto espiritual son:
1.- Libertad de pensam iento (articulo 6® Constitucional).
2.- Derecho a la informaciôn (articulo 6° Constitucional).
3.- Libertad de imprenta (articulo 7° Constitucional)
4.- Libertad de conciencia (articulo 24 Constitucional).
5.- Libertad de cultos (articulo 24 Constitucional).
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6 - Libertad de intimidad, que com prende dos aspectos: inviolabilidad de la 
correspondencia (articulo 16 Constitucional); e  inviolabilidad del domicilio 
(Articulo 16 Constitucional).
Las garantias de la persona social son: Libertad de asociaciôn y de 
reuniôn (articulo 9° Constitucional).
LAS GARANTIAS DE SEGURIDAD JURIDICA SON:
1.- Derechos de peticiôn (articulo 8° Constitucional) A toda peticiôn, la autoridad 
contestarâ por acuerdo escrito.
2.- Irretroactividad de la ley (articulo 14 Constitucional).
3.- Privaciôn de derechos solo mediante juicio seguido con las formalidades del 
proceso (articulo 14 Constitucional).
4.- Principio de legalidad (articulo 14 Constitucional).
5.- Prohibiciôn de aplicar la analogia y la mayoria de razôn en los juicios pénales 
(articulo 14 Constitucional).
6 - Principio de autoridad com pétente (articulo 16 Constitucional).
7.- Mandamiento Judicial escrito fundado y motivado para poder ser presentado en 
la persona, familia, domicilio, papeles o posesiones (articulo 16 Constitucional).
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8 - Detenciôn solo con orden judicial (articulo 16 Constitucional).
9.- Aboliciôn de prisiôn por deudas de carâcter puram ente civil (articulo 17 
Constitucional).
10.- Prohibiciôn de hacerse  justicia por propia mano (articulo 17 Constitucional).
11 -Expedita y eficaz administraciôn de justicia (Articulo 17 Constitucional).
12 - Prisiôn preventiva solo por delitos que tengan pena corporal (articulo 18 
Constitucional).
13.- Garantias del auto de formal prisiôn (articulo 19 Constitucional).
14 - Garantias del acusado  en todo proceso criminal (articulo 20 Constitucional).
15.- Sôlo el Ministerio Publico y la policia judicial pueden perseguir los delitos 
(articulo 21 Constitucional).
16 - Prohibiciôn de penas infamantes y trascendentales (articulo 22 
Constitucional).
17 - Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito (articulo 23 
Constitucional).
18 - Los juicios criminates no pueden tener m âs de tres instancies (articulo 23 
Constitucional).
Las garantias sociales estân contenidas primordialmente en los articulos: 
3°, 27, 27, 28 y 123 de la Constituciôn que se  refieren a la educaciôn, al agro, al 
régimen de propiedad y al aspecto  laboral.
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Las garantias sociales protegen al hombre como intégrante de un grupo 
social y le aseguran un minimo educative y econômico.
Las garantias sociales implican un hacer por parte del Estado, en cambio las 
garantias individuales representan primordialmente una abstencion por parte del 
propio Estado.^^
Buscando la mejor comprensiôn de las garantias individuales, analizaremos 
individualmente los articulos Constitucionales que las contienen.
En nuestra Constituciôn, precisam ente en su Capitule Primero, se  trata el 
tema de las G arantias Individuales, dicho Capitule com prende de los articulos 1° 
al 29.
ARTICULO 1°. En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozarâ de 
las garantias que otorga es ta  Constituciôn las cuales no podrân restringirse ni 
suspenderse, sino en los caso s  y con las condiciones que ella misma establece.
Estâ prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclaves 
del extranjero que entren al territorio nacional alcanzaran por e s te  solo hecho, su
CARPIZO Jorge. Diccionario Juridico Mexicano. Institute de Investigaciones Juridicas México, Editorial 
Porrùa S.A., 1985. pp. 274-275.
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libertad y la protecciôn de las leyes.
Q ueda prohibida toda discriminaciôn motivada por origen étnico o nacional, 
el género, la edad, las capacidades diferentes, la condiciôn social, las condiciones 
de salud, la religiôn, las opiniones, las preferencias, el estado  civil o cualquier otra 
que atente contra la dignidad hum ana y tenga por objeto anular o m enoscabar los 
derechos o libertades de las personas.
Como se  puede apreciar, e s té  e s  uno de los preceptos de mayor 
trascendencia de nuestra Constituciôn Federal, puesto que desde principles de 
siglo pasado (1917), estab lece la presencia de los D erechos Humanos, que 
nuestra Constituciôn indica como las garantias individuales. De ahi parte las 
controversias de que si s e  considéra que los derechos hum anos son garantias 
individuales o no, o de que si son m as amplios los derechos hum anos que las 
garantias individuales.
El m aestro Jé su s  Rodriguez y Rodriguez indica que es te  articulo contiene 
una disposiciôn de carâcter general que délimita sucesivam ente los âmbitos 
espacial, personal, material y temporal de taies derechos.^®
RODRIGUEZ y Rodriguez Jesùs. Estudio sobre Derechos Humanos nacionales e intemacionales. C.N.D.H. 
México, Colecciôn Manuales 90/2, 1990. pp. 51-52.
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Por âmbito espacial debe entenderse que el goce y ejercicio de los 
derechos hum anos debe asegurarse  dentro del territorio nacional.
El âmbito personal se  refiere a todo individuo, lo que quiere decir que todo 
ser humano, por el simple hecho de serlo y sin distinciôn de ninguna naturaleza, 
debe poder gozar y ejercitar los derechos humanos que la ley fundamental otorga. 
Con relaciôn a las personas morales, indica que, cabria hacer la salvedad de que 
dicha titularidad seria concebible en funciôn de los derechos patrimoniales de tales 
entidades, pero no en relaciôn con todos los derechos de naturaleza fisica.
Por âmbito material, debe sehalarse  que el otorgamiento de las garantias 
individuales, y en ellos s e  encuentran algunos de los derechos humanos, a que 
alude la Constituciôn, debe entenderse limitado ùnicam ente a los derechos civiles 
contenidos en Capitule Primero, Titulo Primero de la propia Constituciôn, dado que 
los derechos politicos quedan reservados exclusivam ente a los ciudadanos 
mexicanos.
Por âmbito personal de vigencia de los derechos humanos, el mismo 
precepto estab lece que ninguno de ellos podrâ ser restringido, ni suspendido sino 
en los casos y condiciones en la misma Constituciôn en su articulo 29.
Como se  observa, e s te  articulo Constitucional consagra el derecho a la 
libertad personal inherente a todo se r humano, al prescribir de m anera general y
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perm anente la esclavitud en nuestro pais. Por lo cual, cualquier esclave 
procédante del extranjero, por el simple hecho de que se  encuentre en territorio 
nacional obtendrâ su libertad y quedarâ bajo la protecciôn de las leyes mexicanas.
Al respecte el m aestro Jesù s  Rodriguez y Rodriguez com enta que este 
articulo estâ  en relaciôn directa con el 15 Constitucional, en el cual no se  autoriza 
la extradiciôn de reos politicos, ni para la de aquellos delincuentes del orden 
comùn que hayan tenido en el pais donde cometieron el delito, la condiciôn de 
esclaves; ni de convenios o tratados en virtud de los que se  alteren las garantias y 
derechos establecidos por e s ta  Constituciôn para el hombre y el ciudadano. 
También indica que esta  vinculado con los pârrafos quinte y sexto del articulo 5° 
Constitucional, el cual prohibe todo convenio que tenga por objeto el menoscabo, 
la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad de la persona por cualquier 
causa.
Tampoco puede admitirse convenio en que la persona pacte su proposiciôn o 
destierro, o en que renuncie temporal o perm anentem ente a ejercer determinada 
profesiôn, industria o comercio.®®
ARTICULO 2°. La Naciôn Mexicana es  ùnica e  indivisible.
La Naciôn tiene una composiciôn pluricultural sustentada originalmente en
RODRIGUEZ y Rodriguez Jesùs. Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos. México p. 52
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sus pueblos indigenas que son aquellos que descienden de poblaciones que 
habitaban en el territorio actual del pals al iniciarse la colonizaciôn y que 
conservan sus propias instituciones sociales, econômicas, culturales y pollticas, o 
parte de ellas.
La conciencia de su identidad indigena debera ser criterio fundamental para 
determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indigenas.
Son comunidades Intégrantes de un pueblo indigena, aquellas que formen 
una unidad social, econômica y cultural asentadas en un territorio y que reconocen 
autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.
El derecho de los pueblos indigenas a la libre determinaciôn se ejercerà en 
un marco constitucional de autonomie que asegure la unidad nacional. El 
reconocimiento de los pueblos y comunidades indigenas se harâ en las 
constituciones y leyes de las entidades federativas, los que deberàn tomar en 
cuenta, ademàs de los principios générales establecidos en los pârrafos anteriores 
de este articulo, criterlos etnolingülsticas y de asentamiento fisico.
A. Esta Constituciôn reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y 
com unidades indigenas a la libre determinaciôn y, en consecuencia, a la 
autonomia para:
I. Decidir sus formas internas de convivencia y organizaciôn social, 
econômica, polltica y  cultural.
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II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulaciôn y soluciôn de 
sus conflictos intemos, sujetàndose a los principios générales de esta 
Constituciôn, respetando las garantias Individuales, los derechos humanos y. de 
manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerà los 
casos y procedimientos de validaciôn por los Jueces o tribunales correspondientes.
III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prâcticas 
tradicionales, a las autoridades o représentantes para el ejercicio de sus formas 
propias de gobierno intemo, garantizando la participaciôn de las mujeres en 
condiciones de equidad frente a los varones, en un marco que respete el pacto 
federal y  la soberanla de los estados.
IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los 
elementos que constituyen su culture e identidad.
V. Conserver y mejorar el hàbitat y  preservar la integridad de sus tierras en 
los términos establecidos en esta Constituciôn.
VI. Accéder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y 
tenencia de la tierra establecidas en esta Constituciôn ya las leyes de la materia, 
as! como a los derechos adquiridos por terceros o por intégrantes de la
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comunidad, al uso y disfrute preferente de los recursos naturales de los lugares 
que habitan y ocupan las comunidades, salvo aquellos que corresponden a las 
areas estratégicas, en términos de esta Constituciôn. Para estos efectos las 
comunidades podrân asociarse en términos de ley.
VII. Elegir, en los municipios con poblaciôn indigena, représentantes ante 
los ayuntamientos.
Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerân y 
regularân estos derechos en los municipios, con el propôsito de fortalecer la 
participaciôn y representaciôn politica de conformidad con sus tradiciones y 
normas internar.
VIII Accéder plenamente a la Jurisdicciôn del Estado. Para garantizar ese 
derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o 
colectivamente, se deberân tomar en cuento sus costumbres y especificidades 
culturales respetando los preceptos de esta Constituciôn. Los indigenas tienen en 
todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan 
conocimiento de su lengua y culture.
Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerân las 
caracteristicas de libre determinaciôn y autonomia que mejor expresen las 
situaciones y aspiraciones de los pueblos indigenas en cada entidad, asi como las
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normas para el reconocimiento de las comunidades indigenas como entidades de 
interés pûblico.
B. La Federaciôn; los Estados y los Municipios, para promover lo igualdad 
de oportunidades de los indigenas y eliminar cualquier prâctica discriminatona; 
establecerân las instituciones y determinarân las pollticas necesarias para 
garantizar la vigencia de los derechos de los indigenas y el desarrollo integral de 
sus pueblos y comunidades, las cuales deberân ser disehadas y operadas 
conjuntamente con ellos.
Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y  
comunidades indigenas, dichas autoridades, tienen la obligaciôn de:
I. Impulser el desarrollo regional de las zonas indigenas con el propôsito de 
fortalecer las economies locales y mejorar las condiciones de vida de sus pueblos, 
mediante acciones coordinadas entre los tres ôrdenes de gobierno, con la 
participaciôn de las comunidades. Las autoridades municipales determinarân 
equitativamente las asignaciones presupuéstales que las comunidades 
administrarân directamente para fines especificos.
II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, favoreciendo la 
educaciôn bilingüe e intercultural, la alfabetizaciôn, la conclusiôn de la educaciôn
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bàsica, capacitaciôn productiva y la educaciôn media superior y superior. 
Establecer un sistema de becas para los estudiantes indigenas en todos los 
niveles. Définir y desarrolla, programas educativos de contenido regional que 
reconozcan la herencia cultural de pueblos, de acuerdo con las leyes de la materia 
y en consulta con las comunidades indigenas. Impulsar el respeto y conocimiento 
de las diversas culturas existantes en naciôn.
III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la 
ampliaciôn de la cobertura del sistema nacional, aprovechando debidamente la 
medicina tradicional, asi como apoyar la nutriciôn de los indigenas mediante 
programas de alimentaciôn, en especial para la poblaciôn infantil.
IV Mejorar las condiciones de las comunidades indigenas y de sus espacios 
para la convivencia y recreaciôn, mediante acciones que faciliten el acceso al 
financiamiento pûblico y privado para la construcciôn y mejoramiento de vivienda, 
asi como ampliar la cobertura de los servicios sociales bàsicos.
V Propiciar la incorporaciôn de las mujeres indigenas al desarrollo, 
mediante el apoyo a los proyectos productivos, la protecciôn de su salud, el 
otorgamiento de estimulos para favorecer su educaciôn y su participaciôn en lo 
toma de decisiones relacionadas con la vida comunitaria.
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VI. Extender la red de comunicaciones que permita la integraciôn de las 
comunidades, mediante la construcciôn y ampliaciôn de Was de comunicaciôn y 
telecomunicaciôn. Establecer condiciones para que los pueblos y las comunidades 
indigenas puedan adquirir, operar y administrar medios de comunicaciôn, en los 
términos que las leyes de la materia determinen.
VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustentable de las 
comunidades indigenas mediante acciones que permitan alcanzar la suficiencia de 
sus ingresos econômicos, la aplicaciôn de estimulos para las inversiones publicas 
y privadas que propicien la creaciôn de empleos, la incorporaciôn de tecnologias 
para incrementar su propia capacidad productiva, asi como para asegurar el 
acceso equitativo a los sistemas de abasto y comercializaciôn.
VIII. Establecer pollticas sociales para protéger a los emigrantes de los 
pueblos indigenas, tanto en el territorio nacional como en el extranjero, mediante 
acciones para garantizar los derechos laborales de los jornaleros agricoles; 
mejorar las condiciones de salud de las mujeres; apoyar con programas 
especiales de educaciôn y nutriciôn a nihos y Jôvenes de families de emigrantes; 
velar por el respeto de sus derechos humanos y promover la difusiôn de sus 
culturas.
IX. Consulter a los pueblos indigenas en la elaboraciôn del Plan Nacional
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de Desarrollo y de los estatales y municipales y, en su caso, incorporer las 
recomendaciones y propuestas que realicen.
Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones senaladas en este 
apartado, la Càmara de Diputados del Congreso de la Union las legislatures de las 
entidades federativas y los ayuntamientos, en el âmbito de sus respectivas 
competencies. Establecerân las partidas especificas destinadas al cumplimiento 
de estas obligaciones en los presupuestos de egresos que aprueben, asi como las 
formas y procedimientos para que las comunidades participen en el ejercicio y 
vigilancia de las mismas.
Sin perjuicio de los derechos aqui establecidos a favor de los indigenas, sus 
comunidades y pueblos, toda comunidad equiparable a aquéllos tendrâ en lo 
conducente los mismos derechos tal y como lo establezca la ley.
Este nuevo articulo contiene los principios constitucionales referentes 
reconocimiento y protecciôn a la cultura y los derechos de  los indigenas, sus 
comunidades y sus puebles, buscando su desarrollo econômico y preservar 
nuestra identidad cultural.
ARTICULO 3°.- Todo individuo tiene derecho a recibir educaciôn. El 
Estado, federaciôn. Estados, Distrito Federal y Municipios impartirân educaciôn
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preescolar, primaria y secundaria. La educaciôn preescoiar, primaria y la 
secundaria conforman la educaciôn bàsica obligatoria.
La educaciôn que importa el Estado tenderà a desarrollar armônicamente 
todas las facultades del ser humano y fomentara en él, a la vez, el amor a la Patria 
y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia.
Garantizada por el articulo 24 la libertad de creencias, dicha educaciôn 
mantendrà por completo ajena a cualquier doctrine religiose;
II.- El criterio que orientarà a esa educaciôn se basera en los resultados del 
progreso cientifico, lucharà Contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, 
fanatismos y los prejuicios.
Ademàs:
a). - Sera democràtica, considerando a la democracia no solamente como 
una estructura juridica y un régimen politico. Sino como un sistema de vida 
fundado en el constante mejoramiento econômico, social y culturel del pueblo.
b). - Sera nacional, en cuanto -sin hostilidades ni exclusivismes- atenderà a 
la comprensiôn de nuestras problèmes, al aprovechamiento de nuestros recursos, 
a la defensa de nuestra independencia politica al aseguramiento de nuestra
97
independencia econômica y  a la continuidad y  acrecentamiento de nuestra cultura,
c). - contribuirà a la mejor convivencia humana, tanto por los elementos que 
aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio para la dignidad de 
la persona y la integridad de la familia, la convicciôn del interés general de la 
sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los idéales de fratemidad 
e igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, de 
. religiôn; de grupos, de sexos o de individuos.
III.- Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el segundo pârrafo y en 
la fracciôn II, el Ejecutivo Federal determinarâ los planes y programas de estudio 
de la educaciôn preescolar, primaha, secundaria y normal para toda la Repûblica. 
Para taies efectos, el Ejecutivo Federal considerarà la opiniôn de los gobiemos de 
las entidades federativas y del Distrito Federal, asi como de los diversos sectores 
sociales involucrados en la educaciôn, en los términos que la ley seriale;
IV. - Toda la educaciôn que el Estado imparta sera gratuita;
V.- Ademàs de impartir la educaciôn preescolar, primaria y secundaria 
sefialadas en el primer pàrrafo, el Estado promoverà y atenderà todos los tipos y 
modalidades educativos -incluyendo la educaciôn inicial y  a la educaciôn superior-
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necesarios para el desarrollo de la naciôn; apoyarà la investigaciôn cientifica y  
tecnolôgica, y alentarà el fortalecimiento y difusiôn de nuestra cultura;
VI. - Los particulares podrân impartir educaciôn en todos sus tipos y  
modalidades. En les términos que establezca la ley, el Estado otorgarà y retirarà el 
reconocimiento de validez oficial a les estudios que se realicen en planteles 
particulares. En el casa de la educaciôn preescolar, pnmana, secundaria y normal, 
los particulares deberàn:
a). - Impartir la educaciôn con apego a los mismos fines y criterios que 
establecen el segundo pârrafo y la fracciôn II asi como cumplir los planes y 
programas a que se refiere la fracciôn III y
b).- Obtener previamente, en cada caso, la autorizaciôn expresa del poder 
pûblico en los términos que establezca la ley;
VII - Las universidades y las demàs instituciones de educaciôn superior a 
las que la ley otorgue autonomie, tendràn la facultad y la responsabilidad de 
gobemarse a mismas; realizaràn sus fines de educar, investigar y difundir la 
cultura de acuerdo con los principios de este articulo, respetando la libertad de 
càtedra e investigaciôn y de libre examen y discusiôn de las ideas; determinaràn 
sus planes y programas; fijaràn los términos de ingreso, promociôn y permanencia
de su personal académico; y adminlstrarân su patrimonio. Las relaciones 
laborales, tanto del personal académico como administrativo, se normarân por el 
apartado A del articulo 123 de esta Constituciôn, en los términos y con las 
modalidades que establezca la Ley Federal del Trabajo conforme las 
caracteristicas propias de un trabajo especial, de manera que concuerden con la 
autonomia, la libertad de càtedra e investigaciôn y los fines de las instituciones a 
que esta fracciôn se refiere, y
VIII.- El Congreso de la Uniôn, con el fin de unir y coordinar la educaciôn en 
toda la Repûblica, expedirâ las /eyes necesarias, destinadas a distribuir la funciôn 
social educativa entre la Federaciôn, los Estados y los Municipios, a fijar las 
aportaciones econômicas correspondientes a ese servicio pûblico y a sefialar las 
sanciones aplicables a los funcionarios que no cumplan o no hagan cumplir las 
disposiciones relativas, lo mismo que a todos aquellos que las infrinjan.
Este articulo consagra una garantia social, establece las b ases de la educaciôn en 
nuestro pais, asi como los principios y criterios que debe orienter a la educaciôn 
conformando todo un program a ideolôgico, al tratar de difundir las nociones de la 
democracia, lo nacional, lo social, asi como establecer las caracteristicas 
constitucionales de la ensenanza impartida por en el Estado, asi como las 
instituciones particulares/*^
“’° OROOZCO Enrique J. Jesùs, Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos, comentada, México.
p. 6.
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ARTICULO 4°.- El varôn y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerâ la 
organlzaciôn y el desarrollo de la familla.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada el 
nûmero y el espaciamiento de sus hijos.
Toda persona tiene derecho a la protecciôn de la salud. La Ley definirâ las bases y 
modalidades para el acceso a los serv/c/os de salud y establecerà la concurrencia 
de la Federaciôn y las entidades federativas en materia de salubridad general, 
conforme a lo que dispone la fracciôn XVI del articulo 73 de esta Constituciôn.
Toda persona tiene derecho a un medio ambiante adecuado para su desarrollo y 
bienestar.
Toda familla tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley 
establecerà los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar.
Los nihos y las nifias tienen derecho a la satisfacciôn de sus necesidades de 
alimentaciôn, salud, educaciôn y sano esparcimiento para su desarrollo integral.
Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preserver estos derechos. 
El estado proveerà lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la nifiez 
y el ejercicio pleno de sus derechos.
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El Estado otorgarà facilidades a los particulares para que se  coadyuven al 
cumplimiento de los derechos de la nihez.
Este articulo trata de los derechos del hombre y de la mujer que en esencia son 
iguales, adem âs indica que estân  bajo protecciôn legal la organlzaciôn como el 
desarrollo de la familia, asi como el derecho de elegir el numéro de hijos que la 
persona d esee  tener.
Asi como recibir atenciôn medica por parte del Estado (los derechos a la salud), y 
principalmente recibir apoyo del estado a fin de que los individuos puedan contar 
con una vivienda digna y decorosa.
A pesar de las cam pahas nacionales de “paternidad responsable” y “la 
familia pequeha vive mejor”, en nuestro pais ha crecido la natalidad principalmente 
en las clases bajas y médias.
En cuanto al problema de la vivienda, continua aum entando esta  situaciôn, 
en virus de la crisis econôm ica y aumento continue y desproporcionado en los 
alquileres de c a sa s  departam entos, aunado a elle un bajo salarie que recibe gran 
parte de la ciudadania, es te  no quiere decir que no existan organismes 
encargados de solucionar e s te  problema, como en los son principalmente el 
INFONAVIT, FOVISSSTE, FIVIDESU, FONHAPO, etc. pero que por la gran 
demanda, no se  ha podido satisfacer esta  necesidad.
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En cuanto al derecho a la salud, a pesar de la existencia del IMSS, el 
ISSSTE, y la Sécrétaria de Salud, su asistencia no llega a todos los rincones del 
pals, ni tam poco al 100% de nuestra poblaciôn, es  por ello que actualm ente sufre 
México por m uertes en nihos menores de très ahos por desnutriciôn, por muerte 
en m adrés a la hora de dar a luz, muerte de ancianos por desnutriciôn, y muchas 
sufras m as que podriam os mencionar. Los gobiernos federales y esta ta les no han 
utilizado todos sus recursos para poder erradicar la desnutriciôn en nuestro pais 
pues am en de la crisis econômica y el rezago que vivimos este  résulta 
verdaderam ente inalcanzable a sus ojos, luego entonces las pocas personas que 
tienen acceso  a los Centros de Salud, IMSS, ISSTE y dependencias estatales ni 
siquiera cuentan con un trato digno ni con los medicamentos que cada una de sus 
enferm edades requiere, por lo anterior, lo que séria un derecho para los 
mexicanos se  vuelve Nada a la hora de pedirlo a nuestro Estado.
ARTICULO 5°. A ninguna persona podrà impedirse que se  dedique a la 
profesiôn; industria comercio o trabajo que le acomode, siendo licites. El ejercicio 
de esta libertad sôlo podrà vedarse por determinaciôn Judicial, cuando se  ataquen 
los derechos de tercero, o por resoluciôn gubemativa, dictada en los términos que 
marque la ley, cuando se  ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser 
privado del producto de su trabajo, sino por resoluciôn Judicial.
La ley determinarà en cada Estado, cuàles son las profesiones que 
necesitan titulo para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para
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obtenerlo y  las autohdades que han de expedirlo.
Nadie podrà ser obligado a prestar trabajos personates sin la justa 
retribuciôn y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por 
la autoridad judicial, el cual se ajustarà a lo dispuesto en las fracciones I y II del 
articulo 123.
En cuanto a los servicios pûblicos, sôlo podràn ser obligatorios, en los 
términos que establezcan las /eyes respectivas, el de las atinas y los Jurados, asi 
como el desempeho de los cargos concejiles y los de elecciôn popular, directa o 
indirecta. Las funciones Electorales y censales tendràn caràcter obligatorio y 
gratuite, pero seràn retribuidas aquéllas que se realicen profesionalmente en los 
términos de esta Constituciôn y las /eyes correspondientes. Los servicios 
profesionales de indole social seràn obligatorios y retribuidos en los términos de la 
ley y con las excepciones que ésta senate.
El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningûn contrato, pacte o 
convenio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacnficio 
de la libertad de la persona por cualquier causa.
Tampoco puede admitirse convenio en que la persona pacte su proscripciôn 
0 de destierro, o en que renuncie temporal o permanentemente a ejercer
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determinada profesiôn, industria o comercio.
El contrato de trabajo sôlo obligarà a prestar el servicio convenido por el 
tiempo que fije la ley, sin poder exceder de un aho en perjuicio del trabajador, y no 
podrà extenderse, en ningûn caso, a la renuncia, pérdida o menoscabo de 
cualquiera de los derechos politicos o civiles.
La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo que respecta al 
trabajador, sôlo obligarà a éste a la correspondiente responsabilidad civil, sin que 
en ningûn caso pueda hacerse coacciôn sobre su persona.
Por su parte el Dr. Emilio O. R abasa y la Dra. Gloria Caballero, indican al respecto 
que “El hombre sobrevive y progresa m ediante su propio trabajo, garantizar que 
pueda libremente escoger un medio de susten te o la actividad que le acomode 
siendo licites, y évitar que sea , salve sentencia judicial, privado del producto de su 
trabajo...”."** Asimismo, com entan R abasa y Caballero, que este  articulo dio origen 
al articulo 123 Constitucional. (donde encontram os las garantias de los 
Trabajadores).
ARTICULO 6°. La manifestaciôn de las ideas no serà objeto de ninguna 
inquisiciôn judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los 
derechos de tercero, provoque algûn delito o perturbe el orden pûblico; el derecho
o.  RABASA Emilio y Gloria Caballero Mexicano esta es tu Constituciôn, M éxico, 1982 p. 31
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a la informaciôn serà garantizado por el Estado.
Emilio O. R abasa y Gloria Caballero comentan que “lo m as caractenstico 
del hombre, lo que lo distingue de otros seres de la naturaleza, es  la facultad de 
concebir ideas y transmitirlas a sus sem ejantes. Por eso  la libertad de expresiôn 
e s  el derecho m âs propiamente humano, el m as antiguo y el origen y base  de 
otros muchos".
Este articulo e s  conocido en términos générales como el de la libertad de 
expresiôn, e s  decir que garantiza a todo individuo la posibilidad de expresar 
libremente su pensam iento, sin m as limites que los que m arca la moral, el que 
ataque los derechos de terceros, y el que provoque algûn delito o perturbe el 
orden pûblico.
Otra garantia que consagra es te  articulo, e s  de tipo social, contenida en la 
ûltima parte del texte del precepto que préserva derechos de la sociedad y que se  
sintetiza bajo el rubro de derecho a la informaciôn."*^
Ibidem p. 33
Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos, comentada U.N.A.M. cit. Eduardo Andrade 
Sânchez México pp. 18-19
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ARTICULO 7°. Es inviolable la libertad de escribir y  publicar escritos sobre 
cualquier materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni 
exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no 
tiene mâs limites que el respeto a la vida privada; a la moral y a la paz pûblica. En 
ningûn caso podrà secuestrarse la imprenta como instrumento del delito.
Las /eyes orgànicas dictaràn cuantas disposiciones sean necesarias para 
evitar que los pretextos de las denuncias por delitos de prensa, sean encarcelados 
los expendedores, “papeleros”, operarios y demàs empleados del establecimiento 
de donde haya salido el escrito denunciado, a menos que se demuestre 
previamente la responsabilidad de aquellos.
Este articulo consagra la libertad de imprenta, también conocida como libertad de 
prensa. Asi, afirman Emilio O. R abasa y Gloria Caballero"*^, en la obra titulada 
“México esta  e s  tu Constituciôn”, que politicamente la libertad de expresar las 
ideas, en forma verbal por escrito, e s  de mayor importancia, puesto que ayuda ya 
sea  con iniciativas o con intereses, a lograr el mayor bien para el mayor numéro, 
aspiraciôn esencial de la dem ocracia, la libre critica conduce a obtener el estricto 
cumplimiento de las leyes y el funcionamiento eficaz de  los ôrganos estatales, y en 
los campos de la ciencia y de la cultura, sin el libre intercambio de ideas el
o. RABASA Emilio y Gloria Caballero. Op. Cit. p. 36
107
conocimiento quedaria paralizado. Por otro lado, e s te  articulo establece como 
limitaciones a la libertad de prensa o imprenta el respeto a la libertad, a la vida 
privada, a la moral o a la paz publica, a este  respecto com entan Jorge Madrazo y 
J. Jesus Orozco Henriquez,"*^ que lamentablemente ni la legislacion secundaria, ni 
la jurisprudencia, se  han preocupado por fijar los conceptos antes citados que 
adolecen de una excesiva vaguedad e imprecision, lo cual ha provocado su 
aplicacion arbitraria y caprichosa por parte de  las autohdades judiciales y 
administratives, por lo cual comentan, e s  urgente que el Congreso de la Union y la 
Supreme Corte de Justicia proporcionen los criterios necesarios para delimiter 
estos conceptos.
ARTICULO 8®. Los funcionarios y  empleados pûblicos respetarân el ejercicio del 
derecho de peticiôn. Siempre que ésta se  fomiule por escrito, de manera pacifica 
y respetuosa: pero en materia politica sôlo podrân hacer uso de ese  derecho los 
ciudadanos de la Repûblica.
A toda peticiôn deberà recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se  
haya dirigido, la cual tiene obligaciôn de hacerlo conocer en breve término al 
peticionario.
El Lie. Eduardo Andrade Sanchez, comenta que el derecho de peticiôn e s  el 
sustente de gran parte de las relaciones juridicas entre gobernantes y gobernados.
Cit. por. Jorge Madrazo y J. Jesùs Orozco Henriquez Constituciôn Politica de los Estados Unidos
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Constituye m ecanism o por virtud del cual los particulares realizan toda clase de 
trâmites trente a las au tohdades y ponen en movimiento a los ôrganos del Estado, 
sean  estos judiciales administratives e  incluse en algunos cases, legislatives.
Los titulares del derecho de peticiôn son todos los individuos que se  encuentran 
en territorio nacional."*®
La respuesta de las autohdades deberâ constar por escrito, darse a conocer 
al interesado y ser emitida en breve tiempo.
Sôlo tiene una limitaciôn en materia politica pues los ùnicos que pueden 
ejercer este  derecho son los ciudadanos de la Repûblica.
ARTICULO 9°. No se  podrà coartar el derecho de asociarse o reunirse 
pacificamente con cualquier objeto licito; pero sola mente los ciudadanos de la 
Repûblica podràn hacerlo paro tomar parte en los asuntos politicos del pais 
Ninguna reunion armada tiene derecho de deliberar.
No se  considerarà ilegal, y  no podrà ser disuelta, una asamblea o reunion 
que tenga por objeto hacer una peticiôn o presenter una protesta por algûn acto a 
una autoridad, si no se  profieren injurias contra ésta, ni se  hiciere uso de
Mexicano, México p. 23
Cit. Por Lie. Eduardo Andrade Sânchez, Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos, México. 
P. 24
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violencias o amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en el sentldo que se  
desee.
Emilio O. R abasa  com enta que este  articule emplea la expresiôn de “asociarse o 
reunirse", son términos diferentes, pues el primero e s  de caràcter m as o menos 
perm anente lo segundo siem pre transitorio/*^
Este articulo consagra los derechos de asociaciôn, asi como el de reuniôn, 
mismos que deben ejercitarse en forma pacifica y tener un objetivo licito, con las 
restricciones que se  indican.
ARTICULO 10. Los habitantes de los Estados Unidos Mexicanos, tienen derecho a 
poseer armas en su domicilio, para su seguridad y  légitima defense, con 
excepciôn de las prohibidas por la ley federal y  de las reservadas para el uso 
exclusivo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y  Guardia Nacional La ley Federal 
determinarà los casos, condiciones, requisites y  lugares en que se podràn 
autorizar a los habitantes la portaciôn de armas.
Como se  desprende de este  articulo se  garantizan dos libertades para los 
habitantes de nuestro pais, que son el poseer arm as y la de portarlas.
o. RABASA Emilio y Gloria Caballero Op. Cit. P. 39
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El de poseer arm as esta  limitada, ya que no pueden poseer los habitantes las que 
prohibe la ley, ni tam poco se  pueden tener las que estân destinadas para el uso 
exclusivo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Guardia Nacional; también la 
posibilidad de poseer arm as es ta  limitada para la protecciôn del hogar o de la casa 
habitaciôn.
Por otro lado la portaciôn de arm as, esta sujeta a contar con una licencia para 
portarla, buscando las au tohdades con ello, regular el uso de las armas.
ARTICULO 11. Todo hombre tiene derecho para entrer en la Repûblica, salir de 
elle, viajar por su territorio, y  mudar de residencia, sin necesidad de caria de 
seguridad, pasaporte salvoconducto u otros requisites semejantes. El ejercicio de 
este derecho estarâ subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los 
casos de responsabilidad criminal o civil, y  a las de la autoridad administrativa, por 
lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigraciôn, 
inmigraciôn y  salubridad general de la Repûblica, o sobre extranjeros pemiciosos 
résidantes en el pais.
De este  articulo se  desprende el derecho de todos los individuos de contar 
con libertad de trasiadarse al lugar que se  desee  y el poder tener el domicilio 
donde m âs le convenga a sus necesidades. Por otro lado, todas las personas 
cuentan con la libertad de trânsito para entra r y salir del pais. También se  hace 
menciôn que sôlo por motivos de caràcter judicial, que e s  el caso  de que un juez
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prohiba a una persona determ inada abandonar un lugar en especifico. Ademâs, 
esta  limitaciôn puede se r  de caràcter administrativo, cuando la Sécréta ria de 
Gobernaciôn, aplicando la Ley General de Poblaciôn, impida la entrada a 
determinada persona a nuestro pais, cuando no haya cumplido las normas de la 
citada ley, también se  puede expulser del pais a un extranjero cuando se  estime 
que su presencia perturba la vida nacional.
ARTICULO 12.- En los Estados Unidos Mexicanos no se  condenarân titulos 
de nobleza, ni prerrogativas, ni honores hereditarios, ni se  darà efecto alguno a los 
otorgados por cualquier otro pais.
Emilio O. Rabas, com enta que de este  articulo se  desprende el espiritu de la 
igualdad humana, que ha alentado la vida politica independiente, ya que nadie 
puede estar por encima de sus sem ejantes, por tener titulo de nobleza, por lo que 
no debe existir desigualdad entre los individuos de un pueblo, con base en la 
herencia de la sangre."*®
Este articulo se  relaciona con el 37 Constitucional, inciso G) fracciôn I, que 
indica “que la nacionalidad mexicana se pierde por aceptar o usar titulos 
nobiliarios de gobiernos extranjeros”.
o. RABASA Emilio y Gloria Caballero Op. Cit. P. 43
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A rticulo 13. Nadie puede ser juzgado por leyes privatives ni por tribunates 
especiales Ninguna persona o corporaciôn puede tener fuero, ni gozar màs 
emolumentos que los que sean compensaciôn de servicios pûblicos y estén fijados 
por la ley. Subsiste el fuero de guerre para los delitos y  faites contra la disciplina 
militer; pero los tribunates militares en ningûn caso y por ningûn motivo, podràn 
extender su jurisdicciôn sobre personas que no pertenezcan al Ejército. Cuando 
en un delito o falta de orden militer estuviese complicado un paisano, conocerà del 
caso la autoridad civil que corresponde.
Como es  de nuestro conocimiento, la ley debe se r  general, abstracta y 
obligatoria. A dem âs la Constituciôn prohibe juzgar m ediante leyes privatives y 
tribunales especiales.
Por otro lado con fundam ento en el principio de igualdad juridica todos los 
individuos estân  som etidos a las mismas leyes générales.
ARTICULO 14. A ninguna ley se darà efecto retroactivo en perjuicio de 
persona alguna.
Nadie podrà ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales
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previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y  conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogie y aun por mayoria de razôn, pena alguna que no esté decretada por una 
ley exactamente aplicable al delito de que se trata.
En los juicios de orden civil, la sentencia definitive deberà ser conforme a la 
letra, o a la interpretaciôn juridica de la ley, y a la falta de ésta se fundarà en los 
principios generates del derecho.
El maestro Je sù s  Rodriguez y Rodriguez com enta que la importancia de este 
articulo dériva que a través de la aplicaciôn del mismo, se  trata de asegurar la 
efectividad de los derechos humanos."*®
En cuanto al primer pârrafo; se  garantiza que a ninguna persona se  le aplicarâ una 
ley retroactive. La retroactividad se  prohibe cuando perjudica, e s  decir, cuando 
lesiona o viola los derechos de una persona, por lo que, a la inversa si la bénéficia 
si puede aplicarse.
49 RODRIGUEZ y Rodriguez Jesùs. Estudio sobre Derechos Humanos, Aspectos nacionales e 
intemacionales. C.N.D.H. México, Colecciôn Manuales 90/2, 1990. p. 67
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En lo referente al segundo pârrafo, su contenido abarca todo lo que hoy llamamos 
los Derechos Humanos, pero que también son conocidos como las Garantias 
Individuales. Asimismo, establece que si las Garantias Individuates se  encuentran 
en controversia, deben ser resueltas mediante juicio ante los tribunales 
precisam ente establecidos en el cual se  cumplirân las form alidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes, a es ta  situaciôn se  conoce como las 
Garantias de Audiencia y de Legalidad; con lo cual se  logra la protecciôn juridica 
otorgada al hombre en su vida, libertad, propiedades, posesiones y derechos.
Por lo que toca al tercer pârrafo de este  articulo, nos indica que en todos los 
juicios del orden criminal (penal) esta  prohibido imponer pena alguna, por simple 
analogia y aùn por mayoria de razôn, que no este  decretada por una ley 
exactam ente aplicable al delito de que se  trata.
Respecto al cuarto pârrafo, sehala en el mismo que los juicios del orden civil, 
deben ser conforme a derecho, conforme a su contenido en este  pârrafo.
Como se  puede desprender del contenido de este articulo, en uniôn de los 
articulos 13, 16,17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23 de nuestra Carta Magna, se  establece 
la subordinaciôn del poder pûblico a la ley, en bénéficié y protecciôn de las 
libertades hum anas.
ARTICULO 15. No se  autoriza la celebraciôn de tratados para la extradiciôn de 
reos politicos, ni para la de aquellos delincuentes del orden comûn que hayan 
tenido en el pals donde cometieron el delito, la condiciôn de esclaves: ni de
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convenios o tratados en virtud de los que se alteren las garantias y  derechos 
establecidos por esta Constituciôn para el hombre y  el ciudadano.
Este articulo confirma la Garantia de Libertad en nuestro pais, por lo cual limita al 
Gobierno para elaborar tratados con gobiernos extranjeros, relacionados con esta 
garantia, ya que e s  la esencia de este  articulo. Por otro lado, nuestra naciôn goza 
de prestigio al otorgar asilo, a cualquier ciudadano de otro pais, con lo que con el 
simple hecho de esta r en nuestro pais gozarà de la tranquilidad y libertad como 
todos nosotros los ciudadanos nacionales.
Como observaciôn indico que en este  articulo se  expresan las palabras “garantias 
y derechos" y “para el hombre y el ciudadano”, que protegen nuestra Constituciôn, 
pero es  aqui en donde se  hacen menciôn concretam ente, en lugar de las 
garantias individuales.
ARTICULO 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
compétente, que funde y  motive la causa legal del procedimiento.
No podrà librarse orden de aprehensiôn sino por la autoridad judicial y  sin que 
précéda denuncia, o querella de un hecho que la ley sehale como delito, 
sancionado y  castigado con pena privativa de libertad y  existan dates que 
acrediten el cuerpo del delito y  que hagan probable la responsabilidad del 
indiciado.
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La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensiôn, deberâ poner al 
inculpado a disposiciôn del juez, sin dilaciôn alguna y bajo su màs estricta 
responsabilidad. La contravenciôn a lo anterior serà sancionada porta ley penal.
En los casos de delito flagrante, cualquier persona puede detener al 
indiciado poniéndolo sin demoro a disposiciôn de la autoridad inmediata y ésta con 
la misma prontitud, a la del ministerio pûblico.
Sôlo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave asi calificado por la 
ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acciôn de la 
justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razôn 
de la hora, lugar o circunstancia. el ministerio pûblico podrà, bajo su 
responsabilidad, ordenar su detenciôn, fundando y expresando los indicios que 
motiven su procéder.
En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignaciôn del 
detenido deberà inmediatamente ratificar la detenciôn o decretar la libertad con las 
réservas de ley.
Ningûn indiciado podrà ser retenido por el ministerio pûblico por màs de 
cuarenta y ocho horas, plazo en que deberà ordenarse su libertad o ponérsele a
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disposiciôn de la autoridad judicial; este plazo podrà duplicarse en aquellos casos 
que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente 
dispuesto serà sancionado por la ley penal.
En toda orden de cateo, que sôlo la autoridad judicial podrà expedir y que 
serà escrita, se expresarà el lugar que ha de investigar la persona o personas que 
hayan de aprenderse y los objetos que se buscan, a lo que ûnicamente debe 
limitarse a la diligencia, levantàndose al concluirla. Un acta circunstanciada. en 
presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su 
ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionarà penalmente 
cualquier acto que atente contra la libertad y privada de las mismas. 
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a peticiôn de la autoridad federal que 
faculté la ley o del titular del Ministerio Pûblico de la entidad federativa 
correspondiente, podrà autorizar la intervenciôn de cualquier comunicaciôn 
privada. Para ello, la autoridad compétente por escrito, deberà fundar y motivar las 
causas légales de la solicitud, expresando ademâs el tipo de intervenciôn; los 
sujetos de la misma y su duraciôn. La autoridad judicial federal no podrà otorgar 
estas autorizaciones cuando se trate de materias de caràcter electoral, fiscal, 
mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del 
detenido con su defensor.
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Las intervenciones autorizadas se ajustarân a los requisitos y limites 
previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no cumplan con 
éstos careceràn de todo valor probatorio.
La autoridad administrativa podrà practicar visitas domiciliarias ûnicamente 
para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policia; y 
exigir la exhibiciôn de los libros y papeles indispensables para comprobar que se 
han acatado las disposiciones fiscales, sujetàndose en estos casos a las leyes 
respectivas y a las formalidades présentas para los cateos.
La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estarà libre 
de todo registro, y su violaciôn serà penada por la ley.
En tiempo de paz ningûn miembro del Ejército podrà alojarse en casa 
particular contra la voluntad del duefio, ni imponer prestaciôn alguna. En tiempo 
de guerra los militares podràn exigir alojamiento, bagajes, alimentes y otras 
prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial correspondiente.
El m aestro Je sù s  Rodriguez y Rodriguez comenta, que es te  precepto, al igual que 
el articulo 14 Constitucional, establece una importante y variada gam a de 
condiciones, requisitos y exigencies que representan otras tan tas garantias de 
seguridad juridica, destinadas a salvaguardar de m anera m as eficaz los Derechos
119
Humanos consagrados por la Constituciôn.®®
La esencia de  es te  articulo en su primera parte, e s  evitar el abuso del poder 
pûblico, que en relaciôn con el articulo 14 Constitucional, las violaciones a los 
citados articulos, son el fundam ento para promover el procedimiento judicial 
protector de los derechos del hombre, mismo que también e s  conocido como el 
juicio de am paro.
Es una prohibiciôn Constitucional el ocasionar molestias a las personas, a sus 
familias, papeles o posesiones, si no e s  con una orden escrita, fundada y motivada 
en una disposiciôn legal y expedida por una autoridad que de acuerdo con la ley 
en vigor tenga facultades exp resas para realizar estos actos.
En su pârrafo segundo e s te  articulo ordena que solo la autoridad judicial pueda 
librar orden de aprehensiôn o detenciôn, siempre que se  reûnan los siguientes 
requisitos:
a). Que haya una denuncia, acusaciôn o querella respecto a un hecho que la ley 
sancione con pena de prisiôn.
b). La denuncia, acusaciôn o querella deben estar apoyadas por 
declaraciones de personas dignas de todo crédito o por otros datos que lleven al 
juzgador al convencimiento de  la probable responsabilidad del sujeto autor de los
RODRIGUEZ y Rodriguez Jesùs. Estudio sobre Derechos Humanos, Aspectos nacionales e 
intemacionales, C.N.D.H. México, Colecciôn Manuales 90/2, 1990. P. 69
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hechos puestos en conocimiento de la autoridad, y
c). Q ue el delito que se  atribuye al presunto responsable se  castigue con la 
pena de prisiôn.
Estas situaciones tienen un caso de excepciôn: Cuando alguien es  
sorprendido en el momento de cometer un delito, esto  es, “in fraganti", cualquier 
persona puede detener al infractor y ponerlo de inmediato en m anos de la 
autoridad.
Con e s te  articulo nuestra Constituciôn Politica otorga todas las garantias a 
la persona hum ana y garantiza que no serân vulnerados sus derechos. Lo que 
implica que las au tohdades de cualquier nivel, deben cumplir y actuar con apego a 
la Constituciôn y a las leyes que de ella em anen, sin excusa o pretexto.
En lo que hace a la violaciôn de la correspondencia de los ciudadanos, viola 
sus garantias individuales, por lo que el sujeto que registre o viole la 
correspondencia sera  sancionado por la ley.
Por lo que s e  refiere a las visitas domiciliares, considéra el insigne Maestro
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Gonzalo Armenta Calderon®*, que la intervenciôn de la autoridad administrativa se  
ha centrado de hecho en el area fiscal, pues una gran mayoria de visitas no son 
realizadas por autohdades administratives sino por las fiscales, con la finalidad de 
révisar docum entes, bienes y m ercancias del causante.
ARTICULO 17. Ninguna persona podrà hacerse justicia por si misma, ni ejercer 
violencia para reciamar su derecho.
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que 
estaràn expedites para impartida en los plazos y términos que fijan las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de manera pronta; compléta e imparcial. Su servicio 
serà gratuite, quedando en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.
Las leyes federales y  locales estableceràn los medios necesarios para que se, 
garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecuciôn de sus 
resoluciones.
Nadie puede ser aprisionado por deudas de caràcter puramente civil.
Este articulo en su parte primera garantiza un estado  de derecho, y como 
tal asegura el derecho de justicia, por el cual se  han creado todos los tribunales 
necesarios a fin de que el individuo tenga el conducto para reciamar sus derechos
Cit. por. Gonzalo Armenta Calderôn. Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos. México, p.
43
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y se  le haga justicia.
Esta norma constitucional consagra los derechos fundam entales de la 
persona hum ana como son: el derecho a no se r encarcelado por deudas de 
caràcter puram ente civil y el derecho a  la justicia, prohibiendo hacerse Justicia por 
propia mano.
El Poder Judicial Federal, por ser un poder autonome garantiza la 
independencia y funcionalidad de los tribunales federales y locales, asi como la 
plena ejecuciôn de sus resoluciones.
Los tribunales tienen la obligaciôn de atender a todo individuo con prontitud, pues 
tienen la obligaciôn de cumplir con los términos establecidos por la ley, sin recibir 
remuneraciôn alguna ni aun con el pretexto de gastos realizados en juicio, por su 
parte el juez deberâ resolver el asunto planteado conforme a derecho y en el 
término otorgado por la ley® .^ (El derecho a que se  le administre justicia).
ARTICULO 18. Solo por delito que merezca pena corporal habrà lugar a prisiôn 
preventiva. El sitio y estaràn completamente separados.
Los gobiernos de la Federaciôn y de los Estados, organizaràn el sistema penal, en 
sus respectivas jurisdicciones, sobre la base del trabajo, la capacitaciôn para el
52 O. RABASA Emilio y Gloria Caballero, Op. Cit. p. 52
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mismo y la educaciôn como medios para la readaptaciôn social del delincuente. 
Las mujeres compurgarân sus panas en lugares separados de las destinados a las 
hombres para tal efecto.
Los Gobemadores de los Estados, sujetândose a lo que establezcan las leyes 
locales respectives, podrân celebrar con la Federaciôn convenios de caràcter 
general, para que los reos sentenciados por delitos del orden comûn extingan su 
condena en establecimientos dependientes del Ejecutivo Federal
La Federaciôn y los gobiernos de los Estados estableceràn instituciones 
especiales para el tratamiento de menores infractores.
Los reos de nacionalidad mexicana que se encuentren compurgando penas en 
paises extranjeros, podrân ser trasiadados a la Repûblica para que cumplan sus 
condenas con base en los sistemas de readaptaciôn social previstos en este 
articule, y  los reos de nacionalidad extranjera sentenciados por delitos del orden 
federal la Repûblica, o del fuero comûn en el Distrito Federal, podrân ser 
trasiadados al pais de su origen o residencia, sujetândose a los tratados 
intemacionales que se hayan celebrado para ese efecto. Los gobemadores de los 
Estados podrân solicitar al Ejecutivo Federal, con apoyô en las leyes locales 
respectives, la inclusiôn de reos del orden comûn en dichos tratados. El trasiado 
de los reos sôlo podrâ efectuarse con su consentimiento expreso.
Los sentenciados, en los casos y condiciones que establézcala ley, podrân
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compurgar sus penas en los centros penitenciarios mâs cercanos a su comunidad 
como forma de readaptaciôn social.
Para dar cumplimiento al primer parrafo de este  articule, el Gobierno del 
Distrito Federal ha construido diverses recluseries cuya deneminaciôn sen nerte, 
sur y oriente, en les cuales hay pregram as de readaptaciôn cerne el trabaje 
erganizade, la capacitaciôn en sus diferentes talleres, adem às cuentan cen curses 
éducatives, tedes e s te s  pregram ades cen la finalidad de readaptar al individue e  
delincuente.
Respecte a les recluseries, se  critican per un lade les pregram as de 
readaptaciôn del delincuente, perque mientras se  encuentran en precese y ne se  
dicte sentencia, son presuntes delincuentes y ne delincuentes.
Per etra parte, s e  considéra positive que mientras se  encuentran recluides, 
tengan areas ecupacienales, que al misme tiempe les capaciten en algùn eficie. 
Ya que nermalmente s e  encuentran ahi les individues que vielaren la ley cen 
caràcter de prisiôn preventive, esta e tapa dura mientras les sujetes se  encuentran 
en juicie, una vez que la sentencia cerrespendiente haya causade  ejecuteria, 
pasan a cumplir su sentencia a la Penitenciaria del D epartam ente del Distrito 
Federal, para les Membres, y a las mujeres se  les envia al Centre Femenil de 
Readaptaciôn Social, misme que se  encuentra en calle de Goya s/n, Gel. Valle
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Escondido, Xochimilco.
As! como nuestra Constitucion protege y otorga garantias a los individuos, 
también sanciona a los infractores de ellas. Los articulos 18, 19, 20, 21, 22 y 23 de 
nuestra Constitucion contienen las b ases  para la persecuciôn y procesam iento de 
los presuntos delincuentes y para la imposicion y cumplimiento de las penas.
El M aestro Je su s  Rodriguez y Rodriguez nos indica, que el derecho de 
justicia debe ser enfocado bajo los dos aspectos fondam entales siguientes:
PRIMERO.- Que se  contempla el principio general y basico segûn el cual 
toda persona debe tener derecho al libre acceso a los tribunales de justicia para 
hacer valer sus derechos.
SEGUNDO.- El que contempla un recurso o procedimiento especificam ente 
destinado a protéger a toda persona contra actos de autoridad que comparten la 
violaciôn de algunos de los derechos o libertades fondam entales que la 
Constitucion consagra.
ARTICULO 19. Ninguna detencion ante autoridad judicial podra excederdel 
plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su 
disposiciôn, sin que se justifique con un auto de formal prisiôn en el que se 
expresaràn el delito que se impute al acusada el lugar, tiempo y circunstancias de
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ejecuciôn, asi como los datos que arroje la averiguaciôn previa. Los que deberàn 
ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la 
responsabilidad del indiciado.
Este plazo podrà prorrogarse ûnicamente a peticiôn del indiciado, en la 
forma que seriale la ley. La prolongaciôn de la detenciôn en su perjuicio sera 
sancionada por la ley penal. La autoridad responsable del establecimiento en el 
que se encuentre internado el indiciado, que dentro del plazo antes sehalado no 
reciba copia autorizada del auto de formai prisiôn o de la solicitud de prôrroga, 
deberà llamar la atenciôn del juez sobre dicho particular en el acto mismo de 
concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada dentro de las très horas 
siguientes, pondra al indiciado en libertad.
Todo proceso se seguirà forzosamente por el delito o delitos serialados en 
el auto de formai prisiôn o de sujeciôn a proceso. Si en la secuencia de un proceso 
apareciere que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberà ser 
objeto de averiguaciôn separada, sin perjuicio de que después pueda decretarse 
la acumulaciôn, si fuere conducente.
Todo maltratamiento en la aprehensiôn o en las prisiones, toda molestia 
que se infiera sin motive legal, toda gabela o contribuciôn, en las càrceles, son 
abuses que seràn corregidos por las leyes y reprimidos por las autoridades.
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Este articulo estab lece las b ases  procesales en materia de Derecho Penal. 
Por medio de las cuales fija las normas a seguir a las autoridades judiciales con 
motivo de la detenciôn de un individuo.
El Doctor Emilio O. R abasa, manifiesta que una de las m as graves 
preocupaciones de los primeros Constituyentes del México independiente fue la de 
establecer norm as que impidieran los abusos de poder por las autoridades, ya que 
con frecuencia se  detenia indefinidamente a los acusados de algùn delito, sin 
justificaciôn legal.
De ahi la sum a importancia de la existencia de es te  articulo en nuestra 
Constituciôn, misma que como ley suprem a fundam enta la protecciôn de los 
individuos en todos sus aspectos.
El Maestro Jé su s  Rodriguez y Rodriguez, manifiesta con relaciôn a este  articulo lo 
siguiente: es ta  disposiciôn Constitucional establece diferentes prohibiciones, 
obligaciones y requisites en relaciôn con la detenciôn preventive del inculpado, 
todos los cuales representan otras tantas garantias del acusado en materia 
procesal penal, tales prohibiciones y requisites estàn destinados a normar la 
conducta tante de las autoridades judiciales como del inculpado, y de aquellas que
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tienen a su cargo la ejecuciôn de esta  medida tutelar.^^
Nuestra Constituciôn consagra y protege la garantia de la libertad, con base en 
I ella se  ban dictado leyes y se  ban firmado convenios o tratados, con lo cual se  ha
I buscado protegerla en todos sus aspectos.
Por tal motivo la privaciôn de la libertad de las personas presuntam ente 
responsables de la comisiôn de un delito, se  ubica en la fase  inicial del proceso 
penal, en opiniôn del Lie. Je sù s  Rodriguez y Rodriguez, a la cual me adhiero, 
cubre el période que va desde la aprehensiôn del inculpado hasta que se  dicta una 
sentencia absolutoria o condenatoria.
Y es  precisam ente en la fase  inicial del proceso penal en donde se  presentan las 
acciones que no se  debe violar la ley.
Pero cuando un individuo es  inocente y es  detenido, e s  decir, privado de su 
libertad, con lo cual se  le deja en complète estado de indefensiôn y se  le obliga por 
presiones m orales o fisicas a declararse culpable de algùn delito, siendo inocente, 
esta situaciôn dem uestra de hecho que hay violaciones a pesar de todas las 
intenciones del sistem a juridico que se  esfuerza por rodear la libertad personal de 
una serie de garantias fundam entales encam inadas a su protecciôn. Por estas
RODRIGUEZ y Rodriguez Jesùs. Op. Cit. p. 73
Idem
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acciones hoy en dia ya la confesional no e s  la reina de las pruebas como lo era 
antes.
Ya que como lo anuncia este  articule, ninguna detenciôn podrâ exceder de 
très dias sin que justifique con un auto de formai prisiôn.
En cuanto al ultime pârrafo, principalmente respecte al maltratamiento fisico 
y moral en la aprehensiôn, e s  practicado sistem âtica y constantem ente por los 
cuerpos policiacos, por lo cual, nuestro sistem a juridico en un afân de corregir 
estas situaciones, emitiô un Décrété por el que se  creo la Ley Federal para 
Prévenir y Sancionar la Tortura, publicada en el Diario Oficial de la Federaciôn el 
27 de mayo de 1986.
Hoy en dia nos encontram os con violaciones a esta  ley ya que contâm es 
con un Poder Judicial con cumula de trabajo y por elle no entran los jueces al 
estudio del tipo penal para poder dictar un auto de libertad o de formai prisiôn 
siendo m as rentable el segundo y asi si se  equivocan un disculpe usted suele ser 
lo m as usual, falta compromise de parte de nuestras instituciones impartidoras de
I justicia. Necesitam os que se  nos salvaguarden nuestros derechos pues nadie esta
I
exento de caer algùn dia en una litis de cualquier indole.
ARTICULO 20. En todo proceso de orden penal, el inculpado, la victima o el
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I
ofendido, tendràn las siguientes garanties:
A Del inculpado.
I I Inmediatamente que lo solicite, el juez deberà otorgarle la libertad
provisional bajo cauciôn, siempre y cuando no se trate de delitos en que, por su 
I gravedad, la ley expresamente prohiba concéder este bénéficie. En case de 
delitos no graves, a solicitud del Ministerio Pûblico, el juez podrà negar la libertad 
provisional, cuando el inculpado haya sido condenado con anteriohdad por algùn 
delito calificado como grave por la ley o, cuando el Ministerio Pûblico aporte 
elementos al juez para establecer que la libertad del inculpado représenta, por su 
conducta précédante o por las circunstancias y caracteristicas del delito cometido, 
un riesgo para el ofendido o para la sociedad.
El monte y la forma de cauciôn que se fije, deberàn ser asequibles para el 
inculpado. En circunstancias que la ley determine, la autoridad judicial podrà 
modificar monte de la cauciôn. Para resolver sobre la forma y el monte de la 
cauciôn el juez debe tomar en cuenta la naturaleza, modalidades y circunstancias 
del delito; las caracteristicas del inculpado y la posibilidad de cumplimiento de las 
I obligaciones procesales a su cargo los dafios y perjuicios causados al ofendido; 
i asi como la sanciôn pecuniaria que, en case, pueda imponerse al inculpado.
La ley determinarà los casos graves en los cuales el juez podrà revocar la
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libertad provisional;
II No podrà ser obligado a declarar. Queda prohibida y serà sancionada por 
la ley penal, toda incomunicacion, intimidaciôn o tortura. La confesiôn rendida ante 
cualquier autoridad distinta del Ministerio Pûblico del juez, o ante estos sin la 
asistencia de su defensor carecerà de todo valor probatorio;
III.- Se le harà saber en audiencia pûblica, y dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes a su consignaciôn a la justicia, el nombre de su acusador y la 
naturaleza y causa de la acusaciôn, a fin de que conozca bien el hecho punible 
que se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en este acto su 
declaraciôn preparatoria:
IV Cuando asi lo solicite, serà careado, en presencia del juez, con quien 
deponga en su contra, salvo lo dispuesto en la fracciôn V del apartado B de este 
articule;
V Se le recibiràn los testigos y demàs pruebas que ofrezca, 
concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliàndosele 
para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siempre 
que se encuentren en el lugar del proceso.
VI Serà juzgado en ausencia pûblica por un juez o jurado de ciudadanos
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que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se cometiere el delito, 
siempre que este pueda ser castigado con una pena mayor de un aho de prisiôn. 
En todo caso seràn juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la 
prensa contra el orden pûblico o la seguridad exterior o interior de la Naciôn;
VII Le seràn facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que 
consten en el proceso;
VIII Serà juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena 
màxima no exceda de dos arios de prisiôn, y antes de un aho si la pena excediere 
de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa;
IX Desde el inicio de su proceso serà informado de los derechos que en su 
favor consigna esta Constituciôn y tendrà derecho a una defensa adecuada, por si, 
0 por abogado, o por persona de su confianza. Si no quiere o no puede nombrar 
defensor, después de haber sido requerido para hacerlo, el juez le designarà un 
defensor de oficio. También tendrà derecho a que su defensor comparezca en 
todos los actos del proceso y  este tendrà obligaciôn de hacerlo cuantas veces sea 
le requiera; y.
X En ningûn caso podrà prolongarse la prisiôn o detenciôn por falta de page 
de honorario de defensores o por cualquier otra prestaciôn de dinero, por causa de
133
responsabilidad civil o algûn otro motivo anâlogo.
Tampoco podrâ prolongarse la prisiôn preventiva por màs tiempo de! que 
como mâximo fije la ley al delito que motivare el proceso.
En toda pena de prisiôn que imponga una sentencia, se computarà el 
tiempo de la detenciôn.
Las garantias previstas en las fracciones I, V. VII y IX también seràn 
observadas durante la averiguaciôn previa, en los términos y con los requisitos y 
limites que las leyes establezcan; lo previsto en la fracciôn II no estarà sujeto a 
condiciôn alguna.
B De la victima o del ofendido:
I Recibir asesoria juridica; ser informado de los derechos que en su favor 
establece la Constituciôn y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del 
procedimiento penal;
Il Coadyuvar con el Ministerio Pûblico; a que se le reciban todos los datos o 
elementos de prueba con los que cuente, tanto en la averiguaciôn previa como en 
el proceso, y a que se desahoguen las diligencias correspondientes;
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Cuando el Ministerio Pûblico considéré que no es necesario el desahogo de 
la diligencia, deberà fundar y motivar su negative.
Ill Recibir, desde la comisiôn del delito, atenciôn médica y psicolôgica de 
urgencia;
IV Que se le repare el daho. En los casos en que sea procédante, el 
Ministerio Pûblico estarà obligado a solicitar la reparaciôn del daho y el juzgador 
no podrà absolver al sentenciado de dicha reparaciôn si ha emitido una sentencia 
condenatoria.
La ley fijarà procedimientos àgiles para ejecutar las sentencias en materia 
de reparaciôn del daho.
V Cuando la victima o el ofendido sean menores de edad, no estaràn 
obligados a carearse con el inculpado cuando se trate de los delitos de violaciôn o 
secuestro. En estos casos se llevaràn a cabo declaraciones en las condiciones 
que establezca la ley; y
VI Solicitar las medidas y providencias que prevea la ley para su seguridad 
y auxilio.
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Eduardo Andrade Sanchez comenta que el presente articule establece un 
conjunto de garantias para los procesados penalmente.^^
El Congreso Constituyente de Querétaro, buscô protéger la libertad cuando se  
encontraba en peligro de perderse, rodeando de garantias, todo tipo de 
procedimientos, en cual se  en encontrarâ en controversia dicha garantia.
En la primera fracciôn de este  articule, se  consagra el derecho a la libertad bajo 
fianza, situaciôn que nace desde que el acusado es puesto a disposiciôn de un 
juez, siempre y cuando el delito imputado y las circunstancias del sujeto permitan 
dicho bénéficié.
En cuanto a la segunda fracciôn, en un procedimiento penal se  da cumplimiento a 
este pârrafo, ya que si el acusado esta preso o libre bajo fianza dirâ que es 
inocente y se  negarâ a declarar en su contra, ya sea  por conveniencia propia o por 
asesoramiento de su abogado defensor.
El problema de la violaciôn de este  precepto se  da cuando el acusado es 
inicialmente aprehendido y forzado por los cuerpos policiacos a declararse 
culpable ya sea  por incomunicaciôn, am enazas morales y golpes fisicos, es  tanta
Cit. por Eduardo Andrade Sânchez Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos. México p. 51 
0. RABASA Emilio y Gloria Caballero. Op. Cit. p. 59
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la maldad de estos cuerpos policiacos que golpean de forma en que no dejan 
huella y presionan al médico adscrito a dicho lugar, para que al pasar al examen 
médico, este  indique que el acusado o preso no tiene golpes, ni lesiones.
No se  trata de decir que todos los acusados son inocentes, pero por 
negligencias de preparaciôn y conocimientos e incentives de los cuerpos 
policiacos, no investigan ni buscan elementos que dem uestren realmente la 
culpabilidad del acusado.
En la actualidad nuestro Sistema Judicial buscando corregir errores, 
acciones arbitrarias, injustas o excesivas, esta restando valor probatorio a la 
confesiôn, ya anteriormente se  consideraba la prueba reina, ya que esta 
normalmente se  obtiene por la violencia.
En el âmbito penal se  debe exigir la aportaciôn de pruebas objetivas que 
puedan llegar a dem ostrar la responsabilidad del acusado. Toda vez que se  tiene 
o se  cuenta con toda una estructura material y hum ana a la cual se  destina una 
gran cantidad de dinero, que debe rendir resultados apegados al derecho, con lo 
cual se  devolverâ la confianza pueblo y de la sociedad, que e s  a la que deben de 
protéger y salvaguardar, ya que con esos motivos fueron creados todas las 
instituciones.
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En cuanto a la fracciôn III efectivamente en la practica procesal penal, casi 
inmediatamente que los acusados son puestos a disposiciôn del juez, el cual 
procédé llevar a cabo la declaraciôn preparatoria en donde se  le indica cual es  la 
acusaciôn, quien lo acusa, y se  le manifiestan verbalmente sus declaraciones ante 
el Ministerio Pûblico y le preguntan si el contenido de dichas declaraciones son 
suyas, y si la firm a que aparece dichas averiguaciones son del acusado, y también 
se le pregunta si d esea  hacer alguna aciaraciôn o manifestaciôn, en cuanto a su 
declaraciôn y si d esea  hacer contestaciôn al cargo.
En cuanto a la fracciôn IV, el derecho del acusado de estar présente 
cuando los testigos declaren en su contra, en la practica se  cumple eficazmente, 
ya sea que el acusado se  encuentre preso o libre bajo fianza, las preguntas a los 
testigos normalmente son hechas por un defensor particular o por el de oficio, los 
cuales buscarân con las preguntas a los testigos, la verdad de los hechos y del 
testimonio.
Respecto a la fracciôn V, esta  garantia Constitucional la de recibir del 
acusado, testigos y dem as pruebas que ofrezca, concediéndole un término para 
presentarlos y auxiliàndosele para obtener la com parecencia de los testigos que 
oportunamente sean  ofrecidos, siempre que se  encuentren en el lugar del 
proceso. Ademâs, se  entiende que las pruebas deberàn ajustarse a los principios 
générales en materia probatoria.
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En cuanto a la fracciôn VI, la instituciôn del jurado popular ha caido en 
desuso en nuestro pais, pero nuestra Constituciôn todavia la conserva para ciertos 
delitos que expresam ente indica este  pârrafo.
Con relaciôn a la fracciôn VII, nuestra Constituciôn otorga a los acusados el 
derecho de conocer todos los datos que existen en el proceso, con el fin de que 
pueda preparar y llevar a cabo su defensa. De hecho esta  fracciôn se  cumple 
procesalmente, basta pedirlo por escrito o verbalmente en audiencia o 
com parecencia en el juzgado correspondiente.
Con relaciôn a la fracciôn VIII, se  révéla el principio de que la justicia debe 
ser expedite como lo consagra expresam ente el articulo 17 Constitucional. 
Normalmente cualquier juzgado penal puede cumplir con esta  fracciôn, pero hay 
ocasiones como ya an tes mencionaba en que por la acumulaciôn o sobrecarga de 
trabajo en los juzgados, se  viola este  principio y otras veces por practices 
dilatorias. Si bien es cierto que en la mayoria de los Estados las instalaciones del 
poder judicial no son las optimas, también lo es, que los sueldos recibidos por sus 
funcionarios tam poco son de lo m as desahogados para vivir, por ello estimo que 
en algo se debe la acumulaciôn de traajo y la apatia de hacer de la justicia pronta 
y expedite, estos son problèmes de forma m as que de fondo, en fin es  algo tan 
complejo como la corrupciôn en este  pais.
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Con relaciôn a la misma fracciôn VIII, en la practica se  da cumplimiento en 
un 50% a esta fracciôn, pero m uchas veces los juicios se  prolongan, a veces, por 
practices dilatorias o por ser necesarias en la defensa de sus clientes, que los 
abogados defensores aplican, interponen recursos, lo que hace que se  prolongue 
un juicio.
Con relaciôn a la fracciôn IX, establece un conjunto de garantias tendientes 
a verdaderas posibilidades de defensa para el acusado, como es  el nombrar 
abogado defensor o persona de su confianza y en caso  de no hacerlo se  le 
nombra a un defensor de oficio.
En referencia a la fracciôn X, esta alude a las garantias de libertad, es  decir, 
que a un procesado no se  le puede detener por m âs tiempo que el que indica el 
delito que motivare el proceso, ni mucho m enos por la falta de pago de los 
honorarios del abogado defensor o el pago de la cobertura de responsabilidades 
civiles.
También se  toma en cuenta el tiempo que el acusado estuvo detenido en 
relaciôn con la pena Impuesta por conducto de una sentencia.
ARTICULO 21. La imposiciôn de las penas es propia y exclusiva de la 
autoridad judicial. La investigaciôn y persecuciôn de los delitos incumbe al
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Ministerio Pûblico, el cual se auxiliarâ con una poHcia que estarà bajo su autoridad 
y mando inmediato. Compete a la autoridad administrativa la aplicaciôn de 
sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policia las 
que ûnicamente consistiràn en multa o arresto hasta por treinta y seis horas; pero 
si el infractor no pagare la multa que se le hubiere impuesto, se permutarà ésta 
por el arresto correspondiente, que no excederà en ningûn caso de treinta y seis 
horas.
Si el infractor fuese jomalero, obrero o trabajador, no podrà ser sancionado 
con multa mayor del importe de su Jornal o salarie de un dia.
Tratàndose de trabajadores no asalahados, la multa no excederà del 
équivalente a un dia de su ingreso.
Las resoluciones de! Ministerio Pûblico sobre el no ejercicio y  desistimiento 
de la acciôn penal, podrân ser impugnados por via jurisdiccional en los términos 
que establezca la ley penal.
La seguridad pûblica es una funciôn a cargo de la Federaciôn, el Distrito 
Feœral, los Estados y los Municipios, en las respectivas competencias que esta 
Corstituciôn sehala. La actuaciôn de las instituciones policiales se regirà por los 
principios de legalidad eficiencia, profesionalismo y honradez.
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La Federaciôn, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios se 
coordinaràn, en los términos que la ley sehale, para establecer un sistema 
nacional de seguridad pûblica.
Este articulo com prende très disposiciones diverses, a la declaraciôn de 
que la imposiciôn de las penas e s  exélusiva de la autoridad judicial, b) la 
persecuciôn de los delitos corresponde al Ministerio Pûblico y a la Policia Judicial 
y c) las facultades de las autoridades administratives para imponer sanciones a los 
infractores de los reglam entos gubernativos y de policia.
El maestro Hector Fix Zamudio comenta que este  articulo esta  relacionado los 
articulos 13, 14 y 16 de la Constituciôn Politica en vigor, en cuanto a la atribuciôn 
exclusiva de los tribunales (pénales o militares), en sus respectivas esteras de 
com petes de imponer penas dictadas en sentencia, a los que se  consideren 
culpables de una conducta delictiva determinada, dicha sentencia sera 
fundam entada y motivada en un juicio en el cual se  ejerza el derecho de la 
defensa y se  cumplan las formalidades esenciales del procedimiento.^^
En cuanto a la persecuciôn de los delitos establece que esta  e s  funciôn Ministerio 
Pûblico y de la Policia Judicial. De modo concreto establece las funciones 
Ministerio Pûblico, en la practica es  durante la averiguaciôn previa y en el proceso 
représentante de la sociedad.
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La Policia Judicial depende del Ministerio Pûblico para la persecuciôn del delito, 
pero en la practica a pesar de todos los medios juridicos que se  han creado para 
que se  cumplan es ta s  normas, la Policia Judicial actûa en forma arbitraria e 
independiente, le ha traido como consecuencia violaciones a las garantias 
individuales (Derechos Humanos) La Policia Judicial esta  para investigar los 
delitos, dicha investigaciôn es  iniciada ordenada por el Ministerio Pûblico, para 
salvaguardar y protéger a la sociedad. Por otro lado, e s  el juez calificador el 
encargado de imponer las multas o arresto por las infracciones de los reglamentos 
gubernativos y de policia, mismo que es  muy criticado por la ciudadania ya que 
trata despôticam ente al ciudadano, tardan en atender a la ciudadania, casi nunca 
encuentra en su lugar. le da m âs valor a lo que manifieste el policia preventive que 
al ciudadano, no lo deja hablar y las sanciones siempre son mayores a las 
establecidas en es te  articulo y por si fuera poco, no dan recibo de la multa 
pagada, por lo cual es  urgente que sea  atendida la ciudadania con respeto y 
dignidad por parte riel juez calificador y que de m erecer la multa, sea  multado de 
acuerdo a es te  articulo constitucional.
De los com entarios antes descritos se puede decir que este  articule, se 
refiere a la facultad judicial para imponer penas. También régula las funciones del 
Ministerio pûblicos asi com o la sujeciôn a éste  de la Policia Judicial. Asimismo, 
senala la competencia de las autoridades administratives en materia de sanciones.
Cit. Por Héctor Fix Zamudio Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos. M éxico p. 55
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Como se  podrâ apreciar, el contenido de este articulo es  muy importante, 
ya que al y délimita funciones tanto del Ministerio Pûblico, como de la Policia 
Judicial, asi como también del Juez calificador. Todo esta  bien, pero si hay tanta 
inconformidad contra actuaciôn de estas figuras juridicas por parte de la 
ciudadania, quiere decir que estân  fallando, aciarando que no son las instituciones 
sino las personas que las representan.
ARTICULO 22. Quedan prohibidas las penas de mutilaciôn y de infamia, la 
marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, 
la confiscaciôn de bienes y cualesquiera otra penar inusitadas y trascendentales.
No se considerarà confiscaciôn de bienes la aplicaciôn total o parcial de los 
bienes de una persona hecha por la autoridad judicial, para el pago de la 
responsabilidad civil résultante de la comisiôn de un delito, o para el pago de 
impuesto o multas. Tampoco se considerarà confiscaciôn el decomiso que ordene 
la autoridad judicial, de los bienes, en curso del enriquecimiento ilicito, en los 
términos del articule 109; ni el decomiso de los bienes propiedad de! sentenciado, 
por delitos de los previstos como de delincuencia organizada el de aquellos 
respecto de los cuales éste se conduzca como dueho, si no acredita la légitima 
procedencia de dichos bienes.
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No se considerarà confiscaciôn la aplicaciôn a favor del Estado de bienes 
asegurados que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables. 
La autoridad Judicial resolverà que se apliquen en favor del Estado los bienes que 
hayan sido asegurados con motivo de una investigaciôn o proceso que se sigan 
por delitos de delincuencia organizada, cuando se pong a fin a dicha investigaciôn 
o proceso, sin que haya un pronunciamiento sobre los bienes asegurados. La 
resoluciôn judicial se dictarà previo procedimiento en el que se otorgue audiencia 
a terceros y se acredite plenamente el cuerpo del delito previsto por la ley como 
delincuencia organizada, siempre y cuan se trate de bienes respecto de los cuales 
el inculpado en la investigaciôn o procesos citados haya sido poseedor, propietario 
se haya conducido como taies, independientemente de que hubieran sido 
transferidos a terceros, salvo que estos acrediten que son poseedor o adquirentes 
de buena fe.
Queda también prohibida la pena de muerte por delitos politicos, y en 
cuanto a los demàs, solo podrà imponerse al traidor a la Patria en guerre 
extranjera, al parricida, al homicida con alevosia, premeditaciôn o ventaja, al 
incendiario, al plagiario, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos 
graves del orden militar.
En cuanto al primer pârrafo nuestra Constituciôn y leyes han prohibido la 
aplicaciôn de penas graves para el individuo, en efecto se  cumple con la 
Constituciôn, sin em bargo dentro de las cârceles y reclusorios se  quejan los
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internos, presos o procesados de que son goipeados y extorsionados tanto por los 
celadores como por sus propios companeros de cârcel.
También se  hace la observaciôn de nuestro gobierno siempre negô que 
hubiera violaciones a los derechos humanos y también negô la tortura, y muchos 
de estos hechos se  presentan como formas de investigaciôn durante la 
averiguaciôn previa.
El m aestro Rodriguez y Rodriguez comenta este  pârrafo que tiene como 
finalidad la de preserver la integridad y la dignidad que deben ser aseguradas a 
todo ser humano, mâximo cuando se  encuentra privado de su libertad en virtud de 
una sentencia condenatoria.^®
Con la creaciôn por parte del Gobierno Federal en junio 6 de 1990, de la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, se  busco salvaguardar los Derechos 
Humanos de los mexicanos a través de una Instituciôn imparcial que ayudara a los 
ciudadanos a enfrentar los abusos de autoridad y por ende la violaciôn a sus 
derechos humanos.
También se  publicô en el Diario Oficial de la Federaciôn del 3 de febrero de 
1982, la creaciôn de la Ley Federal para Prévenir y Sancionar la Tortura y la
RODRIGUEZ y Rodriguez Jesùs. Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos. M éxico P. 57
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violaciôn de los derechos humanos, por parte de los servidores pûblicos de la 
Federaciôn o del Distrito Federal, por si, o valiéndose de un tercero y en ejercicio 
de sus funciones, (cuerpos policiacos del pais), sin tener el éxito deseado, por la 
falta de difusiôn y de medidas de coacciona quien la infrinja sino solo 
recom endaciones que m uchas veces no se  formulan.
I Por otro lado, la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, durante el
tiempo que ha estado funcionando, ha dem ostrado pûblicamente que las 
autoridades, principalmente la Procuraduria General de la Repûblica, por conducto 
de los policies federates, son los principales violadores de las garantias 
individuales en el pais. Por lo que el Gobierno Federal se  ha comprometido a 
î solucionar este  problema. Asimismo, en este  articulo se  précisa en que casos no 
se da la confiscaciôn de bienes.
En el cuarto pârrafo de este  articulo, se prohibe la pena de muerte por delito 
politico, también se  expresan los casos en que puede aplicarse la pena capital.
ARTICULO 23. Ningûn Juicio criminal deberà tener màs de très instancies. 
Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se 
le absuelva o se le condene. Queda prohibida la pràctica de absolver de la 
instancia.
Este articulo otorga garantias al individuo que se  encuentra en proceso, la
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primera es  evitar que los juicios pénales se  prolongaran indefinidamente, 
prohibiendo que tengan m âs de très instancias.
La otra garantia que otorga éste articulo, es  la de que nadie puede ser 
juzgado dos veces por el mismo delito, pero exige para el cumplimiento de esta 
garantia, que exista una sentencia ya sea  absolutoria o condenatoria.
También prohibe este  articulo la pràctica de absolver de la instancia. Con 
referencia a esta  pràctica el Maestro Emilio O. Rabasa,®^ nos indica que fue una 
pràctica que estuvo vigente en otras épocas y consistia en la de “absolver de la 
instancia”, esto  es, la de dictar una sentencia absolutoria para el procesado, que 
permitia la posibilidad de iniciar nuevo juicio, si aparecian posteriormente mâs 
datos en su contra. Por otro lado, el Lie. Jesù s  Rodriguez y Rodriguez,®® 
manifiesta textualmente “la pràctica de absolver de la instancia”, consistante en 
mantener abierto indefinidamente el proceso so pretexto de falta de pruebas o de 
elementos suficientes para absolver o condenar”. Es aqui donde se  aplica el 
principio universal reconocido de la presunciôn de inocencia, mientras no se 
demuestre lo contrario, y e s  consecuencia del anterior comentario.
ARTICULO 24. Todo hombre es libre para profesarla creencia religiosa que 
le agrade, y para practicar las ceremonias, devociones o actos del culto
0. RABASA Emilio y Gloria Caballero Mexicano esta es tu Constituciôn México, 1982 p. 65
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resD&ctivo, siempre que no constituyan un délita a falta penados par la ley.
El Congreso no puede dictar /eyes que establezcan o prohlban religion 
algun^ a.
Los actos religiosos de culto publico se celebraràn ordinariamente en los 
templlos. Los que extraordinariamente se celebren fuera de éstos se sujetaràn a la 
ley reglamentaria.
El m aestro Jésu s  Rodnguez y R o d r ig u e z , indica que la libertad de religion, 
implica dos aspectos, uno interno y otro externo, el primero se  traduce en la 
libertad de profesar una fe o religion, y el segundo se  concrete a la libertad de 
practicar cerem onies y todos los actos inherentes al culto respectivo.
Todo a cto religioso de culto pùblico deberâ celebrarse precisam ente dentro 
de los templos, los cuales esta  ran siempre bajo la vigilancia de la autoridad, este  
es el derecho a la libertad de creencia y la de los cultos.
ARTICULO 25. Corresponde al Estado la rectoria del desarrollo nacional 
para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la soberania de 
la naciôn su régimen democràtico y que, mediante el fomenta del crecimiento 
econômico y el empleo y una màs Justa distribuciôn del ingreso y la riqueza, 
permita el plena ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y
RODRIGUEZ y Rodriguez Jesùs Op. Cit. P.58 
Ibidem p. 59
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clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitucion.
El Estado planearà, conducirà, coordinarâ y orientarâ la actividad 
econômica nacional, y llevarà al cabo la regulaciôn y fomento de las actividades 
que demande el interés general en el marco de libertades que otorga esta 
Constituciôn.
Al desarrollo econômico nacional concurrirân, con responsabilidad social, el 
sector publico, el sector social y  el sector privado, sin menoscabo de otras formas 
de actividad econômica que contribuyan al desarrollo de la naciôn.
El sector pùblico tendrà a su cargo, de manera exclusiva, las areas 
estratégicas que se sebalan en el articule 28, pârrafo cuarto de la Constituciôn, 
manteniendo siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control sobre los 
organismes que en su case se establezcan.
Asimismo podrà participar por si o con los sectores social y privado, de 
acuerdo con la ley, para impulsar y organizar las a reas  prioritarias del desarrollo.
Bajo criterios de equidad social y  productividad se apoyarà e impulsarà a 
las empresas de los sectores social y privado de la economia, sujetàndolos a las
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modalidades que dicte el interés pùblico y al uso, en bénéficié general, de los 
recursos productives, cuidando su conservaciôn y el medio ambiente.
La ley establecerà los mécanismes que faciliten la organizaciôn y la 
expansion de la actividad econômica del sector social: de los ejidos, 
organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que 
pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de 
todas las formas de organizaciôn social para la producciôn, distribuciôn y consume 
de bienes y servicios socialmente necesarios.
La ley alentarâ y protegerà la actividad econômica que realicen los 
particulares y proveerà las condiciones para que el desenvolvimiento del sector 
privado contribuya al desarrollo econômico nacional, en los términos que 
estaolece esta Constituciôn.
El estado da los elementos para el desarrollo econômico, mediante el 
fomento crecimiento econômico y el empleo, alentando la actividad econômica del 
sector privado.
ARTICULO 26. El Estado organizarâ un sistema de planeaciôn democrética 
del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, permanencia y equidad al 
crecmiento de la economia para la independencia y la democratizaciôn politica,
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social y cultural de la naciôn.
Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constituciôn 
determinaràn los objetivos de la planeaciôn. La planeaciôn serà democràtica. 
Mediante la participaciôn los diversos sectores sociales recogerà las aspiraciones 
y demandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los programas de 
desarrollo. Habrà un plan nacional de desarrollo al que se sujetaràn 
obligatoriamente los programas de la administraciôn pûblica federal.
La ley facultarâ al Ejecutivo para que establezca los procedimientos de 
participaciôn y consulta popular en el sistema nacional de planeaciôn democràtica, 
y los criterios para la formulaciôn, instrumentaciôn, control y evaluaciôn del plan y 
los programas de desarrollo. Asimismo determinarà los ôrganos responsables del 
proceso de planeaciôn y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine 
mediante convenios con los gobiernos de las entidades federativas o induzca y 
concierte con los particulares las acciones a realizar para su elaboraciôn y 
ejecuciôn.
En el sistema de planeaciôn democràtica, el Congreso de la Uniôn tendrà la 
intervenciôn que sebale la ley.
Los artîculos 25 y 26 de nuestra constituciôn se  com entan conjuntamente 
ya que se  refieren a los principios y medios de desarrollo econômico a cuyo cargo
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esta el Estado Mexicano, como rector absoluto e indiscutible de dicho aspecto, 
mismos que junto con los artîculos 3, 5, 31, 73, 74, 89, 115, 117, 118, 123 y 131, 
establecen las b ases  constitucionales que fundam entan las atribuciones del 
Estado Mexicano en materia econômica.
ARTICULO 27. La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de 
los limites del territorio nacional, corresponde originariamente a la naciôn, la cual 
ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, 
constituyendo la propiedad privada.
Las expropiaciones sôlo podrân hacerse por causa de utilidad pûblica y 
mediante indemnizaciôn.
La naciôn tendrà en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad 
privada las modalidades que dicte el interés pùblico, as/ como el de regular, en 
bénéficié social, el aprovechamiento de los elementos naturaies susceptibles de 
apropiaciôn, con objeto de hacer una distribuciôn equitativa de la riqueza pûblica; 
cuidar de su conservaciôn; lograr el desarrollo equilibrado del pais y el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la poblaciôn rural y urbana. En 
consecuencia; se dictaràn las medidas necesarias para ordenar los asentamientos 
humanos y establecer adecuadas provisiones, uses, réservas y destines de 
tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras pùblicas y de planear y
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regular la fundaciôn, conservaciôn, mejoramiento y crecimiento de los centres de 
poblaciôn; para preservar y restaurar el equilibrio ecolôgico; para el 
fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de la ley 
reglamentaria; la organizaciôn y explotaciôn colectiva de los ejidos y comunidades; 
para el desarrollo de la pequena propiedad rural; para el fomento de la agricultura 
de la ganaderia; de la sivicultura y de las demàs actividades econômicas en el 
medio rural, y para evitar la destrucciôn de los elementos naturales y los dabos 
que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.
Corresponde a la naciôn el dominio directo de todos los recursos naturales 
de la plataforma continental y  los zôcalos submarinos de las islas; de todos los 
minérales o sustancias que en vetas, mantes, masas o yacimientos, constituyan 
depôsitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenes, tales 
como los minérales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la 
industria; los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas 
formadas directamente por las aguas marinas; los productos derivados de la 
descomposiciôn de las rocas, cuando su explotaciôn necesite trabajos 
subterràneos; los yacimientos minérales u orgànicos de materias susceptibles de 
ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minérales sôlidos; el petrôleo y 
todos los carbures de hidrôgeno sôlidos, liquides o gaseosos; y el espacio situado 
sobre el territorio nacional, en la extensiôn y términos que fije el derecho 
intemacional.
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Son propiedad de la naciôn las aguas de los mares territoriales en la 
extensiôn y términos que fije derecho intemacional; las aguas marinas interiores; 
las de las lagunas y esteras que se comuniquen permanente o intermitentemente 
con el mar: las de los lagos interiores de formaciôn natural que estén ligados 
directamente a corrientes constantes; las de los rios y sus afiuentes directes o 
indirectes, desde el punto del cauce en que se inicien las primeras aguas 
permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, 
lagos, lagunas o esteras de propiedad nacional; las de las corrientes constantes o 
intermitentes y sus afiuentes directes o indirectes, cuando el cauce de aquéllas en 
toda su extensiôn o en parte de ellas, siiva de limite al territorio nacional o a dos 
entidades federativas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o cruce la 
linea divisoria de la Repûblica; la de los lagos, lagunas o esteras cuyos vases, 
zonas 0 riberas, estén cruzadas par llneas divisorias de dos o mas entidades o 
entre la Repûblica y un pais vecino, o cuando el limite de las riberas sirva de 
lindero entre dos entidades federativas o a la Repûblica con un pais vecino; las de 
los manantiales que broten en las playas, zonas maritimas , causes, vases o 
riberas de los lagos, lagunas o esteras de propiedad nacional, y las que se 
extraigan de las minas; y los cauces, lechos o riberas de los lagos y corrientes 
intehores en la extensiôn que fija la ley. Las aguas del subsuelo pueden ser 
libremente alumbradas mediante obras artificiales y apropiarse por el dueho del 
terrene, pero cuando le exija el mérite pùblico o se afecten otros 
aprovechamientos; el ejecutivo Federal podrà reglamentar su extracciôn y 
utilizaciôn y aun establecer zonas vedadas, al igual que para las demàs aguas de 
propiedad nacional. Cualesquiera otras aguas no incluidas en la enumeraciôn
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anisrior, se considerarân como parte intégrante de la propiedad de los terrenos 
poi los que corran o en los que se encuentren sus depôsitos, pero sise localizaren 
en dos o màs predios, el aprovechamiento de estas aguas se considerarà de 
utiidad pûblica y quedarà sujeto a las disposiciones que dicten los Estados.
En los caros a que se refieren los dos pàrrafos anteriores, el dominio de la 
na:iôn es inalienable e imprescriptible y la explotaciôn, el uso o el 
apovechamiento de los recursos de que se trata, por los particulares o por 
so:iedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrà realizarse sino 
mfdiante concesiones, otorgadas por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con las 
redas y condiciones que establezcan las leyes. Las normas légales relatives a 
otras o trabajos de explotaciôn de los minérales y sustancias a que se refiere el 
parafe cuarto, regularàn la ejecuciôn y comprobaciôn de los que se efectûen o 
ddoan efectuarse a partir de su vigencia, independientemente de la fecha de 
otcrgamiento de las concesiones, y su inobservancia darà lugar a la cancelaciôn 
deéstas. El Gobierno Federal tiene la facultad de establecer réservas nacionales y 
SLorimirlas. Las leyes prevean. Tratàndose de petrôleo y de los carburos de 
hidrôgeno sôlidos, liquidos, o gaseosos o de minérales radioactives, no se 
oUrgaràn concesiones ni centrâtes, ni subsistiràn los que en su case se hayan 
otirgado y la naciôn llevarà o cabo la explotaciôn de esos productos, en los 
téminos que seriale la ley reglamentaria respectiva Corresponde exclusivamente 
a a naciôn generar, conducir, transformar distribuir y abastecer energia eléctrica 
gte tenga por objeto la prestaciôn de servicio pùblico. En esta materia no se
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otagaràn concesiones a los particulares y la naciôn aprovecharâ los bienes y 
reairsos, naturales que se requieran para dichos fines.
Corresponde también a la naciôn el aprovechamiento de los combustibles 
nœleares para la generaciôn de energia nuclear y la regulaciôn de sus 
apicaciones en otros propôsitos. El uso de la energia nuclear sôlo podrà tener 
fims pacificos.
La naciôn ejerce en una zona econômica exclusiva situada fuera del mar 
teiritorial y adyacente a éste, los derechos de soberania y las jurisdicciones que 
dderminen las leyes del congreso. La zona econômica exclusiva se extenderà a 
dcscientas millas nàuticas, medidas a partir de la linea de base desde la cual se 
mde el mar territorial. En aquellos casos en que esa extensiôn produzca 
siperposiciôn con las zonas econômicas exclusivas de otros Estados, la 
delimitaciôn de las respectivas zonas se harà en la medida en que resuite 
necesario, mediante acuerdo con estos Estados.
La capacidad para adquirir el dominio de las tierras y aguas de la naciôn, se 
regirà por las siguientes prescripciones:
I. Sôlo los mexicanos por nacimiento o por naturalizaciôn y las sociedades 
mexicanas tienen derecho para adquirir el dominio de las tierras, aguas y sus
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accesiones o para obtener concesiones de explotaciôn de minas o aguas. El 
Esado podrà concéder el mismo derecho a los extranjeros, siempre que 
cofvengan ante la Secretaria de Relaciones en considerarse como nacionales 
respecte de dichos bienes y en no invocar por lo mismo la protecciôn de sus 
go)iernos por lo que se refiere a aquéllos; bajo la pena, en caso de faltar al 
coivenio, de perder en bénéficié de la naciôn, los bienes que hubieren adquirido 
envirtud del mismo. En una faja de cien kilômetros a lo largo de las frenieras y de 
circuenta en las playas, por ningûn motive podràn los extranjeros adquirir el 
doninio directo sobre tierras y aguas.
El Estado de acuerdo con los intereses pûblicos internes y los principios 
redprocidad, podrà, a juicio de la Secretaria de Relaciones, concéder autorizaciôn 
a os Estados extranjeros para que adquieran, en el lugar permanente de la 
reddencia de los Poderes Federales, la propiedad privada de bienes inmuebles 
necesarios para el servicio directo de sus embajadas o legaciones.
II. Las asociaciones religiosas que se constituyan en los términos del 
ariculo 130 y su ley reglamentaria tendràn capacidad para adquirir; poseer o 
acministrar, exclusivamente, los bienes que sean Indispensables para su objeto, 
cm los requisitos y limitaciones que establezca la ley reglamentaria;
III. Las instituciones de beneficencia, pûblica o privada que tengan por 
otjeto el auxilio de los necesitados, la investigaciôn cientifica la difusiôn de la
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emenanza, la ayuda reclproca de los asociados, o cualquier otro objeto licito, no 
poiràn adquirir màs bienes raices que los indispensables para su objeto, 
innediata o directamente destinados a él, con sujecion a lo que determine la ley 
redamentaria;
IV Las sociedades mercantiles por acciones podràn ser propietarias de 
terenos rusticos pero ûnicamente en la extension que sea necesaria para el 
cunplimiento de su objeto.
En ningûn caso las sociedades de esta clase podràn tener en propiedad 
tieras dedicadas a actividades agricolas, ganaderas o forestales en mayor 
e)tensiôn que la, respectiva équivalente a veinticinco veces los limites sebalados 
en la fracciôn XV de este articule. La ley reglamentaria regularà la estructura de 
cæital y el nûmero minime de socios de estas sociedades, a efecto de que las 
tierras propiedad de la sociedad no excedan en relaciôn con cada socio los limites 
de la pequeba propiedad. En este caso, toda propiedad accionaria individual, 
ccrrespondiente a terrenos rûsticos, serà acumulable para efectos de compute. 
Asmismo, la ley sebalarà las condiciones para la participaciôn extranjera en 
dichas sociedades.
La propia ley establecerà los medios de registre y control necesarios para el 
cunplimiento de lo dispuesto por esta fracciôn;
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V. Los bancos debidamente autorizados, conforme a las leyes de 
insituciones de crédite, podràn tener capitales impuestos, sobre propiedades 
urtanas y rûsticas de acuerdo con las prescripciones de dichas leyes, pero no 
poiràn tener en propiedad o en administraciôn màs bienes raices que los 
eneramente necesarios para su objeto directo;
VI. Los Estados y  el Distrito Federal, lo mismo que los Municipios de toda la 
Rœûblica; tendràn plena capacidad para adquirir y poseer todos los bienes raices 
necesarios para los servicios pûblicos.
Las leyes de la Eederaciôn y de los Estados en sus respectivas 
jursdicciones determinaràn los casos en que sea de utilidad pûblica la ocupaciôn 
delà propiedad privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa 
haà la declaraciôn correspondiente. El precio que se fijarà como indemnizaciôn a 
la :osa expropiada, se basarà en la cantidad que como valor fiscal de ella figure 
en las oficinas catastrales o recaudadoras, y a sea que este valor h ay a sido 
mmifestado por el propietario o simplemente aceptado por él de un modo tàcito 
po' haber pagado sus contribuciones con esta base. El exceso de valor o el 
demérito que haya tenido la propiedad particular por las majoras o deterioros 
ocjrridos con posterioridad a la fecha de la asignaciôn del valor fiscal, serà lo 
ûnco que deberâ quedar sujeto a juicio pericial y a resoluciôn judicial. Esto mismo 
se observarà cuando se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas 
reitisticas.
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El ejercicio de las acciones que corresponden a la naciôn; por virtud de las 
disposiciones del présente articule, se harà efectivo por el procedimiento judicial; 
pero dentro de este procedimiento y por orden de los tribunales correspondientes, 
que se dictarà en el plazo màximo de un mes, las autoridades administrativas 
procederàn desde luego a la ocupaciôn, administraciôn, remate o venta de las 
tierras o aguas de que se trate y todas sus accesiones, sin que en ningûn caso 
pueda revocarse lo hecho por las mismas autoridades antes de que se dicte 
sentencia ejecutoriada;
VII Se reconoce la personalidad juridica de los nûcleos de poblaciôn 
ejidales y comunales y se protege su propiedad sobre la tierra; tanto para el 
asentamiento humano como para actividades productives.
La ley protegerà la integridad de las tierras de los grupos indigenes.
La ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de 
los ejidos y comunidades, protegerà la tierra para el asentamiento humano y 
rogularà el aprovechamiento de tierras, bosques y aguas de uso comûn y la 
p)rovisiôn de acciones de fomento necesarias para elevar el nivel de vida de sus 
piobladores.
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La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comuneros para 
adoptar las condiciones que màs les convengan en el aprovechamiento de sus 
recursos productivos, regularà el ejercicio de los derechos de los comuneros sobre 
la tierra y de cada ejidatario sobre su parcela. Asimismo establecerà los 
procedimientos por los cuales ejidatarios y comuneros podràn asociarse entre si, 
con el Estada o con terceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratàndose de 
ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los miembros del nûcleo de 
poblaciôn; igualmente fijarà los requisitos y procedimientos conforme a los cuales 
la asamblea ejidal otorgarà al ejidatario el dominio sobre su parcela. En caso de 
enajenaciôn de parcelas se respetarà el derecho de preferencia que preveo la ley.
Dentro de un mismo nûcleo de poblaciôn, ningûn ejidatario podrà ser titular 
de màs tierra que la équivalente al 5% del total de las tierras ejidales. En todo 
caso, la titularidad de tierras en favor de un solo ejidatario deberâ ajustarse a los 
limites sehalados en la fracciôn XV.
La asamblea general es el ôrgano supremo del nûcleo de poblaciôn ejidal o 
comunal, con la organizaciôn y funciones que la ley seriale. El comisariado ejidal o 
de bienes comunales, electo democràticamente en los términos de la ley, es el 
ôrgano de representaciôn del nûcleo y el responsable de ejecutar las resoluciones 
de la asamblea.
La restituciôn de tierras, bosques y aguas a los nûcleos de poblaciôn se
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harà en los términos de la ley reglamentaria:
VIII. Se declaran nulas:
a) Todas las enajenaciones de tierras, aguas y  montes pertenecientes a los 
pueblos, rancherias, congregaciones o comunidades, hechas por los Jefes 
politicos, gobemadores de los Estados o cualquiera otra autoridad local en 
contravenciôn a lo dispuesto en la ley 25 de junio de 1856 y demàs leyes y 
disposiciones relatives;
b) Todas las concesiones; composiciones o ventes de tierras, aguas y 
montes, hechas por las Secretaries de Fomento, Hacienda o cualquiera otra 
autoridad federal, desde el dia primero de diciembre de 1876, hasta la fecha, con 
las cuales se hayan invadido y ocupado ilegalmente los ejidos, terrenos de comûn 
repartimiento o cualquier otra clase, pertenecientes a los pueblos, rancherias, 
corgregaciones o comunidades, nûcleos de poblaciôn.
c) Todas las diligencias de apeo o deslinde, transacciones, enajenaciones o 
rervates practicados durante el periodo de tiempo a que se refiere la fracciôn 
antsrior, por compafiias, Jueces u otras autoridades de los Estados o de la 
Eederaciôn, con los cuales se hayan invadido u ocupado ilegalmente tierras, 
aguas y montes de los ejidos, terrenos de comûn repartimiento, o de cualquier otra 
clase, pertenecientes a nûcleos de poblaciôn.
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Quedan exceptuadas de la nulidad anterior, ûnicamente las tierras que 
hubieren sido tituladas en los repartimientos hechos con apego a la ley de 25 de 
Junio de 1856 y poseldas en nombre propio a titulo de dominio por màs de diez 
ahos cuando su superficie no exceda de cincuenta hectâreas;
IX. La division o reparto que se hubiere hecho con apariencia de légitima 
entre los vecinos de algûn nûcleo de poblaciôn y en la que haya habido error o 
vicio, podrà ser nulificada cuando as! lo soliciten las très cuartas partes de los 
vecinos que estén en posesiôn de una cuarta parte de los terrenos, materia de la 
divisiôn, o una cuarta parte de los mismos vecinos cuando estén en posesiôn de 






XV En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los latifundios.
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Se considéra pequena propiedad agricoia la que no exceda por individuo de 
cien hectâreas de riego o humedad de primera o sus équivalentes en otras clases 
de tierras.
Para los efectos de la equivalencia se computarâ una hectârea de riego por 
dos de temporal, por cuatro de agostadero de buena calidad y por ocho de 
bosque, monte o agostadero en terrenos àridos.
Se considerarà, asimismo, como pequefia propiedad, la superficie que no 
exceda por individuo de ciento cincuenta hectâreas cuando las tierras se dediquen 
al cultive de algodôn, si reciben riego; y de trescientas, cuando se destinen al 
cultive del plàtano, caba de azûcar, café, henequén, hule, palma, vid, olive, quina, 
va in il la, cacao, agave, nopal o àrboles frutales.
Se considerarà superficie pequeba ganadera la que no exceda por individuo 
la superficie necesaria para mantener hasta quinientas cabezas de ganado mayor 
o su équivalente en ganado mener, en los términos que fije la ley, de acuerdo con 
la capacidad forrajera de los terrenos.
Cuando debido a obras de riego, drenaje o cualesquiera otras ejecutadas 
por los duebos o poseedores de una pequeba propiedad se hubiese mejorado la 
calidad de sus tierras, seguirà siendo considerada como pequeba propiedad, aun
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cuando, en virtud de la mejoria obtenida, se rebasen los màximos senalados por 
esta fracciôn, siempre que se reûnan los requisitos que fije la ley.
Cuando dentro de una pequefia propiedad ganadera se realicen mejoras en 
sus tierras y éstas se destinen a uses agncolas, la superficie utilizada para este fin 
no podrà exceder, segûn el coso, los limites a que se refieren los pàrrafos 
segundo y tercero de esta fracciôn que correspondan a la calidad que hubieren 
tenido dichas tierras antes de la majora;
XVI. Derogada
XVII. El Congreso de la Uniôn y las Legislaturas de los Estados, en sus 
respectivas jurisdicciones, expediràn leyes que establezcan los procedimientos 
para el fraccionamiento y enajenaciôn de las extensiones que llegaren a exceder 
los limites sefialados en las fracciones IV y XV de este articule.
El excedente deberâ ser fraccionado y enajenado por el propietano dentro 
del plazo de un aho contado a partir de la notificaciôn correspondiente. Si 
transcurrido el plazo el excedente no se ha enajenado, la venta deberâ hacerse 
mediante pûblica almoneda. En igualdad de condiciones, se respetarà el derecho 
de preferencia que prevea la ley reglamentaria
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Las leyes locales organizaràn el patrimonio de familia, determinando los 
bienes que deben constituido, sobre la base de que serà inalienable y no estarà 
sujeto a embargo ni a gravamen ninguno;
XVIII. Se declaran révisables todos los contratos y concesiones hechos por 
los gobiemos anteriores desde el aho 1876, que hayan traido por consecuencia el 
acaparamiento de tierras, aguas y riquezas naturales de la naciôn, por una sola 
persona o sociedad, y se faculta al Ejecutivo de lo Uniôn para declararlos nulos 
cuando impliquen perjuicios graves para el interés publico;
XIX. Con base en esto Constituciôn, el Estado dispondrà las medidas para 
la expedida y honesta imparticiôn de la justicia agraria, con objeto de garantizar la 
seguridad juridica en la tenencia de le tierra ejidal, comunal y de la pequena 
propiedad, y apoyarà la asesoria legal de los campesinos.
Son de jurisdicciôn federal todas las cuestiones que por limites de terrenos 
ejidales y comunales, cualquiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes 
o se susciten entre dos o màs nûcleos de poblaciôn; asi como las relacionadas 
con la tenencia de la tierra de los ejidos y comunidades. Para estos efectos y, en 
general, para la administraciôn de justicia agraria, la ley instituirà tribunales 
dotados de autonomia y plena jurisdicciôn, integrados por Magistrados propuestos 
por el Ejecutivo Federal y designados por la Càmara de Senadores o, en los
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recesos de ésta, por la Comisiôn Permanente.
La ley establecerà un ôrgano para /a procuraciôn de justicia agraria; y
XX. El Estado promoverà las condiciones para el desarrollo rural integral, 
con el propôsito de generar empleo y garantizar a la poblaciôn campesina el 
bienestar y su participaciôn e incorporaciôn en el desarrollo nacional, y fomentarà 
la actividad agropecuaria y forestal para el ôptimo uso de la tierra; con obras de 
infraestructura; insumos, crédites, servicios de capacitaciôn y asistencia técnica. 
Asimismo expedirà la legislaciôn reglamentaria para planear y organizar la 
producciôn agropecuaria, su industrializaciôn y comercializaciôn, consideràndolas 
de interés pùblico.
Este articule consagra la garantia social de la propiedad, esta  consiste en 
establecer los derechos que regulan la tenencia de la tierra, la garantia radica en 
el fraccionamiento de latifundios, restituciôn de tierras y aguas a las poblaciones 
que asi los requieran, y en la instituciôn de ôrganos y autoridades resales, 
declarando el dominio eminente del estado sobre dicho territorio, la cual se basa 
en la teoria que considéra a la propiedad como una funciôn social, misma que 
debe estar al cuidado del Estado.
ARTICULO 28. En los Estados Unidos mexicanos quedan prohibidos los
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monopolios, las pràcticas monopôlicas, los estancos y las exenciones de 
impuestos en los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento 
se darà a las prohibiciones a titulo de protecciôn a la industria.
En consecuencia, la ley castigarà severamente, y las autoridades 
perseguiràn con eficacia; toda concentraciôn o acaparamiento en una o pocas 
manos de articules de consume necesario y que tenga por objeto obtener el alza 
de los precios; todo acuerdo, procedimiento o combinaciôn de los productores, 
industriales; comerciantes o empresarios de servicios, que de cualquier manera 
hagan, para evitar la libre concurrencia o la competencia entre si y obliger a los 
consumidores a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que constituya 
una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas y 
con perjuicio del pùblico en general o de alguna clase social.
Las leyes fijaràn bases para que se sehalen precios màximos a los 
artîculos, materias o productos que se consideren necesarios para la economia 
nacional o el consume popular, asi como para imponer modalidades a la 
organizaciôn de la distribuciôn de esos articules, materias o productos, a fin de 
evitar que intermediaciones innecesarios o excesivas provoquen insuficiencia en el 
abasto, asi como el alza de precios. La ley protegerà a los consumidores y 
propiciarà su organizaciôn para el mejor cuidado de sus intereses.
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No constituiràn monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera 
exclusiva en las siguientes areas estratégicas: correos, telégrafos y
radiotelegrafia; petrôleo y los demàs hidrocarburos; petroquimica bàsica; 
minérales radioactives y generaciôn de energia nuclear; electricidad y las 
actividades que expresamente sehalen las leyes que expida el Congreso de la 
Uniôn. La comunicaciôn via satélite y los ferrocarriles son a reas  prioritarias para el 
desarrollo nacional en los términos del articule 25 de esta Constituciôn: el Estado 
al ejercer en ellas su rectoria, protegerà la seguridad y la soberania de la naciôn, y  
al otorgar concesiones o permises mantendrà o establecerà el dominio de las 
respectivas vias de comunicaciôn de acuerdo con las leyes de la materia.
El Estado contarà con los organismes y empresas que requiera para el 
eficaz manejo de las a reas  estratégicas a su cargo y en las actividades de caràcter 
prioritario donde, de acuerdo con las leyes, participe por si o con los sectores 
social y privado.
El Estado tendrà un banco central que serà autônomo en el ejercicio de sus 
funciones y en su administraciôn. Su objetivo prioritario sera  procurar la estabilidad 
del poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoria del 
desarrollo nacional que corresponde al Estado. Ninguna autoridad podrà ordenar 
al banco concéder financiamiento.
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No constituyen monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera 
exclusiva; a través del banco central en las areas estratégicas de acuhaciôn de 
moneda y emisiôn de billetes. El banco central, en los términos que establezcan 
las leyes y con la intervenciôn que corresponde a las autoridades compétentes, 
regularà los cambios, asi como la intermediaciôn y los servicios financieros, 
contando con las atribuciones de autoridad necesarias para llevar a cabo dicha 
regulaciôn y proveer a su observancia. La conducciôn del banco estarà a cargo de 
personas cuya designaciôn serà hecha por el présidente de la Repûblica con la 
aprobaciôn de la Càmara de Senadores o de la Comisiôn Permanente, en u caso; 
desempeharàn su encargo por periodos cuya duraciôn y escalonamiento provean 
al ejercicio autônomo de sus funciones; sôlo podràn ser removidas por causa 
grave y no podràn tener ningûn otro empleo, cargo o comisiôn; con excepciôn de 
aquellos en que actûen en representaciôn del banco y de los no remunerados en 
asociaciones docentes, cientificas, cuituraies o de beneficiencia. Las personas 
encargadas de la conducciôn del banco central, podràn ser sujetos de juicio 
politico conforme a lo dispuesto por el articule 110 de esta Constituciôn.
No constituyen monopolies las asociaciones de trabajadores formadas para 
protéger sus propios intereses y las asociaciones o sociedades cooperativas de 
productores para que, en defensa de sus intereses o del interés general, vendan 
directamente en los mercados extranjeros los productos nacionales o industriales 
que sean la principal frente de riqueza de la regiôn en que se produzcan o que no
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sean artîculos de primera necesidad, siempre que dichas asociaciones estén bajo 
vigilancia o amparo del Gobierno Federal o de los Estados, y previa autorizaciôn 
que al efecto se obtenga de las legislaturas respectivas en cada caso. Las mismas 
legislaturas, por si o a propuesta del Ejecutivo podràn derogar, cuando asi lo 
exijan las necesidades pùblicas, las autorizaciones concedidas para la formaciôn 
de las asociaciones de que se trata.
Tampoco constituyen monopolies los privilégiés que por determinado 
tiempo se concedan a los autores y artistas para la producciôn de sus obras y los 
que para el uso exclusive de sus inventes, se otorguen a los inventores y 
perfeccionadores de alguna majora.
El Estado, sujetàndose a las leyes, podrà en casos de interés general, 
concesionar la prestaciôn de servicios pûblicos o la explotaciôn, uso y 
aprovechamiento de bienes dominio de lo Eederaciôn; salve las excepciones que 
las mismas prevengan. Las leyes fijaràn las modalidades y condiciones que 
aseguren la eficacia de la prestaciôn de los servicios y la utilizaciôn social de los 
bienes, y evitaràn fenômenos de concentraciôn que contra rien el interés pùblico.
La sujeciôn a regimenes de servicio pùblico se apegarà a dispuesto por la 
Constituciôn y sôlo podrà llevarse a cabo mediante ley.
Se podràn otorgar subsidios a actividades prioritarias, cuando sean
172
generëes, de caràcter temporal y no afecten sustanclalmente las finanzas de la 
naciôn El Estado vigilarà su aplicaciôn y evaluarà los resultados de ésta.
Este articule se  refiere a la prohibiciôn de monopolios, no obstante hay 
ciertas actividades que por su importancia social, los cuales deben de ser tratadas 
como fnonopolios estos estrictamente reservados para el estado  y se  encuentran 
enlistados expresam ente en el pârrafo cuarto de es te  articule, con lo que se  
desprende que si hay monopolies.
ARTICULO 29. En los casos de invasiôn, perturbaciôn grave de la paz 
publics, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, 
solamente el Présidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los 
titulares de las Secretarias de Estado, los departamentos administrativos y la 
Procuiaduria General de la Repûblica y con aprobaciôn del Congreso de la Uniôn; 
y, en los recesos de éste, de la Comisiôn Permanente, podrà suspender en todo el 
pais c en lugar determinado las garantias que fuesen obstàculos para hacer 
frente, ràpida y fàcilmente a la situaciôn; pero deberâ hacerlo por un tiempo 
limitaœ, por medio de prevenciones generates y sin que la suspensiôn se 
contraga a determinado individuo. Si la suspensiôn tuviese lugar hallàndose el 
congreso reunido, éste concederà las autorizaciones que estime necesarias para 
que e Ejecutivo haga frente a la situaciôn; pero si se verificase en tiempo de 
recesc, se convocarà sin demoro al congreso para que las acuerde.
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Este articule contempla les cases que puedan pener en peligre la 
estabildad del estade, este  se  vera en la imperiesa necesidad de suspender tedas 
aquellas garanties que la prepia Censtituciôn Censagra a faver de les gebernades.
Articula 123. Toda persona tiens derecho al trabajo digno y socialmente ûtil; 
al efedo, se promoveràn la creaciôn de empleos y la organizaciôn social para el 
trabajc, conforme a la ley.
El Congress de la Union, sin contravenir a las bases siguientes, deberà 
expedr leyes sobre el trabajo, las cuales regiràn:
A. Entre les obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una 
manent general, todo contrats de trabajo:
I. La duraciôn de la Jornada mâxima sera de ocho horas.
II. La Jornada mâxima de trabajo nocturno se ra  de 7 horas. Quedan 
prohibdas: las labores insalubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial y todo 
otro tnbajo después de las diez de la noche, de les menores de dieciséis ahos;
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III. Queda prohiblda la utilizaciôn del trabajo de los menores de catorce 
anos. Los mayores de esta edad y menores de dieciséis tendràn cowo Jomada 
mâxima la de sels horas.
IV. Por cada seis dias de trabajo deberâ disfrutar el operario de un dia de 
descanso, cuando menos;
V. Las mujeres durante el embarazo no realizarân trabajos que exijan un 
esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relaciôn con la 
gestaciôn; gozarân forzosamente de un descanso de seis semanas anteriores a la 
fecha fijada aproximadamente para el parte y seis semanas posteriores al mismo, 
debiendo percibir su salarie intégré y conserver su empleo y los derechos que 
hubieren adquirido por la relaciôn de trabajo. En el période de lactancia tendrân 
dos descansos extraordinarios por dia, de media hora cada une para alimenter a 
sus hijos;
VI. Los salaries minimes que deberân disfrutar los trabajadores serân 
générales o profesionales. Los primeros regirân en las a reas  geogrâficas que se 
determinen: los segundos se aplicarân en ramas determinadas de la actividad 
econômica o en profesiones, oficios o trabajos especiales.
Los salaries minimes générales deberân ser suficientes para satisfacer las 
necesidades normales de un Jefe de familia, en el orden material, social y cultural.
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y para proveer a la educaciôn obligatorla de los hijos. Los salaries minimes 
profesionales se fijarân considerando, ademàs, las condiciones de las distintas 
actividades econômicas.
Los salaries minimes se fijarân por una comisiôn nacional integrada por 
représentantes de los trabajadores, de los patrones y del gobierno, la que podrâ 
auxiliarse de las comisiones especiales de carâcter consultive que considéré 
indispensables para el mejor desempefio de sus funciones.
VII. Para trabajo igual debe corresponder salarie igual, sin tener en cuenta 
sexo ni nacionalidad;
VIII. El salarie minime quedarâ exceptuado de embargo, compensaciôn o 
descuento.
IX. Los trabajadores tendrân derecho a una participaciôn en las utilidades 
de las empresas, regulada de conformidad con las siguientes normes:
a) Una comisiôn nacional, integrada con représentantes de los trabajadores, 
de los patrones y del gobierno, fijarâ el porcentaje de utilidades que deba 
repartirse entre los trabajadores;
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b) La comisiôn nacional practicarà las investigaciones y realizarà los 
estudios necesarios y apropiados para conocer las condiciones générales de la 
économie nacional. Tomarà asimismo en consideraciôn la necesidad de fomenter 
el desarrollo industrial del pais, el interés razonable que debe percibir el capital y 
la necesaria reinversiôn de capitales;
c) La misma comisiôn podrâ reviser el porcentaje fijado cuando existan 
nuevos estudios e investigaciones que los justifiquen;
d) La ley podrâ exceptuar de la obligaciôn de repartir utilidades a las 
empresas de nueva creaciôn durante un nûmero determinado y limitado de ahos, 
a los trabajos de exploraciôn y a otras actividades cuando lo Justifique su 
naturaleza y condiciones particulares.
e) Para determiner el monte de las utilidades de cada empresa se tomarâ 
como base la rente gravable de conformidad con las disposiciones de la Ley del 
Impuesto sobre la Rente. Los trabajadores podrân formuler ante la oficina 
correspondiente de la Secretaria de Hacienda y Crédite Pûblico las objeciones que 
Juzcuen convenientes, ajustândose al procedimiento que determine la ley;
f) El derecho de los trabajadores a participer en las utilidades no implica la 
facultad de intervenir en la direcciôn o administraciôn de las empresas.
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X. El salaria deberà pagarse precisamente en moneda de curso legal, no 
siendo permitido hacerlo efectivo con mercancias, ni con vales, fichas o cualquier 
Otro signo representative con que pretenda sustituir la moneda;
XI. Cuando, por circunstancias extraordinarias deban aumentarse las horas 
de jornada, se abonarâ como salarie por el tiempo excedente un 100% màs de lo 
fijado para las horas normales. En ningûn case el trabajo extraordinario podrâ 
exceder de très horas diarias, ni de très veces consécutives. Los menores de 
dieciséis anos no serân admitidos esta clase de trabajos;
XII. Toda empresa agricole, industrial, minera o de cualquier otra clase de 
trabajo, estarâ obligada; segûn lo determinen las leyes reglamentarias a 
proporcionar los trabajadores habitaciones cômodas e higiénicas. Esta obligaciôn 
se cumplirâ mediante las aportaciones que las empresas hagan a un fonde 
nacional de la vivienda a fin de constituir depôsitos en favor de sus trabajadores y 
establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédite barato 
y suficiente para que adquieran en propiedad taies habitaciones.
Se considéra de utilidad social la expediciôn de una ley para la creaciôn de 
un organisme integrado por représentantes del Gobierno Federal, de los 
trabajadores y de los patrones, que administre los recursos del fonde nacional de 
la vivienda. Dicha ley regularâ las formas y procedimientos conforme a los cuales
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los trabajadores podràn adquirir en propiedad las habitaciones antes 
mencionadas.
Las negociaciones a que se refiere el pàrrafo primero de esta fracciôn, 
situadas de las poblaciones, estàn obligadas a establecer escuelas, enfermerias y 
demàs necesarios a la comunidad.
Ademàs, en esos mismos centres de trabajo, cuando su poblaciôn exceda 
de doscientos habitantes, deberà reservarse un espacio de terrene, que no serà 
mener ç/nco mil metros cuadradas, para el establecimiento de mercados pûblicos, 
instalaciôn de edificios destinados a los sen/icios municipales y centres 
récréatives.
Queda prohibido en todo centre de trabajo, el establecimiento de expendios 
de bebidas embriagantes y de casas de Juego de azar;
XIII. Las empresas, cualquiera que sea su actividad estaràn obligadas a 
proporcionar a sus trabajadores, capacitaciôn o adiestramiento para el trabajo. La 
ley reglamentaria determinarà los sistemas, métodos y procedimientos conforme a 
los cuales los patrones deberân cumplir con dicha obligaciôn.
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XIV. Los empresarios seràn responsables de los accidentes del trabajo y de 
las enfermedades profesionales de los trabajadores, sufridas con motivo o en 
ejercicio de la profesiôn o trabajo que ejecuten; por lo tanto, los patronos deberân 
pagar la indemnizaciôn correspondiente, segûn que baya traido como 
consecuencia la muerte o simplemente incapacidad temporal o permanente para 
trabajar, de acuerdo con lo que las leyes determinen. Esta responsabilidad 
subsistirà aun en el caso de que el patrono centrale el trabajo por un intermediario;
XV. El patron estarâ obligado a observar, de acuerdo con la naturaleza de 
su negociaciôn, los preceptos légales sobre higiene y seguridad en las 
instalaciones de su establecimiento, y a adoptar las medidas adecuadas para 
provenir accidentes en el use de las màquinas, instrumentes y materiales de 
trabajo, asi como a organizar de tal manera éste, que resuite la mayor garantia 
para la salud y la vida de los trabajadores, y del producto de la concepciôn, 
cuando se trate de mujeres embarazadas. Las leyes contendràn al efecto, las 
sanciones procédantes en cada caso;
XVI. Tanto los obreros como los empresarios tendràn derecho para 
coaligarse en defense de sus respectives intereses, formando sindicatos, 
asociaciones profesionales, etc.
XVII. Las leyes reconoceràn como un derecho de los obreros y de los 
patronos, las huelgas y los paros.
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XVIII. Las huelgas seràn lîcitas cuando tengan por objeto conseguir el 
equilibrio entre los diverses factores de la produccion, armonizando los derechos 
del trabajo con los del capital. En los servicios pûblicos serà obligatorio para los 
trabajadores dar aviso, con diez dias de anticipacion, a la Junta de Conciliaciôn y 
Arbitraje, de la fecha sefialada para la suspension del trabajo. Las huelgas seràn 
consideradas como ilicitas ûnicamente cuando la mayoria de los huelguistas 
ejerciera actes violentes contra las personas o las propiedades, o en caso de 
guerra, cuando aquellos pertenezcan a los establecimientos y servicios que 
dependan del gobierno.
XIX. Los paros seràn licites ûnicamente cuando el exceso de producciôn 
haga necesario suspender el trabajo para mantener los precios en un limite 
costeable, previa aprobaciôn de la Junta de Conciliaciôn y Arbitraje.
XX. Las diferencias o los conflictos entre el capital y el trabajo, se sujetaràn 
a la decisiôn de una Junta de Conciliaciôn y Arbitraje, formada por igual nûmero 
de représentantes de los obreros y de los patronos, y uno del gobiemo.
XXL Si el patrono se negare a someter sus diferencias al arbitraje o aceptar 
el laudo pronunciado por la Junta, se darà por terminado el contrato de trabajo y 
quedarà obligado a indemnizar al obrero con el importe de très meses de salarie.
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ademàs de la responsabilidad que le resuite del conflicto. Esta disposiciôn no serà 
aplicable en los casos de las acciones consignadas en la fracciôn siguiente. Si la 
negativa fuere de los trabajadores, se darà por terminado el contrato un trabajo.
XXII. El patrono que despida a un obrero sin causa Justificada o por haber 
ingresado a una asociaciôn o sindicato, o por haber tomado parte en una huelga 
licita, estarâ obligado, a elecciôn del trabajador, a cumplir el contrato o a 
indemnizarlo con el importe de très meses de salarie. La ley determinarà los casos 
en que el patrono podrà ser eximido de la obligaciôn de cumplir el contrato, 
mediante el page de una indemnizaciôn. Igualmente tendrà la obligaciôn de 
indemnizar al trabajador con el importe de très meses de salarie, cuando se retire 
del servicio por falta de probidad del patrono o por recibir de él malos tratamientos, 
ya sea en su persona o en la de su cônyuge, padres, hiJos o hermanos. El patrono 
no podrà eximirse de esta responsabilidad, cuando los malos tratamientos 
provengan de dependientes o familières que obren con el consentimiento o 
tolerancia de él.
XXIII. Los crédites a favor de los trabajadores por salarie o sueldos 
devengados en el ultime a ho, y por indemnizaciones, tendràn prefe rende sobre 
cualquiera otros en los casos de concurso o de quiebra.
XXIV. De las deudas contraidas por los trabajadores a favor de sus
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patronos, de sus asociados, familiares o dependientes, solo serà responsable el 
mismo trabajador, y en ningûn caso y por ningûn motivo se podrà exigir a los 
miembros de su familia, ni seràn exigibles dichas deudas por la cantidad 
excedente del sueido del trabajador en un mes.
XXV. El servicio para la colocaciôn de los trabajadores serà gratuite para 
éstos, ya se efectûe por oficinas municipales, boisas de trabajo o por cualquiera 
otra instituciôn oficial o particular.
En la prestaciôn de este servicio se tomarà en cuenta la demanda de 
trabajo y, igualdad de condiciones, tendràn prioridad quienes representen la ûnica 
fuente de ingresos en su familia.
XXVI. Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexicano y un 
empresario extranjero, deberà ser legalizado por la autoridad municipal 
compétente y visado consul de la naciôn a donde el trabajador tenga que ir, en el 
concepto de que ademàs de las clàusulas ordinarias, se especificarà claramente 
que los gastos de repatriaciôn quedan a cargo del empresario contratante.
XXVII. Seràn condiciones nulas y no obligaràn a los contrayentes, aunque 
expresen en el contrato:
a) Las que estipulen una Jornada inhumana por lo notoriamente excesiva,
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dada indole del trabajo.
b) Las que fijen un salarie que no sea remunerador a Juicio de las Juntas 
Conciliaciôn y Arbitraje.
c) Las que estipuie, un plazo mayor de una semana para la percepciôn del
Jornal.
d) Las que sehalen un lugar de recreo, fonda, café, taberna, cantina o 
tienda para efectuar el page del salarie, cuando no se trate de empleados en esos 
establecimientos.
e) Las que entrahen obligaciôn directa o indirecta de adquirir los articules 
de consume en tiendas o lugares determinados.
f) Las que permitan retener el salarie en concepto de multa.
g) Las que constituyan renuncia hecha por el obrero de las indemnizaciones 
a qje tenga derecho por accidente de trabajo, y enfermedades profesionales, 
perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato o despedirsele de la 
obra.
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h) Todas las demàs estipulaciones que impliquer) renuncia de algûn 
derecho consagrado a favor del obrero en las leyes de protecciôn y auxilio a los 
trabajadores.
XXVIII. Las leyes determinaràn los bienes que constituyan el patrimonio de 
la familia, bienes que seràn inaliénables, no podràn sujetarse a gravàmenes reales 
ni embargos, y seràn transmisibles a titulo de herencia con simplificaciôn de las 
formalidades de los sucesorios.
XXIX. Es de utilidad pûblica la Ley del Seguro Social, y ella comprenderà 
seguros de invalidez, de vejez, de vida de cesaciôn involuntaria del trabajo, de 
enfermedades y accidentes, de servicios de guarderia y cualquier otro 
encaminado a la protecciôn y bienestar de los trabajadores, campesinos, no 
asalariados y otros sectores sociales y sus familiares.
XXX. Asimismo seràn consideradas de utilidad social, las sociedades 
cooperativas para la construcciôn de casas baratas e higiénicas, destinadas a ser 
adquiridas en propiedad, por los trabajadores en plazos determinados.
XXXI. La aplicaciôn de las leyes del trabajo corresponde a las autoridades 
de los Estados, en sus respectives jurisdicciones, pero es de la competencia
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exclusiva de las autoridades federates en los asuntos relativos a:







7. MetalCirgica y siderûrgica, abarcando la explotaciôn de los minérales 
bàsicos, el bénéficié y la fundiciôn de los mismos, asi como la obtenciôn de hierro 






12. Automotriz, incluyendo autopartes mecànicas o eléctricas;
13. Quimica, incluyendo la quimica farmacéutica y medicamentos;
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14. De celulose y papel;
15. De aceites y grasas vegetales;
16. Productora de alimentes, abarcando exclusivamente la fabricaciôn de 
los que sean empacados, enlatados o envasados o que se destinen a elle;
17. Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas o que se 
destinen a elle;
18. Ferrocarrilera;
19. Maderera bàsica, que comprende la producciôn de aserradero y la 
fabricaciôn de triplay o agiutinados de madera;
20 Vidriera, exclusivamente por lo que toca a la fabricaciôn de vidrio piano, 
lise 0 labrado, o de envases de vidrio;
21. Tabacalera, que comprende el bénéficié o fabricaciôn de productos de 
tabaco;
22. Servicios de banca y crédite.
b) Empresas:
1. Aquellas que sean administradas en forma directa o descentralizada por 
el Gobierno Federal;
2. Aquellas que actûen en virtud de un contrato o concesiôn federal y las 
industrias que les sean conexas; y
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3. Aquellas que ejecuten trabajos en zonas federates o que se encuentren 
bajo jurisdicciôn federal, en las aguas territoriales o en las comprendidas en la 
zona econômica exclusiva de la naciôn.
También serà competencia exclusiva de las autoridades federates, la 
aplicaciôn de las disposiciones de trabajo en los asuntos relativos a conflictos que 
afecten dos o màs entidades federativas; contratos colectivos que hayan sido 
declarados obligatorios en màs de una entidad federativa; obligaciones patronales 
en materia educativa, en los términos de ley; y respecte a las obligaciones de los 
patrones en materia de capacitaciôn y adiestramiento de sus trabajadores, asi 
como de seguridad e higiene en los centres de trabajo, para lo cual, las 
autoridades federates contaràn con el auxilio de las estatales, cuando se trate de 
ramas o actividades de jurisdicciôn local, en los términos de la ley reglamentaria 
correspondiente.
B. Entre los Poderes de la Uniôn, el Gobierno del Distrito Federal y sus 
trabajadores:
I. La jornada diaria mâxima de trabajo diuma y nocturna serà de ocho y 
sfete horas respectivamente. Las que excedan seràn extraordinarias y se pagaràn 
con un ciento por ciento màs de la remuneraciôn fijada para el servicio ordinario. 
En ningûn caso el trabajo extraordinario podrà exceder de très horas diarias ni de
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très veces consécutives.
II. Por cada seis dias de trabajo, disfrutarâ el trabajador de un dia de 
descanso, cuando menos, con goce de salarie integro;
III. Los trabajadores gozarân de vacaciones que nunca seràn menores de 
veinte dias al aho;
IV. Los salaries seràn fijados en los presupuestos respectives, sin que su 
cuantia pueda ser disminuida durante la vigencia de éstos;
En ningûn caso los salanos podràn ser inferiores al minime para los 
trabajadores en general en el Distrito Federal y en las entidades de la Repûblica.
V. A trabajo igual corresponderà salarie igual, sin tener en cuenta el sexo;
VI. Sôlo podràn hacerse retenciones, descuentos, deducciones o embargos 
al salarie, en los casos previstos en las leyes;
VII. La designaciôn del personal se harà mediante sistemas que permitan 
apreciar los conocimientos y aptitudes de los aspirantes. El Estado organizarà
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escuelas de administraciôn pûblica;
VIII. Los trabajadores gozarân de derechos de escalafôn a fin de que los 
ascensos se otorguen funciôn de los conocimientos, aptitudes y antigüedad. En 
igualdad de condiciones tendrà prioridad quien représente la ûnica fuente de 
ingreso en su familia:
IX los trabajadores sôlo podràn ser suspendidos o cesados por causa 
justificada, en los términos que fije la ley.
En caso de separaciôn injustificada tendrà derecho a optar por la 
reinstalaciôn en su trabajo o por la indemnizaciôn correspondiente, previo el 
procedimiento legal. En los casos de supresiôn de plazas, los trabajadores 
afectados tendràn derecho a que se les otorgue otra équivalente a la suprimida o a 
la indemnizaciôn de ley;
X. Los trabajadores tendràn el derecho de asociarse para la defensa de sus 
intereses comunes. Podràn, asimismo, hacer uso del derecho de huelga previo el 
cumplimiento de los requisitos que determine la ley, respecte de una o varias 
dependencias los poderes pûblicos, cuando se violen de manera general y 
sistemàtica los derechos que este articule les censagra;
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XI. La seguridad social se organizarà conforme a las siguientes bases 
minimas:
a) Cubrirà los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades 
no profesionales y maternidad; y la Jubilaciôn, la invalidez, vejez y muerte.
b) En caso de accidente o enfermedad, se conservarà el derecho al trabajo 
por el tiempo que determine la ley.
c) Las mujeres durante el embarazo no realizarân trabajos que exijan un 
esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relaciôn con la 
gestaciôn; gozarân forzosamente de un mes de descanso antes de la fecha fijada 
aproximadamente para el parte y de otros dos después del mismo, debiendo 
percibir su salarie integro y conserver su empleo y los derechos que hubieren 
adquirido por la relaciôn de trabajo. En el période de lactancia tendràn dos 
descansos extraordinarios por dia, de media hora cada uno, para alimenter a sus 
hijos. Ademàs, disfrutaràn de asistencia médica y obstétrica, de medicines, de 
ayudas para la lactancia y del servicio de guarderias infantiles.
d) Los familiares de los trabajadores tendràn derecho a asistencia médica y 
medicines, en los casos y en la proporciôn que determine la ley.
e) Se estableceràn centres para vacaciones y para recuperaciôn, asi como
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tiendas econômicas para bénéficie de los trabajadores y sus familiares; y
f) Se proporcionarân a los trabajadores habitaciones baratas, en 
arrendamientos o venta, conforme a los programas previamente aprobados. 
Ademàs, el Estado mediante las aportaciones que haga, establecerà un fonde 
nacional de la vivienda a fin de constituir depôsitos en favor de dichos trabajadores 
y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédite 
barato y suficiente para que adquieran en propiedad habitaciones cômodas e 
higiénicas, o bien para construirlas, repararlas. Mejorarlas o pagar pasivos 
adquiridos por estes conceptos.
Las aportaciones que se hagan a dicho fonde seràn enteradas al organisme 
encargado de la seguridad social regulàndose en su ley y en las que corresponde, 
la forma y el procedimiento conforme a los cuales se administrarà el citado fonde y 
se otorgaràn y adjudicaràn los crédites respectives.
XII. Los conflictos individuates, colectivos o intersindicales seràn sometidos 
a un Tribunal Federal de Conciliaciôn y Arbitraje integrado segûn lo prevenido en 
la ley reglamentaria.
Los conflictos entre el Poder Judicial de la Federaciôn y sus servidores 
seràn resueltos por el Consejo de la Judicatura Federal; los que se susciten entre
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la Suprema Corte de Justicia y sus empleados seràn resueltos por esta ultima.
XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del 
Ministerio Pûblico y los miembros de las instituciones policiales, se regiràn por sus 
propias leyes.
El Estado proporcionarà a los miembros en el active del Ejercito, Fuerza 
Aérea y Armada, las prestaciones a que se refiere el incise f) de la fracciôn XI de 
este apartado, en términos similares y a través del organisme encargado de la 
seguridad social de los componentes de dichas instituciones: y los miembros de 
las instituciones policiales de los Municipios, entidades federativas, del Distrito 
Federal, asi como de la Federaciôn, podràn ser removidos de su cargo si no 
cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento de la remociôn 
sehalen para permanecer en dichas instituciones, sin que procéda su reinstalaciôn 
o restituciôn, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la 
remociôn y, en su caso, sôlo procederà la indemnizaciôn. La remociôn de los 
demàs servidores, pûblicos a que se refiere la présente fracciôn, se regirà por lo 
que dispongan los preceptos légales aplicables.
XIII bis. El banco central y las entidades de la administraciôn pûblica federal 
que formen parte del sistema bancario mexicano regiràn sus relaciones laborales 
con sus trabajadores por lo dispuesto en el présente apartado.
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XIV. La ley determinarà los cargos que seràn considerados de confianza. 
Las personas que los desempehen disfrutaràn de las medidas de protecciôn al 
salarie y gozarân de lo bénéficiés de la seguridad social.
Este articule establece una garantia secial, que censagra el dereche a un 
trabaje digne y secialm ente ûtil.
Nuestra Censtituciôn dem uestra una actitud de maxime respete a la 
dignidad de la persena, asi cem e el recenecimiente de que sole les Membres libres 
pueden ser duenes de su future y realizar cen plena responsabilidad su prepia 
vida y la de sus puebles.
Ceme se  podrâ apreciar en las garantias individuales que se  centienen en 
nuestra Censtituciôn, se  encuentran pretegides les derechos hum anes. Pere se 
hace la aciaraciôn de que ne aparece el precepte e declaraciôn de les “derechos 
hum anes”. Y de que les derechos hum anes pretegen e abarcan aspectes que ne 
pretegen las garantias individuales.
Per le que se  refiere al aspecte juridice, nuestra Censtituciôn se  encuentra 
entre las m ejeres del munde. Per le que se puede decir que en nuestre pais se 
vive en un Estade de Dereche.
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2.2. LOS DERECHOS HUMANOS
D espués de analizar las garantias individuales, com entarem os sobre los 
derechos hum anes. A pesar de la impertancia de les derechos hum anes, ne existe 
definiciôn ni declaraciôn de les derechos hum anes en nuestra Censtituciôn, 
indicande cem e sinônimes las garantias individuales y les derechos humanes.
Nuestra Carta Magna, centiene las garantias individuales, pere en su 
centenide también indica les derechos fondam entales, per le que résulta 
importante cenecer les derechos hum anes, el cenecimiente de su naturaleza, sus 
principles bâsices, su fundamentaciôn y cenceptualizaciôn.
Pedem es encentrar el erigen de les Derechos Humanes en el lusnaturalisme, ya 
que “De acuerdo cen Nine, la concepciôn lusnaturalista consiste en sestener 
cenjuntamente des tesis: la de que existen principles morales y de justicia 
universalmente valides, accesibles a la razôn humana y que cenferman al dereche 
natural; y la tesis de que un sistem a normative e una nerma ne pueden ser 
calificades de juridices si centradicen aquellos principles m orales e de justicia”.®^ 
Dada la cempesiciôn material y espiritual humana son necesarias para vivir 
determ inadas condiciones esenciales, siende aqui en dende nace una concepciôn
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lusnaturalista de los Derechos Humanos.
Los derechos humanos son todos aquellos que tiene cada persona por el 
simple hecho de serlo. Son derechos que protegen la vida, libertad, igualdad, 
seguridad, Integridad y dignidad de todo ser humano y deben ser respetados 
por todos. Consecuentem ente el Estado esta  obligado a respetarlos, protegerlos 
y defenderlos.
Por otro lado, Jo sé  Castan Tobehas®^ , en su libro “Los derechos del hombre”, 
indica como realidades del momento présente, que los derechos hum anos tienen 
poca efectividad, incluso la Constituciôn de la URSS trata de los derechos 
fondamentales de los ciudadanos, adaptândolos, claro, a la conveniencia de su 
régimen politico. Pero no sôlo en las razones de comunidad o zona de comunismo 
totalitario, sino en los paises previamente libérales y democrâticos, carecen de 
estos derechos y sus garantias, en muchos casos y aspectos, de aplicaciôn real, 
faltan todavia, por lo comùn instrumentos de tutela juridica que tengan efectividad 
los derechos del hombre. Ademàs suelen peligrar estos derechos en virtud de 
situaciones excepcionales que imponen la suspensiôn de garantias.
Como se  podrâ observar José  Castan Tobehas, considéra que faltan 
instrumentos juridicos para protéger realmente los derechos del hombre o 
fondamentales, en este  caso coincido con su opiniôn, ya que como lo indica, no 
por el solo hecho de que exista en la Constituciôn los derechos fondam entales de
WITKER, Jorge y Rogelio Larios. Metodologîa Juridica. McGraw Hill, México 1997, p. 134
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los ciudadanos, ya no existen las violaciones a los derechos humanos.
Aunque e s  un gran avance tener contemplados en nuestra constituciôn 
Derechos Humano.
En nuestro pals los derechos hum anos si cuenta con los instrumentos de 
tutela juridica, pero por situaciones que analizaremos m as adelante, son violados.
Algunos autores denominan desde el contexte histôrico espiritual a los 
derechos humanos, como los derechos del hombre, pues afirman que existen 
derechos fondam entales que el hombre posee por el hecho de ser hombre, por su 
propia naturaleza y dignidad, derechos que son inherentes y que lejos de nacer de 
una concesiôn de la sociedad politica, han de ser por estar consagrados y 
garantizados.
Por otro lado, Carlos I. Massini Correas®" ,^ manifiesta, "no caben dudas 
acerca de que ‘los derechos hum anos” son parte fundamental de la ética social de 
nuestro tiempo, también indica que la ética va unida con el derecho, asimismo, 
menciona la importancia del derecho y la moral, pero proclama que el derecho es 
un minimo de ética”.
Alfonso Noriega indica en su libro “La Naturaleza de las Garantias
CASTAN Tobenas José. ” Los derechos del hombre”. Madrid, Espafia 
MASSINI Correas Carlos “derechos humanos” México 1989 p. 16
197
Individuales en la Constituciôn de 1917”, que “los derechos del hombre y las 
garantias individuales, son derechos naturales, inherentes a la persona humana, 
en virtud de su propia naturaleza y de la naturaleza de las cosas, que el estado 
d eb e  reconocer y protéger m ediante la creaciôn de un ôrgano juridico y social, que 
permita el libre desenvolvimiento de las personas, acuerdo con su propia y natural 
vocaciôn individual y social”.
Por otra parte, el Dr. Sergio Garcia Ramirez ®^ en su libro “Los Derechos Humanos 
y el Derecho Pénal” manifiesta que “la creencia en un derecho suprapositivo, 
anterior y superior al Estado, oponible al soberano, intangible por éste  ha jugado 
un roi descollante en los esfuerzos del hombre para ganar y asegurar justicia y 
libertad”.
Nuestra Constituciôn de 1857, postulô en su Articule 1°. “El pueblo mexicano 
reconoce que los derechos del hombre son la base y el objeto de las instituciones 
sociales”. Misma que fue modificada por la Constituciôn de 1917.
En nuestro pais el concepto de derechos hum anos se  introdujo en el âmbito 
estrictam ente académ ico y hasta hace poco a podido trascender, se  puede decir 
que el término com enzô a popularizarse a partir de los movimientos de los 
familiares de quien habian desaparecido supuestam ente al participar en
^  GARCIA Ram irez Sergio “Los derechos humanos y el derecho pénal” ED Miguel Angel Porrua. México 
1988 p. 27
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movimientos arm ados en zonas urbanas o rurales en la primera mitad de la 
década de les anos setentas.
Para que se  cumplan les derechos humanos e s  importante que estén senalados 
en las leyes.
En nuestra Constituciôn, que e s  la ley fundamental, principal o mas importante, se 
indica cuaies son nuestros derechos, as! mismo obliga a las autoridades a que los 
respeten, estos se  encuentran en las partes relatives a las garanties individuales, 
a los ciudadanos mexicanos y al trabajo y a la prevenciôn social.
Por otra parte, nuestro pais ha firm ado acuerdos y ratificado junto con otros paises 
su decision, para que en todo el mundo, se respeten los derechos humanos.
Estos acuerdos que son obligatorios y aplicables en nuestra naciôn, se  denominan 
pactes, tratados o convenciones, y se  consideran los m as importantes los 
siguientes:
1).- Pacte de los Derechos Civiles y Politicos.
2).- Pacte de los Derechos Econômicos, Sociales y Culturales.
3).- Convenciôn Americana sobre los Derechos Humanos.
En la Historia de los Derechos Humanos, se  han presentado varias 
fundam entaciones, que son la lusnaturalista, la historicista y la ética.
El derecho natural consiste en un ordenamiento universal derivado de la propia
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naturaleza humana. Estos derechos naturales son anteriores y superiores al 
derecho positive, y por tanto, inaliénables.
Norberto Nobbio defiende el lusnaturalismo, citado por Eusebio Fernandez, 
manifestando que “es  aquella corriente que ad mite distinciôn entre derecho natural 
y derecho positive y sostiene la suprem acia del primero sobre el segundo”®®
Se ha criticado bastante esta  corriente lusnaturalista de los Derechos Humanos, 
que también son denom inados derechos naturales. Se considéra que el sustentive 
“derechos” en la expresiôn “derechos naturales se  considéra que solo pueden ser 
considerados en el sentido técnico-Juridico del termine, cuando se  encuentran 
reconocidos en una norma juridica del derecho positive; comenta Carlos R. 
Terrazas, que mientras no ocurra solo nos encontram os ante valores, intereses, 
objetivos y d eseo s hum anos mas o m enos necesarios, importantes o 
fondamentales. Por otro lado, indica que los derechos naturales son superiores 
desde el punto de vista ético o moral, pero en ningùn case  esta  superioridad es 
juridica, puesto que se  reconoce la diferencia entre derecho positive y derecho 
natural. Una de las defensas de los Derechos Humanos es  que son deducidos de 
la naturaleza humana, mismo concepto que no es  claro ni precise, sine ambiguë, 
por lo que esta  muy lejos de aquella universalidad del derecho natural que 
proclaman los lusnaturalistas. Por otro lado el desarrollo de los derechos humanos 
a ido cambiando de acuerdo a su contenido y época, por lo cual ahora con la 
experiencia histôrica, ya que lo que es  fundamental y vital en una época, en otra
200
no.
Por otro lado admitir que los derechos humanos existen y los posee la persona 
independientemente de que se  reconozcan o no por el derecho positive, es  cierta 
esta situaciôn; pero estos deben de estar reconocidos y am parados por el 
ordenamiento juridico que garantice su existencia, porque de otra forma pueden 
existir, pero no estar protegidos, y esta ran desprotegidos ante cualquier 
violacion.®^
La fundamentacion historicista de los Derechos Humanos describe la evolucion y 
el desarrollo de tales derechos, apareciendo como un modelo explicativo de esa  
evolucion.
En esta fundamentacion se habla de derechos histôricos, variables y relatives, en 
lugar de derechos naturales, universales y absolutes.
También se  habla de derechos de origen social, en lugar de derechos anteriores y 
superiores a la sociedad.
Para los defensores de esta fundamentacion, el concepto de los Derechos 
Humanos se  ha ido depurando a través de la historia, en e se  sentido, los 
Derechos Humanos se  fundan, no en la naturaleza hum ana sino en las 
necesidades hum anas y en las posibilidades de satisfacerlas dentro de una
^  FERNANDEZ Eusebio. “El problema de los fundamento de los derechos humanos” Espana p. 80
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sociedad.
La fundamentacion ética. En esta fundamentacion los derechos humanos 
aparecen como derechos morales, es  decir, como exigencies éticas.
La fundamentacion ética de los Derechos Humanos se  basa  en la consideraciôn 
de esos derechos como derechos morales, entendiéndose por estos el resultado 
de doble vertiente ética y juridica.
CONCEPTO DE LOS DERECHOS HUMANOS.
Jo sé  Castân Tobehas define “Los llamados derechos del hombre, como 
aquellos derechos fondam entales de la persona humana, -considerada tanto en su 
aspecto individual o comunitario-, que corresponden a éste  por razôn de su propia 
naturaleza (de esencia, a un mismo tiempo, corpôrea, espiritual y social), y que 
deben ser reconocidos y respetados por todo poder y autoridad y toda norma 
juridica positiva, cediendo no obstante, en su ejercicio ante las exigencias del bien 
comùn”.
Peces-Barba define a los derechos humanos, como: “Facultad que la norma 
atribuye de protecciôn a la persona en lo referente a su vida, a su libertad, a la
TERRAZAS Carlos. “Los derechos humanos en las constituciones polîticas de Mexico” ED. Miguel Angel 
Porrua, México 1991, pp. 17 y 18
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igualdad, a su participaciôn politica o social, o a cualquier otro aspecto 
fundamental que afecte a su desarrollo integral como persona, en una comunidad 
de hombres libres, exigiendo el respeto de los dem as hombres, de los grupos 
sociales y del Estado, y con posibilidad de poner en marcha el aparato coactivo 
del Estado en caso de infraccion.®®
Pérez Luho divide la definicion, en una de los derechos hum anos y otra de los 
derechos fondamentales.
Los derechos hum anos son un “conjunto de facultades e instituciones que, en 
cada momento historico, concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la 
igualdad humanas, las cuaies deben ser reconocidas positivamente por los 
ordenamientos juridicos a nivel nacional e internacional".®^
Los derechos fondam entales son "aquellos derechos hum anos garantizados por el 
ordenamiento juridico positivo, en la mayor parte de los casos en su normatividad 
constitucional y que suelen gozar de una tutela reforzada”.
Eusebio Fernandez indica que “Los derechos humanos son algo (ideales, 
exigencias, derechos) que considérâm es deseable, importante y bueno para el 
desarrollo de la vida hum ana”.
BARBA Peus. “Derechos fundamentales”, México 1989, p. 233
Idem
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También manifiesta “solam ente los derechos morales o lo que équivale a decir 
derechos que tienen que ver m as estrecham ente con la idea de la dignidad 
humana, pueden se  considerados como derechos hum anos fondam entales”^ ®.
A continuaciôn pasaré  a analizar el catâlogo de Derechos Humanos, que editô la 
Comisiôn Nacional de los Derechos Humanos, misma de la que hago una 
concordancia con los Articulos Constitucionales correspondientes.
I.- DERECHOS O GARANTIAS DE IGUALDAD.
1) Goce para todo individuo de las garantias, derechos y libertades, que 
otorgan la Constituciôn y los tratados internacionales, sin distinciôn de ninguna 
especie. (Articule 1”. Constitucional)
Todos los habitantes de nuestro pais gozarân de las garantias individuales 
y sociales que otorgan la Constituciôn y los Derechos Humanos reconocidos por 
los acuerdos o tratados internacionales sin distinciôn de ninguna especie y 
tenem os el derecho a que en todo momento se  nos respete. Solam ente podran 
ser limitadas es ta s  garantias individuales o Derechos Humanos en los casos en 
que la Constituciôn o los Acuerdos internacionales claram ente lo dicten.
2) Prohibiciôn de la esclavitud, la servidumbre y los trabajos forzosos.
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(Articulos 1 ° y 5° Constitucionales)
En México esta  prohibida la esclavitud, y los esclavos que entren a nuestro 
pais serân por e se  hecho, totalmente libres y nuestras leyes los protege ran. 
Tampoco se  nos obligarâ a aceptar o hacer un trabajo, ni a recibir malos tratos en 
nuestro trabajo.
3) Igualdad de derechos y ante la ley del hombre y de la mujer. (Articule 4° 
Constitucional)
Los hombres y las mujeres tenem os exactam ente los mismos derechos, 
porque som os iguales ante la ley.
4) Prohibiciôn de titulos de nobleza, prerrogativas y honores hereditarios. 
(Articule 12 Constitucional)
Como todos som os iguales ante la ley, en México nadie puede reclamar 
que por ser conde, duque o por tener cualquier otro titulo de nobleza, o por ser hijo 
0 pariente de una persona importante, se le rindan honores o se  le trate de forma 
especial.
FERNANDEZ Eusebio “Teoria de la Justicia y Derechos Humanos” Méxicol989, p. 336
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5) Prohibiciôn de fueros. (Articule 13 Constitucional)
El “fuero” e s  un privilégié especial que una persona o un grupo de personas 
tienen y las dem âs no. En México los fueros estân prohibidos. Por eso  a todos nos 
juzgan las mismas leyes y los mismos tribunales. Solam ente los militares cuando 
violan alguna ley militar son juzgados por tribunales militares.
6) Prohibiciôn de ser sometidos a proceso con apoyo en leyes privatives, a 
través de tribunales especiales. (Articule 13 Constitucional)
Seam os ricos o pobres, hombres o mujeres, vivamos en la ciudad o en el 
campe, todos vam os a ser juzgados por las mismas leyes y los mismos tribunales.
IL- DERECHOS O GARANTIAS DE LIBERTAD
1) Libertad para contraer matrimonio, fundar y planear la familia y la 
protecciôn de ésta. (Articule 4° Constitucional)
Toda persona tiene derecho a decidir eu antes hijos d esea  tener y que tan 
seguido tenerlos, pero con sentido de responsabilidad.
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El Gobierno tiene la obligaciôn de dar la informaciôn para que se  pueda 
planear bien la familia.
2) Libertad de trabajo. (Articulo 5° y 123 Constitucionales)
Todos los m exicanos tienen el derecho a escoger libremente nuestro 
trabajo o profesiôn, pero con las siguientes condiciones:
a) Podem os escoger dônde y en que querem os trabajar, siempre y cuando 
sea  un trabajo que no viole la ley y que no da a los dem âs.
b) Debem os recibir un pago juste.
c) Nadie nos puede obliger a trabajar en un tipo de trabajo o en condiciones 
que no queremos.
d) Ningùn trabajo puede hacernos perder nuestras libertades.
Ademés, en caso  de tener firmado un contrato de trabajo es  importante 
saber que si o no cumplimos con lo que prometimos hacer en el contrato, no se 
nos puede m eter a la cârcel y solo debem os hacer trente a lo que se  llama 
“responsabilidad civil”, o sea, pagar por el daho que pudimos haber causado por el
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incumplimiento.
3) Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, si no es  mediante 
resolucion judicial. (Articulo 123 Constitucional y Articulo 309 del Codigo Civil)
No se  nos puede guitar el pago que nos corresponde por desem penar un 
trabajo, sino solam ente cuando una orden escrita por juez com pétente que asi lo 
senale, basandose  en razones establecidas en la misma ley, las cuaies 
normalmente son por causa de pension alimenticia.
4) Nulidad de los pactos contra la dignidad humana. (Pàrrafo séptimo del 
Articulo 5° Constitucional y la fraccion XXVIII 123 Constitucional).
Los pactos, convenios o contratos que violan los Derechos Humanos estân 
prohibidos y las autoridades tienen la obligaciôn de evitar que se  lleven a cabo.
5) Posesiôn de arm as en el domicilie para la seguridad y légitima defensa. 
La ley establece las condiciones para la portaciôn de armas. (Articulo 10 
Constitucional)
Todos los que vivimos en México tenem os derecho a tener arm as en 
nuestra casa, para nuestra seguridad y légitima defensa, siempre y cuando le
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dem os aviso a la autoridad militar del lugar donde vivirnos, pero no podemos salir 
con eilas si no tenem os un permise de “portaciôn de arm as” que da la Secretaria 
de la Defensa Nacional.
6) Libertad de viajar o de transite, tanto en el aspecto interne y externe del 
pais y de elecciôn del lugar de residencia. (Articulo 11 Constitucional)
Todos tenem os derecho a viajar libremente por el pais y de salir de él 
queramos, asi como a irnos a vivir a otro lugar, sôlo que para entrar a otro pais y 
quedarse ahi por algùn tiempo necesitam os tener un pasaporte y cumplir con 
aigu nos otros requisites.
7) Libertad de pensam iento y expresiôn. (Articulo 6®. Constitucional)
Toda persona tiene derecho a decir lo que piensa o cree, sin que la 
autoridad pueda impedirlo o molestarla por elle, excepte cuando es tas  ideas o la 
forma de manifestarlas danen a otros o afecten la paz pùblica, o el orden pùblico.
8) Derecho a la informaciôn. (Articulo 6°. Constitucional)
Todos tenem os derecho a que se  nos informe por medio de la radio, el
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periôdico o la television, acerca de lo que sucede en nuestra comunidad, en 
nuestro pais y en el mundo. El Gobierno debe garantizar que se  cumpla este 
derecho a la informaciôn.
9) Libertad de imprenta. (Articulo 70* Constitucional)
Todos tenem os derecho a escribir lo que pensâm es y a publicar escritos 
sobre cualquier tem a. No se  nos puede prohibir que lo hagam os siempre y cuando 
respetem os la vida privada de los dem âs, la moral y la paz pùblica.
10) Libertad de conciencia, creencia o religiôn. (Articulo 24 Constitucional)
Toda persona es  libre para creer y practicar la religiôn que m âs le agrade, y 
de realizar los “ac tes” que su religiôn le sehala, excepte si estas  van contra la paz 
pùblica.
11) Libertad de cultes. (Articulo 24 Constitucional)
Podem os realizar actes de culte o devociôn en nuestra casa, pero los actes 
religiosos en donde cualquier persona puede estar présente, “cultes pùblicos”, 
deberân hacerse en tem ples o Iglesias.
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12) Derecho a la vida privada. (Articulo 16 Constitucional)
a) Inviolabilidad de la correspondencia.
b) Inviolabilidad del domicilie.
Todos tenem os derecho a que se nos respete nuestra intimidad o nuestra 
vida privada y por eso  las autoridades no pueden abrir nuestras cartas en el 
correo, ni m olestarnos en nuestro domicilie, si no traen una orden de un juez 
donde se  sehale  que hay una razôn legal para que seam os m olestados de esa 
manera.
13) Reuniôn con motive politico. (9° Constitucional)
Los que vivimos en México tenem os derecho a reunirnos pacificamente con 
cualquier fin que no vaya contra la ley, pero si se  trata de un asunto politico, 
entonces sôlo los mexicanos podemos participer, estando prohibida esta actividad 
para los extranjeros.
14) Manifestaciôn pùblica para presenter a la autoridad una peticiôn o
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protesta. (Articulo 8°. Constitucional)
Tenem os el derecho de protester y de pedir a las autoridades que respeten 
nuestros derechos o que lleven a cabo alguna acciôn que nos bénéficié y que no 
perjudique a otros, siempre y cuando lo hagam os de m anera pacifica. En los 
asuntos politicos, solo los ciudadanos de la Repùblica, es  decir los mexicanos 
mayores de 18 ahos, podemos participer.
15) Prohibiciôn de extradiciôn de reos politicos. (Articulo 15 Constitucional)
México no entregarâ a ninguna persona que sea  perseguida en su pais por 
razones politicas, como es participer en las elecciones.
16) Libertad de asociaciôn y reuniôn con fines licites. (Articulo 9° 
Constitucional)
Las autoridades no pueden disolver o disperser una asam blea o reuniôn en 
la e participemos, siempre y cuando sea  pacifica y los intégrantes no porten algùn 
arma Ademâs, no se  puede considérer ilegal una asam blea o reuniôn que tenga 
como fin hacer una peticiôn o protesta, por algùn acte de la autoridad, excepte 
cuando la ofendemos, am enazam os o usâm es medios violentes.
212
III.- DERECHOS O GARANTIAS DE LA VIDA, SEGURIDAD E INTEGRJDAD 
PERSONAL.
1) Derecho de peticiôn. (A 8°. Constitucional)
Tenem os derecho a hacer peticiones a las autoridades sobre cualquier 
asunto. Las peticiones las debem os hacer por escrito, pacificamente y si son de 
tipo politico, sôlo podran hacerlas los ciudadanos mexicanos.
2) Derecho a recibir respuesta escrita de la autoridad a toda peticiôn 
planteada. (Articulo Constitucional)
A las peticiones que hagam os por escrito, las autoridades también nos 
deben contester por escrito lo mâs râpido posible.
3) Irretroactividad de la ley. (Articulo 14 Constitucional)
Las leyes no son siempre las mismas: se pueden hacer leyes nuevas o 
cambiar las que ya tenem os. Es importante saber que nuestros actos sôlo pueden 
ser juzgados por las leyes vigentes, es decir, por las que valen en el momento en 
que realizamos e se  acto. Si después de que hicimos el acto cambian las leyes
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respecto a lo que hicimos, y esto  nos perjudica o causa daho, no se  nos podran 
aplicar, pero si nos bénéficia si. Por ejempio, si m ahana aparece una ley que dice 
que cortar arboles es  delito, y nosotros cortamos un arbol hace una sem ana, no 
podran acusarnos de comer e se  delito.
O bien, si el castigo por un delito es de 7 ahos en el momento en que 
nosotros lo hicimos y después cambia a 2 ahos, a nosotros se  nos podran aplicar 
2 ahos porque este  cambio nos bénéficia.
4) Privaciôn de derechos sôlo mediante juicio seguido con las formalidades 
del proceso. (Articulo 14 Constitucional)
Para que nos pueda limitar o quitar nuestros derechos, tales como la 
libertad o bien nuestras propiedades, se necesita lo siguiente;
a) Que hayam os sido formalmente acusados de haber cometido un delito.
b) Que e s  o los actos por los que se  nos acusan hayan sido declarados por 
la ley desde an tes de haberlos cometido como delitos.
c) Que se  nos haga un juicio en un tribunal que ya existe desde antes de
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que nosotros realizâramos la conducta por la que se  nos acusa.
d) Que se cumplan los pasos y los requisitos que la ley exige en todo juicio.
e) Que la ley diga exactam ente cuâles son los derechos que se  nos 
limitarân o privarân.
5) Principio de legalidad. (Articulo 14 Constitucional)
En México las autoridades sôlo pueden hacer las cosas que sehalan las
leyes.
6) Prohibiciôn de imponer penas por analogia y/o mayoria de razôn en los 
juicios pénales. (Articulo 14 Constitucional)
En los juicios del orden criminal si se  nos acusa de haber cometido una falta 
o delito, esta  acusaciôn tiene que estar basada en una ley que diga que toda 
persona que realiza una conducta o una acciôn igual a la que nosotros hicimos 
esta  cometiendo un delito.
El juez no nos puede castigar porque nuestra conducta se  parece a lo que
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dice la ley. Tenem os que haber cometido exactam ente la acciôn que la ley dice 
que e s  una falta o delito.
7) Principio de autoridad compétente. (Articulo 16 Constitucional) o 
podemos ser investigados y juzgados por cualquier persona sino sôlo por 
autoridades que tengan el permise de la ley para hacerlo.
8) Mandamiento judicial escrito, fundado y motivado, para poder ser 
molestado en la persona, familia, domicilie, papeles o posesiones. (Articulo 16 
Constitucional)
Para que la autoridad nos pueda molestar a nosotros o a nuestra persona, 
familia, casa, papeles o posesiones, es necesario que la autoridad nos m uestre un 
documente firmado por un juez en donde se  nos diga que leyes le permiten 
hacerlo y por que.
9) Detenciôn sôlo con orden judicial. (Articulo 19 Constitucional)
Sôlo el juez puede ordenar a la policia que se  nos aprehenda, y ésta  debe 
enseharnos dicha orden.
10) Derechos del detenido: (Articulo 19 Constitucional)
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a) Ser inform ado de las razones de su detenciôn y de los cargos en su
contra.
b) Ser lievado sin dem ora ante una autoridad judicial.
c) Interponer un recurso ante autoridad judicial, para que décida sobre la 
legalidad de la detenciôn.
d) O btener reparaciôn en caso de detenciôn ilegal.
Todos al momento de ser detenidos, deben gozar de los siguientes 
derechos;
a) La autoridad que detenga, debe decir porque se  detiene, o sea  que delito 
o falta se  ha cometido.
b) Tenem os el derecho de exigirle a la policia que nos lleve ante la 
autoridad com pétente (Ministerio o Juez) inmediatamente.
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c) S e  nos debe permitir presentar un recurso ante un juez para que éste  
diga si la detenciôn e s  legal.
11) Aboliciôn de prisiôn por deudas de caràcter puram ente civil. (Articulo 17 
Constitucional)
No podremos ser encarcelados por no cumplir con un contrato o cualquier 
otra obligaciôn que no es te  contemplada en la ley penal.
12) Prohibiciôn de hacerse justicia por propia mano. (Articulo 17 
Constitucional)
Si hem os sufrido un daho o tenem os un problema con alguien, sôlo la 
autoridad judicial Quez) podrâ resolver el conflicto.
13) Derecho a administraciôn de justicia expedita, eficaz, imparcial y 
gratuita. (Articulo 17 Constitucional)
Tenem os el derecho a que los jueces nos hagan justicia râpidamente y sin 
cobrarnos por su trabajo.
14) Prisiôn preventiva sôlo por delitos que ameriten pena corporal. (Articulo
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16 Constitucional)
La prisiôn preventiva es cuando el juez ordena que perm anezca un 
individuo en la cârcel preventiva (reclusorio) mientras dura el juicio que se  sigue 
por considerar al individuo como posible culpable de un delito. Sin embargo, el 
juez sôlo podrâ ordenar dicha prisiôn preventiva cuando el delito de que se  nos 
acusa esté  castigado por la ley penal con cârcel, y no con multa u otra pena.
15) Requisitos del auto de formai prisiôn. (Articulo 19 Constitucional)
D espués de setenta y dos horas de haber sido detenido un individuo porque 
se  cree que es  posible culpable de haber cometido un delito, el juez deberâ 
sehalar en un docum ente (de formai prisiôn) de qué delito se  le acusa, quién lo 
acusa y cuândo y dônde se  supone que lo cometiô. Si el juez no realiza este 
escrito debe ser puesto en libertad.
16) G arantias del acusado en todo proceso criminal. (Articulo 20 
Constitucional)
a) A que se  présum a su inocencia, mientras no se  pruebe legalmente su 
culpabilidad.
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b) A ser asistido gratuitamente por un traductor o interprète si no 
comprende o no habla el idioma del lugar del juzgado o tribunal.
c) Ser informado de la naturaleza y causas de la acusaciôn formulada en su
contra.
d) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparaciôn de 
su defensa y com unicarse con un defensor de su elecciôn.
e) A ser juzgado dentro de un plazo razonable.
f) A interroger o hacer interroger a los testigos y a obtener la comparecencia 
de éstos, de peritos o de otras personas que pueden arrojar luz sobre los hechos.
g) No ser obligado a declarer contra si mismo ni a confesarse culpable. 
(Fracciôn II del Articulo 20 Constitucional)
h) A interponer un recurso contra el fa Ho ante un juez o tribunal superior.
i) Ser indemnizado conforme a la ley, en caso de haber sido condenado en 
sentencia firme por error judicial.
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Todos los que estén  siendo juzgados por algùn delito tienen derecho a que:
a) Se le créa inocente hasta que no se  pruebe que realmente cometiô el
delito.
b) Si no habla el espahol, habrâ un interprète que dira lo que dice la 
autoridad y traducirâ nuestras palabras.
c) Sera informado de que se  le acusa, es  decir de delito cometiô, asi como 
cuândo, en dônde lo Cometiô y quien lo acusa.
d) Tiene el derecho a reunir por medio de nuestro defensor, “todas” aquellas 
pruebas como son: docum entos, testigos y peritajes que le ayuden para aciarar los 
hechos por los que se  le acusa  en el juicio.
e) “Inm ediatam ente” que hemos sido detenidos, podem os hablar y nombrar 
al abogado que elijamos y de no hacerlo el juez nos debe nombrar un licenciado 
(abogado), e s  decir un defensor de oficio, el cual tiene que estar présente en todas 
las declaraciones que realicemos.
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f) El juicio penal que se  le siga, deberâ durar cuando mucho un aho.
g) Puede soliciter que todas aquellas personas que sean  testigos, e s  decir 
j que les conste los hechos, acudan al juzgado para que digan que hechos vieron y 
como sucedieron.
No se  le puede obliger por ningùn medio y m enos aùn mediante tortura, 
golpes y maltratos o presiôn moral, a declararse culpable, es  decir, que acepte 
haber cometido el delito.
j) Si el juez lo ha declarado culpable y considéra que la sentencia es  injuste, 
puede pedir a un tribunal superior, de quien dependa el juez, que revise la 
sentencia y décida si se  debe anular, reducir o modificar la condena que dictô el
juez.
17) Solo el Ministerio Pùblico y la Policia Judicial pueden perseguir delitos. 
(Articulo 21 Constitucional).
En nuestro pais le corresponde al Ministerio Pùblico saber cuando se ha 
cometido un delito, y éste  (Ministerio Pùblico), le ordenarâ a la Policia Judicial que 
investigue el caso.
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18) Aboliciôn de la pena de muerte. (Articulo 22 Constitucional).
En México, nuestra Constituciôn indica que esta  prohibida la pena de 
muerte e indica en que casos procédé, por otro lado, en los côdigos pénales se 
sehala que no nos pueden privar de la vida si cometimos un delito.
19) Prohibiciôn de la tortura, los tratos crueles, inhumanos, dégradantes y 
las penas infamantes y trascendentes. (Articulos 20 y 22 Constitucionales)
Si hem os cometido un delito las autoridades no podran usar medio violentos 
como la tortura para comprobar si en realidad realizamos la conducta ilicita. 
Asimismo, ni las leyes pénales ni las autoridades nos pueden imponer como 
castigo a nuestra conducta ilicita los palos, los azotes, ni torm entos de cualquier 
especie. Tampoco puede el juez o la autoridad hacer que un familiar o amigo 
nuestro termine de cumplir con nuestra condena, cuando por alguna razôn (por 
ejemplo cuando morimos en la cârcel) no podam os hacerlo.
20) Separaciôn entre procesados, condenados y m enores y adultes. 
(Articulo 18 Constitucional)
Si estâ  siendo juzgado un individuo porque la autoridad supone que ha
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realizado un delito, el iugar donde este  encarcelado debe ser distinto del lugar 
donde se  encuentren detenidas las personas que ya terminaron de ser juzgadas y 
se  les déclara culpables (reclusorio). Ademàs, si e s  m ener de dieciocho anos (esta 
edad puede variar de acuerdo a cada estado, por ejemplo en el Estado de 
Tabasco se  es mayor de edad penalmente a los 17 anos) estara  detenido en el 
lugar previamente establecido donde estân solam ente m enores de edad.
21) Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito. (Articule 23 
Constitucional)
Si ya se nos ha juzgado por un delito y el juez nos declarô culpables o 
inocentes, no se nos podrâ vol ver a juzgar por el mismo case.
22) Los juicios criminales no pueden tener m âs de très instancias (Articule 
23 Constitucional).
Si el juez nos sentencia nos déclara culpables de un delito, tenem os 
derecho a acudir a un tribunal superior de quien depende el juez, para que se 
examine si en la resoluciôn recurrida no se aplicô la ley correspondiente o se  
aplicô esta inexactamente, si se  violan los principles, y consecuentem ente que se 
reduzca o anule la condena; y si considérâm es que no es  justa la decision del 
tribunal, tenem os derecho a tramitar un amparo en un Tribunal Colegiado, para
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que la ultima sentencia sea analizada.
IV. DERECHOS O GARANTIAS DE LOS ClUDADANOS O DERECHO 
POLITICOS.
1) Participar en la direcciôn de los asuntos pùblicos directamente o por 
medio de représentantes libremente elegidos. (Articules 34 y 35 Constitucionales)
Todos los mexicanos tenem os el derecho de poder ocupar un cargo o 
puesto en el gobierno, o bien, decidir por el veto quienes deben quedar en los 
cargos de elecciôn popular. (Fracciôn II del Articule 35 Constitucional)
2) Votar y ser elegido en las elecciones periôdicas y auténticas realizadas 
sufragio universal y secrete. (Articule 35 fracciones I y II Constitucional)
Los m exicanos mayores de 18 anos podem os votar por el candidate que 
queramos, y podem os ser elegidos (votados) para ocupar cualquier puesto de 
elecciôn popular: Présidente Municipal, Diputado, Senador, Gobernador y 
Présidente de la Repùblica.
Las votaciones deberân ser cada très anos para los cases  de Présidente
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Municipal y Diputado, y cada seis anos para elegir Senadores, Gobernadores y 
Présidente de la Repùblica.
Estas votaciones tienen que ser limpias y en ellas nuestro voto sera 
secreto, e s  decir, no se  nos puede obligar a que digamos por quién votamos, ni 
tampoco obligar a votar por alguien determinado.
3) Poder ser nombrado para cualquier otro empleo, comisiôn o funciôn 
pùblica en condiciones de igualdad y teniendo las calidades que establezca la ley. 
(Articule 36 fracciones IV y V Constitucional).
Todos los mexicanos tenem os derecho a realizar ta reas o cualquier trabajo 
que tenga que ver con el gobierno, siempre y cuando cumplamos con los 
requisites sehalados por la ley.
4) Asociarse para tratar los asuntos politicos del pais. (Articule 35 fracciôn 
III Constitucional)
Sôlo los mexicanos (y no los extranjeros) podemos hacer reuniones para 
tratar asuntos que tienen que ver con el gobierno, asi como para participar y 
formar partidos y asociaciones politicas.
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5) Ejercer en materia polîtica el derecho de peticiôn. (Articule 8' 
Constitucional).
Todas las personas, sin importar si son mexicanas o extranjeras pueden 
hacer peticiones al gobierno, pero cuando son peticiones que tengan que ver con 
asuntos politicos, solo los mexicanos podemos hacer estas, y le tenem os que 
hacer en forma respetuosa y sin violencia.
V. DERECHOS O GARANTIAS SOCIALES, ECONÔMICAS Y CULTURALES.
1) Derecho a trabajar. (Articule 123 Constitucional)
El gobierno y la sociedad deben promover la creaciôn de empleos, con el fin 
de que todos podam os tener une.
2) Derecho a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias. (Articule 
123 Constitucional).
Todos tenem os derecho a que las condiciones y las relaciones que surjan 
con motive del trabajo de nuestro patron sean justas, dignas, cordiales y de poder 
resolver todo problema laboral en forma pacifica.
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3) Derecho a salarie igual por trabajo de igual valor. (Fracciôn VII del 
Articule Constitucional).
Tenem os el derecho a ganar por el trabajo que hacem os, la cantidad que se  
paga otros que realicen la misma actividad o labor en el lugar donde trabajamos.
4) Derecho a la seguridad y la higiene en el trabajo. (Articule 123 
Constituciôn fracciôn XV)
Tenemos derecho a que el patrôn ordene que se  tomen todas aquellas 
medidas de seguridad y de limpieza que se  necesiten en nuestro lugar de trabajo, 
para evitar accidentes y enferm edades.
5) Derecho al descanso, disfrute del tiempo libre, limitaciôn razonable de la 
jornada de trabajo, vacaciones pagadas y page de dias festivos. (Articule 123 
Constitucional)
Tenem os derecho a:
a) No ser obligados a trabajar m as de echo horas si nuestra actividad es  en 
el dia y siete horas si nuestra labor es  de noche. (fracciôn I y II del Articule 123 
Constitucional)
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b) También tenem os derecho a descansar un dia por cada seis de trabajo. 
(fracciôn IV del Articule 123 Constitucional)
c) Tenem os derecho a que después de haber trabajado un aho, gocemos 
de una sem ana de vacaciones pagadas por el patrôn, es  decir, que se  nos paguen 
los dias de vacaciones como si hubiéramos trabajado. Ademas, nos deberân 
pagar también los dias que, por ser festivos, exista suspensiôn de labores.
6) Derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elecciôn.
Los trabajadores tenem os derecho a organizamos y participar libremente en 
el sindicato que queram os con el fin de defender nuestros derechos 
colectivamente. (Fracciôn XVI del Articule 123 Constitucional)
7) Derecho de huelga. (Fracciôn XVIII del Articule 123 Constitucional)
Si el patrôn no nos respeta nuestros derechos, podem os hacer use de la 
huelga, es decir a suspender nuestras Labores hasta resolver el problema.
8) Derecho a la seguridad social, incluse al Seguro Social, (fracciôn XXIX 
del articule 123 Constitucional y fracciôn XI del Articule 123 en su apartado B)
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Todos los trabajadores tenem os derecho a ser protegidos y a que se  nos 
fomente la salud, la recreaciôn y el déporté y a que se nos pague una pension en 
caso de jubilaciôn o accidente de trabajo. A todo lo anterior se  le ha llamado 
seguridad social. En nuestro pais, el patron, asi como el trabajador y el Gobierno, 
aportan una cantidad mensual al IMSS (cuando se  trabaja para un particular) o 
ISSSTE (si se  trabaja para el Gobierno), con el fin de que se  nos presten todos los 
servicios. Por eso  todo trabajador tiene el derecho a que se  le brinde el Seguro 
Social.
9) Derecho a un salario minimo. (fracciôn VI del Articule 123 Constitucional)
No se  nos puede pagar menos de un salario minimo, el cual se  nos debe 
cubrir en dinero y no con cosas o productos, tendrem os derecho ha registrar 
nuestra obra o composiciôn, por lo que si otras personas desean  hacer use de 
ella, nos deberân pagar por su explotaciôn.
De lo anterior podemos concluir que, los derechos hum anos, con relaciôn a 
las garantias individuales, son mâs complétas y abarcan m âs de lo que indican 
es ta s  ultimas. Pero con relaciôn a nuestra Constituciôn, que e s  una de las m âs 
avanzadas del mundo, tiene la doble ventaja de protéger al hombre, tanto en su 
aspecto individual, como cuando el individuo estâ formando un grupo o nùcleo, en
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lo personal le otorgan determinados derechos sobre todo la libertad en sus 
diverses manifestaciones y los medios para defenderlo frente al poder publico. 
Mas como el hombre vive en sociedad, también lo protege cuando pertenece a un 
sector econom icam ente débil, frente a los que son poderosos. Por eso  la 
Constituciôn contiene garantias individuales y garantias sociales. Las primeras se 
encuentran en el Titulo Primero Capitule I, y las segundas figuran en los Articules 
4°, 27 y 123.
También podem os decir que nuestra Constituciôn protege y salvaguarda los 
derechos hum anos de todos los habitantes de nuestro pais, en todos sus 
aspectos. Sin em bargo la palabra “Derechos Humanos", no aparece en ella.
CAPITULO TERCERO 
EL PODER LEGISLATIVO Y LOS DERECHOS HUMANOS
De conformidad con el articule 50 Constitucional, el Poder Legislative de los 
Estados Unidos Mexicanos se  deposita en un Congreso General, que se  dividirâ 
en dos Cam aras, una de Diputados y otra de Senadores.
El Maestro Ignacio Burgoa Orihuela, indica que si el Poder Pùblico équivale a
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actividad de imperio del Estado, y que una de las funciones en que se  desarrolla 
es la legislativa, esta  consiste, por ende, en la elaboraciôn de leyes/^
La Ley es  un acto de imperio del Estado, que tiene como elem entos sustanciales 
la abstracciôn, la imperatividad y la generalidad, por lo cual se  extienden a todos 
aquellos, sin demarcaciôn de numéro, que se encuadren o puedan encuadrarse 
dentro de los supuestos que prevean.
Kelsen sostiene que En la funciôn legislativa, el Estado establece reglas 
générales, abstractas en la jurisdicciôn y en la administraciôn despliega una 
actividad individualizada, resuelve directamente tareas concretas; taies son las 
respectives nociones m âs générales. De este  modo el concepto de legislaciôn se 
identifica con los de producciôn, creaciôn o posiciôn de Derecho”.
El Maestro Burgoa afirma, que de acuerdo con estas  ideas, todo acto de autoridad 
que establezca normas juridicas con la tônica sehalada, serâ siempre una ley en 
su contextura intrinseca o material, aunque no provenga del ôrgano estatal en 
quien se deposite predom inantemente la funciôn legislativa.
Se afirma por el contrario, que no todo acto que em ane de dicho ôrgano es  una ley 
si sus notas esenciales no son la abstracciôn, la impersonalidad y la generalidad, 
sino la concreciôn, la personalidad y la particularidad que caracterizan a los actos




Las normas juridicas générales, abstractas e im personales que integran el 
derecho positivo, y cuya creaciôn es  el objeto inherente al poder o actividad 
legislativa, pueden, em anar no solo del ôrgano legislativo propiamente dicho, sino 
también de otros en quienes por excepciôn o tem peram ento se  deposita 
constitucionalmente.
En un régimen federal como el nuestro, se  suele hablar de dos tipos de 
poderes, el Federal y el que se refiere a las Entidades Federativas. Dentro del 
régimen Federal, opera un sistema de distribuciôn de com petencies entre las 
autoridades Federales y Estatales en lo que concierne al ejercicio de los poderes, 
fincado en el principio que enseha que las atribuciones que la Constituciôn no 
concede expresam ente a las autoridades federales, se  entienden reservadas a las 
Estatales, y que se  contienen en el articule 124 de nuestra Ley Supreme.
Tratândose especificam ente del Poder Legislativo, la Constituciôn sehala 
sobre materias las que el Congreso de la Uniôn tiene la facultad para 
desem peharlo, es  decir para elaborar leyes, incumbiendo a los Legisladores 
locales en las dem âs, am bos tipos de cam pes legislatives despliega una misma 
funciôn dentro de un cuadro de competencia, diferente, sin que elle implique que 
existan dos especies de  poderes, sino lo que existe poderes con dos tipos de
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entidades, la Federal y las Locales, mismas que son llamadas Poder Legislatives 
Federal y Poder Legislativo Local.
Siglos m âs tarde el pueblo angloamericano, heredero del inglés en la 
creaciôn del derecho, sin sujeciôn a fôrmulas preconcebidas, aplicô el sistem a bi- 
camarista con fines del todo diverses a los entonces conocidos, al conferir a la 
Câmara de R eprésentantes a la personeria del pueblo, y al Senado la de los 
Estados.
El bicaméralisme en nuestro pais ha sufrido diverses cambios y matices 
desde su establecimiento en la Constituciôn Federal de 1824, pasando por las 
vicisitudes de las Constituciones Centralistas de 1836 y 1843, su subsistencia por 
las Actas de Reforma de 1847 y su derogaciôn con la Constituciôn de 1857, que 
adoptô el sistem a unicameral, hasta su restauraciôn en 1874.
La Constituciôn de 1824, consagrô el bicaméralisme de tipo 
angloamericano o federal, al establecer la Câmara de Diputados sobre la base de 
la representaciôn proporcional al numéro de habitantes; el Senado era compuesto 
por dos représentantes de cada Estado. La elecciôn de los diputados se  hacia por 
los ciudadanos, y la de los Senadores por las Legislaturas de los Estados.
La Constituciôn Centralista de 1836, conservô el bicaméralisme, pero el 
Senado no tuvo ya la funciôn de representar a los Estados que habian dejado de
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existir, el Senado no fue un cuerpo aristocratico sino que se  distinguia en la 
Camara de Diputados ûnicamente por la elecciôn directa de sus miembros, que 
debian verificar las juntas departam entales de acuerdo con très listas formuladas, 
respectivamente por la Câm ara de Diputados, el Gobierno en junta de Ministres y 
la Suprema Corte de Justicia.
Con fundamento en las B ases Orgânicas de 1843, en el mareo del 
centralisme, el Senado adquiriô cierto matiz de representaciôn de clases. Dos 
tercios de los 63 Senadores eran elegidos por las clases productoras, por las 
asam bleas departam entales, y el tercio restante de habilidades eran designados 
por la Câmara de Diputados, el Présidente de la Repùblica y la Suprem a Corte de 
Justicia. El tercio surgido de ôrganos nacionales, debia ser elegido precisam ente 
entre notables de la época, e s  decir entre aquellas personas que se  hubieran 
distinguido en la carrera militar o eclesiâstica, y que hubieran desem pehado 
alguno de los cargos siguientes: Présidentes o Vicepresidente de la Repùblica, 
Secretario de Despacho, Ministre Plenipotenciano, Gobernador, Senador, 
Diputado, Obispo o General de Divisiôn.
Los dos tercios de Senadores elegidos por las asam bleas departam entales 
debian corresponder a alguna de es ta s  clases: agricultores, mineros, propietarios, 
comerciantes y fabricantes.
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El Senado centralista de 1843, pretendio encam ar la representaciôn de muy 
caracterizados grupos sociales, anticipândose a los modernos sistem as 
corporativistas.
Este sistem a tuvo su antecedente en 1822 con Iturbide, quien propuso que 
el primer Congreso prôximo a reunirse, estuviera integrado por dos Camaras, y 
que la elecciôn se  hiciera por clases o gremios; el proyecto fue aprobado por la 
Junta Provisional de Gobierno, pero fracasô por no haberse hecho la elecciôn en 
la forma propuesta y por no haber funcionado nunca el Congreso de dos Câmaras.
Las Actas de Reformas de 1847, al establecer la vigencia de la Carta de 
1824, alterô la organizaciôn fédéra lista del Senado.
En efecto, adem âs de los dos représentantes de cada uno de los Estados y 
Distrito Federal, deberia estar integrado por un numéro de Senadores équivalente 
al numéro de Estados, elegidos (por los dem âs senadores, los Diputados, y la 
Suprema Corte), entre aquellas personas que hubieran desem pehado puestos de 
importancia, tal como se  establecia en las B ases orgânicas de 1843.
La Comisiôn del Constituyente de 1856, al proponer el sistem a unicamaral, 
suprimia al Senado, lo cual se  decidiô por 44 votos contra 38, como reacciôn 
contra los senados anteriores m âs prôximos, que fueron de tendencies
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aristocrâticas, y por la ausencia total del senado se  creô un sistem a federal trunco.
La restauraciôn del Senado. En la circular del 14 de agosto de 1867, Lerdo 
de Tejada propuso como primera reforma constitucional la introducciôn del 
bicamaralismo, fundam entândose en que servia para combinar en el Poder 
Legislativo el elem ento popular y el elemento Federal, y en que los Senadores al 
presentar un poco m âs de edad, brindaban mayor experiencia y prâctica en los 
negocios, m oderando convenientemente, en casos graves, algûn impulse de 
acciôn de la otra Cântara.
En las Reformas de 1874, Lerdo de Tejada cristalizô su pensamiento 
consagrândose com pletam ente el bicaméralisme de tipo angloamericano; con la 
Câm ara de Diputados elegida proporcionalmente a La poblaciôn y el Senado 
formado por dos représentantes de cada Estado del Distrito Federal.
El bicaméralisme, prescindiendo de sus diverses obligaciones, el sistema 
bicameral tiene ventajas propias:
Primera: Débilita dividiendo al Poder Legislativo que tiende generalm ente a 
prédominer sobre el Ejecutivo; favorece pues el equilibrio de los poderes, dotando 
al Ejecutivo de una defense frente a los am agos del poder de su rival.
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Segunda: En caso  de conflicto entre el Ejecutivo y una de las Camaras, la 
otra puede intervenir como mediadora; si el conflicto se  présenta entre el Ejecutivo 
y las dos C am aras hay la presunciôn fundada de que el Congreso es  quien tiene 
la razon.
Tercera: La rapidez en las resoluciones necesarias en el Poder Ejecutivo, 
no es  deseable en la formacion de la Leyes: la Cam ara alta constituye una 
garantia contra la precipitaciôn, el error y las pasiones politicas. El tiempo que 
transcurre entre la discusiôn de la primera y la segunda Câm ara puede serenar las 
controversias y m adurar el juicio.
El Lie. Miguel de la Madrid Hurtado, (ex présidente de la Repùblica) indica que el 
bicaméralisme ha sido una de las tantas instituciones que esperan, en el ejercicio 
democrâtico, la prueba de su eficacia.^^
El papel del Poder Legislativo Federal en la vida constitucional y polîtica.
El Lie. Juan Antonio Martinez de la Sem a indica que el Poder Legislativo se  ubica 
en combinaciôn con los otros dos poderes y significa el equilibrio del poder unitario 
que depositado en el Estado se  desarrolla por el gobierno limitândose asi mismo.
DE LA MADRID Hurtado Miguel, Elementos de Derecho Constitucional, Editado por el Institute de 
Capacitaciôn Polîtica (FRI) pp. 431 a 434 y siguientes. México 1982
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con la distribuciôn de funciones y en bénéficié final de la libertad de los 
gobernados.
Al Poder Legislativo corresponde la creaciôn de la Ley y de esta manera 
cobra un lugar destacado, pues en torno a la ley gira la actividad de los otros dos 
poderes, el Judicial que la aplica, y el Ejecutivo que cuida por su cumplimiento.
El Poder Legislativo Federal se  encuentra integrado por représentantes 
electos popularmente y dividido en dos Câm aras, una de Diputados y otra de 
Senadores, que dentro del principio le colaboraciôn de poderes establecido en la 
Constituciôn, realiza primordialmente las funciones de elaboraciôn y la Ley y el 
control politico sobre el Ôrgano Ejecutivo, asi como las funciones inherentes en su 
calidad de Legislativo Local para el Distrito Federal.
El Congreso de la Uniôn o Congreso General se  encuentra organizado 
mediante el sistem a bicameral, esta dividido en dos Câm aras, una de Diputados y 
otra de Senadores.
La Câmara de Diputados se  compone de 500 représentantes de la naciôn, 300 
electos segûn el principio de votaciôn mayoritaria relative mediante el sistema de 
distritos électorales uninominales, y 200 segùn el principio de representaciôn
MARTINEZ de la Sema Juan Antonio, Derecho Constitucional Mexicano, Editorial Porrùa, México 1983.
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proporcional m ediante el sistem a de listas régionales, votadas en 
circunscripciones plurinominales.
La Câmara de Senadores se  integrarâ por ciento veintiocho senadores, de los 
cuales, en cada Estado y en el Distrito Federal, dos serân elegidos segùn el 
principio de votaciôn mayoritaria relativa y uno serâ asignado a la primera minoria. 
Para estos efectos, los partidos politicos deberân registrar una lista con dos 
fôrmulas de candidates. La senaduria de primera minoria le serâ asignada a la 
formula de candidates que encabece la lista del partido politico que, por si mismo, 
haya ocupado el segundo lugar en nùmero de votos en la entidad de que se  trate.
Los treinta y dos senadores restantes serân elegidos segùn el principio de 
representaciôn proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una sola 
circunscripciôn plurinominal nacional. La ley establecerâ las reglas y formulas para 
estos efectos.
La Câmara de Senadores se renovarâ en su totalidad cada seis anos, (Articulo 56 
Constitucional)
El Poder Legislativo y los Derechos Humanos.
Una preocupaciôn del Gobierno Federal en los ùltimos anos, es  el respeto a 
los Derechos Humanos, por tal motivo el Ejecutivo Federal, el 6 de junio de 1990, 
creô la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos (CNDH).
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Con la creaciôn de la CNDH, se  puso al descubierto que efectivamente 
habia violaciones a los Derechos Humanos, por parte de las fuerzas policiacas del 
pais, principalmente la policia federal.
También se  puso al descubierto que los derechos hum anos se  encuentran 
protegidos por nuestra Constituciôn, que se  encuentran contemplados en el 
Capitule Primero que se  refiere a las garantias individuales; asimismo, existe la 
Ley Federal para Prévenir y sancionar la Tortura, misma que fue publicada en el 
Diario Oficial de la Federaciôn el dia 27 de mayo de 1986; de igual m anera se 
encuentra vigente la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Pùblicos, misma que fue publicada en el Diario Oficial de la Federaciôn 
el 31 de diciembre de 1982. A pesar de existir la protecciôn constitucional a los 
derechos hum anos y de existir leyes que previenen sanciones y penas a los 
funcionarios o servidores pùblicos que violen los derechos humanos, no son 
aplicadas, por lo cual se  puede concluir que falta voluntad politica para castigar a 
los violadores de los derechos humanos, y consecuentem ente de la Constituciôn.
La creaciôn de la CNDH ha sido sin duda una de las majores decisiones del 
Poder Ejecutivo, tan importante es  su creaciôn, ya que es  vigilante del Estado, es 
decir, que lo obliga a cumplir con la Constituciôn, por lo que se  considéra que 
debe estar integrada dentro de nuestra Carta Magna, en una forma m âs précisa y 
concreta.
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Sabem os que la Comisiôn fue creada por el Ejecutivo Federal con 
fundamento en el articulo 89, fracciôn I de la Constituciôn y en los articulos 17 y 
27 de la Ley Orgânica de la Administraciôn Pùblica Federal. Posteriormente se 
fundamento su creaciôn en el apartado B del articulo 102 Constitucional, es asi 
precisamente que el poder Legislativo por medio del Congreso de la Uniôn, puede 
promover o iniciar una ley que proteja los derechos hum anos y sancione a los 
servidores pùblicos que violen dichos derechos, esta  ley podria reglamentar el 
Titulo Primero Capitulo I de la Constituciôn, y de esta  m anera dicha Comisiôn 
esta ri a dentro del capitulo que le corresponde.
Por otra parte existe en nuestro pais la idea de plasmar en la Constituciôn 
Politica una declaraciôn de derechos humanos, con el objeto de que forme una 
barrera a la actividad del Estado y a la vez garantice una esfera de libertad al 
individuo, si bien es  cierto, en nuestra Constituciôn no existe el concepto 
“declaraciôn de derechos hum anos”, sin embargo si protege los derechos 
humanos y sociales, principalmente.
Como se podrâ notar nuestra legislaciôn juridica e s  una de las m âs complétas del 
mundo, por lo cual deberia existir un respeto absoluto por los derechos del 
hombre, pero la realidad no es asi, por lo cual considère que de hecho ya esta 
integrada la declaraciôn Los derechos humanos en la Constituciôn, estimo que de 
manera mâs amplia, lo que hace falta e s  realmente aplicar la ley castigando y 
sancionando a quienes violen los derechos humanos.
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La creaciôn de la CNDH ha dejado al descubierto un estancam iento juridico 
y una inactividad por parte del Poder Legislativo, ya que el grave problema de las 
violaciones a los derechos humanos, es  a nivel nacional, por lo cual debiô iniciar el 
Poder Legislativo una ley constitucional con el fin de frenar las violaciones a los 
derechos hum anos, a pesar de ello se  encuentra a tiempo para proponer una 
iniciativa de ley que fundamente la existencia de la CNDH, en virtud de que dicho 
organismo ha funcionado, gracias a que actualmente depende del senado.
Concluyendo, el Poder Legislativo debiô legislar sobre derechos humanos 
estableciendo sanciones a los violadores de los derechos humanos.
Uno de los puntos mas importantes y preocupantes entre los juristes es  la 
unificaciôn de leyes y de criterios, puesto que en México no existe unificaciôn de 
criterios en cuanto leyes ni aun entre el mismo estado. Esto vuelve m as vulnerable 
las leyes y sus penas.
3.1. EL PODER CONSTITUYENTE
El Lie. Miguel de la Madrid Hurtado, indica que el m aestro Felipe Tena 
Ramirez, cuando aborda el tema del Poder Constituyente, se  percata de la 
necesidad de revisar el concepto de soberania, por lo cual el profesor Tena 
Ramirez indica que el concepto moderno de soberania no fue conocido en la 
antigüedad porque no se  conocia el dualismo de la oposiciôn del poder del Estado 
frente a los dem âs poderes, pues la autoridad politica del Estado era indiscutible.^"^
DE LA MADRID Hurtado Miguel, op. Cit. pp. 239, 230 y siguientes
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La idea de soberania se  gestô a fines de la edad media para justificar 
ideolôgicamente la lucha del monarca en busca del poder politico absoluto o total.
La revoluciôn francesa adopta también el concepto de soberania, pero 
trasiada su titularidad al pueblo.
La doctrina ha sostenido que La soberania significa la negaciôn de toda 
subordinaciôn o limitaciôn del estado por otro poder, o bien, en su aspecto 
positivo, es una potestad pùblica que ejerce autoritariamente el Estado sobre 
todos los individuos que forman el grupo nacional, e s ta s  dos facetas de la 
soberania son engendradas a su vez por los aspectos intern os y externos del 
propio concepto.
En lo interno, la soberania significa suprem acia, en lo externo 
independencia.
La doctrina europea ha llegado a la conclusiôn de que el titular de la 
soberania es  el Estado y que su ejercicio corresponde a los ôrganos del Estado, 
sin embargo, la doctrina europea atem pera las consecuencias ùltimas de estas 
circunstancias y afirma la necesidad de limitar a los ôrganos del Estado y surge la 
teoria de auto limitaciôn del estado.
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La doctrina am ericana no comparte la corriente europea, por lo cual para la 
doctrina y la técnica constitucional americana, la soberania reside originaria y 
esencialm ente en el pueblo, en la comunidad nacional, y su ejercicio se  manifiesta 
por la actividad del poder constituyente del pueblo, como cuando este  se  da su 
propia constituciôn, el titular de la soberania en el sistem a americano es  el pueblo; 
él constituye el estado juridicamente, por medio de la expediciôn, y su ley 
fundamental por medio de la constituciôn, en ella el pueblo consigna su forma de 
gobierno, créa los poderes pùblicos, establece sus respectives facultades y 
réserva libertad a los individuos frente a la cual el poder de los ôrganos del Estado 
es impotente, ya que debe de respetar esa  ârea de libertad que se  reservô el 
pueblo mismo.
Tena Ramirez concluye que el pueblo es  el titular de la soberania “pero que 
se subsumiô en la constituciôn, su propio poder soberano”, y en consecuencia la 
soberania una vez ejercitada, reside exclusivamente en la Constituciôn es  la 
soberana y cita la concepciôn de Guelseu respecte de la soberania, cuando dice 
que sôlo un orden normative es  soberano, es  decir, es  autoridad suprem a, de otra 
manera, concluye Tena Ramirez, la Constituciôn es  suprem a porque estâ  por 
encima y e s  fuente de todas las dem âs leyes y autoridades.
El Lie. Miguel de la Madrid considéra que la soberania es  la facultad del pueblo 
para autodeterm inarse politicamente, para escoger la estructura estatal y la forma
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de gobierno que m âs le acomode, esta  facultad es  inseparable y no susceptible de 
delegaciôn, por lo cual el pueblo no pudo haber subsumido su soberania en La
Constituciôn/^
Felipe Tena Ramirez indica que la soberania popular se  expresa y personifica en 
la Constituciôn, que por eso  y por ser fuente de los poderes que créa y organiza, 
estâ por encima de ellos como Ley suprema. La defensa de la Constituciôn 
consiste en la nulificaciôn de los actos que la contrarian, la cual incumbe 
principalmente a la Suprem a Corte de Justicia en instancia final. Los actos de la 
Suprema Corte realizados en interpretaciôn constitucional, son los ùnicos actos de 
un poder constituido que escapan de la sanciôn de la nulidad, lo que se  explica, si 
se  tiene en cuenta que la Corte obra siempre, no sobre la Constituciôn, sino en su 
nombre.
La suprem acia de la Constituciôn presum e dos condiciones:
El Poder Constituyente es distinto de los Poderes constituidos, la Constituciôn es 
rigida y escrita.
Felipe Tena Ramirez indica que Los ôrganos de poder reciben su investidura y sus 
facultades de una fuente superior a ellos mismos, como es  La Constituciôn, eso  
quiere decir que el autor de la Constituciôn debe ser distinto y estar por encima de 
la voluntad particular de los ôrganos. La doctrina désigna al primero con el nombre
DE LA MADRID Hurtado Miguel, op. cit. p.242
TENA Ramirez Felipe. Derecho Constitucional Mexicano, Editorial Porrùa, 24 ediciôn. p 16, México 1990
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del “Poder Constituyente” y a los segundos los llama “Poderes Constitucionales”^ ^
El origen de la distincion de las dos clases de poderes se  encuentra en la 
organizaciôn Constitucional norteamericana. La teoria de la separaciôn de los très 
poderes de Montesquieu, adem as de plantear ya de por si la ediciôn del poder 
publico, presuponia lôgicamente la necesidad de un poder m âs alto que marcara a 
cada uno de los très ôrganos su respectiva competencia, la separaciôn y 
suprem acia del poder constituyente, respecte a los poderes constituidos, responde 
a una necesidad lôgica, actùa por otra parte con diferencias de tiempo.
Cronolôgicamente el Constituyente precede a los Poderes constituidos, el 
constituyente formula y emite su obra, desapareciendo del escenario juridico del 
Estado, para ser constituido por los ôrganos creados.
Desde el punto de vista de las funciones: el Poder Constituyente no gobierna, sino 
solo expide la ley en virtud de la cual gobiernan los poderes constituidos, estos a 
su vez, no hacen otra cosa que gobernar en los términos y limites sehalados por la 
ley em anada del Constituyente, sin que pueda en su carâcter de poderes 
constituidos alterar en forma alguna la ley que los creô y los dotô de competencia.
J. Je sù s  Orozco Henriquez, define el Poder constituyente: “se  entiende al 
ôrgano creador de la Constituciôn de un orden juridico, esto  e s  el, al ôrgano que
Ibidem, pp. 12, 13 y siguientes.
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créa al conjunto de normas fun d am en ta ls  positivas de un orden juridico 
especifico” ®^.
También indica que la Constituciôn de un orden juridico puede ser 
producida a través de un acto o de un conjunto de actos, de uno o varios 
individuos, directam ente encam inado a tal efecto, o bien, a través de un 
procedimiento consuetudinario de creaciôn- presentândose esto  ultimo de manera 
especial, pero no exclusive, en aquellos Estados que no cuentan con un 
documento solem ne denom inado “Constituciôn”- se  puede afirma r que el ôrgano o 
“poder” constituyente puede integrarse, segûn el caso, con un individuo o conjunto 
de individuos e, incluso, con toda la comunidad, por lo que e s  altam ente equivoco 
reservar -como lo hace un sector de la doctrina- el calificativo de “Poder 
Constituyente” para aquellos ôrganos especificos cuyo propôsito directo y 
primordial sea  el de crear una Constituciôn. En efecto e s  claro que una doctrina 
sobre el “Poder Constituyente” debe explicar tanto al ôrgano creador de la 
Constituciôn de una comunidad descentralizada como a una de carâcter estatal, 
de una Constituciôn moderna como de una antigua, de una europea como de una 
am ericana. “Poder constituyente, pues, e s  aquel que créa una Constituciôn y, en 
este  sentido, organiza la comunidad, cualquier tipo de comunidad, en cualquier 
tiempo y en cualquier âmbito geogrâfico.
OROZCO Henriquez J. Jesùs. Diccionario Juridico Mexicano Tomo VII- p-Reo. Instituto de 
Investigaciones Juridicas UNAM-, primera ediciôn 1984. pp. 130, 131, 132 y 133, México 1984.
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También indica que aquellos actes de seres  hum anos y que, per 
consiguiente, tienen una dimension histôrica, en tante que ecurren en el espacie y 
en el tiempe- cuya significaciôn sea la de establecer una Censtituciôn, adquieren 
el oarâoter de ac tes  censtituyentes. El Membre e el cenjunte de Membres que a 
través de sus actes establece una Censtituciôn recibe el nombre de organe e 
“peder” censtituyente. El organe censtituyente es  el organe que détermina a les 
dem as organes del Estade.
Ademas Mace menciôn de que del misme mode cem e la Censtituciôn ne 
tiene una validez superior cen respecte a las dem as dispesicienes de un erden 
juridice, ya que la funciôn que realiza es exactam ente igual a la de cualquier 
nerma que la sucede e aplica cen relaciôn a etra que, a su vez, aplique a esta 
ultima (la ùnica diferencia que existe entre la Censtituciôn y cualquiera etra nerma 
que determine la preducciôn de etra, ya se  trate de una ley, reglamente, etc., es 
que la Censtituciôn détermina e relaciena a la tetalidad de las nerm as que integran 
un erden juridice, en tante que las dem as sôle a una parte), nos encentram es 
conque el ôrgane censtituyente tam pece cuenta cen una naturaleza distinta e cen 
un peder -cem e frecuentem ente le pretende la degm àtica censtitucienal- 
cualitativamente mayor al de cualquier etre ôrgane censtituide; su ùnica diferencia 
e s  que el ôrgane censtituyente détermina a tedes les dem as ôrganes estatales. La 
funciôn que desem penan les diverses ôrganes juridices es  de igual impertancia 
dentre de la creaciôn pregresiva del derecMe.
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Asimismo, indica que e s  necesario observar que cualquier norma que determine la 
producciôn de otras puede representar a la Censtituciôn, en tante ultime 
fundamente juridice positive de cierte erden normative (ya sea  total e parcial), tede 
depende de la dimensiôn de la experiencia juridica que se  considéré. Es asi cem e 
se  puede hacer referencia a la Censtituciôn de una entidad federativa, previncia e 
departam ente, a la Censtituciôn de un Estade (federal) nacienal, e bien, a la 
Censtituciôn censuetudinaria de la cemunidad juridica internacienal. Inclusive una 
nerma e cenjunte de nerm as denem inade “ley” puede ser censiderade cem e la 
Censtituciôn de un erden juridice parcial, si bien la dectrina censtitucienal réserva 
el calificative de “censtituyente” para el ôrgane creader de la Censtituciôn de un 
erden juridice llamade Estade (ya se  trate de une nacienal, e bien, de una entidad 
federativa en el case  de un sistem a federal)
CLASES DE PODER CONSTITUYENTE.
La dectrina censtitucienal distingue entre un “peder censtituyente eriginarie” 
y “peder censtituyente derivado, perm anente u ôrgane reviser de la Censtituciôn”. 
En tante que el “peder censtituyente eriginarie” se  refiere cem ûnm ente al ôrgane 
creader de la primera Censtituciôn histôrica de un erden juridice especifice, el 
“peder censtituyente derivado e perm anente”, e mejer, el ôrgane reviser de la 
Censtituciôn alude al ôrgane compétente para refermar total e parcialmente la 
Censtituciôn sancienada anteriermente.
La instituciôn del ôrgane reviser de la Censtituciôn adquiere particular
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relevancia en aquellos sistem as que cuentan con una “Censtituciôn escrita”, cuya 
finalidad primordial es, adem as de incrementar la seguridad juridica de les 
destinataries, asegurar la permanencia y regularidad de las funcienes erganicas 
per ella determ inadas, para le cual dicha “Censtituciôn escrita” establece un 
régimen de “supralegalidad” censtitucienal. Es asi cem e las dispesicienes que 
adicienan, medifican e deregan la “Censtituciôn escrita”, en vez de ser fermuladas 
per les ôrganes legislatives ordinaries a través de su precedimiente habitual de 
trabaje, sen expedidas ya sea  per ôrganes especialm ente reunides (asam bleas 
electas cen ta I finalidad, cuerpe electoral interpelade necesariam ente mediante 
referendum, etc.), e  bien per les ôrganes legislatives ordinaries, pere cen 
precedimientes m as elaberades y cemplejes (les llamades precedimientes 
dificultades: reunides en las des câm aras en sesiôn cenjunta, necesidad de 
mayerias calificadas en cada una de ellas, aprebaciôn reiterada en el tiempe e en 
pesterieres legislatures, etc.), cen le que se  llega a centrapener el “peder 
legislative erdinarie” al “peder censtituyente perm anente u ôrgane reviser de la 
Censtituciôn”. De esta  distinciôn se  dériva, adem as, la difundida diferenciaciôn 
entre “censtitucienes rigidas” (las que son medificables sôle mediante les 
precedimientes m as cem plejes antes mencienades) y “censtitucienes flexibles” 
(aquellas medificables a través del precedimiente legislative erdinarie).
Es clare que en el erden juridice mexicane se presentan am bas clases de 
ôrganes censtituyentes: per una parte, el llamade “peder censtituyente erdinarie” 
corresponde al C engrese Censtituyente reunide en Querétare desde finales de
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1916 a principios de 1917 y que créé nuestra Constituciôn vigente y, por otra, el 
organe reviser de la Censtituciôn que, de cenfermidad al Articule 135 de la 
Censtituciôn, se  cem pene per el ôrgane legislative federal y tedes l e s  ôrganes 
legislatives de las entidades federativas, requiriéndese que el preyecte respective 
de referma censtitucienal sea  aprebade per una mayeria calificada de votes de las 
des terceras partes de les miembres présentes del C engrese de la Uniôn y per 
una mayeria abseluta de las legislaturas estatales. Asi pues, se  aprecia côme 
nuestra Censtituciôn tiene fermalmente el carâcter de rigida, pues establece 
ôrganes y precedim ientes m as cemplejes que les legislatives ordinaries para su 
referma. Cabe ebservar aqui que tante el ôrgane censtituyente erdinarie de 
Querétare cem e el ôrgane reviser de la Censtituciôn per aquél previste, se  refieren 
sôle a la creaciôn de las nerm as de la “Censtituciôn escrita”, per le que en 
aquellos cases  en que las nerm as fondamentales positivas del erden juridice 
mexicane sean  preducte de un precedimiente censuetudinarie de creaciôn de 
dereche y cem plem enten y medifiquen le prescrite per tal “Censtituciôn escrita”, 
séria necesarie recenecer que el cenjunte de individues participantes en diche 
precedimiente, adquiriria también el carâcter de ôrgane Censtituyente, en tante 
creader de la Censtituciôn que auténticamente rige en el sistem a mexicane.
En cuante a la presunta rigidez de la Censtituciôn mexicana de 1917, 
conviene hacer la salvedad relativa a La referma de nuestra Censtituciôn en su 
aspecte  geegrâfice; en efecte, para la admisiôn de nueves Estades a la Uniôn 
Federal, adquiere el carâcter de flexible, ya que su Articule 43 puede ser
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reform ado igual que la legislatura ordinaria Articulo 73, fracciôn I Constitucional, 
por lo que en este  case  el organo revisor de la Constituciôn y el Legislativo 
Federal ordinario coinciden; situaciôn muy similar se  présenta en los cases de 
arregle definitive de les limites de les Estades cuande ne hay diferencias 
centenciesas entre es te s  (Articule 73, fracciôn IV Censtitucienal), e del cambie de 
residencia de les Suprem os P ederes de la Federaciôn (Articule 73, fracciôn V 
Censtitucienal). En cambie nuestre Censtituciôn adquiere un carâcter tedavia m âs 
rigide que el previste per su Articule 135 cuande se  trata de fermar nueves 
estades dentre del limite de les existentes (Articule 73 fracciôn III Censtitucienal).
Asimisme indica que, a las anterieres clases de ôrganes censtituyentes es  
pesible agregar el llamade “Peder Censtituyente Revelucienarie”, el cual se 
caracteriza (cita al Prefeser Ulises Schmill) “Per censtituir un cenjunte de actes 
realizades per ciertes individues que se  arregan facultades juridicas que el erden 
centra el cual van dirigides ne les eterga y cuye prepôsite es  sustituir 
irregularmente cierte erden juridice per etre provisional, cen miras a establecer un 
nueve erden de carâcter definitive cen un centenide politico y juridicamente 
distinte"; también hace la advertencia de que si les actes que irregularmente 
pretenden sustituir un sistem a juridice -y  que per elle, se  les atribuye el carâcter 
de revelucienaries- ne censiguen su prepôsite y el erden provisional per elle 
prepueste carece de eficacia y ne se  produce, tales actes ne adquieren el carâcter 
de censtituyentes, sine, per el contrarie, quedan cem prendides en el sistema 
anterior cem e actes regularm ente detenides cem e delite (ya sea  de insurrecciôn.
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subversion, sediciôn, traiciôn, etc.) y sus autores de conformer juridicamente un 
ôrgano censtituyente revelucienarie, son precesades cem e delincuentes.
También hace a la experiencia institucienal mexicana que efrece cem e 
ejemple de “Peder Censtituyente Revelucienarie”, cem e ecurriô cen la XXII 
Legislatura del Estade de Ceahuila cuande, a iniciativa del en tences gebernader 
de diche Estade, V enustiane Carranza, emitiô el dereche 1421 per el cual se  
desceneciô al General Victeriane Huerta el carâcter de Jefe del Peder Ejecutive de 
la Repùblica que presidencialmente le habia side cenferide per el Senade, y se  
cencedieren facultades extraerdinarias al Ejecutive del prepie Estade “para 
ceadyuvar al sestenim iente del erden censtitucienal”; taies se  estiman 
revelucienaries, ya que la Censtituciôn de 1857, entences vigente, ne centenia 
dispesiciôn de alguna que auteriza a les gebernaderes e  legislaturas locales para 
revisar la constitucienalidad de les actes de cualquier auteridad federal, cem e en 
el case  eran les del S enade  de la Repùblica y les de Victeriane Huerta. Cen base  
en el referide Décrété cem enzô la Reveluciôn de 1913 y, junte cen el Plan de 
Guadalupe de 26 de m arze de ese  ahe (prenunciade per Venustiane Carranza y 
etras persenalidades) y sus cerrespendientes adicienes y refermas de 12 de 
diciembre de 1914 y 14 de septiembre de 1916, se  estructurô la Censtituciôn del 
erden revelucienarie que, cem e ella misma le habia previste, culminô cen la 
entrada en vigor de la Constituciôn de 1917. También cita la revoluciôn del Plan de 
Ayutla(misma que desem bocô en el establecimiente de la Constituciôn de 1857). 
En la relaciôn con la dictadura de Santa Ana (cfr. Scmill, pp. 62-81).
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La doctrina constitucional contempla otro tipo de ôrgano censtituyente, en el 
denem inade “Peder Censtituyente Local”. En efecte, cem e se  habia indicade, en 
les sistem as fed era les e s  habituai distinguir entre el “Peder Censtituyente Federal” 
(al cual se  le identifica cen el “Peder Censtituyente Ordinarie”, pere que también 
puede abarcar al ôrgane reviser de la Censtituciôn), en tante creader de la 
Censtituciôn federal, y al “Peder Censtituyente Local e  Estatal”, creader de la 
Censtituciôn de determ inada entidad federativa y que ne représenta m âs que un 
erden juridice parcial de la tetalidad que censtituye el erden juridice federal al que 
se encuentra sujete. En les términes de les Articules 40 y 41 de la Censtituciôn 
Federal mexicana, cada Estade e s  libre y autônem e en tede le cencerniente a su 
régimen interior, per le que el ôrgane censtituyente local se  encargarâ de 
establecer la Censtituciôn del estade en cuestiôn, la que en ningûn case  pedrâ 
centravenir las dispesicienes de la Censtituciôn federal.
Es necesarie distinguir entre las limitacienes juridicas al “Peder 
Censtituyente” y aquellas otras limitacienes que ne tienen e se  carâcter. Flaciende 
menciôn a las primeras, aun cuande la mayor parte de la dectrina rechaza que el 
ôrgane censtituyente eriginarie pueda tener limitacienes juridicas, en tante se 
considéra que su existencia implicaria una centradictio in interminis, cabe sehalar, 
(come sehala el P refeser Schmill), la pesibilidad que se  presenten taies 
limitacienes de cenfermidad al erden interne e revelucienarie, e bien, atendiende al 
erden externe e internacienal.
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En cuanto al orden interno o revolucionario, consiste en un orden 
provisional que tiende al establecimiente de un nueve erden juridice definitive-, 
que puede llegar a establecer limitacienes juridicas al organe censtituyente del 
erden juridice que le suceda, en cuye case  y de acuerde cen el m edele Kelseniane 
se pedria sestener que la Censtituciôn em anada de este  ultime encentraria su 
fundamente juridice positive en una Censtituciôn histôricamente anterior y que 
cerrespenderia a la del erden revelucienarie. En este  sentide, J. Je sû s  Orezce 
Henriquez menciena que el C engrese Censtituyente de 1856 ne fue m âs que un 
ôrgane censtituide per nerm as em anadas de la erganizaciôn revelucienaria 
establecida baje el Plan de Ayutia (y, pesteriermente, del Plan de Acapulco), cuye 
Articule 5° dispuse que el C engrese respective se  ecuparia exclusivamente de 
"censtituir a la Naciôn baje la ferma de Repùblica Representativa Popular”. 
Asimisme, el ôrgane censtituyente de Querétare de 1916-1917 se  encentraba 
determinade per el erden revelucienarie previe y, entre etras cuestienes, debiô 
sujetarse al preyecte de Censtituciôn refermada presentade per Carranza, de 
cenfermidad a le dispueste per el décrété de 14 de septiem bre de 1916 que 
adicienô al Plan de Guadalupe (cfr. Schmill, pp. 95-97).
Taies limitacienes juridicas previstas per el erden revelucienarie previe, 
generalm ente ne establecen medies de control para su ebservancia, per Le que en 
case  de desebediencia per el pretendide “Ôrgano Constituyente”, éste  apela en 
ùltima instancia a los miembres de la prepia cemunidad en tante destinataries del
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sistema, los que a través de sus actes decidirân si preducen e ne el nueve erden 
juridice prepueste, dependiende de le cual aquellos individues adquirirân el 
carâcter de ôrgane censtituyente eriginarie. Pudiera darse el case  de que las 
limitacienes juridicas previstas per el erden revelucienarie para el ôrgane 
censtituyente eriginarie posterior carecieran de eficacia alguna.
Si bien el censtituyente eriginarie puede establecer ciertas limitacienes 
juridicas en cuante su cem petencia para adicienar, medificar e deregar la 
“Censtituciôn escrita” -las llamadas nerm as pétreas que se  centemplan en algunes 
sistem as juridices-, igualmente se  les puede cenferir una cem petencia ilimitada 
para reform aria, cem e ecurre cen la Censtituciôn de 1917. En relaciôn cen el 
ôrgane censtituyente local, al expedirse la Censtituciôn de cierta entidad federativa 
debe sujetarse a le previste per la Censtituciôn federal; conforme a sus articules 
41 y 115 Censtitucienales, el ôrgane censtituyente local deberâ adeptar cem e 
régimen interior del Estade en cuestiôn “la ferma de gebierne republicane, 
representative, popular, teniende cem e base de su divisiôn territorial y de su 
erganizaciôn pelitica y administrativa, el Municipie Libre”.
Cen motive de las limitacienes juridicas al ôrgane censtituyente eriginarie 
establecidas per el erden internacienal, cabe senalar que diche ôrgane debe 
circunscribir el âmbite espacial de validez de las nerm as censtitucienales per él 
creadas al territerie del Estade fijade internacienalmente, asi cem e respetar tedes 
les tratades de e se  carâcter celebrades per les regim enes anterieres y, en
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general, sujetarse a todas las normas vigentes del derecho internacional, so pena 
de que el Estada creado por el propio organo constituyente originario incurra en la 
correspondiente responsabilidad internacional.
Por ultimo, en cuanto a las limitacienes histôricas, sociales y/e peliticas al 
“Peder Censtituyente”, se  puede afirmar que, si bien eperan ampliamente, tienen 
un carâcter extrajuridice, pere ne per elle m enes relevante, en tante que 
censtituyen les facteres reales que determinan causalm ente el centenide de cierta 
Censtituciôn y cendicienan el éxite de la ebra del censtituyente.
CONGRESO CONSTITUYENTE
El Dr. Jerge Carpize define al C engrese Censtituyente cem e una reuniôn de 
représentantes del pueble que tiene cem e finalidad el acte censtituyente, que es 
crear una Censtituciôn, establecer un erden juridice. Al C engrese Censtituyente 
también se le suele denem inar Asamblea e cen m ener frecuencia, Cenvenciôn 
Censtituyente.^®
Indica que un C engrese Censtituyente puede desem penar laberes que ne les son 
prepias, que ne estân  relacienadas cen el acte censtituyente, cem e puede ser la 
revisiôn de leyes y de actes de gebiernes anterieres a su establecimiente.
CARPIZO Mcgregor Jorge. Diccionario Juridice Mexicane, Terne II-C-CH Institute de investigacienes 
Juridicas, LTNAM-, primera edicidn 1983. pp. 234 y 235, Méxice 1983.
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El Congreso Constituyente, por m andate del Peder Censtituyente que es  y sole 
puede ser el pueble, discute y aprueba una Censtituciôn. Generalmente a les 
diputades censtituyentes les elige el pueble a través del veto pùblice regide per las 
leyes électorales que establecen la elecciôn de les legisladeres, aunque a veces, a 
dichas leyes électorales se  les realizan algunas adicienes e encem iendas 
especificas para la elecciôn de les diputades censtituyentes. Se puede dar el case 
de que la ley de elecciôn sea  especifica para un C engrese Censtituyente, ceme 
acenteciô cen el segunde C engrese Censtituyente mexicane de 1822-1823.
El Dr. Carpize manifiesta que las censtitucienes m exicanas han side creadas per 
C engreses Censtituyentes. En nuestra histeria hem es tenide eche®°:
1 -  El Cengrese Censtituyente de 1813-1814, que expidiô el 6 de neviembre de 
1813, en acta selem ne la Declaraciôn de Independencia, y el 22 de ectubre de 
1814 sancienô el "Décrété Censtitucienal para la Libertad de la América Mexicana” 
cenecide cem e la Censtituciôn de Apatzingân.
2- El C engrese Censtituyente de 1822-1823 cenvecô al tercer Cengrese 
Constituyente, que aprebô las “B ases Censtitucienales”, y el 12 de junie de 1823 
expidiô el “Veto per la ferma de repùblica federada”.
3 - El Cengrese Censtituyente de 1823-1824, aprebô el “Acta Censtitutiva de la 
Federaciôn M exicana” del 31 de enere de 1824 y la “Censtituciôn Federal de les
CARPIZO McGregor Jorge, Ibidem p. 235.
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Estados Unidos Mexicanos” del 4 de octubre de 1824.
4.- El Congreso Constituyente de 1835-1836 se  formé con el Congreso federal que 
el 9 de septiem bre de 1835 se  declarô investido de facultades censtituyentes; en 
ectubre del misme ane dicté unas “Bases Censtitucienales” que destruyeren el 
sistem a federal y expidiô siete leyes censtitucienales que fermaren la Censtituciôn 
centralista de 1836.
5 - El C engrese Censtituyente de 1842 redactô très preyectes de 
Censtituciôn pere ne llege a aprebar ningune perque fue disuelte per el peder 
ejecutive.
6.- El C engrese Censtituyente de 1846-1847 ratified la vigencia de la 
Censtituciôn federal de 1824 y sancienô el “Acta de Refermas Censtitucienales” de 
1847.
7.- El Censtituyente de 1856-1857, premulgô el 5 de febrere de 1857, la 
Constituciôn Pelitica de la Repùblica Mexicana, y
8. El C engrese Censtituyente de 1916-1917, premulgô el 5 de febrere de 
1917, la Censtituciôn Pelitica de les Estades Unides Mexicanes.
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Una persona o un grupo de notables expidieron en México documentos 
para gobernar al pais: La Junta Nacional Instituyente otorgô el “Reglamento 
Politico Provisional del Imperio” de Iturbide; la Junta Nacional Legislativa expidiô 
las “Bases de Organizaciôn Politica de la Repùblica Mexicana” de 1843; Lucas 
Alemân redactô las “B ases para la Administraciôn de la Repùblica hasta la 
Promulgaciôn de la Constituciôn” de 1853 que fueron aprobadas por unas cuantas 
personas; y, Maximiliano, autodeclarado con poderes censtituyentes, premulgô en 
1865 el “Estatute Provisional del Impede Mexicane”.
3.2. CONGRESO DE LA UNION
El Peder Legislative se  depesita en el Cengrese de la Uniôn, misme que se  
dividirâ en des Câm aras, una de Diputades y etra de Senaderes. (Articule 50 
Censtitucienal)
El jurista Jerge M adraze define al Cengrese de la Uniôn: LIâmese Cengrese 
General de les E stades Unides Mexicanes, al Ôrgane en quien se  depesite el 
peder legislative federal en Méxice, integrade per représentantes electes 
popularmente y dividide en des câm aras, una de diputades y etra de senaderes, 
que dentre del principle de celaberaciôn de pederes establecide en la 
Constituciôn, realiza primerdialmente las funcienes de elaberaciôn de la ley y el
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control politico sobre el organo ejecutivo. 81
El Congreso de la Union o Congreso General se  encuentra organizado mediante 
el sistema bicameral, e s  decir, esta  dividido en dos câm aras, una de diputades y 
etra de senaderes. La Câm ara de Diputades se cem pene de représentantes de la 
naciôn, en numéro de hasta 500, de les cuales 300 son electes mediante el 
sistema de mayeria relativa en distrites électorales uninominales y hasta 200 
mediante el sistem a de representaciôn prepercienal, a través de listas régionales 
vetadas en circunscripcienes plurineminales. Per su parte, el S enade se  cem pene 
también de représentantes pepulares, en numéro de 64, eligiéndese mediante el 
sistema de mayeria relativa des en cada entidad federativa y des en el Distrito 
Federal.
Les diputades duran 3 ahes en su encarge y les S enaderes 6, eligiéndese un 
suplente per cada une de les prepietaries. Para ser diputade se  requiere ser 
ciudadane mexicane per nacimiente en ejercicie de sus dereches; tener 21 ahes 
cumplides el dia de su elecciôn; Ser eriginarie del Estade dende se  haga la 
elecciôn e vecine de él, cen residencia efectiva de m âs de seis m eses anterieres a 
la fecha de la elecciôn, ne estar en servicie active en el ejércite federal, ni tener 
mande en la pelicia e gendarm eria rural en el distrite dende se  haga la elecciôn, 
cuande m enes 90 dias antes de ella; ne ser secretarie e subsecretarie de Estade, 
ni Ministre de la Suprem a Certe de Justicia de la Naciôn, a m enes que se  séparé
MADRAZO Jorge. Diccionario Juridico Mexicano. Tomo 11-C-CH Instituto de Investigaciones Juridicas, 
UNAM-, V Ed. 1983, pp. 235, 236, 237, y 238, Mexico 1983.
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definitivamente de sus funciones 90 dias antes de la elecciôn. Los Gobernadores 
de los Estados no podrân ser electos, aun cuando se  separen definitivamente de 
sus puestos; los Secretaries de Gebierne de les Estades, les Magistrades y 
Jueces Federales e del Estade, ne pedran ser electes en las entidades de sus 
respectives jurisdiccienes, sine se  separan definitivamente de sus cargos 90 dias 
antes de la elecciôn. Ne ser ministre de algùn culte religiose y ne haber ecupade el 
cargo de Diputade en el période inmediatamente anterior cen el carâcter de 
prepietarie. Les mismes requisites se exigen para ser senader, Cen excepciôn del 
de la edad ya que para ser senader se requiere una edad minima de 30 ahes.
Para el cabal desem pehe de sus funcienes y para asegurar su independencia, les 
diputades y sen ad eres gezan de des privilégiés que se  cenecen cem e 
irrespensabilidad e inmunidad; mediante el primer privilégié les diputades y 
senaderes son inviolables per las epinienes que manifiesten en el desem pehe de 
sus cargos, ne pudiende jam âs ser recenvenidas per ellas. Este privilégié se 
conserva incluse después de haber dejade el cargo. (Articule 61 Censtitucienal). 
El privilégié de la inmunidad consiste en que mientras se  estâ  en ejercicie del 
cargo, ne se puede ejercer acciôn penal en su centra, si previamente la câm ara ne 
les ha desaferade. Al contrarie de le que sucede cen la irrespensabilidad, la 
inmunidad selam ente se  conserva mientras se  estâ  en ejercicie del cargo, per le 
que, al llegar éste  a su natural cenclusiôn, si se  puede ejercer acciôn penal en 
centra del diputade e senader.
El Cengrese de la Uniôn célébra anualmente des périodes ordinaries de sesienes,
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que se  inicia el 1° de noviembre de cada ano, para celebrar un primer periodo de 
sesiones reordinarias, el cual no podra prolongarse sino hasta el 31 de diciembre 
del mismo aho, y a partir del 15 de abril de cada aho y que se  prolongera hasta el 
15 de julio del mismo aho, para celebrar un segundo periodo de sesiones 
ordinaries. En am bos periodos de sesiones el Congreso se  ocuparâ del estudio, 
discusiôn y votaciôn de las iniciativas de ley que se  le presenten y de la resoluciôn 
de los dem as asuntos que he correspondan conforme a la Constituciôn. En cada 
periodo de sesiones ordinarias, el congreso se ocuparâ de m anera preferente de 
los asuntos que sehale  su Ley Orgânica. (Articules 65 y 66 Censtitucienales).
La Comisiôn perm anente tiene facultad para citar al Congreso, o alguna de las 
Câmaras, a sesiones extraerdinarias, pudiéndolo solicitar el Ejecutivo Federal o 
actuando dicha comisiôn por mutuo propio, cuando se  presenten asuntos urgentes 
que ameriten la reuniôn de la Asamblea. (Articulo 79 fracciôn IV, Constitucional) 
Para que am bas câm aras puedan celebrar sesiones valida y legalmente se  
requiere que esté  présente un numéro determinado de legisladores; e s  decir, m âs 
de la mitad del numéro total de sus miembro. En cuanto a la votaciôn, la régla 
general es  en am bas câm aras el de la mayoria absoluta de votos, es  decir, una 
resoluciôn se adopta cuando recibe la mitad m âs uno de los votos. Esta régla 
general también sufre sus excepciones (articulo 63 Constitucional).
La organizaciôn bicameral del Congreso de la Uniôn origina que las funciones que 
corresponden al poder legislativo sean  ejecutadas en forma diversa. La mayor 
parte de las funciones que corresponden a este  poder son desarrolladas por el
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Congreso de la Uniôn, actuando las dos câm aras en forma separada y sucesiva, 
es decir, cada câm ara funciona en su propio recinto y la facultad no se  agota sino 
hasta que sucesivam ente am bas câm aras han intervenido. La ley, cuya 
elaboraciôn e s  la actividad m âs importante del Congreso, es  desarrollada 
mediante este  procedimiento. La mayor parte de las facultades del Congreso se 
concentran en el Articulo 73 de la Constituciôn. Otra serie de facultades 
corresponden exclusivamente a una de las dos Câm aras, e s  decir, se  actùa en 
forma independiente y no sucesiva, agotândose la facultad precisam ente en la 
Câmara a la que corresponde. Las facultades exclusives de la Câm ara de 
Diputades de encuentran en el Articulo 74 y las del Senado en el articulo 76 
Censtitucienales. Otra serie de facultades de carâcter administrative, consignadas 
en el Articulo 77 Constitucional, son desarrolladas por las Câm aras en forma 
independiente y no sucesiva, pero sin implicar facultades exclusives.
El Congreso de la Uniôn puede actuar también como asam blea ùnica, e s  decir, 
actuando las C âm aras en forma cenjunta y simultanée. Esta situaciôn selam ente 
se  présenta en los siguientes cases: a) A la aperture del periodo ordinario de 
sesiones; b) Al recibir la protesta del Présidente de la Repùblica en el acte de 
tomar posesiôn de su cargo y c) Para designer Présidente de la Repùblica, sea  
con el carâcter de interino o substitute, cuando faite el titular.
Facultades del Congreso. El principio de colaboraciôn de poderes que asienta 
nuestra Constituciôn, produce como una de sus consecuencias el que un poder 
realice funciones que materialmente debieran corresponder a otro. Por estâ  razôn,
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aunque obviamente la inm ensa mayoria de las facultades del Congreso son de 
carâcter legislativo, otras son, sin embargo, de naturaleza administrativa o 
jurisdiccional. La mayor parte de las facultades del Congreso se  encuentran en el 
Articulo 73 Constitucional. Las primeras 29 fracciones contienen las facultades 
expresas y la ùltima fracciôn contiene las facultades implicites, que no son nueves 
y distintas facultades, sino facultades que solam ente existen asociadas con una 
expresa y que tienen la finalidad de hacerlas efectivas, tanto las 29 fracciones del 
Articulo 73 Constitucional, como todas las otras concedidas por la constituciôn a 
los poderes de la Uniôn.
Dentro de las num erosas facultades que posee el Congreso de la Uniôn, pueden 
citarse las siguientes:
a) R especte a las entidades federativas. De acuerdo con las fracciones I, III, IV, IX 
y XXIX-c del articulo 73 Constitucional, el Congreso tiene facultad para admitir 
nuevos Estados a la Uniôn Federal; para formar nuevos Estados dentro de los 
limites de los existentes, de acuerdo a una serie de b ases  que la propia 
Constituciôn establece; para arreglar definitivamente los limites de los Estados, 
m enos cuando las diferencias entre elles tengan carâcter contencioso; para 
impedir que en el comercio de Estado a Estado se  establezcan restricciones y 
para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del gobierno federal, de los 
Estados y de los Municipios, en materia de asentam ientos humanos, 
respectivamente.
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b) Respecte al Présidente de la Repùblica. Las fracciones XXVI y XXVII del 
articulo 73 y 87 Censtitucienales, facultan al Congreso para concéder licencia al 
Présidente de la Repùblica; para designar a un Présidente interino o sustituto o 
provisional a falta del titular, para aceptar la renuncia del cargo de Présidente de la 
Repùblica y para recibir la protesta del Présidente al tomar posesiôn del cargo.
c) En materia impositiva y financiera. Las fracciones VII y XXIX del articulo 73 
Constitucional, son de carâcter netam ente impositivo ya que, la primera, faculta al 
Congreso para imponer las contribuciones necesarias a cubrir el presupuesto, es 
decir, para expedir la ley de ingresos que consiste en la enumeraciôn de las 
fuentes impositivas que anualm ente puede utilizer la federaciôn para obtener 
recursos y, la segunda de las fracciones citadas, taxativam ente menciona una 
serie de constribuciones ordinarias y especiales que el Congreso puede 
establecer. La fracciôn VIII del articulo 73 Constitucional faculta al Congreso para 
expedir bases sobre las cuales el ejecutivo puede celebrar empréstitos, asi como 
para aprobarlos y reconocer y m andar pagar la deuda nacional.
d) En materia de guerra. De conformidad con la fracciôn XII del articulo 73 
Constitucional el Congreso tiene facultad para declarar la guerra, en vista de los 
datos que le présente el Ejecutivo. El Dr. Carpizo indica que esta  fracciôn debe 
interpretarse en el sentido de que la declaraciôn de guerra se  realiza mediante una 
ley del Congreso, cuya iniciativa debe presenter el ejecutivo y cuyos efectos son 
de carâcter nacional o interno, es  decir, e s  una declaraciôn para el pueblo de 
Méxiico, ya que la declaraciôn a nivel internacional y a los paises beligerantes, la
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debe hacer el Ejecutivo en cumplimiento de la fracciôn VIII del articulo 89 
Constitucional. En correspondencia con la mencionada facultad del Congreso, se 
encuentran las fracciones XIV y XV del articulo 73 Constitucional que faculta al 
congreso para levantar sostener y reglamentar la organizaciôn y servicio de las 
instituciones arm adas, asi como para dar reglamentos de organizaciôn, armar y 
disciplinar a la Guardia Nacional, respectivamente.
e) En materia de educaciôn pûblica y cultura nacional. La fracciôn XXV del articulo 
73 Constitucional faculta al Congreso para establecer, organizar y sostener en 
toda la Repùblica escuelas rurales, elem entales, superiores, secundarias y 
profesionales, de investigaciôn cientifica, de bellas artes y de ensehanza técnica, 
escuelas prâcticas de agriculture y de mineria, de artes y oficios, museos, 
bibliotecas, observatories y dem âs institutes concernientes a la cultura general de 
los habitantes de la naciôn. La facultad legislativa respecte de dichas instituciones 
corresponde al propio Congreso, quien también tiene la facultad de legislar sobre 
monumentos arqueolôgicos, artisticos e histôricos de interés nacional y a fin de 
unificar y coordinar la educaciôn en toda ja Repùblica, puede dictar las leyes 
encam inadas a distribuir convenientemente entre la federaciôn, los Estados y los 
Municipios el ejercicie de la funciôn educativa y sus aportaciones econômicas.
f) El Congreso de la Uniôn tiene facultad para: cambiar la residencia de los 
poderes federales (fracciôn V); Crear y suprimir em pleos pùblicos de la federaciôn 
(fracciôn XI); para establecer casas  de moneda, fijar las condiciones que deba 
tener, determiner el valor de la extranjera y adopter un sistem a general de pesas y
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medidas (fracciôn XVIII); Para fijar las reglas a que daba de sujetarse la ocupaciôn 
y enajenaciôn de terrenes baldios y establecer su precio (fracciôn XIX); para 
concéder amnistias por delitos cuyo conocimiento pertenezca a los tribunales de la 
federaciôn (fracciôn XXII); y, adem as para legislar sobre las siguientes materias: 
hidrocarburos, mineria, industrie cinematogrâfica, comercio, juegos con apuestas y 
sorteos, intermediaciôn y servicios financières, energia eléctrica y nuclear y pesa 
expedir leyes del trabajo (fracciôn X); Nacionalidad, condiciôn juridica de los 
extranjeros, ciudadania naturalizaciôn, colonizaciôn, emigraciôn e inmigraciôn 
(fracciôn XVI); Salubridad general de la Repùblica (fracciôn XVI); vies générales 
de comunicaciôn, postas y correos, use y aprovechamiento de agues federales 
(fracciôn XVII); organizaciôn de los cuerpos diplomético y consular (fracciôn XX), 
para définir delitos y faites contra la federaciôn (fracciôn XXI); para expedir la Ley 
que régula la organizaciôn de la entidad superior de fiscalizaciôn de la federaciôn 
(fracciôn XXIV); y sobre el uso de la bandera, escudo e himno nacionales (fracciôn
XXIX-B), principalmente. (Todas las fracciones an tes citadas son del articulo 73 
Constitucional).
El Maestro Ignacio Burgoa Orihuela, considéra que, el Congreso de la Uniôn es  un 
organism e bicameral en que se  deposita el Poder Legislativo Federal, o sea, la 
funciôn de imperio del Estado mexicano consistante en crear normas juridicas 
abstractas, générales e im personales llamadas “leyes” en sentido material. La 
aludida denominaciôn équivale a los nombres de “Congreso General” (que utiliza 
el articulo 50 Constitucional), “Congreso Federal”, “Congreso de los Estados
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Unidos Mexicanos”, e s  decir, “Congreso de la Federaciôn”.
El Congreso de la Uniôn e s  un organisme censtituide, no una asam blea 
constituyente, pues su existencia, facultades y funciones derivan de la ley 
fundamental que lo instituye, aunque tiene la potestad de reformer y adicienar la 
Constituciôn con la colaboraciôn de las legislaturas.
Esta atribuciôn no implica el ejercicie del poder constituyente propiamente dicho, 
pues no le com pete alterar o sustituir los principios juridices, sociales econômicos 
o politicos cardinales en que descansa el ordenamiento supremo, ya que variarlo 
sustancial o esencialm ente solo incumbe al pueble.
La Constituciôn otorga très especies de facultades al Congreso de la Uniôn, que 
son: las Legislativas; las Politico-Administrativas y; las Politico-Jurisdiccionales, 
ejercitables sucesivam ente para cada una de las câm aras que lo componen y 
cuya actuaciôn cenjunta produce los actes respectives en que se  traducen: las 
leyes, los décrétés, y los fa Iles. De las très clases de facultades, la politico- 
jurisdiccional es la m enos dilatada, pues sôlo desem peha en cases  especificos y 
ûnicamente en relaciôn con sus miembres individuales com ponentes (diputades y 
senaderes), con los altos funcionarios de la federaciôn (Présidente de la 
Repùblica, ministres de la Suprema Code, Secretaries de Estado, Procurador 
General de la Repùblica) y de los Estados (Gobernadores y Diputades de 
Legislaturas Locales), y en los cases  a que se  refiere los adiculos 108 y 114
BURGOA Orihuela Ignacio, op. Cit. pp. 642, 643 y siguientes.
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Constitucionales. (De las Responsabilidades Administrativas de los servidores 
pùblicos y del juicio).
Facultades legislativas del Congreso de la Union
E stas facultades consister) en las atribuciones que en favor de este 
organismo estab lece  la Constituciôn para elaborar normas juridicas abstractas, 
im personales y générales llamadas leyes en su sentido material o intrinseco, las 
cuales por em anar de él asum en paralelamente el carâcter formal de ley.
También sehala  que en el conjunto de las m encionadas facultades integra 
competencia legislativa del Congreso de la Uniôn. Esta cempetencia puede ser 
abierta o cerrada, e s  decir enunciativa o limitativa.
Es enunciativa o abierta cuando dicho organismo actùa como
Es limitativa o cerrada en el case  de que se  funja como legislativa federal o 
nacional. De e s te  ùltimo tipo de competencia legislativa se  dériva el principio 
consagrado en el articulo 124 Constitucional (las facultades que no estân 
expresam ente concedidas por esta Constituciôn a los funcionarios federales; se 
entienden reservadas a los Estados). Conforme al citado articulo, el Congreso de 
la Uniôn, a tftulo de cuerpo legislativo federal, solo puede expedir leyes en las
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materias que expresamente sehala la Constituciôn.
El Congreso de la Uniôn, funcionalmente desem peha dos especies de 
actividades legislativas en lo que respecta al imperium espacial o territorial de las 
leyes que élabora, a saber; la que concierne al âmbito nacional.
Del Congreso de la Uniôn em anan las leyes federales. 
Congreso de la Uniôn como Legislatura Federal
Como ôrgano de la Federaciôn, el Congreso de la Uniôn tiene una con 
competencia limitada o cerrada, ya que, de acuerdo con el principio que se ha 
invocado solo puede expedir leyes en las materias que expresam ente consigna la 
Constituciôn.
Esa competencia se  tiene primordialmente, no exclusivamente en el articulo 
73 Constitucional, la cual a grosso modo, se  refiere al âmbito tributario y a esferas 
de nominaciôn no tributaria.
Competencia Tributaria.
Esta competencia se  establece en las fracciones VII y XXIX del articulo 73
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Constitucional que respectivamente disponen: El Congreso tiene facultad: VIII - 
Para Imponer atribuciones necesarias a cubrir el presupuesto, y XXIX - Para 
establecer contribuciones 1 -  Sobre comercio exterior; 2-  Sobre el 
aprovechamiento y explotaciôn de los recursos naturaies comprendidos en los 
pârrafos 4° y 50 del articule 27 Constitucional, 3 - Sobre Instituciones de Crédite y 
Sociedades de Seguros, 4. - Sobre servicios pùblicos concesionados o explotados 
directamente por la Federaciôn, y 5. - Especiales sobre: a) energia eléctrica; b) - 
Producciôn y consum e sobre tabacos labrados; c) - Gasolina) y otros productos 
derivados del petrôleo; d) - Cerrillos y fôsforos; e) - Aguamiel y productos de su 
fermentaciôn; f) - Explotaciôn forestal; y g) - Producciôn y consum e de cerveza. La 
misma fracciôn XXIX previe ne que “las entidades federativas participaran en el 
rendimiento de es ta s  contribuciones especiales, en la proporciôn que la Ley 
secundaria Federal determ ine” y que “las legislaturas locales fijarân el porcentaje 
correspondiente a los Municipios, en sus ingresos por concepto de impuestos 
sobre energia eléctrica.
Competencia legislativa no tributaria.
Esta com petencia se  establece mediante las facultades legislativas con que 
la Constituciôn inviste al Congreso de la Uniôn principalmente, m âs no 
exclusivamente, a través de su Articulo 73.
La orbita competencial legislativa del Congreso de la Uniôn no se  agota con 
la que sehala el articulo 73 Constitucional, pues la ley fundamental en 
disposiciones varias le otorga otras facultades para expedir leyes (ejemplo,
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Articulo 27 Constitucional, Articulo 29 Constitucional; segundo parrafo del Articule 
131 Constitucional; Articulo 135 Constitucional - reformar o adicionar la 
Constitucion; fraccion VIII del Articulo 3 Constitucional -materia educativa-; Titulo 
Cuarto de la Constitucion (tipificaciôn del delito o faltas oficiales); Articulo 121 
Constitucional; la fraccion XXXI del Articulo 123 Constitucional -legislacion del 
trabajo.-; Articulo 130 Constitucional - en materia de culto religiose y disciplina 
externa Articulo 73 fraccion XXIX-C - en materia de asentam ientos humanos-; 
Articulo 70 Constitucional -facultad legislativa de auto estructuraciôn; Articulo 73 
fracciones XXIX-D, XXIX-E, XXIX-F - en materia economica; Articulo 73 fraccion
XXX-G, -en materia ecologica-; Articulo 73 fraccion XXIX-H, en materia 
contencioso- administrativa; Articulo 73 fraccion XXX - facultades explicitas.
El Lie. Jorge Madrazo comenta que la Camara de Diputados, es  une de les 
organes en que se  divide el Congreso de la Union, com puesto actualm ente hasta 
de 500 représentantes de la naciôn, electos popularmente en su total id ad cada 3 
anos, segùn les principios de mayoria relativa en forma dominante y de 
representaciôn proporcional de las minorias.®^
El constitucionalismo mexicano se habia inclinado por la elecciôn indirecta de les 
diputados, hasta antes de la Constitucion de 1917, esta  ya estableciô el sistema 
directe, mediante el cual les ciudadanos votan directamente por el candidate a 
diputado, y no como sucedia en el sistema indirecte, en el que la ciudadania
MADRAZO Jorge. Op. Cit. pp. 29, 30, 31. y 32.
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votaba por electores y éstos a su vez ciegan a los diputados.
Ante la obsolete del sistem a de diputados de partido, y trente a la necesidad 
de que los partidos minoritarios pudieran contar con m as curules, en diciembre de 
1977 se modificaron en forma muy importante los Articules 52, 53 y 54 
Constitucionales para establecer el actual sistem a cuyas b ases  principales son las 
siguientes: a) - La cam ara podra contar hasta con 500 diputados; b) - 300 
diputados son electos por el sistem a de mayoria relativa, en distritos électorales 
uninominales, distritos que resultan de dividir la poblaciôn total del pais entre 300, 
teniendo en cuenta el ultime censo general de poblaciôn para su distribuciôn; c) - 
La representaciôn de un Estado no puede ser m ener de 2 diputados de mayoria d) 
- Hasta 200 diputados son electos de acuerdo con el principle de representaciôn 
proporcional, m ediante el sistema de listas régionales votadas en 
circunscripciones plurinominales las que pueden ser hasta 5; e) - Para que los 
partidos politicos tengan derecho a acreditar listas régionales se  necesita que 
participen con candidates a diputados de mayoria en cuando m enos 100 distritos 
uninominales; que no hayan obtenido 60 o m as diputados de mayoria y que por le 
m enos alcancen el 1.5% del total de la votaciôn emitida por todas las lisias 
régionales en las circunscripciones plurinominales.
El cargo de diputado dura très ahos, renovândose la Câm ara en su totalidad 
cada trienio. Los diputados propietarios estan imposibilitados para reelegirse en el 
cargo para el période inmediato posterior, como le ordena el articulo 59
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Constitucional, pero los suplentes que no hayan estado en ejercicio de propietarios 
si pueden participer como candidates a diputados propietarios en la siguiente 
elecciôn. Los diputados propietarios no podran participer como candidates a 
diputados suplentes en la siguiente elecciôn.
Para que la Cam ara de Diputados pueda funcionar valida y legalmente, es  
necesario que se  encuentren présentes un numéro determinado de diputados, es  
decir, que se  intégré quôrum. El articulo 63 de la Constituciôn establece la régla 
general de este  quôrum, que es  de m as de la mitad de sus miembros. Si la 
câmara de diputados estuviera integrada por 500 miembros, el quôrum séria de 
251 diputados. La excepciôn a esta  régla se  encuentra en el articulo 84 
Constitucional, que establece el procedimiento para la designaciôn de Présidente 
por el Congreso, para lo cual se  exige quôrum de las dos terceras partes de 
représentantes de las dos câm aras. La régla general sobre votaciôn en la câm ara 
de diputados e s  el de mayoria de votos de los miembros présentes.
Hay dos clases de mayoria, la absoluta y la relativa. La mayoria absoluta 
implica que, existiendo dos proposiciones, se  aprueba la que tenga m âs de la 
mitad del total votos. La mayoria relativa implica que, existiendo de dos o m âs 
proposiciones, se  aprueba aquella que m âs votos hayan obtenido, sin importer si 
estos suman m âs de la mitad del total.
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Las excepciones a esta  regia general se  encuentran en: a) El Articulo 73, 
fraccion III, base 5 de la Constitucion que expresa ser necesario para formar un 
nuevo Estado dentro del limite de los existentes, que la erecciôn sea  votada por 
las dos terceras partes de los diputados y senadores p résentes en sus respectives 
cameras; b) El Articulo 135 Constitucional que establece que en el procedimiento 
de reformas a la Constitucion, las reformas o adiciones deben ser aprobadas por 
las dos terceras partes de los votos de los individuos présentes, en sus 
respectives câm aras; c) En el Articulo 72 inciso c) de la Constitucion que exige 
para superar el veto del Présidente de la Repûblica las dos terceras partes de lo 
votos de los legisladores présentes en cada câmara.
Ademâs de fungir como Câmara colegisladora junto al Senado en el 
procedimiento de formaciôn de la ley y en las dem âs facultades que la 
Constituciôn otorga al Congreso de la uniôn, la Câm ara de Diputados tiene 
facultades exclusives, que se  encuentran en el articulo 74 Constitucional. Las 
facultades exclusives m âs importantes de esta câm ara son las siguientes:
La fracciôn II del Articulo 74 se  refiere a la coordinaciôn y evaluaciôn sin 
perjuicio de su autonomie técnica y de gestiôn, el desem peno de las funciones de 
la entidad de fiscalizaciôn superior de la Federaciôn, en los términos que disponga 
la ley.
La fracciôn IV del Articulo 74, contiene las facultades hacendarias de la
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Câmara: A) La Ley de Ingresos no es una facultad exclusive de la Câm ara de 
Diputados, sino del Congreso de la Union, pero también e s  regulada en esta  
fracciôn. En la aprobaciôn de la ley de ingresos, cuyo contenido son las fuentes 
impositivas de la federaciôn, la Câm ara de diputados debe fungir como Câmara de 
origen, recibiendo la iniciativa correspondiente del ejecutivo, a m âs tarder el dia 15 
de noviembre o hasta el 15 de diciembre de cada aho. Aprobada la ley de ingresos 
por la Câm ara de Diputados, debe ser turnada al Senado, y una vez turna por 
este, la câm ara de Diputados deberâ discutir el presupuesto de egresos. B) La 
aprobaciôn del presupuesto de egresos de la Federaciôn si e s  una facultad 
exclusiva de la Câm ara de Diputados. El presupuesto de egresos es  la relaciôn de 
los gastos que anualm ente se  autorizan a los poderes federates, secretarias y 
departam entos de Estado, y principales organism es descentralizados y em presas 
de participaciôn estatal mayoritarias y las erogaciones por concepto de intereses y 
page de la deuda pûblica. De esta  forma la administraciôn sôlo podrâ gastar lo que 
anualm ente te autorice la Câm ara de Diputados. De conformidad con el Articulo 
126 de la Constituciôn, la modificaciôn al presupuesto de egresos, que como se  ha 
dicho tiene una vigencia anual, deberâ hacerse a través de una ley, lo que implica 
que es  una facultad del Congreso, actuando am bas câm aras en forma separada y 
sucesiva. C) La aprobaciôn de la cuenta pûblica, actualm ente también e s  facultad 
exclusiva de la Câm ara de Diputados. La original Constituciôn de 1917 influida por 
las criticas de R abasa, atribuyô al Congreso de la Uniôn, e s  decir, a am bas 
câm aras, la revisiôn de la cuenta pûblica, pero en 1977 dicha facultad paso en 
forma exclusiva a la Câm ara de Diputados, tal y como ya lo habia asentado la 
Constituciôn de 1857 a partir de 1874. La cuenta pûblica consiste en la
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comprobaciôn que el Ejecutivo debe hacer de que se  ajusté a los gastos 
autorizados en el presupuesto de egresos. Para efectuar la revision de la cuenta 
pûblica, la Câm ara de Diputados tiene a su servicio un ôrgano llamado Contaduria 
Mayor de Hacienda, encargado de realizar un anâlisis técnico contable de la 
cuenta pûblica y elaborar un dictamen con base  en el cual deberâ decidir lo 
conducente la propia Câmara. Si hubiera discrepancias entre las cantidades 
gastadas y los renglones autorizados en el presupuesto, deberân determ inarse las 
responsabilidades de acuerdo con la ley.
La fracciôn V del Articulo 74 faculta a la Câm ara de Diputados para acusar 
funcionarios pûblicos de que habia la Constituciôn (Senadores y Diputados al 
Congreso de la Uniôn, Ministres de la Suprema Corte de Justicia, Secretaries de 
Estado, Procurad General de la Repûblica), ante la Câm ara de Senadores, por la 
comisiôn de un delito oficial. La decisiôn de acusar ante el Senado debe ser 
aprobada por la mayoria de votos de diputados présentes. En este  case  la 
Câmara de Diputados hace las veces de fiscal o ministerio pûblico, es  decir, solo 
se  concrete a formuler la acusaciôn. Esta misma fracciôn faculta a la Câmara de 
Diputados para desaforar a los funcionarios que gozan de es te  privilégié, por la 
comisiôn de un delito del orden comûn.
La fracciôn VIII del Articulo 74 establece como facultades de la Câmara de 
Diputados las dem âs que le confiere expresam ente la Constituciôn.
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CAMARA DE SENADORES
El jurista Jorge Madrazo com enta que la Câmara de Senadores, es  uno de los 
ôrganos en que se  divide el Congreso de la Uniôn, com puesto de dos miembros 
por cada Estado y dos por el Distrito Federal, electos popularmente y en su 
totalidad cada seis anos.®"^
La original Constituciôn de 1917 estableciô que la Câm ara de Senadores se  
compondria de dos miembros por cada Estado y dos por el Distrito Federal, 
nombrados por elecciôn directe, que durarân en el cargo 4 anos renovândose la 
Câmara por mitad cada 2 anos. A partir de las reformas de 1933, los senadores 
duran en el cargo 6 anos, renovândose en su totalidad cada sexenio. La elecciôn 
se  lleva a cabo en los Estados y en el Distrito Federal por el sistem a de mayoria 
de votos. Las legislaturas hacen las declaraciones de senadores electos a los que 
hubiesen obtenido la mayoria de los votos emitidos. En el caso  del Distrito Federal 
la declaratoria la debe hacer la Comisiôn Perm anente. La calificaciôn de la 
elecciôn la realiza la propia Câmara, con los presuntos senadores electos. Por 
cada senador propietario se  elige a un suplente. Los senadores propietarios no 
pueden reelegirse en el cargo para el periodo inmediato posterior, pero los 
suplentes que no hayan estado en ejercicio de propietario si pueden participer 
como candidatos a senadores propietarios en la siguiente elecciôn, sin que los
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Senadores propietarios puedan hacerlo en calidad de suplentes.
Para que la Câm ara de Senadores pueda funcionar vâlida y legalmente, es  
necesario que se  encuentren présentes un numéro determinado de senadores, es 
decir, que se  intégré quôrum. El Articulo 63 Constitucional establece la régla 
general sobre quôrum en la Câm ara de Senadores, que es  de m âs de la mitad del 
numéro total de sus miembros. La régla general de votaciôn en la Câmara de 
Senadores e s  la de la mayoria de votos de los miembros présentes.
Hay dos clases de mayoria: la absoluta y la relativa, la mayoria absoluta implica 
que, existiendo dos proposiciones, se aprueba aquella que reûna m âs de la mitad 
del total. La mayoria relativa implica que, existiendo m âs de dos proposiciones, se 
aprueba aquella que m âs votos hubieren obtenido sin importer si estos suman 
mâs de la mitad del total. Las excepciones a esta  régla general se  encuentran en: 
a) - El Articulo 73 fracciôn III base  5, que expresa ser necesario para former un 
nuevo Estado dentro del limite de los existentes, que la fundaciôn sea  votada por 
las dos terceras partes de los diputados y senadores présentes en sus respectives 
Câmaras; b) - El Articulo 135 Constitucional establece que en el procedimiento de 
reformer a la Constituciôn, las reformas o adiciones deben ser aprobadas por las 
dos terceras partes de los individuos présentes, en sus respectives Câmaras; c) - 
En el Articulo 72 inciso c) de la Constituciôn, que exige para superar el veto del 
Présidente de la Repûblica las dos terceras partes de los votos de los legisladores 
présentes en cada Câmara; d) - En el Articulo 110 Constitucional que establece 
que para que la Câm ara de Senadores prive cie su puesto a un funcionario por la
MADRAZO Jorge, op. Cit. 33, 34, 35 y 36
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comisiôn delito oficial, s e  requiere que as! lo declare por la mayoria de las dos 
terceras pastes a miembros présentes en sesiôn, y e) - En la fracciôn V del 
Articulo 76, que establece para que el Senado désigné a un gobernador 
provisional, se  requiere la aprobaciôn dos terceras partes de los miembros 
présentes. Este también es  un caso de excepciôn a la régla de mayoria relativa, 
ya que en el senado  decide sobre una terne enviada por el ejecutivo.
Facultades. A dem âs de fungir como colegisladora junto con la Câmara de 
Diputados en el procedimiento de formaciôn de la ley y en las dem âs facultades 
Constituciôn otorga al Congreso de la Uniôn, la Câm ara de Senadores tiene 
facultades exclusives que, mayormente se  concentran en el Articulo 76 
Constitucional. Las facultades exclusives m âs importantes de la Câmara de 
Senadores son las siguientes:
La fracciôn I del Articulo 76 faculta a la Câmara de Senadores para aprobar 
los tratados internacionales y convenciones diplomâticas que célébré el Ejecutivo 
de la Uniôn. En México el Présidente de la Repûblica e s  el responsable de las 
relaciones internacionales del pais y por ello tiene la facultad de celebrar tratados 
internacionales y convenciones diplomâticas con otros Estados. En los términos 
del Articulo 133 de la Constituciôn los tratados internacionales celebrados por el 
Présidente de la Repûblica son ley suprem a de la Uniôn, e s  decir, también son 
parte del orden juridico interno pero, para ello, indispensable que sean  aprobados 
por el Senado. La votaciôn que se  exige para que Senado apruebe los tratados 
internacionales e s  de la mayoria absoluta de los présentes. En diciembre de 1977
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la facultad contenida en la fracciôn 1 del Articulo 76 fue supuestam ente ampliada 
a fin de que el Senado analice la politica exterior desarrollada por el Ejecutivo 
Federal con base  en los informes anuales que el Présidente de la Repûblica y el 
Sécrétario del despacho correspondiente rindan al Congreso. Comenta el insigne 
jurista Jorge Madrazo que el problema que aqui se  présenta e s  que no se 
establece cuales serian las consecuencias del anâlisis realizado por la Câmara de 
Senadores.
La fracciôn II del Articulo 76 faculta a la Câmara de Senadores para ratificar 
los nombramientos que el Présidente de la Repûblica hagan de los Ministros, 
agentes diplomâticos, cônsules generates, em pleados superiores de Hacienda, 
coroneles y dem âs jefes superiores de Ejercito, Armada y Fuerza Aérea 
Nacionales, en los términos que la ley disponga, y, en los términos de la fracciôn 
VIII del mismo Articulo, tiene la facultad designar a los ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Naciôn, de entre la terna que som eta a su consideraciôn el 
mismo Présidente de la Repûblica, asi como otorga r o negar su aprobaciôn a las 
solicitudes de licencia o renuncia de los mismos que te som eta dicho funcionario.
Las fracciones III y IV se  relacionan con las facultades del Ejecutivo en 
materia de guerra y seguridad interior del pais. El Senado debe autorizar al 
Présidente para que permita la salida del pais de tropas nacionales, asi como el 
paso de tropas extranjeras por el territorio nacional y la estaciôn de escuadras de 
otras potencies por m âs de un m es en aguas mexicanas y, por otra parte, debe
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dar su consentimiento para que el propio Présidente pueda disponer de la guardia 
nacional fuera de sus respectives estados, fijando la fuerza necesaria.
Las facultades, establecidas en las fracciones V y VI se  relacionan 
directamente con las entidades federativas. De acuerdo con la fracciôn V el 
senado tiene facultades para declarar, cuando hayan desaparecido todos los 
poderes constitucionales de un Estado, que es llegado el caso  de nombrarle un 
gobernador provisional, que convocarà a elecciones de acuerdo con las leyes 
constitucionales de la respectiva entidad federativa. Esta facultad corresponde 
exclusivamente al Senado y su naturaleza es  declarative y no constitutive. De 
acuerdo con esta  misma fracciôn, la designaciôn del gobernador provisional debe 
de ser hecha también por el Senado, a propuesta en terna del Présidente de la 
Repûblica y bajo una votaciôn calificada de las dos terceras partes de los 
senadores présentes. A diferencia de la facultad declarativa anterior, en este  caso 
la Comisiôn Perm anente si puede realizar tal designaciôn, con base  en las mismas 
reglas. Las facultades concedidas al Senado en esta  fracciôn son desarrolladas en 
una ley reglamentaria publicada en el Diario Oficial el 29 de diciembre de 1978. 
Por su parte, la fracciôn VI faculta al Senado para resolver las cuestiones pollticas 
que surjan entre los poderes de un Estado, cuando uno de ellos ocurra con ese  fin 
al Senado, o cuando con motivo de dichas cuestiones se  haya interrumpido el 
orden constitucional m ediante un conflicto de armas. Tratândose de conflictos 
entre los poderes de una entidad federativa, la Constituciôn distingue entre 
conflictos constitucionales, para cuya resoluciôn tiene competencia la Suprema
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Corte de Justicia y conflictos politicos para lo cual tiene competencia el Senado. 
No podemos saber con certeza lo que debe entenderse por conflictos politicos, ya 
que hasta ahora no se  ha expedido la ley reglamentaria de esta  fracciôn, que 
prevé la Constituciôn, y en la que entre otras cosas, deberia sehalarse el 
significado y las hipôtesis de taies cuestiones pollticas. La competencia del 
Senado para resolver este  tipo de conflictos se  surte de dos formas segùn el texto 
de la fracciôn citada: a) a peticiôn de parte, e s  decir, cuando uno de los poderes 
estatales concurra con ese  fin al Senado, y b) por mutuo propio, cuando el 
conflicto politico haya desencadenado un conflicto armado interrumpiendo el orden 
constitucional.
La fracciôn VII del Articulo 76 faculta al Senado para erigirse en Gran 
Jurado para conocer en juicio politico de las faltas u omisiones que cometan los 
servidores pûblicos y que redunden en perjuicio de los intereses pûblicos 
fondamentales y de su buen desem peno en los términos del Articulo 110 de la 
Constituciôn. Esta facultad es  consecuencia de la que se  atribuye ala Câmara de 
Diputados, la de senadores inicia un procedimiento en el que debe practicar las 
diligencias convenientes y oir al acusado para culminar en una sentencia que, 
siendo condenatoria impondrâ al funcionario las penas de privaciôn definitive 
cargo e inhabilitaciôn para ocupar otro de carâcter pûblico. Esta sentencia que 
deberâ aprobada por las dos terceras partes de los miembros présentes en 
sesiôn, constituye cosa juzgada y en tal virtud es  inatacable por cualquier otro 
recurso legal.
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3.2.1. LEYES REGLAMENTARIAS DE LA CONSTITUCION
Los juristas Federico Jorge Gaxiola Moraila y Manuel Gonzalez Oropeza definen a 
la Ley Reglamentaria: Como leyes secundarias que detallan, precisan y sancionan 
uno 0 varios preceptos de la Constituciôn con el fin de articular los conceptos y 
medios necesarios para la aplicaciôn del precepto constitucional que regulan
El carâcter reglamentario o funciôn reglamentaria radica en ampliar los preceptos 
contenidos en la legislaciôn que se  desarrolla.
La Ley Reglamentaria se sujeta al procedimiento que ma rca el articulo 72 
Constitucional, y de las anteriores leyes reglamentarias solo se  abocarâ a la ley 
reglamentaria constitucional.
Esta Ley Reglamentaria Constitucional tiene la particularidad de ser expedida por 
el Congreso de la Uniôn y desde luego no contraviniendo al m andato supremo, 
como consecuencia lôgica de lo que esta  reglamentando.
Al respecte el ilustre Jurista Felipe Tena Ramirez hace menciôn y diferencia
GAXIOLA Moraila Federico Jorge, y Manuel Gonzalez Oropeza. Diccionario Juridico
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de Ley Reglamentaria, Ley Orgânica y Ley Ordinaria 86
Las Leyes Orgânica y Reglamentaria tienen por objeto poner los medios 
para que pueda funcionar un precepto de la Constituciôn.
Por su parte las leyes ordinarias son simplemente el resultado de una 
autorizada por la Constituciôn.
Entre la Ley orgânica y la reglamentaria existe una diferencia, la Ley 
orgânica es  la que régula la estructura o el funcionamiento de alguno de los 
ôrganos del Estado. (La Ley Orgânica del Roder Judicial de la Federaciôn), y la 
Ley Reglamentaria es la que desarrolla en detalle algûn mandamiento contenido 
en la Constituciôn (Ley Reglamentaria del Articulo 27 Constitucional)
Algunos ejemplos de Leyes Reglamentarias son:
1.- Ley de Educaciôn.- Reglamenta del Articulo 3° Constitucional.
2.- Ley General de Poblaciôn.- Articulo 4° Constitucional.
3 - Ley de Profesiones.- Articulo 5° Constitucional.
TENA Ramirez Felipe, op. cit. pp. 301 y 302. Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos
Editorial Porrùa 90 ediciôn. M éxico 1990.
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4.- Ley de Explosives y Armas de Fuego.- Articulo 10 Constitucional.
5.- Ley de Amparo.- Articules 103 y 107 Constitucional.
6.- Ley de Monopolies.- Articulo 28 Constitucional.
7.- Ley Federal de Responsabilidades Administratives de los Servidores 
Pûblicos.- Titulo 4° de la Constituciôn, del Articules 108 al 114
8 - Ley Federal del Trabajo.- Articulo 123.
9 - Ley Federal de las Entidades Paraestatales - Articulo 90 Constitucional.
10 - Ley Reglam entaria del Articulo 119 de la Constituciôn General de los 
Estados Unidos Mexicanos.
La diferencia entre Ley Reglamentaria y Reglamento e s  puram ente formal y 
de rango.
La Ley Reglam entaria es  expedida por el Congreso y desarrolla una Ley de 
Congreso
El Reglamento e s  expedido por el Ejecutivo y desarrolla una Ley del 
Congreso.
El Maestro Tena Ramirez indica que ambos ordenam ientos se  identifican
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en su esencia por cuânto los dos tienen razôn de ser, su medida y justificaciôn en 
relaciôn con un ordenamiento superior, al cual hacen referenda y estân 
subordinados.®^
CAPITULO CUARTO 
“EL RODER EJECUTIVO Y LOS DERECHOS HUMANOS”
4.1. DEPENDENCIAS DEL RODER EJECUTIVO QUE TIENEN ATRIBUCIONES 
DIRECT EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS
El Ejecutivo Federal tiene una gran responsabilidad y relaciôn con los 
derechos hum anos, ya que nuestra Constituciôn Politica, en el Capitule I, del 
Titulo Primero, indica las garantias individuates que en si son lo derechos 
humanos, y que son protegidos por nuestra Carta Magna.
Por otro lado, al tomar posesiôn de su cargo el Ejecutivo Federal, protesta 
ante el Congreso de la Uniôn, “el guardar y hacer guardar la Constituciôn Politica 
de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen...”.
De lo anterior se  desprende que uno de los principales deberes del 
Ejecutivo Federal e s  el de protéger las garantias individuates (Derechos
TENA Rami'rez Felipe, op. cit. pp. 301 y 302. Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos
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Humanos).
Como el problema de las violaciones de los derechos hum anos es  mundial, 
ùltimamente se han elaborado pactes internacionales de derechos humanos, que 
son los siguientes:
a). El Pacte Internacional de Derechos Civiles y Politicos;
b) - El Pacte Internacional de Derechos Econômicos, Sociales y Culturales;
Ambos aprobados por la Asamblea de las Naciones Unidas el 16 de 
diciembre de 1966 y por el Présidente y el Senado de la Repûblica.
También en el area regional de los Estados Americanos, se  suscribiô la 
Convenciôn Americana Sobre Derechos Humanos de San Jo sé  de Costa Rica, el 
22 de noviembre de 1969, conocida también con el nombre de “Pacto de San José 
de Costa Rica”.
Dicha Convenciôn fue aprobada por el Présidente de nuestro pais y por el 
Senado del Congreso de la Uniôn, Pacto que fue publicado en el Diario Oficial el 7 
de mayo de 1981.
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El Lie. Ramôn S ânchez Medal, comenta que con la firma de estos instrumentos 
juridicos internacionales, el Estado Mexicano se  ha comprometido solemnemente, 
tanto a nivel mundial, como en el ârea regional, a respetar y hacer posible el 
ejercicio de los derechos hum anos y libertades fondam entales y a adoptar las 
enm iendas legislativas que para el logro de esa  finalidad llegaran a requerirse.®®
Abundando sobre el tema, indica el Lie. Sânchez Medal, que los dos 
primeros preceptos de la Convenciôn Americana establecen;
“Los Estados partes en esta  Convenciôn se  comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a 
toda persona que e s te  sujeta a su jurisdicciôn, sin discriminaciôn alguna..., si el 
ejercicio de los derechos y libertades no estuvieran ya garantizados por 
disposiciones legislativas o de otro carâcter, los Estados partes se  comprometen a 
adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones 
de esta  Convenciôn, las m edidas legislativas o de otro carâcter que fueren 
necesarias para hacer efectivos taies derechos y libertades".
A efecto de llevar a la prâctica el compromise de los Estados partes, la 
misma Convenciôn Americana creô dos ôrganos o medios de protecciôn: La 
Comisiôn Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de
SÂNCHEZ Medal Ramôn. Temas Juridicos de Actualidad. Las Comisiones de Derechos Humanos. 
Impreso en Talleres de EDICUPES, Mexico 1990. pp. 67,68, 69 y 70.
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Derechos Humanos; se  hace la observaciôn de que las resoluciones o 
conclusiones de estos organism es carecen de fuerza ejecutiva, pero tienden sin 
embargo, a hacer realidad el respeto efectivo a los m encionados derechos.
Con motivo de hacer efectivo el respeto a los Derechos Humanos, la 
Corte Interamericana estab lece un procedimiento especial cuando se  présente 
una fundada peticiôn de la Comisiôn Interamericana o de un Estado parte. Solo 
podran présenta r sus quejas o denuncias los particulares o las entidades no 
gubernam entales de un Estado parte, previamente a la Comisiôn Interamericana.
Por su parte el M aestro Antonio Carrillo Flores, manifestô que vivimos en medio de 
una de las grandes crisis de valores de la humanidad y no hay que olvidar que los 
derechos hum anos son los valores reconocidos por la comunidad, que senalan la 
conducta justa en las relaciones entre los individuos, y de ellos con el poder 
pûblico en las a reas  de mayor importancia.®®
Como antes habiam os mencionado en nuestro pais se  erigiô la Comisiôn 
Nacional de D erechos Humanos (CNDH), que creô por Decreto Presidencial 
publicado en el Diario Oficial de la Federaciôn del 6 de junio de 1990.
El hecho de que el Ejecutivo Federal inicialmente haya creado por Decreto 
Presidencia a la CNDH, fue y e s  de vital importancia para la vida nacional, ya que
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de acuerdo al conjunto de atribuciones constitucionales con que esta  investida, se 
le asigna el papel trascendental de ser el supremo administrador pûblico, el 
représentante del Estado Mexicano y el responsable directe ante el pueblo.^®
Por tal motivo, debido a su trascendental importancia se  analizarâ la figura 
del Ejecutivo Federal.
De conformidad con el Articulo 80 Constitucional se  deposita el ejercicio 
del. Supremo. Poder Ejecutivo de la Union en un sôlo individuo, que se 
denominarâ “PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.
Al tomar posesiôn de su cargo el Présidente protestera ante el Congreso de 
la Uniôn o ante la Comisiôn Perm anente en los recesos de aquél, lo siguiente: 
“Proteste guardar y hacer guardar la Constituciôn Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos y las Leyes que de ella em anen, y desem pehar leal y patriôticamente el 
cargo de Présidente de la Repûblica que el pueblo me ha conferido, mirando en 
todo por el bien y prosperidad de la Uniôn, si asi no lo hiciere que la Naciôn me lo 
dem ande”. (Articule 87 Constitucional).
El Articulo 89 Constitucional, nos indica las facultades y atribuciones del
CARRILLO Castro Antonio. Estudios de Derecho Administrativo y Constitucional. Derechos Humanos. 
Ideologias y Pollticas Demogrâficas. U.N.A.M. Instituto de Investigaciones Juridicas. Serie 6, México 1989.
^  BURGOA Orihuela Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. T  ed. Ed. Porrùa, México 1989 p. 742
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Présidente, que son las siguientes:
I.- Promulgar y ejecutar las Leyes que expida el Congreso de la Union, 
proveyendo en la estera  administrativa a su exacta observancia;
II.- Nombrar y remover libremente a los Secretarios del despacho, remover 
a los agentes diplomâticos y em pleados superiores de Hacienda, y nombrar y 
remover libremente a los dem âs em pleados de la Union, cuyo nombramiento o 
remociôn no esté  determ inados de otro modo en la Constituciôn o en las Leyes;
III.- Nombrar a los ministros, agentes diplomâticos y cônsules generates, con 
aprobaciôn del Senado;
IV.- Nombrar con aprobaciôn del Senado, los coroneles y dem âs oficiales 
superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, y los em pleados 
superiores Hacienda;
V.- Nombrar a los dem âs oficiales del Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacionales con arreglo a las leyes;
VI.- Disponer de la totalidad de la fuerza arm ada perm anente, o sea  del 
Ejército Terrestre, de la Marina de Guerra y de la Fuerza Aérea, para la seguridad 
interior y defensa exterior de la Federaciôn;
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VII - Disponer de la Guardia Nacional para los mismos objetos, en los 
términos que previene la fracciôn IV del Articulo 76;
VIII.- Declarar la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexicanos previa 
Ley del Congreso de la Uniôn.
IX- Designar, con ratificaciôn del Senado, al Procurador General de la 
Repûblica.
X - Dirigir la politica exterior y celebrar tratados internacionales, 
sometiéndolos a la aprobaciôn del Senado. En la conducciôn de tal politica, el 
titular de Poder Ejecutivo observera los siguientes principios normativos: la 
autodeterminaciôn de los pueblos; la no intervenciôn; la soluciôn pacifica de 
controversies; la proscripciôn de la am enaza o el uso de la fuerza en las 
relaciones internacionales; la igualdad juridica de los Estados; la cooperaciôn 
internacional para el desarrollo; y la lucha por la paz y la seguridad 
internacionales.
XL- Convocar al Congreso a sesiones extraordinarias, cuando lo acuerde la 
Comisiôn Perm anente;
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XII.- Facilitar al Poder Judicial los auxilios que necesite para el ejercicio 
expedito de sus funciones;
XIII - Habiliter toda clase de puertos, establecer aduanas maritimes y 
fronterizas y designar su ubicaciôn;
XIV - Concéder, conforme a las leyes, induites a los reos sentenciados por 
delitos de competencia de los tribunales federates y a los sentenciados por delitos 
del orden comûn en el Distrito Federal;
XV - Concéder privilégies exclusives por tiempo limitado, con arreglo a la 
ley respectiva, a los descubridores, inventores o perfeccionadores de algûn rame 
de la industria;
XVI.- Cuando la Câm ara de Senadores no esté  en sesiones, el Présidente 
de la Repûblica podrâ hacer los nombramientos de que hablan las fracciones 111, 
IV y IX, con aprobaciôn de la Comisiôn Permanente;
XVII.- Derogada.
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XVIII.- Presentar a consideraciôn del Senado, la terna para la designaciôn 
de Ministros de la Suprem a Corte de Justicia y som eter sus licencias y las 
renuncias a la aprobaciôn del propio Senado;
XIX - Derogada.
XX - Las dem âs que le confiere expresam ente esta  Constituciôn.
El articulo 89 Constitucional indica las facultades y atribuciones del 
Présidente, pero no se  contemplan en este  articulo todas sus facultades, ya que 
en otros articulos como en el caso del articulo 71 fracciôn I, se  encuentran sus 
facultades legislativas de iniciativa de ley, mientras que las facultades de 
contenido econômico estân  circunscritas en los articulos 25, 26, 27, 28 y 131, al 
igual que ciertas facultades de emergencia, que régula el articulo 29 
Constitucional, con lo cual se  incrementan sus facultades y atribuciones.
El articulo 89 constitucional fue reformado en su fracciôn II, y derogada su 
fracciôn XVII, segùn Decreto relativo publicado en el Diario Oficial de la 
Federaciôn el 25 de Octubre de 1993; por lo que hace a la fracciôn II en cuanto a 
las facultades y obligaciones que expresam ente le asigna la Constituciôn al 
Présidante de la Repûblica, se omite la de nombrar “al titular del ôrgano u ôrganos 
por los que se  ejerza el Gobierno en el Distrito Federal”. Esta reforma entrarâ en
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vigor en diciembre de 1997 atento a lo ordenado en el articulo quinto Transitorio 
del propio Decreto. En cuanto a la fraccion XVII que se  deroga, conviene aclarar 
que esta se  referia al nombramiento que hacia el Présidente de la Repûblica de 
los magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, el cual a 
partir de que entre en vigor la reforma de que se  trata sera  hecho por el Jefe del 
Distrito Federal, atento a lo dispuesto en la Fracciôn VII, segundo pârrafo, del 
articulo 122 reformado, segûn el propio Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federaciôn el 25 de Octubre de 1993.
También se  indica que la Doctrina sehala otras facultades que ejerce 
actualmente el Présidente de la Repûblica, que no se  encuentran dentro de 
nuestra Constituciôn; al efecto, el Lie. Ramôn Rodriguez en el siglo pasado, y 
refiriéndose a esta  clase de facultades, las denominô Meta constitucionales y 
tratândose del mismo problema, pero matizado por las circunstancias pollticas del 
momento histôrico.
Un ejemplo de ello, anteriormente era el ser jefe suprem o del partido oficial 
que lo puso en el poder, e s  decir, el Partido Revolucionario Institucional. (PRI). 
Otras de sus facultades que se  derivan del sistema politico, son a designaciôn de 
su sucesor, y hasta hace poco la de los gobernadores, actualmente, con 
excepciôn de los gobernadores de origen distinto al PRI, e s  decir del Partido 
Acciôn Nacional (PAN), o de coaliciones PAN, Partido de la Revoluciôn 
Democrâtica (PRD), y Partido Verde Ecologista Mexicano PVEM); lo anterior se
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fundamenta en que todos les gobernadores han sido candidates per el PRI, y 
estes sen elegides per el jefe Supreme del Partide, que a la vez e s  el Présidente 
de la Repûblica.
Abundande en el tem a anterier, se  indicarân las facultades del Présidente 
en el precedimiente Legislative.
El Présidente Mexicane tiene multiples facultades, y es ta s  previenen de très 
grandes fuentes: la Censtituciôn, las Leyes Ordinarias y el sistem a pelitice.
De cenfermidad cen el articule 71 de la Censtituciôn fracciôn I, el 
Présidente de la Repûblica tiene el dereche de iniciar leyes e décrétés.
Per etre lade, de cenfermidad cen les articules 29, 49 y 131 
censtitucienales, etergan al Ejecutive facultades extraerdinarias para legislar.
El articule 71 da al Présidente de la Repûblica una funcion materialmente 
Legislativa y se  justifica tem ande en cuenta que el Ejecutive Federal tiene tedes 
les recurses técnices y hum anes para fermular acertades preyectes de ley, 
aunado a elle, que el Ejecutive Federal esté  en centacte cen les preblemas 
seciales y ecenom ices que requieren leyes para su seluciôn.
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Como ejempio de facultades constitucionales podem os mencionar: las de 
nombramiento, las que ejerce en materia internacional y a las de iniciativa de ley, 
promulgacion y ejecuciôn de las leyes.
Entre las facultades que provienen de leyes ordinarias podem os mencionar; 
su intervencion en les organismos descentralizados y em presas de participacion 
estatal y su intromisiôn en les medics masivos de comunicaciôn. Debe tenerse en 
cuenta que bay facultades que se  encuentran tanto en la Censtituciôn como en las 
leyes secundarias; por ejemplo, es  muy importante la facultad del Présidente para 
designar a sus m as cercanos colaboradores, atribuciôn cuyo fundamento se  
encuentra en el articule 89 Constitucional. De acuerdo con el articule 96 
Constitucional para nombrar a les Ministres de la Suprem a Corte de Justicia de la 
Naciôn som etera una terna a consideraciôn del Senado. En el case  que la Camara 
de Senadores rechace la totalidad de la terna propuesta, el Ejecutive Federal 
som etera una nueva, y en case  de ser realizada la segunda terna, ocupara el 
cargo la persona que dentro de dicha terna désigné el Présidente de la Repûblica. 
También el Présidente som etera el nombramiento de un Ministre Interne a la 
aprobaciôn del Senado y si faltare un Ministre por defunciôn o por cualquier causa 
de separaciôn definitive, el Présidente som etera un nuevo nombramiento a la 
aprobaciôn del Senado, observando le dispuesto por el articule 98 Constitucional, 
sin embargo, leyes ordinarias también le conceden facultades de nombramiento, 
tal y como acontece con diverses clases de magistrados y jueces asi como con
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funcionarios de organismos descentralizados y em presas de participacion estatal.
En materia economica, sus facultades derivan también tanto de la 
ConstitLcion como de la ley ordinaria.
Los tratadistas han acostumbrado dividir las funciones del Poder Ejecutivo 
en Politicas y Administratives. Como ôrgano politico se  encarga de las relaciones 
con los otros poderes, la representacion internacional, las relaciones con las 
organizaciones politicas y el desarrollo del sistem a politico en general, como 
ôrgano administrativo s e  encarga de dar unidad a toda la burocracia, dependiendo 
de él, que es  la cûspide de la piramide, los funcionarios y em pleados del 
organismo federal. El estado moderno, opina el insigne Doctor Jorge Carpizo, “es 
un estado de funcionarios, y la importancia de la burocracia estriba en que si bien 
su objetivo no es  gobernar, sin ella es  casi imposible hacerlo.”®^
El ilustre m aestro, Gabino Fraga indica que “la situaciôn del Ejecutivo como 
Poder Administrativo se  define por la relaciôn con la ley que ha de aplicar a casos 
concretes” no controvertidos.®^
En los tiempos actuales se  considéra que hay dos générés de funciones
Carpizo McGregor. El Presidencialismo Mexicano. 9® ed. Ed. Siglo XXI. Pp. 82 y 83. México 1989. 
FRAGA Gabino. Derecho Administrativo. Ed. Porrùa. pp. 184-186. México 1962, citado por Jorge Carpizo 
op. cit.
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muy importantes que realize el Ejecutivo, y que ya no e s  posible encuadrar 
simplemente como funciones administratives; e s  tratar de las funciones 
econômicas y las sociales. En manos del Présidente de la Repûblica esta  en gran 
parte, la regulaciôn de la économie a través, entre otros elem entos, del gasto y la 
inversion pûblica, la politica fiscal, el encaje bancario, determinaciôn del medio 
circulante, los estimulos o restricciones a las importaciones y exportaciones y los 
créditos. Asimismo, el Présidente tiene funciones sociales de especial 
trascendencia para los habitantes del pais, como son las de educaciôn, de 
seguridad social, del agro y laboral.
En esta forma, podem os afirmar que las funciones del Poder Ejecutivo son 
de caràcter politico, administrativo, econômico y social.
Recordemos que el poder de un Présidente, -afirma Robert A. Horn-" descansa en 
ûltima instancia sobre la confianza pûblica basada en que hay una serie de 
cuestiones que el Présidente no solo puede legalmente realizar, pero que ni 
siquiera intentaria hacerlo”.®^
LA INICIATIVA LEGISLATIVA.
El Présidente de la Repûblica interviene en el procedimiento para la 
formulaciôn de leyes, a través de très factores: la iniciativa de ley, la facultad de 
veto, y la promulgacion o Publicaciôn de la ley. Estos aspectos caen dentro del
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principio de la colaboraciôn que los poderes se  deben prestar entre ellos.
De acuerdo con el articule 71 Constitucional, el Présidente de la Repûblica 
tiene el derecho de iniciar leyes y décrétés, y en la realidad e s  él quien envia la 
gran mayoria de las iniciativas que posteriormente se  convierten en ley. Antes y en 
muchas ocasiones los proyectos presidenciales se  aprueban sin mayor discusiôn, 
situaciôn que en los ûltimos ahos ha cambiado en virtud de le que se  denominô 
“Diputados de Partido” y que permitiô una mayor representaciôn para los partidos 
de oposiciôn, principalmente para el PAN y PRD, sin olvidar claro esta, la victoria 
del PAN en la presidencia y quedando asi el PRI (partido que goberno a mexico 
durante 70 ahos) a la oposiciôn-
Ahora bien, en México algunas iniciativas del Présidente no han prosperado, quiza 
las principales razones para ello, sea  que el propio Présidente perdiô interés en 
taies iniciativas. Como ejemplo podemos mencionar el proyecto de Reforma 
Constitucional que el en tonces Présidente de la Repûblica Plutarco Elias Calles, 
remitiô en noviembre de 1926 y que recogia las proposiciones de la primera 
convenciôn fiscal.^"^
En la actualidad hay mucho interés en ver como se  desem pehan las
HORM Robert A. The Warren Court and the Discretionary Power of Ejecutive in Minnesota 1 & w Review. 
Vol. 44 No. 4. Mineapolis 1960 p. 669. citado por Jorge Carpizo McGregor, “E! Presidencialismo Mexicano 
Editorial Siglo XXI. Novena Ediciôn. p. 83. México 1989.
CARPIZO McGregor Jorge, op. cit. p. 85.
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Camaras de Diputados y de Senadores, tomando en consideraciôn que el 
Ejecutivo Federal e s  del PAN y la izquierda de nuestro pals esta  tomando un papel 
privilegiado en la historia.
EL VETO.
Conforme al inciso b) del articule 72 constitucional, el Présidente de la Repûblica, 
puede hacer observaciones a proyectos de ley que le envie la Cam ara (segûn su 
origen), dentro de diez dias ûtiles posteriores a aquel en que los recibiô, se 
réfutarâ aprobado por el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto a la Câmara 
de origen, dentro de los diez dias ûtiles. A esta figura se  le ha denominado Veto. 
Veto significa la acciôn de prohibir.
Los Rom anos conocieron esta  instituciôn; los Tribunos del pueblo tenian el 
derecho de vetar los proyectos de ley que lesionaran la independencia del estado 
o que vulneraran sus derechos o intereses, y a su ejercicio se  le denominô 
Intercessio.^^
Las finalidades del veto son:
a).- Evitar la precipitaciôn en el proceso legislative, tratândose de impedir la 
aprobaciôn de leyes inconvenlentes o que tengan vicies constitucionales.
b). Capacitar al Ejecutivo para que se  defienda “contra la invasiôn y la
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imposiciôn del legislativo”.
c).- Aprovechar la experiencia y la responsabilidad del Poder Ejecutivo en el 
procedimiento legislativo.
El veto e s  una instituciôn conocida del Derecho Constitucional Mexicano, 
pues estuvo reglam entada en la Censtituciôn de Cadiz (articules del 144 al 150), 
en la de Apatzingén (articules 128 y 129), en la de 1824 (articules 55 y 56), en la 
de 1836 (articules 35,36 y 37 de la Ley Tercera), y en la de 1857 (articule 71).
El articule 55 de la Censtituciôn Federal de 1824 ordenô que los proyectos 
de ley pasaran al Présidente, quien ténia diez dias para hacerles observaciones. 
Si el Présidente devolvia un proyecto dentro de esos diez dias, este se  discutia de 
nuevo en las dos Cam aras, y para devolvérselo al Présidente, antes debia ser 
aprobado por las dos terceras partes de los legisladores présentes. Si no se  
lograba esa  votaciôn, no se  podia volver a proponer el proyecto sino hasta el aho 
siguiente.
En la Censtituciôn de 1857, dentro del procedimiento para la formaciôn de 
la ley, el articule 70 indicaba que una vez que se  hubiera discutido el dictamen de 
la Comisiôn respectiva, se  enviaria al Présidente una copia del expediente para 
que, en el termine de siete dias, manifestara su opiniôn o expresara que no iba a 
hacer use de esta  facultad. Si la opiniôn del Ejecutivo era de cenfermidad, se  
pasaba a votaciôn de la ley, pero si su opiniôn discrepaba en todo o en parte, se  
turnaba el expediente a la comisiôn respectiva y sobre el nuevo dictamen se
95 Idem.
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realizaba otra discusiôn: conciuida esta, se  procedi a a votar. El articule 71 
sehalaba que en case  de urgencia notoria, calificada por el vote de dos tercios de 
los ciputados présentes, el Congreso podia estrechar o dispensar los tramites 
establecidos en el articule 70. En esta  forma el Présidente no contaba con la 
facultad de veto, sino sôlo de opiniôn dentro del proceso legislativo; incluse esta 
opiniôn podia ser omitida en los termines del citado articule 71.
Por medio de las reformas del 13 de noviembre de 1874 se  concediô el veto 
al Présidente; pero el veto podia ser superado por la mayoria de los legisladores 
présentes.
El Lie. Emilio O. R abasa, entre las criticas que realizô a la Constituciôn de 1857, 
se refiriô a la simple mayoria y dos tercios de votos es  considerable y hacia decir 
en aquella época que serviria para despojar al Congreso de la facultad legislativa. 
El privilégie del veto no tiene tal poder, porque es  simplemente negative: es  la 
facultad de impedir, no de legislar; y como una ley nueva trae la modificaciôn de le 
existente, la acciôn del veto, al impedirla no hace sino m antener algo que ya esta 
en la vida de la sociedad. El valor de los dos tercios de votos no puede calcularse 
simplemente por la aritmética, como ha hecho observar un escritor, porque es 
precise agregar a los numéros la influencia moral del Présidente en el anime de 
cada una de las Cam aras, que tienen hasta en los malos tiempos, una minoria de 
hombres sensatos, capaces de sobreponer a los sentimientos com unes el juicio
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superior del bien publico 96
El veto en México puede ser total o parcial, lo anterior e s  consecuencia de lo 
prescrite en el inciso c) del articule 72 constitucional, que dice: “El proyecto de ley 
o decreto desechado en todo o en parte por el Ejecutivo, sera devuelto, con sus 
obsewaciones a la Camara de su origen...” Se ha opinado que el veto parcial 
acrecienta los poderes del Présidente en la labor legislativa, y que es  un medio 
mas complete y flexible que el que establecen aquellos sistem as que sôlo tienen el 
veto total como en Norteamérica.®^
El inciso j) del articule 72 constitucional, establece que: “El Ejecutivo de la Union 
no puede hacer observaciones a los resoluciones del Congreso o de alguna de las 
Càmaras, cuando ejerzan funciones de cuerpo electoral o de Jurado, lo mismo que 
cuando la Câmara de Diputados declare que debe acusarse a uno de los altos 
funcionarios de la Federacion por delitos oficiales. Tampoco podrà hacerlas al 
decreto de convocatoria a sesiones extraerdinarias que expida la comisiôn 
permanente”.
Indica el Dr. Jorge Carpizo que tal parece que todo aquello que no menciona el 
inciso j) si es  susceptible de ser vetado. Sin embargo, no e s  asi porque la regia 
sobre que puede vetar el Présidente de la Repûblica se  refiere ûnicamente a la
^  RABASA Emilio O. La Constituciôn y la Dictadura. Ed. Porrùa. pp. 177 y 178. Mexico 1956. citados por 
Carpizo McGregor Jorge, op. cip. P. 86.
Taft William Howard, The President and his Powers, New York Columbia University Press, 1967. p. 14., 
citado por Carpizo McGregor Jorge, op. cit. p. 1 86.
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materia del propio articulo 72; las leyes o decretos “cuya resoluciôn no sea  
exclusiva de alguna de las C am aras”, es decir, cualquier otro acto del Congreso 
no es  susceptible de ser vetado. Asi, especificando, el Présidente no tiene 
facultades de veto respecto a®®:
a) - Las facultades exclusives de cada una de las Cam aras.
b) - Las facultades de la Comisiôn Permanente.
c) - Las Facultades del Congreso o de alguna de las Cam aras actuando 
como cuerpo electoral, de jurado ejercitando una acusaciôn.
d) - Las facultades del Congreso reunido en asam blea ùnica.
e) - Y conforme con la reforma de 1977, en el articulo 70 se  sehala que 
tampoco tiene la facultad de Veto respecto a la ley que regulara su estructura y 
funcionamiento internes del Congreso.
El Lie. Manuel Herrera y Lasso, opina con toda razôn, que el inciso j) del 
articulo 72 e s  totalmente inùtil, por absolutam ente inopérante: “sin é l ,  quedara 
purgada la Constituciôn de un precepto baldio y contradictorio, propicio a la 
confusiôn y al error”. En esta  forma, el camino m as facil para conocer que se 
puede Vetar lo define, lo anterior se  fundamenta con el encabezado del articulo 72 
Constitucional, todo proyecto de ley o decreto cuya resoluciôn no sea  
exclusivamente de alguna de las Camaras. Hay que precisar que el Présidente no
CARPIZO McGregor Jorge, op. cip. p. 87
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posee  la facultad de V eto respecto de las reformas C onstitucionales porque:.99
a) - El articulo 72 se  refiere ûnicamente a las leyes o decretos de caracter 
federal, e s  decir, aquellas en que interviene el Congreso de la Union.
b) - Las reformas Constitucionales son obra del poder revisor de la 
Constituciôn, ôrgano de jerarquia superior al Congreso, ya que se  encuentra 
ubicado entre el poder constituyente y los poderes constituidos, Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, y no puede el Présidente vetar la resoluciôn de un ôrgano 
superior.
LA PROMULGACION. (La Publicaciôn)
La fracciôn I del articulo 89 Constitucional concede e impone al Présidente 
très facultades y obligaciones: la primera de ellas e s  promulgar la ley. Nuestra 
Constituciôn em plea el verbo promulgar en la fracciôn I del articulo 89, pero en los 
incisos a) y c) del articulo 72 lo usa como sinônimo publicar y promulgaciôn, el 
interprète puede distinguir cuando la Constituciôn no lo hace, sin embargo, parte 
de la doctrina mexicana lo hace y entiende por promulgaciôn “La comprobaciôn 
que el Présidente debe realizar de que se satisficieron todas las formalidades y se
^  HERRERA Y LASSO Manuel. Estudios Constitucionales. Segunda serie, Ed. Jus. p.96. México 1964 
citado por Carpizo McGregor Jorge, op. cip. p. 87
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Ilenaron todos los requisitos que la Constituciôn impone al poder legislativo en el 
proceso legislativo, asi como la orden de publicaciôn de la ley”.
Publicar es  dar a conocer la ley a los habitantes del pais, manifestar desde 
cuando comienza su vigencia. La publicaciôn debe ser hecha a través del medio 
en que sabem os que se  dan a conocer las leyes, y que en México, e s  el ôrgano 
informativo del Gobierno Federal, denominado “Diario Oficial de la Federaciôn".
La Constituciôn no contiens declaraciones sino preceptos juridicos, y la 
propia ley fundamental constituye las garantias constitucionales, es  decir los 
instrumentos procésales que debe seguir el ôrgano que sehala la Constituciôn 
misma para que la disposiciôn violada e infringida sea  resarcida, y el orden juridico 
afectado sea  reintegrado.
Las garantias constitucionales que tiene nuestra ley fundamental son seis, 
e stas  garantias defienden a la propia Carta Magna, a los dem és preceptos de la 
Constituciôn. No es  cierto que si algunas normas constitucionales son violadas, no 




La segunda de las facultades y obligaciones que contiene la ya mencionada 
fracciôn I del articulo 89 Constitucional, es  la ejecuciôn de las leyes. Esta facultad 
es  tan importante que le dio nombre al poder que la realiza. El Poder Ejecutivo es  
quien ejecuta la ley, quien la pone en vigor, quien tiene la decisiôn ejecutoria y 
quien realiza los actos m ateriales conducentes a su ejecuciôn.
La ejecuciôn de una ley «segûn el Jurisconsulte Felipe Tena Ram irez» consiste en 
realizar los actos necesarios para hacer efectiva, en casos concretes, la ley 
expedida por el poder legislativo”.
FACULTADES EXTRAORDINARIAS CONFERIDAS AL PRESIDENTE DE LA 
REPÛBLICA PARA LEGISLAR.
En México el Poder Ejecutivo sôlo tiene facultades legislatives en los casos 
en que expresam ente lo faculta para ello la Constituciôn; en otras palabras, el 
Poder Legislativo no puede delegar alguna o algunas de sus atribuciones al 
Ejecutivo.
El articulo 49 Constitucional consagra el principio de la separaciôn de 
poderes, diciendo que: “El Supremo Poder de la Federaciôn se  divide, para su 
ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial”; y otorga una protecciôn a dicho
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principio al ordenar: No podrén reunirse dos o m as de estos poderes en una sola 
persona o corporaciôn, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso 
de facultades extraerdinarias al Ejecutivo de la Union conforme a lo dispuesto en 
el articulo 29. En ningùn otro caso, salvo dispuesto en el segundo pârrafo del 
articulo 131, se  otorgarân facultades extraerdinarias para legislar”
Como se  podrâ observar, e s  el propio articulo el que de inmediato empieza 
a enunciar las excepciones a la protecciôn del principio de la separaciôn de 
poderes.
El Ejecutivo tiene facultades extraerdinarias para legislar y son las 
siguientes:
a) En épocas de em ergencia se necesitan decisiones râpidas;
b) El Ejecutivo e s  quien cuenta con todos los recurses y el personal 
com pétente en el aspecto  técnico, y
c) Los Poderes Legislatives se  ocupan de las cuestiones générales, y las 
leyes necesitan ser claras y précisas, por lo que se  deja esta  labor en manos del
>00 TENA Ramirez Felipe. Leyes Fundamentales de México 1808-1964. Ed. Porrùa. México 1964. p. 458 
citado por Carpizo McGregor Jorge, op. cit. p. 95
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Ejecuti/0 .
En México, por m andato Constitucional, el Ejecutivo puede realizar 
funciones legislatives en cinco supuestos:
a) Los casos de em ergencia, segûn el articulo 29 constitucional;
b) Las m edidas de salubridad, segûn la fracciôn XV, Base 2® del articulo 73 
constitucional;
c) Los tratados internacionales, segûn la fracciôn I del articulo 76 y la 
fracciôn X del Articulo 89, Constitucionales;
d) La facultad reglamentaria, segûn la fracciôn I del articulo 89 
Constitucional, y
e) La regulaciôn econômica, segûn el segundo pârrafo del articulo 131 
Constitucional, mismo que se  encuentra fundam entado en los articulos 25, 26, 27 
y 28, los cuales constituyen en la practica el sustento constitucional del Derecho 
Econômico Mexicano.
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LOS CASOS DE EMERGENCIA.
El articulo 29 Constitucional sehala que: “En los caso s de invasion, 
perturbaciôn grave de la paz pûblica o de cualquier otro que ponga a la sociedad 
en grave peligro o conflicto, solam ente el Présidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las Secretarlas de Estado, los 
Departamentos Administrativos y la Procuraduria General de  la Repûblica y con 
aprobaciôn del Congreso de la Uniôn, y, en los recesos de este , de la Comisiôn 
Permanente, podrâ suspender en todo el pais o en lugar determinado las 
garantias que fuesen obstâculo para hacer trente, râpida y fâcilmente a la 
situaciôn; pero deberâ hacerlo por un tiempo limitado, por medio de prevenciones 
générales y sin que la suspensiôn se  contraiga a determinado individuo. Si la 
suspensiôn tuviese lugar hallândose el Congreso reunido, e s te  concederâ las 
autorizaciones que estim e necesarias para que el Ejecutivo haga trente a la 
situaciôn, pero si verificase en tiempo de receso, se  convocarâ sin demora al 
congreso para que las acuerde”.
El articulo 29 constitucional prevé, que en casos de em ergencia o graves el 
Présidente, siguiendo el procedimiento sehalado solicite al Congreso, o en su 
caso, a la Comisiôn Perm anente, que se  suspendan las garantias, solo el 
Congreso podrâ también concéder las autorizaciones que estim e necesarias para
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que el Ejecutivo tenga facultades extraerdinarias para legislar durante la 
emergencia, con la finalidad de “hacer trente râpida y fâcilmente a la situaciôn”, o 
sea, que el Ejecutivo Federal solo puede legislar sobre asuntos relacionados con 
tal em ergencia.
LAS MEDIDAS DE SALUBRIDAD.
Estas m edidas son de dos ôrdenes:
a) - Las que estab lece el Consejo de Salubridad General y,
b) La que estab lece la Secretaria de Salud.
El articulo 73, fracciôn XVI Base 1®, establece el Consejo de Salubridad 
General que depende directam ente del Présidente de la Repûblica, siendo sus 
disposiciones générales obligatorias en todo el pais. Las medidas que el Consejo 
ponga en vigor en lo reterente a la cam paha contra el alcoholismo y la venta de 
sustancias que envenenan al individuo o degeneran la especie humana y las 
expedidas para prévenir y combatir la contaminaciôn ambiental, serân 
posteriormente revisadas por el Congreso en los casos que le competan.
El haberle otorgado al mencionado Consejo, facultades legislatives en todo el
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pais, se debiô, segûn se  afirmô en el Constituyente de 1916-1917, a que diverses 
pestes que asolaron a varias entidades federativas no pudieron ser dominadas 
con los elem entos de estas, sino que fue necesaria la intervencion del Consejo de 
Salubridad de Mexico
La Base 2^ de la fracciôn XVI del Articulo 73 constitucional, faculta al 
Departamento de Salubridad (hoy Secretaria de Salud) a que en caso de 
epidemias de caràcter grave o de peligro de invasiôn de enferm edades exôticas 
en el pais, dicte de inmediato las medidas preventivas indispensables, a réserva 
de ser después sancionadas por el Présidente de la Repûblica.
LOS TRATADOS INTERNACIONALES
Los articulos 76 fracciôn I y 89 fracciôn X Constitucionales, disponen que es 
facultad del Présidente de la Repûblica, celebrar tratados internacionales con la 
aprobaciôn del Senado, y en concordancia con el articulo 133 Constitucional, los 
tratados son parte del orden juridico mexicano.
LAS FACULTADES REGLAMENTARIAS.
La tercera facultad que el articulo 89 fracciôn I, otorga al Présidente de la
Diario) de Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, tomo II, p. 617. citado por Carpizo McGregor.
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Repûblica e s  la facultad reglamentaria, al senalar: “..Proveyendo en la estera 
administrativa su exacta observancia”.
En la propia Constituciôn se presupone la existencia de reglamentos 
expedidos por el Présidente. El articulo 92 comienza expresando que; “Todos los 
reglamentos, decretos, acuerdos y ôrdenes del Présidente...” en esta  forma de la 
frase “proveyendo en la estera administrativa a su exacta observancia”, si se 
dériva la facultad reglamentaria del Présidente, por que e s  una de las m aneras 
como él lograrâ la exacta observancia de las leyes.
Manuel Gonzalez Oropeza define al reglamento en El Diccionario Juridico 
Mexicano, editado por la UNAM: Reglamento (de reglar y éste, a su vez del latin 
regulare)^®^
Es una norma de caracter general, abstracta e impersonal, expedida por el 
titular del Poder Ejecutivo con la finalidad de lograr la aplicaciôn de una ley previa. 
El reglamento producto de la facultad reglamentaria contenida en el articulo 89 
fracciôn I Constitucional, que encomienda al Présidente de la Repûblica la facultad 
para proveer en la estera administrativa, a la exacta observancia de la ley.
op. ci p. 104.
GONZÀL
Investigaciones Juridicas, U.N.A.M. pp. 399 y 400 México 1984.
A EZ Oropeza Manuel. Diccionario Juridico Mexicano tomo VII p-reo, V. ed. Instituto de
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La facultad reglamentaria es  en consecuencia, una funciôn materialmente 
legislativa aunque formalmente sea  administrativa, no obstante, se  trata de una 
facullad propia del Ejecutivo y no derivada del legislativo. (sjf, 5a. época, T. 
LXX>IV p. 3893)
El Dr. Jorge Carpizo define al Reglamento, en una norma que complementa 
y amolia el contenido de una ley, no puede contrariarla, aumentarla, modificarla o 
alterarla, sino ûnicamente desarrollar principios que ella contiene, la ley es  al 
reglamento; lo que la Constituciôn es  a la Ley su fundamento y su base de 
existencia. El reglamento se  encuentra completamente subordinado a la ley y no 
puede salirse del marco que encuadra a la propia ley, en estos conceptos la 
doctrina mexicana esta  acorde.^°®
Por su parte, Juan Palomar de Miguel define al reglamento, como colecciôn 
ordenada de reglas o preceptos dados por la autoridad com pétente para la 
ejecuciôn de una ley o para el régimen de una corporaciôn, una dependencia o un
1 0 4servicio.
CARPIZO McGregor Jorge, op. cit. p. 107.
’°'' PALOMAR de Miguel Juan. Diccionario para Juristas. Ediciones Mayo, México 1981, p. 1162.
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LA REGULACION ECONOMICA.
El articulo 49 Constitucional en su parte final indica, facultades 
extraerdinarias para el Ejecutivo de la Uniôn “En ningùn otro caso, salvo lo 
dispuesto en el segundo pârrafo del articulo 131, se  otorgarân facultades 
extraordinarias para legislar”.
El pârrafo segundo del articulo 131 constitucional, indica textualmente “El 
Ejecutivo podrà ser facultado por el Congreso de la Uniôn para aumentar, 
disminuir, o suprimir las cuotas de las tarifas de exportaciôn e importaciôn 
expedidas por el propio Congreso, y para crear otras; asi como para restringir y 
para prohibir las importaciones, las exportaciones y el trànsito de productos, 
articulos y efectos, cuando lo estime urgente, a fin de regular el comercio exterior, 
lo économie del pais, la estabilidad de la producciôn nacional, o de realizar 
cualquiera otro propôsito en bénéficié del pais El propio Ejecutivo. al envier al 
Congreso el presupuesto fiscal de cada afio, sometera a su aprobaciôn el use que 
hubiese hecho de la facultad concedida
Con fundamento en el segundo pârrafo del articulo 131 Constitucional, se 
puede autorizar al Ejecutivo para legislar ampliamente, ya que puede aumentar,
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disminür, suprimir o crear nuevas cuotas de importaciôn y exportaciôn respecto a 
las expedidas por el Congreso. También puede prohibir importaciones y 
exportaciones, asi como el transite de productos, articulos y efectos. El propio 
pârrafo sehala las finalidades que se  persiguen con estas  atribuciones concedidas 
al Presdente; regular el comercio exterior, la economia del pais, la estabilidad de 
la producciôn nacional o realizar cualquier otro propôsito en bénéficié del pais.
El Présidente, cada aho som eterâ a la aprobaciôn del Congreso el use que 
de estas facultades hubiere hecho.
Alfonsc Nava Negrete opina que la autorizaciôn a que se  refiere el pârrafo 
segundo del articulo 131 Constitucional e s  anual, en consecuencia, es 
anticonstitucional la Ley Reglamentaria d pârrafo segundo del articulo 131 
constitucional, que convierte dicha autorizaciôn en indefinida.^°®
Después de analizar las facultades del Ejecutivo Federal se  comprende la vital 
importancia que tiene dentro del Sistema Politico Mexicano.
4.1.1. LA PROCURADURIA GENERAL DE LA REPÛBLICA
El Dr. Héctor Fix Zamudio indica las funciones de la Procuraduria General 
de la Repûblica. Es el organismo dependiente del Ejecutivo Federal que tiene
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como funciones esenciales las de Ministerio Publico Federal, la representaciôn de 
la Fedeiaciôn y la asesoria  juridica del Gobierno Federal/"®®
El m aestro Ignacio Burgoa Orihuela indica que el Procurador General de la 
Repùbiba preside la instituciôn del Ministerio Pûblico de la Federaciôn (articulo 
f 102 constitucional), y que su nombramiento y remociôn proviene de la voluntad 
presideicial/"®^
Dicho organismo apareciô con caràcter institucional por influencia de la 
legislaciôn francesa, en la reforma del 22 de mayo de 1900 a los articulos 91 y 96 
de la Constituciôn del 5 de febrero de 1857, que suprimiô la integraciôn de la 
Suprema Corte de Justicia al procurador General y al fiscal; que eran elem entos 
en segundo grado como los Ministros de la propia Corte, y se  dispuso que: los 
funcionarios del Ministerio Pûblico y el Procurador General que ha de presidirlo, 
serân nombrados por el Ejecutivo”.
Con anterioridad la situaciôn del Ministerio Pûblico, generalm ente 
denominado promotor fiscal, era bastante imprecisa pero de m anera prédominante
NAVA Negrete Alfonso. Cuestiones Constitucionales en la Ley de Ingresos de la Federaciôn en Estudios 
de Derecho pûblico Contemporâneo. México, UNAM. Fondo de Cultura Econômica 1972. pp. 195 y 196 
citado por Carpizo McGregor Jorge, op. cit. p. 109.
FIX Zamudio Héctor Diccionario Juridico Mexicano Tomo VII, P-REO. pp. 261, 262 y 263, Instituto de 
Investigaciones Juridicas, UNAM. México 1984
BURGOA Orihuela Ignacio Derecho Constitucional Mexicano op. cit. p. 801.
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las diversas constituciones y leyes organicas m exicanas colocaron a dicha 
instituciôn dentro del Poder Judicial, siguiendo la tradiciôn espahola, y por ello, de 
acuerdo con el texto original de los ciados preceptos de la Constituciôn de 1857 el 
Procurador y el Fiscal formaban parte de la Suprema Corte de Justicia.
Con apoyo en la mencionada base  constitucional se  reformô el Titulo 
Preliminar del Côdigo Federal de Procedimientos Civiles de 1895, relative a la 
organizaciôn del Poder Judicial Federal, por ley promulgada el 3 de octubre de 
1900, para otorgar caràcter institucional al Procurador General, poniendo bajo sus 
ordenes a tres agentes auxiliares y a los adscritos a los Tribunales Colegiados y 
Juzgados de Distrito, con lo cual se  creô la procuraduria General de la Repûblica, 
la que se  regulô de manera independiente en la Ley de Organizaciôn del Ministerio 
Pûblico Federal de 16 de diciembre de 1908, con las funciones de auxiliar a la 
administraciôn de justicia en el orden federal; de procurer la persecuciôn, 
investigaciôn y represiôn de los delitos de competencia de los Tribunales 
Federales, y de defender los intereses de la Federaciôn ante los propios 
Tribunales.
El articulo 102 de la Constituciôn de 1917, adem âs de las atribuciones 
anteriores le agregô la asesoria  juridica al gobierno federal, inspirada en el 
ejemplo, de Attorney General, de los Estados Unidos, y adem âs, se  puso a su 
disposiciôn a la Policia Judicial Federal de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 
21 de la misma ley fundamental.
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A pesar del aum ento de facultades al Procurador General en el mismo texto 
constitucional, ha predominado la direccion del Ministerio Publico sobre todas las 
demas, y por este  motive las leyes organicas del mencionado articulo 103 
constitucional fueron expedidas con el nombre de  leyes del Ministerio Publico, 
como ocurriô con las del 1° de agosto de 1919; 29 de agosto de 1934 (esta sôlo 
reglamentaria del citado articulo 102) 31 de diciembre de 1941 y 10 de diciembre 
de 1955.
Esta superioridad otorgada inclusive en la denominaciôn legislativa a las 
actividades persecutoria y represiva sobre las dem és de la instituciôn, dieron lugar 
a la controversia que se  plateô en el Congreso Juridico Mexicano de 1932, entre 
los distinguidos juristas mexicanos Luis Cabrera y Emilio Portes Gil, es te  ultimo 
como Procurador General de la Repûblica en esa  época, sobre la conservaciôn de 
la estructura actual de la misma Procuraduria General, o bien como lo proponia el 
primero, que se  le dejara su funciôn de asesoria juridica y se  estableciera un 
organismo especifico del Ministerio Pûblico Federal, autônomo del Ejecutivo 
Federal. Este debate a sido continuado por la doctrina, tomando en consideraciôn 
las reformas que ha experimentado la Procuraduria General en legislaciones 
latinoamericanas, y especificam ente en la Constituciôn Venezolana de 1961 que a 
separado dicha procuraduria del Ministerio Pûblico, atribuyendo al primer 
organismo solo la representaciôn de la Federaciôn y la asesoria juridica del 
gobierno federal, y confiriendo las funciones persecutorias a un fiscal general de la 
Repûblica y sus agentes, designado al primero por el Congreso de la Uniôn
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(artîculos 200-203, 218-222 , respectivam ente, de dicha Ley Fundamental).
Debido a dichas discusiones doctrinales sobre las atribuciones de la 
Procuradurla General de la Repûblica, el ordenamiento anterior, promulgado el 27 
de diciembre de 1974, lo fue con el nombre de Ley de la Procuraduria General de 
la Repûblica, por estim arse en la exposiciôn de motives de la iniciativa 
presidencial respectiva que las atribuciones de dicho organism e no se  reducen a 
las propia del Ministerio Pùblico, sine que com prenden varias senaladas en el 
articule 102 constitucional, que era necesario resaltar.
Este es  el criterio que se  sigue por la Vigente Ley Orgânica de la 
Procuraduria General de la Repûblica promulgada el 17 de noviembre de 1983 y 
publicada el 12 de diciembre del mismo ano, en el Diario Oficial de la Federaciôn, 
la que por otra parte solo senala las funciones esenciales del citado organisme, 
suprimiendo disposiciones reglamentarias y procésales que se  contenian en 
ordenamientos anteriores, inclusive en la ley de 1974, las que son objeto del 
Reglamento Interne de la Instituciôn. (Diario Oficial de la Federaciôn del 8 de 
marzo de 1984)
De acuerdo con el articule Primero de la Ley Orgânica, la citada 
Procuraduria General de la Repûblica, e s  la d ep en d en ce  del Poder Ejecutivo 
Federal en la que se integran la instituciôn del Ministerio Pûblico y sus ôrganos 
auxiliares directes, para el despacho de les asuntos que aquella y a su titular, en
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su caso, te atribuyen les artîculos 21 y 102 de la Constituciôn.
Las funciones que se  confieren a la instituciôn del Ministerio Pûblico Federal 
presidido por el Procurador General de la Repûblica, y a es te  personalmente, en 
los termines de dichos preceptos constitucionales, se  hacen consistir en:
a) Vigilar la observancia de los principles de constitucionalidad y legalidad 
en el âmbito de su competencia, sin perjuicio de las atribuciones que legalmente 
correspondan a otras autoridades jurisdiccionales o administrativas;
b) Promover la pronta, expedita y debida procuraciôn e imparticiôn de 
justicia, e intervenir en los actes que sobre e s ta  materia prevenga la legislaciôn 
acerca de la planeaciôn del desarrollo;
c) R epresentar a la Federaciôn en todos los négociés en que esta sea  
parte, intervenir en las controversias que se  susciten ente dos o m as Estados de la 
Uniôn, entre un Estado y la Federaciôn, o entre tes Poderes de un mismo Estado 
(controversias constitucionales previstas por el articule 105 de la Constituciôn), y 
en el caso de los diplomàticos y de los cônsules générales;
d) Prestar consejo jurîdico al Gobierno Federal;
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e) Perseguir los delitos del orden federal;
f) Representar al propio Gobierno Federal, previo acuerdo con el Présidente 
de la Repûblica, en actos en que debe intervenir la Federaciôn ante los Estados 
de la Repûblica cuando se  trate de asuntos relacionados con la procuraciôn e 
imparticiôn de justicia, y
g) Dar cumplimiento a las leyes, tratados y acuerdos de alcance 
internacional en que se  prevea la actuaciôn del gobierno federal, en asuntos 
concernientes a las atribuciones de la instituciôn y con la intervenciôn que, en su 
caso, corresponderia a otras dependencias.
h) Las dem âs que las leyes determinen. (Articule 2° de la Ley Orgânica de 
la Procuraduria General de la Repûblica)
La Procuraduria estâ  presidida por el Procurador General de la Repûblica, y 
cuenta con Sub-procuradores sustitutos del primero, todos elles nombrados y 
removidos libremente por el Présidente de la Repûblica siempre que reûnan las 
calidades que el articule 95 de Constituciôn senala para los Ministres de la 
Supreme Corte de Justicia de la Naciôn. Ademâs el personal directive se  integra 
con Oficialia Mayor, Contraloria interna, Supervisiôn, Direcciones Administrativas y
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Técnicas, asi como con los ôrganos desconcentrados, necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.
Son auxiliares directes del Ministerio Pûblico Federal, tante la Policia 
Judicial Federal como los servicios periciales de la misma Procuraduria. Es 
; importante senalar que la primera se  encuentra bajo la autoridad y m ande directe 
del propio Ministerio Pûblico, de acuerdo con lo establecido por el articule 21 de la 
Constituciôn, en virtud de que, no obstante su denominaciôn que corresponde al 
sistem a francés, en el cual dicha policia depende del juez de instrucciôn, el 
Constituyente considerô que las actividades de investigaciôn previa, debian 
desvincularse del juez de la causa, contrariamente a lo dispuesto por los 
ordenamientos expedidos bajo la vigencia de la Constituciôn de 1857, 
especialm ente el Côdigo Federal de Procedimientos Pénales de 1908.
Una disposiciôn que debe destacarse es la contenida en el articule 17 de la 
citada Ley Orgânica, de acuerdo con el cual, para ingresar, perm anecer al servicio 
de la instituciôn, en cualesquiera catégorie de Agentes del Ministerio Pûblico 
Federal, de peritos adscritos a los servicios periciales, es  condiciôn indispensable 
la presentaciôn y aprobaciôn de examen de oposiciôn.
El Ministerio Pûblico Federal.
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La Ley organizarâ el Ministerio Pùblico de la Federaciôn, cuyos funcionarios 
serân nombrados y removidos por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con la ley 
respectiva, debiendo estar presididos por el Procurador General, el que deberâ 
tener las mismas calidades requeridas para ser Ministre de la Suprem a Corte de 
Justicia de la Naciôn.
El ilustre Maestro Ignacio Burgoa Orihuela indica que el Ministerio Pûblico de la 
Federaciôn, es  una instituciôn que représenta a la sociedad en las funciones que 
constitucionalmente tiene encom endadas y que son: la persecuciôn ante los 
tribunales, de todos los delitos del orden federal; y su intervenciôn en la 
administraciôn de justicia impartida por los ôrganos judiciales de la Federaciôn, 
primordialmente en los juicios de amparo, toda vez que se  relaciona con la 
defensa misma de la pureza de la Constituciôn y con la vigencia y mantenimiento 
del régimen de libertades individuales, que en opiniôn del ilustre jurista Ignacio 
Burgoa es  la esencia misma de nuestro sistem a y la columna vertebral del 
régimen c o n s t i t u c i o n a l , p o r  lo mismo, a él corresponderâ solicitar las ordenes de 
aprehensiôn contra los inculpados; buscar y presentar pruebas que acrediten la 
responsabilidad de estes; hacer que los juicios se  sigan con toda regularidad para 
que la administraciôn de Justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicaciôn de las 
penas e intervenir en todos los négociés que la ley determine.
El Ministerio Pûblico debe ser fiel colaborador de los ôrganos jurisdiccionales, en
‘°* BURGOA Orihuela Ignacio, op. cit. p. 801.
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la administraciôn de la justicia, en el sentido de que vele por la estricta e  imparcial 
aplicaciôn de la ley en los actos decisivos y en la secuela procesal, a fin de que los 
juicios se sigan con toda regularidad, las funciones antes senaladas son como 
instituciôn social.
El Procurador General de la Repûblica intervendrâ personalmente en las 
controversias que se  suscitaren ente dos o mas Estados de la Uniôn, entre un 
Estado y la Federaciôn y entre los poderes de un mismo Estado.
En todos los negocios en que la Federaciôn fuese parte, en los casos de los 
diplomàticos y los cônsules générales y en los dem âs en que deba intervenir el 
Ministerio Pûblico de la Federaciôn, el Procurador General lo harâ por si o por 
medio de sus agentes.
El Procurador General de la Repûblica y sus agentes serân responsables 
de toda falta, omisiôn o violaciôn a la ley, en que incurran con motivo de sus 
funciones.
La funciôn de Consejero Juridico del Gobierno, estarâ a cargo de la 
dependencia del Ejecutivo Federal que para tul efecto establezca la ley.
El Ministerio Pûblico es  un ôrgano encargado de la persecuciôn de los 
delitos, estableciendo de esta manera el sistema de acusaciôn estatal y de 
monopolio de la acciôn penal por el Estado.
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El Côdigo de Procedimientos Pénales de 1880 conceptûa, al Ministerio 
Pùblico como auxiliar de la administraciôn de justicia, asi en su articule 28 del 
mismo Côdigo dice; “El Ministerio Pùblico es  una magistratura instituido para pedir 
y auxiliar la pronta administraciôn de justicia en nombre de la sociedad, y para 
f defender ante los tribunales los intereses de esta en los casos y por los medios 
que sefalan las leyes.
Se desprende que el Ministerio Pûblico es  un représentante social en el 
ejercicio de la acciôn persecutoria asi como también los actos que realizan son de 
naturaleza administrativas, y que es  un colaborador de los ôrganos 
jurisdiccionales, asi mismo la facultad de aplicar el Derecho y el Ministerio Pûblico 
como autoridad pûblica, lo de perseguir los delitos.
La funciôn del Ministerio Pûblico se  encuentra descrita en el articule 21 
Constitucional, donde se  previene que “...la persecuciôn de los delitos incumbe al 
Ministerio Publico...”
Asi como también en el articule 102 de la misma ley suprema que senala la 
competencia que se  otorga al Ministerio Pûblico Federal.
Con lo expuesto, el Ministerio Pûblico tiene como funciôn principal que lo
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identifica en la vida juridica y social mexicana, la de perseguir los delitos 
cometidos en perjuicio de los intereses colectivos, ejercicio que tiene como 
finalidad fundamental el mantenimiento de la legalidad y de la cual el Ministerio 
Pûblico es  el principal vigilante.
De acuerdo con lo dispuesto en las leyes orgénicas fed era les y lo 
establecido en el Côdigo de Procedimientos Pénales, la funciôn persecutoria que 
desempena, se  encuentra dividida en varias etapas o fases llevadas a cabo por el 
Ministerio Pûblico y son:
a) Actividad de cumplimiento de los requisitos de procedibilidad.
Estos son requisitos por medio de los cuales el Ministerio Pûblico toma 
conocimiento de los hechos delictuosos.
Estos medios légales son el punto de arranque del procedimiento penal, 
tienen en comûn proporcionar al Ministerio Pûblico investigador la noticia de que 
se  ha cometido un delito.
b) Actividades püblicas de averiguaciôn previa.
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Son todas aquellas diligencias de investigaciôn que realize el agente del 
Ministerio Publico del hecho considerado delictuoso del que tiene conocimiento 
con el caracter de autoridad pûblica, auxiliado por la policia judicial, y dirigidas 
hacia la obtenciôn de pruebas que acred iten la existencia del cuerpo del delito.
c) - Actividad consignatoria.
Una vez que el agente del Ministerio Pûblico considéra acreditados el 
cuerpo del delito y la probable responsabilidad, en los términos exigidos por los 
artîculos 16 y 19 Constitucionales, de acuerdo con el valor juridico que a cada una 
de las pruebas existente en actuaciôn le otorga la ley de procedimientos pénales 
correspondiente, harâ la consignaciôn ante la autoridad judicial.
La actividad consignatoria se  encuentra fundamentada juridicamente en los 
artîculos del Côdigo de Procedimientos Pénales.
d) Actividades judiciales compiementarias de averiguaciôn previa.
Estas actividades surgen en el procedimiento penal y dentro de la 
persecuciôn de los delitos que lleva a cabo el Ministerio Pûblico, cuando este 
ejercita la acciôn penal ante el ôrgano jurisdiccional.
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En el ânbito federal, de acuerdo con lo establecido por el articule 102, 
pérrafo segundo de la Constituciôn y 61, 134 y 205 del Côdigo Federal de 
Procedimientos Pénales, sôlo se puede solicitar como actuaciones 
compiementarias de averiguaciôn previa de aprehensiôn, las de cateo y arraigo 
del indiciado.
e) Activdades preprocésales.
Esta faæ del procedimiento penal se  inicia con el auto de radicaciôn en que 
el juez tiene por recibidas las actuaciones del Ministerio Pùblico y sus pedimentos, 
y finaliza con el auto de formai prisiôn, sujeciôn a proceso o libertad por falta de 
elementos pan procesar, que deberâ decretar la autoridad judicial antes de que 
fenezca el térnino de setenta y dos horas que senala el articule 19 Constitucional, 
el cual se cortarâ a partir de que el inculpado quede a disposiciôn del ôrgano 
jurisdiccional.
Este plazo podrâ prorrogarse ûnicamente a peticiôn del indiciado, en la 
forma que establezca la ley (duplicidad del termine).
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f) Actitidad procesal.
Una vez abierto el proceso, el Ministerio Pùblico, en su carâcter de parte 
procesal, traarâ de probar su pretension punitiva trente a la defensa, que 
rechazarâ los hechos que se  le imputan.
g) Actividad de vigiiancia en la fase ejecutoria.
Dentro de esta etapa, el Ministerio Pùblico tiene encom endadas las 
funciones de vigilar que las sanciones ejecutoriadas en materia penal no se  
aparten de loordenado en ellas.
En lo que atahe a su funciôn persecutoria, se ha dicho que la mencionada 
instituciôn es de buena fe, en cuanto que no tiene la proclividad de acusar 
sistemâtica, inexorable e  excepcionalmente a toda persona contra quien se  
formule alguna denuncia por algùn hecho que se  suponga delictivo, sino que 
actuando como una especie  de pre-juzgador, debe probar su presunta 
responsabilidad penal, mediante la ponderaciôn imparcial de los elementos de 
convicciôn que se  allégué oficiosamente o que se  le proporcionen.
De acuerdo al cuadro de facultades que la Constituciôn le otorgaba al
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Ministerio Publico y al Procurador General de la Repûblica, el ilustre jurista y 
maestro Ignacio Burgoa indicé una incompatibilidad de fijaciones;
No es conveniente para el buen funcionamiento de lar instituciones juridicas 
y la consecuciôn de las finalidades que persiguen, que en un mismo ôrgano 
estatal converja funciones incompatibles, convergencia que se  registre dentro del 
âmbito del Procurador, quien por ser simultâneamente jefe del Ministerio Pûblico 
Federal y représentante juridico de la Federaciôn, siempre se  encuentra ante un 
dilema potencial o actualizado. En efecto, la primera calidad lo constrine a velar 
por el acatamiento cabal y la debida aplicaciôn de normas constitucionales y 
légales que deben servir de base  para la soluciôn atingente de las controversias 
juridicas en que intervenga con legitimaciôn distinta de la de las partes. Este deber 
lo tiene que cumplir a pesar de que su observancia signifique la afectaciôn de 1os 
intereses de la Federaciôn, y como al mismo tiempo es  représentante de esta 
entidad, tiene la obligaciôn de pretender que los fallos que se  dicten en los juicios 
en que su representada sea  parte, sean favorables a ésta.
De todo lo anterior, se  desglose que la Constituciôn ha otorgado de manera 
un poco ilimitada, facultades en lo que concierne al Ministerio Pùblico Federal y a 
su représentante el Procurador General de la Repûblica, por lo que las facultades 
que tiene pueden llegar ser incompétentes.
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Por lo que respecta a los Ministerios Publicos del Distrito Federal y locales, 
sabem os que a Ley Orgânica se  diferencia del Ministerio Publico Federal, porque 
este  va a perseguir delitos del fuero comun, sin embargo, se  diferencia de él, en 
cuanto a la legalidad, promocion y proteccion de intereses individuales y sociales 
en general.
Por lo que respecta al Ministerio Publico Federal, en cuanto o en 
comparacion :on la CND, tiene algunas similitudes, pero también diferencias, 
dentro de las similitudes encuentran las siguientes:
En el articule 2° del Decreto de creacion de la CND, se  menciona que la 
misma deberâ “instrumenter mécanismes necesarios para salvaguardar los 
derechos humanos”, decir, que de manera prâctica se  auxiliara de instituciones 
como la Procuraduria General de la Repûblica.
El articule 3° y diverses fracciones del citado Decreto, se  relacionan con el 
Ministerio Pûblico, o sea, tienen afinidad en:
El Articule 2° de la Ley Orgânica de la Procuraduria General de la 
Repûblica, indica que: “La instituciôn de! Ministerio Pûblico Federal presidida porel 
Procurador General de la Repûblica, y éste personalmente en los términos del 
articulo 102 Constitucional, tendràn las siguientes atribuciones que se ejerceràn
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conforme a lo establecido en el articulo 10 de esta Ley":
I) Vigilar la observancia de los principios de constitucionalidad y legalidad 
en el âmbito de su competencia, sin perjuicio de las atribuciones que legalmente
:j correspondan a otras autoridades Jurisdiccionales o administrativas;
!
II) Promover la pronta, expedita y debida procuraciôn e imparticiôn de 
Justicia, e intervenir en los actos que sobre esta materia prevenga la legislaciôn 
acerca de planeaciôn del desarrollo;
III) Representar a la Federaciôn en todos los negocios en que ésta sea 
parte, e intervenir en las controversias que se susciten entre dos o màs Estados 
de la Uniôn, entre un Estado y la Federaciôn, o entre los Poderes de un mismo 
Estado, y en los casos de los diplomàticos y cônsules générales.
IV) Prestar consejo Juridico al Gobierno Federal;
V) Perseguir los delitos del orden federal;
VI) Representar al Gobierno Federal, previo acuerdo con el Présidente de la 
Repûblica, en actos en que debe intervenir la Federaciôn ante tos Estados de la
337
i  Repûblica, cuando se trate de asuntos relacionados con la procuraciôn e 
] imparticiôn de justicia;
VII) Dar cumplimiento a las Leyes, Tratados y Acuerdos de alcance 
# internacional en que se prevea la intervenciôn del Gobierno Federal, en asuntosI
I concernientes a las atribuciones de la instituciôn, y con la intervenciôn que en su 
I caso, corresponda a otras dependencias;
VIII) Las demàs que las leyes determinen.
La Procuraduria General de la Repûblica y los Derechos Humanos.
Dentro de las atribuciones de la Procuraduria esta  la de vigilar la 
observancia de los principios de constitucionalidad y legalidad en el âmbito de su 
competencia.
Dentro de la Constituciôn se  encuentran las garantias individuales 
(derechos humanos), mismos que estân protegidos por nuestra Carta Magna; es  
obligaciôn de la Procuraduria salvaguardar la Constituciôn, y por consiguiente los 
derechos humanos.
Por otro lado, dado que la violaciôn a los derechos humanos se  incremento
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f  en los ültimos anos, el Ejecutivo Federal mediante Decreto Presidencial, publicado 
T en el Diario Oficial de la Federaciôn el 6 de junio de 1990, creô la Comisiôn 
I Nacional de Derecho Humanos (CNDH), cuya principal funciôn es  la de vigilar el 
I  cumplimiento de la politica nacional en materia de respeto y defensa a los 
i  derechos humanos.
Desde la creaciôn de la CNDH, las principales violaciones a los derechos 
humanos son; Tortura, detenciones arbitrarias, falsas acusaciones, abuso de 
autoridad, intimidaciôn, incomunicaciôn, denegaciôn de justicia, robo, entre otros, 
siendo los principales violadores los miembros de la Policia Judicial Federal y los 
Ministerios Pûblicos Federales, que dependen de la Procuraduria General de la 
Repûblica.
Es necesario mencionar que desde la creaciôn de la CNDH han existido 
varies Procuradores Générales de la Repûblica. Hoy, el titular del Ejecutivo 
Federal es del Partido Acciôn Nacional, quien nombrô como Procurador General 
de la Repûblica al General Rafael Macedo de la Concha, mismo que se  ha 
comprometido a cumplir su funciôn, respetando los derechos humanos.
En el ûltimo informe de la CNDH, se indicô que los hechos mas reiterados 
en las quejas presentadas se  refieren a:
Tortura: 266
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Detenciones arbitrarias: 239 
Falsa acusaciôn: 150 




Denegaciôn de justicia: 70 
Vicios en el procedimiento: 81 
Dilataciones en el procedimiento: 149
De lo anterior se  desprende que, con el informe de la CNDH, se puede 
tener una idea de las violaciones a los derechos humanos, que considéré son mas 
graves en la realidad de lo que se  informa, pero lo mas importante es que existe la 
CNDH, que busca que realmente se  protejan los derechos humanos.
El ilustre Jurista Ignacio Burgoa Orihuela, indica que dentro del cuadro de 
facultades constitucionales que tiene el Ministerio Pûblico Federal como 
instituciôn, y el Procurador General de la Repûblica como funcionario 
individualmente considerado, se  advierte que éste puede desem pehar una 
dualidad de funciones que se  antojan incompatibles.
340
Esta incompatibilidad constitucional también fue senalada por el Lie. Luis 
Cabrera, en el Congreso Juridico Nacional, celebrado en el mes de septiembre de 
1932; el citado jurista propugnô la incision de las dos especies de funciones 
encomendadas al Procurador en el sentido de que se  le relevara de la jefatura del 
Ministerio Pûblico y se  adscribiera este cargo a otro funcionario distinto.
Lo anterior, a fin de que el Procurador conservara las facultades inherentes 
a la mera representaciôn juridica de la Federaciôn.
El maestro Burgoa considéra indispensable tornar en cuenta lo mas importante y 
trascendental de la ponencia del Lie. Luis Cabrera, en lo que demuestra la 
incompatibilidad entre la funciôn del Procurador como jefe del Ministerio Pûblico 
Federal tocante a su intervenciôn como parte en el juicio de amparo, y sus 
obligaciones como représentante juridico de la Federaciôn y como Consejero del 
Gobierno Federal.
Con base en las anteriores consideraciones, es  factible que en la Procuraduria 
General de la Repûblica se  dividan sus funciones.
La instituciôn del Ministerio Pûblico se  encargaré exclusivamente de vigilar por el 
cumplimiento estricto de la Constituciôn y de la Leyes. Y es  aqui precisamente, 
donde se podria incorporar a esta instituciôn la Comisiôn Nacional de Derechos
341
Humanos, ya que en esencia tienen las mismas funciones.
También puede ser factible que el jefe del Ministerio Publico sea  designado por el 
Congreso de la Union, dure seis anos en el puesto y tenga la misma dignidad que 
los Ministros de la Suprema Corte.
Independientemente de la instituciôn del Ministerio Publico existiria un 
Abogado o Procurador General de la Naciôn.
El Abogado General de la Naciôn deberâ ser un ôrgano del Poder Ejecutivo 
y dependerâ directamente del Présidente de la Repûblica. Entre sus funciones se 
encontrarian la de representar a la Federaciôn en los juicios en que esta fuera 
parte, asi como la de ser el Consejero Juridico del Gobierno.
Considero que es  factible la divisiôn de la Procuraduria, con lo cual sin duda 
alguna se lograria realmente una aplicaciôn de justicia, en bénéficie de una 
sociedad deseosa  de creer en sus instituciones.
BURGOA Orihuela Ignacio op. cit. pp. 802, 803, 804 y 805
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4.1.2. LA SECRETARIA DE GOBERNACION.
Es una dependencia de la Administraciôn Pûblica Federal centralizada, que 
auxilia al titular del Poder Ejecutivo Federal.
De conformidad con el articulo 27 de la Ley Orgânica de la Administraciôn 
Pûblica Federal, a la Secretaria de Gobernaciôn le corresponde el despacho de 
los siguientes asuntos:
I Presentar ante el congreso de la Uniôn las iniciativas de ley o decreto del 
Ejecutivo;
il Publicar las leyes y décrétés que expida el Congreso de la Uniôn, alguna 
de las dos Càmaras o la Comisiôn Permanente y los Reglamentos que expida el 
Présidente de la Repûblica, en términos de lo dispuesto en la fracciôn primera del 
articulo 89 constitucional, asi como las resoluciones y disposiciones que por ley 
deban publicarse en el Diario Oficial de la Federaciôn;
III Administrar y publicar el Diario Oficial de la Federaciôn;
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IV Formular y conducir la politica de poblaciôn, salvo lo relativo a 
colonizaciôn, asentamientos humanos y turismo;
V Manejar el servicio nacional de identificaciôn personal.
VI Tramitar lo relativo a la aplicaciôn del articulo 33 de la Constituciôn;
VII Tramitar lo relativo al ejercicio de las facultades que otorgan al Ejecutivo 
los articulos 96, 98, 99y 100 de la Constituciôn, sobre nombramientos, renuncias y 
licencias de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia y de los Consejeros de 
la Judicatura Federal
VIII Tramitar lo relacionado con los nombramientos, remociones, renuncias 
y licencias de los Secretarios de Estado, Jefes de Departamento Administrative del 
Ejecutivo Federal y del Procurador General de la Repûblica.
IX Intervenir en los nombramientos, aprobaciones, designaciones, 
destituciones, renuncias y jubilaciones de servidores pûblicos que no se atribuyan 
expresamente por la ley a otras dependencias del Ejecutivo;
X Llevar el registre de autôgrafos de los funcionarios federales y de
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Gobernadores de los Estados y  legalizar las firmas de los mismos;
XI Administrar las islas de jurisdicciôn federal, salvo aquellas cuya 
administraciôn corresponda por disposiciôn de la ley, a otra dependencias o 
entidad de la Administraciôn Pûblica Federal
En las islas a que se  refiere el parrafo anterior, regiran las leyes federales y 
los tratados, serân compétentes para conocer de las controversias que en ella se 
susciten los tribunales federales con mayor cercania geogrâfica;
XI Conducir la politica anterior que compete al Ejecutivo y no se atribuya 
expresamente a otra dependencia:
XIII Vigilar el cumplimiento de los preceptos constitucionales por parte de 
las autoridades del pals, especialmente en lo que se refiere a las garantias 
individuales y dictar las medidas administrativas necesarias para tat efecto:
XIV Conducir siempre que no esté conferida esta facultad a otra Secretaria, 
las relaciones del Poder Ejecutivo con los demàs Poderes de la Uniôn, con los 
ôrganos constitucionales autônomos, con los gobiernos de las entidades 
federativas y de los municipios y con las demàs autoridades federales y locales.
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asi œmo rendir las informaciones oficiales del Ejecutivo Federal;
XV Conducir las relaciones del Gobierno Federal con el Tribunal Federal de 
Conciliacion y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado;
XVI Conducir, en el âmbito de su competencia, las relaciones politicas del 
Poder Ejecutivo con los partidos y agrupaciones politicos nacionales, con las 
organizaciones sociales, con las asociaciones religiosas y demàs instituciones 
sociales;
XVII Fomenter el desarrollo politico, contribuir al fortalecimiento de las 
instituciones democràticas; promover la activa participacion ciudadana y favorecer 
las condiciones que permitan la construccion de acuerdos politicos y consensos 
sociales para que, en los términos de la Constituciôn y de las leyes, se mantengan 
las condiciones de gobernabilidad democràtica;
XVIII Vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y légales 
en materia de culto pûblico, iglesias, agrupaciones y asociaciones religiosas;
XIX Administrar el Archive General de la Naciôn, asi como vigilar el 
cumplimiento de las disposiciones légales en materia de informaciôn de interés
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pûblico:
XX Ejercer el derecho de expropiaciôn por causa de utilidad pûblica en 
aquellos casos no encomendados a otra dependencia;
XXI Vigilar que las publicaciones impresas y las transmisiones de radio y 
television, asi como las peliculas cinematogràficas, se mantengan dentro de los 
limites del respeto a la vida privada, o la paz y moral pûblica y a la dignidad 
personal, y no ataquen los derechos de terceros, ni provoquen la comisiôn de 
algûn delito o perturben el orden pûblico;
XXII Regular, autorizar y vigilar el juego, las apuestas, las loterias y rifas, en 
los términos de las leyes relatives;
XXIII Compiler y ordenar las normas que impongan modalidades a la 
propiedad privada, dictadas por el interés pûblico]
XXIV Conducir y poner en ejecuciôn, en coordinaciôn con las autoridades 
de los Gobiernos de los Estados, del Distrito Federal, con los gobiernos 
municipales, y  con las dependencias y  entidades de la Administraciôn Pûblica 
Federal, las politicas y programas de protecciôn civil del Ejecutivo en el marco del
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Sistema Nacional de Protecciôn Civil, para la prevenciôn, auxilio y recuperaciôn y 
apoyo a la poblaciôn en situaciones de desastre y concerter con instituciones y 
organismes de los sectores privado y social, las accione conducentes al mismo 
objetivo;
XXV Formuler, former, coordinar y vigilar las politicas de apoyo a la 
participaciôn de la mujer en los diverses àmbitos del desarrollo, asi como propiciar 
la coordinaciôn interinstitucional para lo realizaciôn de los programas especificos;
XXVI Fijar el Calendario Oficial]
XXVII Formuler, regular y conducir la politica de comunicaciôn social del 
Gobierno Federal y las relaciones con los medios masivos de informaciôn, asi 
como, asi como la operaciôn de la agenda noticiosa del Ejecutivo Federal;
XXVIII Orienter, autorizar, coordinar, superviser y évaluer los programas de 
comunicaciôn social de las dependencias del Sector Pûblico Federal;
XXIX Establecer y operar un sistema de investigaciôn e informaciôn, que 
contribuya a preserver la integridad, estabilidad y permanencia del Estado 
Mexicana;
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XXX Contribuir en lo que corresponde al Ejecutivo de la Union, a dar 
sustento a la unidad nacional, a preserver la cohesion social y a fortalecer las 
instituciones de gobierno;
XXXI Compiler y sistematizar las leyes, tratados internacionales, 
reglamentos, décrétas, acuerdos y disposiciones federales, estatales y 
municipales, asi como establecer el banco de dates correspondiente, con objeto 
de proporcionar informaciôn a través de les sistemas electrônicos de dates; y
XXXII Las demàs que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos.
La Secretana de Gobernaciôn y los Derechos Humanos.
De conformidad a la fracciôn XIII del articule 27 de la Ley Orgânica de la 
Administraciôn Pùblica Federal, le corresponde: Vigilar el cumplimiento de los 
preceptos constitucionales por parte de las autoridades del pais, especialmente en 
lo que se  refiere a las garantias individuales y dictar las medidas administrativas 
necesarias para tal efecto;
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A principios de este sexenio se  creô la Direcciôn General de Derechos 
Humanos, misma que tenîa encomendada el cumplimiento de los preceptos 
constitucionales por parte de la autoridad, respecte de las garantias individuales, y 
dictar las medidas administrativas que requiera dicha encomienda.
La Direcciôn General de Derechos Humanos, no cumpliô ni tuvo éxito en su 
encomienda, situaciôn que se  vio comprometida al agudizarse el problema 
nacional de violaciones a los derechos humanos, misma que en gran parte fue 
Nevada a cabo por la Policia Judicial Federal y porque no mencionar al cuerpo 
militer que aun hoy en dia desde el 01 de nero de 1994 vigile algunos pueblos de 
Chiapas.
El Ejecutivo Federal, buscando solucionar las violaciones a los derechos 
humanos por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federaciôn el 6 de junio 
de 1990, creô la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos (CNDH).
Al crearse la CNDH desapareciô la Direcciôn General de Derechos 
Humanos pasando sus recursos a dicha Comisiôn.
La Comisiôn es  un ôrgano desconcentrado de la Sécrétaria de 
Gobernaciôn, a la cual estarâ adscrito directamente el titular de la CNDH.
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Se hace la observaciôn de que la CNDH depende de hecho directamente 
del Ejecutivo Federal.
4.13. LA SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA
De acuerdo con el articule 37 de la Ley Orgânica de la Administraciôn 
Pùblica Federal, entre otras funciones, tiene las que indican la fracciôn XVII del 
citado articule y que a la letra dice;
Fracciôn XVII.- “Conocer e investigar las conductas de los servidores 
pûblicos, que puedan constituir responsabilidades administrativas, aplicar las 
sanciones que correspondan en los términos de ley y, en su caso, presenter las 
denuncias Correspondientes ante el Ministerio Pûblico, prestàndose para tal efecto 
la colaboraciôn que le fuera requerida’’.
Como se desprende del citado articule y fracciôn, a la Secretaria le 
corresponde conocer de los actes, omisiones o conductas de los servidores 
pûblicos al servicio del Estado que constituyan una responsabilidad administrativa.
El maestro Alfonso Nava N e g r e t e ^ manifiesta que la Secretaria es  un ôrgano 
que pertenece a la Administraciôn Pùblica Federal centralizada, que auxilia 
directamente al présidente, es  decir, al titular del Poder Ejecutivo.
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La organizaciôn interna de la Secretana en cuestiôn, se  establece en el 
Reglamento Interior de la Secretaria de la Funciôn Pùblica. Este Reglamento, en 
consecuencia, distribuye la competencia que pertenece a dicha Secretaria, entre 
los ôrganos que la estructuran. Se expide por el Présidente de la Repûblica, con la 
aprobaciôn o refrendo del Secretario de Estado para su validez juridica.
A través del tiempo en las Secretarias de Estado se  han conservado los siguientes 
niveles jerérquicos internos: Secretario de Estado, Subsecretarios, Oficial Mayor, 
Di recto res Générales, Directores de Area, Subdirectores, Jefes de Departamento y 
de Oficina.
El Reglamento Interior no es  el ûnico instrumente legal que sirve para determinar 
la vida de los ôrganos internes de las Secretarias, la ley que expide el Congreso 
de la Uniôn puede crearlos, modificar sus atribuciones o extinguirlos; es  el caso de 
la Ley Orgânica de la Tesoreria de la Federaciôn.
La denominaciôn que se  da a los titulares o représentantes légales de las 
Secretarias de Estado, e s  precisamente la de Secretario de Estado, el cual es 
nombrado por el Présidente de la Repûblica, y este  en cualquier momento puede 
cambiarlo o removerlo del cargo. De conformidad con el articule 91 de nuestra 
Carta magna “para ser Secretario de! Despacho se requiere ser ciudadano 
mexicano por nacimiento, estar en ejercicio de sus derechos y tener 30 ahos
"° NAVA Negrete Alfonso. Diccionario Juridico Mexicano. tomo VIII Rep-Z, PP. 89
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cumplidos”^ \^ Lo anteriormente descrito, es aplicable a la Secretana.
Nuestra Constitucion contempla en su Titulo Cuarto denominado “De las 
Responsabilidades de los Servidores Pûblicos, articule 108: “Para los efectos de 
las responsabilidades a que alude este Titulo se reputaràn como servidores 
pûblico a los représentantes de elecciôn popular, a los miembros del Poder 
Judicial Federal y del poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios y 
empleados. y en general, a toda persona que desempene un empleo, cargo o 
comisiôn de cualquier naturaleza en la Administraciôn Pùblica Federal o en el 
Distrito Federal, asi como a los servidores del Institute Federal Electoral, quienes 
seràn responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeno 
de sus respectives funciones".
La Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Pûblicos, cual en su Articule 1° indica que la citada Ley tiene por objeto 
reglamentar el Titulo de la Constitucion en materia de:
I Los sujetos de responsabilidad administrativa en el servicio pûblico;
Il Las obligaciones en el servicio pûblico.
Constitucion Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Editorial Porrüa. México 1990.
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Ill Las responsabilidades y  sanciones administrativas en el servicio publico;
IV Las autoridades compétentes y el procedimiento para aplicar dichas 
sanciones;
V El registre patrimonial de los servidores pûblicos.
De acuerdo con el articule 2° de la citada ley, son sujetos de la misma los 
servidores pûblicos federales mencionados en el parrafo primero del articule 108 
Constitucional y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos 
pûblicos federales.
De acuerdo al articule 3° de la mencionada ley, son autoridades 
compétentes para la citada ley:
I Las Càmaras de Senadores y Diputados al Congreso de la Union.
II La Supreme Corte de Justicia de la Naciôn y el Consejo de la Judicature 
Federal
III La Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrative:
IV El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrative:
V Los Tribunates de Trabajo y agrarios;
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VI El Instituto Federal Electoral;
VII La Auditoria Superior de la Federaciôn.
VIII La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos;
IX El Banco de México; y
X Los demàs ôrganos jurisdiccionales e instituciones que determinen las
leyes.
De acuerdo con el articule 109 Constitucional fracciôn II; “La comisiôn de 
delitos por parte de cualquier servidor pûblico sera perseguida y sancionada en los 
términos de la legislaciôn pénal", en concordancia con el articule 4° de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pûblicos que 




Con fundamento en la fracciôn I del articule 109 de la Constituciôn, en 
concordancia con el pârrafo primero del articule 110 de la misma Constituciôn, son 
sujetos de juicio politico:
Los Senadores y Diputados al Congreso de la Uniôn.
Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn.
Los Consejeros de la Judicatura Federal.
Los Secretarios de Despacho.
Los Jefes de Departamento Administrativo.
Los Diputados a la Asamblea del Distrito Federal.
El Jefe de Gobierno del Distrito Federal.
El Procurador General de la Repûblica.
El Procurador General de Justicia del Distrito Federal.
Los Magistrados de Circuito.
Los Jueces de Distrito.
Los Magistrados y Jueces del Fuero Comûn del Distrito Federal.




El Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral. 
Los Magistrados del Tribunal Electoral.
Los Directores Generates y sus équivalentes de los organismos 
descenTalizados, empresas de participaciôn estatal mayoritaria, sociedades y 
asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos pûblicos.
El pârrafo segundo del articule 110 constitucional indica que: “Los 
Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunates 
Superiores de Justicia Locales, y en su caso, los miembros de los Consejos de las 
Judicaturas Locales, podrân ser sujetos de juicio politico en los términos de este 
Titulo por violaciones grave a esta Constituciôn, y a las leyes federales que de ella 
emanen, asi como por el manejo indebido de fondes y recursos federales... ”
“La sanciones consistiràn en la destituciôn del servidor pûblico y en su 
inhabilitaciôn para desempefiar funciones, empleos, cargos o comisiones de 
cualquier naturaleza en el servicio pûblico".
Por su parte el articule 6° de la Ley Federal de Responsabilidades indica 
que es procedente el juicio politico cuando los actos u omisiones de los servidores
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pûblicos, redunden en perjuicio de los intereses pûblicos fundamentales o de su 
buen despacho.
El articulo 7° de la citada ley indica que redundan en perjuicio de los 
intereses pûblicos fundamentales y de su buen despacho, entre otros, los que 
indica la fracciôn III del citado articulo, que textualmente indica: “las violaciones 
graves y sistemàticas a las garantias individuales o sociales”.
La Secretaria de la funciôn pùblica, para tener conocimiento de los asuntos 
de los organismos y dependencias de la Administraciôn Pùblica Federal, lo hace 
por conducto de las Contralorias Internas de cada una de ellas. Situaciôn que 
desde el punto de vista juridico es  excelente, pero en la prâctica no se  ha llevado 
a cabo en su totalidad, con la consiguiente pasividad de las autoridades.
Es indudable que la actividad de la Secretaria de la funciôn Pùblica se 
enfoca principalmente a la vigilancia de aplicaciôn del gasto presupuestal, asi 
como a su real aplicaciôn; cuando no son aplicados correctamente se  presume 
que puede haber mal uso de los mismos, por lo cual son motivo de investigaciôn, 
por parte de la Secretaria, asi como la Contraloria Interna correspondiente, y de 
encontrar delito que perseguir se  debe turnar al Ministerio Pûblico Federal, de lo 
cual se desprende que la totalidad de problemas que enfrenta este  organisme son 
de carâcter administrativo.
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El pârrafo quinto de la fracciôn III del articulo 109 Constitucional, indica que: 
“Cualquier ciudadano, bajo su màs estricta responsabilidad y mediante la 
presentaciôn de elementos de prueba, podrà formuler denuncia ante la Càmara de 
Diputados del Congreso de la Uniôn respecte de las conductas a las que se refiere 
el présente articulo".
El juicio politico solo podrâ iniciarse durante el tiempo en que el servidor 
pûblico desem pene su empleo, cargo o comisiôn y dentro de un ano después  de la 
conclusiôn de sus funciones.
Corresponde a la Câmara de Diputados instruir el procedimiento relativo al 
juicio politico, actuando como ôrgano de acusaciôn y a la Câmara de Senadores 
fungir como jurado de la sentencia.
Presentada la denuncia y ratificada dentro de très dias naturales, se  turnarâ 
de inmediato a las Comisiones de Gobernaciôn, Puntos Constitucionales y de 
Justicia, para que dictaminen sobre:
1 - Si la conducta atribuida corresponde a las enum eradas por aquellos 
preceptos que redundan en perjuicio de los intereses pûblicos fundamentales y de 
su buen despacho;
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2 - Si el inculpado esta comprendido entre los servidores pûblicos 
mencionados en el pârrafo primero y tercero del articulo 108 Constitucional y 
todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos econômicos federales;
3 - Asi como si la denuncia es  procedente y por lo tanto amerita la incoaciôn 
o inicio del procedimiento.
Acreditados estes  elementos, la denuncia se turnarâ a la secciôn instructora 
de la Câmara.
La Secciôn Instructora tendra como funciones las siguientes:
a) Practicar todas las diligencias necesarias para la comprobaciôn de la 
conducta o de los hechos;
b) Establecer las circunstancias y las caracteristicas del caso;
c) Precisar la intervenciôn que baya tenido el servidor pûblico denunciado;
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d) Dentro de los très dias naturales siguientes a la ratificacion de la 
denuncia, informara al denunciado sobre la materia de la denuncia, su garantia de 
defensa, y que deberâ a su elecciôn comparecer o informar por escrito dentro de 
los siete dias naturales siguientes a la notificaciôn;
e) Abrir un periodo de prueba de 30 dias naturales, dentro del cual recibirâ 
las pruebas que ofrezca el denunciante y el servidor pûblico, asi como los que la 
propia Secciôn estime necesarias;
f) Calificar las pruebas, desechândose las que a su juicio sean 
improcedentes;
g) Terminada la instancia del procedimiento, se pondra a la vista del 
denunciante el expediente, por un plazo de très dias naturales, y por otros tantos a 
la del servidor pûblico y sus defensores, a fin de que formulen sus alegatos, que 
deberân presenter por escrito dentro de los seis dias naturales siguientes a la 
conclusiôn del segundo plazo mencionado;
h) Posteriormente la Comisiôn formulera sus conclusiones determinando si 
es  inocente o culpable el inculpado;
i) Entregar dentro del plazo de sesenta  dias naturales, contados a partir del 
dia siguiente a la fecha en que se baya turnado la denuncia, sus conclusiones a
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los Secretarios de la Câmara.
Posteriormente la Câmara de Diputados se erigirâ en ôrgano de acusaciôn, 
previa declaraciôn de su présidente, se reunirâ y resolverâ sobre la imputaciôn al 
servidor pûblico, en una diligencia en que se  darâ lecture a las constancies 
procedi mentales, asi como a las conclusiones de la secciôn instructora, 
posteriormente se te otorgarâ la palabra al denunciante y enseguida al servidor 
pûblico 0 a su defensor. Se puede replicar.
A continuaciôn se procederâ a discutir y a voter las conclusiones de la 
secciôn instructora.
Si la Câmara resolviera que no procédé acusar al servidor pûblico, este 
continuera n el ejercicio de su cargo. ^
Si la Câmara resolviera que es procedente acusar al servidor pûblico, se 
pondrâ a disposiciôn de la Câmara de Senadores, a la que se  remitirâ la 
acusaciôn, designândose una comisiôn de très diputados para que sostengan 
aquélla ante el Senado.
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La Câmara de Senadores recibirâ la acusaciôn, esta  la turnarâ a la Secciôn 
de Enjuiciamiento, misma que emplazarâ a la comisiôn de diputados encargada de 
la acusaciôn, al acusado y a su defensor, para que presenten por escrito sus 
alegatos dentro de los cinco dias naturales siguientes al emplazamiento.
Transcurrido el plazo, con alegatos o sin ellos, la Secciôn de 
Enjuiciamiento, formularâ sus conclusiones, proponiendo la sanciôn que en su 
concepto deba imponerse al servidor pûblico y expresando los preceptos légales 
en que se  funde.
Emitidas las conclusiones, la secciôn las entregarâ a la Secretaria de la 
Câmara de Senadores.
Recibidas las conclusiones por la Secretaria de la Câmara de Senadores, el 
présidante anunciarâ que debe erigirse esta en jurado de sentencia, dentro de las 
24 horas siguientes a la entrega de las conclusiones, citando a la comisiôn de 
diputados, al acusado y a su defensor.
En la citada diligencia se darâ lectura a las conclusiones, se  concederâ la 
palabra comisiôn de diputados, al servidor pûblico o a su defensor.
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Para discutir y votar las conclusiones, se procederâ retirar al servidor 
pûblico y a su defensor, permaneciendo los diputados en la secciôn, y aprobar los 
que sean los puntos de acuerdo, que en ellas contengan, el Présidente harâ la 
declaraciôn que corresponde.
La Câmara de Senadores se  erigirâ en Jurado de Sentencia dentro de los 
très dias naturales siguientes a las recepciones de las conclusiones, respecte a 
los gobernadores, diputados a las legislatures locales y magistrados de Tribunales 
Superiores de Justicia de los Estados, la sentencia que se  dicte tendrâ efectos 
declaratives y la misma se  comunicarâ a la legislature local respective, para que 
en ejercicio de sus atribuciones procéda como corresponde.
De todo lo anterior se  desprende que es  procedente el juicio politico cuando 
los actos u omisiones de los servidores pûblicos, redunden en perjuicio de los 
intereses pûblicos fundamentales o de su buen despacho.
La Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Pûblicos, en su articulo 7°, indica que redundan en perjuicio de los intereses 
pûblicos fundamentales y de  su buen despacho;
Los ataques a las instituciones democrâticas; a La forma de gobierno
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republicano, représentative, federal; las violaciones graves y sistemàticas a las 
garantias individuales o sociales; el ataque a la libertad de sufragio; la usurpaciôn 
de atribuciones; cualquier infracciôn a la Constituciôn o a las leyes federales 
cuando cause perjuicios graves a la Federaciôn, a uno o varies Estados de la 
misma o de la sociedad, o motive algûn trastorno en el funcionamiento normal de 
las instituciones; las omisiones graves, las violaciones sistemàticas o graves a los 
planes, programas y presupuestos de la Administraciôn Pùblica Federal o del 
Distrito Federal y a las leyes que determinan el manejo de los recursos 
econômicos federales y del Distrito Federal.
La Misiôn de la Secretaria de la Funciôn Pùblica es  “Abatir los niveles de 
corrupciôn en el pais y dar absoluta transparencia a la gestiôn y el desem peho de 
las instituciones y los servidores pûblicos de la Administraciôn Pùblica Federal”^
Su visiôn consiste en que “La sociedad tenga confianza y credibilidad en la 
Administraciôn Pùblica Federal.
Objetivos
• Prévenir y abatir prâcticas de corrupciôn e impunidad, e impulsar la mejora de la 
calidad en la gestiôn pùblica
• Controlar y détecta r prâcticas de corrupciôn
www.sfp.aob.mx. 1 de junio del 2005, 10; 30 hrs. 
Idem
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Sancionar las prâcticas de corrupciôn e  impunidad
Dar transparencia a la gestiôn pùblica y lograr la participaciôn de la sociedad 
Administrar con pertinencia y calidad el Patrimonio Inmobiliario Federal
Es facultad de la Secretaria de la Funciôn Pùblica establecer normas y 
lineamientos en materia de planeaciôn y administraciôn de personal en el âmbito 
de la Administraciôn Pùblica Federal; Que la Ley del Servicio Profesional de 
Carrera en la Administraciôn Pùblica Federal y su Reglamento, facultan a esta 
Secretaria para establecer lineamientos para la adecuada operaciôn del proceso 
de evaluaciôn del desem peno de los servidores pûblicos que ocupan un puesto en 
alguno de los rangos comprendidos en el Sistema de Servicio Profesional de 
Carrera, y que el desem peno de los servidores pûblicos debe evaluarse conforme 
a criterios que permitan medir objetivamente los resultados individuales de su 
desempeno, de manera cualitativa y cuantitativa y en funciôn del puesto que cada 
uno de ellos ocupa, manteniendo su vinculaciôn con los objetivos y metas de la 
dependencia en la que p reste n sus servicios; de tal manera que dicha evaluaciôn 
promueva la excelencia del desem peho de los servidores pûblicos e impulse sui 
desarrollo profesional en bénéficié de la ciudadania.
La Secretaria de la Funciôn Pùblica y los Derechos Humanos.
De acuerdo al articulo 7° de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los servidores Pûblicos, textualmente dice: “Serâ
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responsabilidad de los sujetos de la Ley ajustarse en el desempeno de sus 
empleos, cargos, comisiones, a las obligaciones previstas en esta, a fin de 
salvaguardar los principios de legalidad, honrade., lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que rigen en el servicio pûblico. ”
A pesar de existir la Secretaria de la Funciôn Pùblica y la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pûblicos, en los ûltimos ahos 
siguen existiendo en nuestro pais las violaciones a los derechos humanos.
Por tal motivo el Ejecutivo Federal, creô por Decreto Presidencial la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, con el fin de lograr el respeto a las 
garantias individuales en nuestro pais, por parte de los servidores pûblicos.
Por otro lado, en el informe presentado al Ejecutivo Federal por el 
Présidente de la CNDH, el dia 5 de junio de 1991, se  indicô que la CNDH en su 
segundo semestre recibiô 1913 quejas, expidiô 51 recomendaciones y 24 
documentes de no responsabilidad.




239  d eten cion es arbitrarias;
150 falsas acusaciones;
150 abusos de autoridad;
149 delaciones de procedimiento. 
81 vicios de procedimiento;
70 denegaciones de justicia;
67 intimidaciones;
42 incomunicaciones, y 
40 robos.
Las quejas constituyen el recurso por el cual las y los peticionarios inician 
con certeza el proceso que ha de redundar en el deslinde de responsabilidades a 
propôsito de la autoridad sehalada en el expediente de queja.
En el aho 2005 se  registraron 6,945 quejas, lo que représenta un 
incremento en términos reales de poco mas de 27% de las quejas presentadas en 
el periodo 2003. Este dato en si mismo aparece como uno de los elementos mas 
reveladores para dar cuenta, no solo del incremento en términos del esfuerzo que
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ha representado para esta C o m i s i ô n ^ la atencion en asuntos relativos al registro 
de quejas, sino, y quizâ lo mas importante, del incremento de presuntas 
violaciones a derechos humanos en una proporciôn que se  encuentra muy por 
encima del crecimiento poblacional del Distrito Federal, constituyéndose asi en un 
fenômeno que debe con cita r la reflexion de la sociedad y de las autoridades del 
Distrito Federal. Si bien este incremento puede ser leido en parte como el trabajo 
de esta administraciôn por acercar la Comisiôn a las personas, también es  verdad 
que obedece a un ejercicio gubernamental que muestra una desatenciôn en 
asuntos relativos a derechos humanos en algunas de las autoridades del Distrito
www.cdhdf.org.mx 7 de mayo del 2005, 18:30 hrs. Comisiôn de Derechos Humanos del Distrito Federal. 
Informe Direcciôn General de Quejas y Orientaciôn. Octubre del 2002. Porcentajes redondeados sin 
décimales; por ello, aquellos datos con 0% significan de cifras menores a 0.55%, es decir, poco 
significativos).
Cabe destacar que de las 8,169 quejas presentadas en la Comisiôn, 4,709 fueron solucionadas durante el 
trâmite y, en 19 casos, se emitiô alguna Recomendaciôn.
De las presuntas violaciones a los derechos humanos atribuibles a las autoridades penitenciarias, 1,550 
correspondieron al Reclusorio Preventive Varonil Norte y 1,084 al Oriente, los cuales concentran el mayor 
numéro de quejas (véase la tabla 8).
Tabla 8. Incidentes por autoridades presuntamente responsables 
en las quejas interpuestas ante la CDHDF (1994-2002)
Autoridad Incidentes
Direcciôn de Reclusorio Preventive Varonil Norte 1,550
Direcciôn de Reclusorio Preventive Varonil Oriente 1,084
Direcciôn del Reclusorio Preventive Varonil Sur 672
Direcciôn de la Penitenciaria del Distrito Federal 467
Secretaria de Salud 387
Direcciôn General de Prevenciôn y Readaptaciôn Social 228
Direcciôn del Centro femenil de Readaptaciôn Social “Tepepan” 213 
Direcciôn del Reclusorio Preventive Femenil Norte 196
Direcciôn del Reclusorio Preventive Femenil Oriente 196
Direcciôn Ejecutiva de Sanciones Pénales 142
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Federal.
Durante 2004 la CDHDF recibiô 600 quejas por detenciôn arbitraria, de las cuales 
en 586 se encontraron elementos para investigar por presunta violaciôn. Sin 
embargo, el marco legal vigente puede considerarse mas proclive a actos que 
puedan configurar una detenciôn arbitraria conforme los estandares 
internacionales, por lo que la Comisiôn tiene un margen muy estrecho para la 
apreciaciôn y posibles recomendaciones a las autoridades del Distrito Federal.
El grupo de. Trabajo de la ONU sobre la Detenciôn Arbitraria ha hecho la 
observaciôn de que la “flagrancia equiparada" permite arrestos sin orden judicial 
sobre la base de simples denuncias o declaraciones testimoniales, lo que es 
incompatible con el principio de presunciôn de inocencia y genera tanto riesgos de 
detenciones arbitrarias como de extorsiones, por lo que recomendô, entre otras 
cosas, modificar la legislaciôn sobre la presunciôn de inocencia y la flagrancia.
Asi mismo el Comité Contra la Tortura recomendô al Estado mexicano: Reforzar la 
garantia constitucional que exige orden judicial para practicar una aprehension, 
mediante la supresiôn de las facultades del Ministerio Pûblico para ordenarlas y 
establecer como ûnica excepciôn la detenciôn en flagrancia limitada ésta  a la del 
individuo que fuere sorprendido en el acto de cometer el delito inmediatamente 
después de cometido el delito con los instrumentos del delito en su poder, o 
alcanzado al ser perseguido inmediatamente de ejecutarlo. En caso alguno la
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detenciôn en flagrancia podrâ producirse después de 24 horas de perpetrado el 
illcito. Respecte de los casos urgentes, reemplazar su actual regulaciôn legal por 
un procedimiento adecuado que facilite al Ministerio Pûblico obtener ôrdenes 
judiciales de aprehensiôn en todo tiempo.
Clasificaciôn Quejas %
Presunciôn de violaciôn a derechos humanos 5,072 62%
Inexistencia de violaciôn a derechos humanos 1,931 24%
Orientaciôn a la presunta victima 901 11%
Imposible dictaminar por falta de informaciôn de la 18 2%
Presunta victima
Casos de incompetencia de la CDHDF 75 1%
Pendientes de calificar por falta de informaciôn de la 1 0%
Presunta victima
Total 8,169 100%
La CDHDF recibiô 79 quejas relacionadas con supuestos actos de tortura, 
se  concluyeron 49 y quedan en investigaciôn 30. Debe destacarse el incremento 
notable (23.6%) que respecte del periodo de 2003 se  observa en esta materia, 
dato que por si mismo concita interés y reflexiôn. Desde el inicio de esta
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administraciôn se  modificaron los criterios para la calificaciôn de los casos de 
presunta violaciôn de derechos humanos por actos de tortura.
Empezamos a aplicar los principios y el procedimiento recomendado en el 
Manual para la Investigaciôn y Documentaciôn eficaces de Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Dégradantes, conocido como Protocolo de Estambul, 
que fue reconocido como un instrumento guia por el Gobierno Mexicano, mediante 
un memoranda entendimiento con la Oficina del Alto Comisionado de las Madones 
Unidas para los Derechos Humanos.
La aplicaciôn del Protocolo ha implicado una investigaciôn de los hechos de 
posibles casos de tortura de manera mas minuciosa e  interdisciplinaria. Antes era 
casi exclusivamente la opiniôn médica la que determinaba si era o no tortura, 
basândose en la existencia o no de lesiones.
Actualmente, el personal de la CDHDF intenta documentar fotogrâficamente 
el caso lo mâs pronto posible, de acuerdo con la cooperaciôn y apoyo de las 
autoridades involucradas, ya que han existido casos en lo que se  ha impedido la 
introducciôn de la câmara fotogrâfica.
Una de las circunstancias que se observan en ésta y otras materias 
referidas a violaciones graves es  la que tiene que ver con que la intervenciôn de la
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Comisiôn inhibe practicas violatohas aunque no concluya con una recomendaciôn, 
ya que en muchos casos hay renuencia de la victima a continuar con el asunto, 
porque de hacerlo se  pondria nuevamente en riesgo su seguridad o la de sus 
familiares.
Atendiendo a las diferentes modalidades, circunstancias de cada caso y los 
grados de dificultad para la apreciaciôn de los hechos, hay que reconocer que la 
CDHDF no esta exenta de cometer errores en la apreciaciôn del caso, pero 
siempre, invariablemente, parte de una posiciôn honesta y ética.
La relaciôn que existe entre la CNDH y la Secretaria de la Funciôn Pùblica 
es muy estrecha, ya que la Comisiôn tiene como fin vigilar el cumplimiento de la 
politica nacional en materia y defensa de los derechos humanos por parte de las 
autoridades y servidores pûblicos y la Secretaria también tiene como funciôn 
vigilar y sancionar a los servidores pûblicos en su esfera de su competencia, 
turnando los casos pénales a la autoridad compétente.
La Secretaria es  compétente para aplicar la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pûblicos. Por otro lado la 
Comisiôn solo puede hacer recomendaciones que resulten pertinentes a las 
autoridades del pais sobre violaciôn a los derechos humanos, recomendandoles la 
investigaciôn a los derechos humanos, y de ser procedente, sean turnados los
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expedientes en los que les servidores pûblicos sean les infractores, a las 
autoridades judiciales correspondientes.
De hecho la Secretaria de la Funciôn Pùblica, no ha tenido el éxito que se 
pretend la en materia de Derechos Humanos, mismos que son violados por los 
servidores pûblicos y no son sancionados, y la Comisiôn no ha triunfado 
totalmente, porque le falta apoyo constitucional para poder sancionar en forma 
administrativa, y lo correspondiente a la materia penal, turnarlo al Ministerio 
Pûblico Federal.
4.1.4. LA PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL.
El ilustre Jurista Elector Fix Zamudio, indica que es  el organisme 
dependiente del Ejecutivo Federal que tiene como funciôn esencial la actividad del 
Ministerio Pûblico en el Distrito Federal. Lo cual tiene su fundamento en la base 6^ 
de la fracciôn VI del articule 73 Constitucional la cual dice textualmente:
“El Ministerio Pûblico en el Distrito Federal estara a cargo de un Procurador 
General de Justicia, que dependera directamente del Présidente de la Repûblica, 
quien lo nombrarâ y removerâ libremente”.
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El articulo 1° de la Ley Orgànica de la Procuradurîa General de Justicia del 
Distrito Federal, indica que es una dependencia en la cual se  integra la instituciôn 
del Ministerio Pûblico del Distrito Federal y sus ôrganos auxiliares directes, para el 
despacho de los asuntos que a aquella atribuyen los articules 21 y73 fracciôn VI, 
base 6^ de la Constituciôn Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, el présente 
ordenamiento y las dem âs leyes légales aplicables.
El maestro Ignacio Burgoa Orihuela indica que incumbe al Ministerio Pûblico en 
modo exclusive y en uniôn y bajo su mande la policia judicial la persecuciôn de los 
delitos.^ ^^
Juan Palomar de Miguel define al Ministerio Pûblico, como instituciôn estatal que 
se  encarga, a través de sus funciones, de defender los derechos de la sociedad y 
del Estado.
Jorge Garduho Garmendia define al Ministerio Pûblico como un 
représentante social en ejercicio de la funciôn persecutoria, asi como también que 
los actos que realizan son de naturaleza administrativa, y que es  un colaborador 
de los ôrganos jurisdiccionales/^^
BURGOA Orihuela Ignacio, op. cit. p. 934.
PALOMAR de Miguel Juan. Diccionario para Juristas. Ediciones Mayo. México 1981, pp.867 y 568 
GARDUNO Garmendia Jorge, El Ministerio Pûblico en la Investigaciôn de Delitos, Editorial Limusa S.A. 
México 1988. p. 25
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De acuerdo al articule 2 de la Ley Orgànica de la Procuradurîa de Justicia 
del Distrito Federal, la instituciôn del Ministerio Pûblico del Distrito Federal, 
presidida por el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, en su caracter 
de représentante social, tendra las siguientes atribuciones, que ejercerâ por 
conducto de su titular o de sus agentes y auxiliares:
L- Perseguir los delitos del orden comûn, cometidos en el Distrito Federal;
II.-Velar por la legalidad en la estera de su competencia como uno de los 
principios rectores de la convivencia social, promoviendo la pronta, expedita y 
debida procuraciôn e imparticiôn de justicia.
III - Protéger los intereses de los menores, incapaces, asî como los 
individuates y sociales en general, en los términos que determinen las leyes;
IV - Cuidar la correcta aplicaciôn de las medidas de polltica criminal, en la 
estera de su competencia, y
V - Las dem âs que las leyes determinen.
De acuerdo al articulo 3 de la Ley Orgànica de la Procuradurîa de Justicia
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del Distrito Federal, en la persecuciôn de los delitos del orden comûn, al Ministerio 
Pûblico le corresponde;
A. En la averiguaciôn previa:
I. Recibir denuncias, acusaciones o querellas sobre acciones u omisiones 
que puedan constituir delito;
II. investigar los delitos del orden comûn con el auxilio de la policia judicial, 
de los servicios periciales y de la policia preventiva;
III. Practicar las diligencias necesarias, para la comprobaciôn del cuerpo del 
delito y la probable responsabilidad de quienes en ellos hubieren intervenido, para 
fundamentar, en su caso, el ejercicio de la acciôn penal;
IV. Restituir al ofendido en le goce de sus derechos, provisional e 
inmediatamente, de oficio, o a peticiôn del interesado, cuando esté  comprobado el 
cuerpo del delito de que se  trate en la averiguaciôn previa, ordenando que el bien 
se  mantenga a disposiciôn del Ministerio Publico si se  estimare necesario y en su 
caso exigiendo se  otorgue garantie, la que se  pondra a disposiciôn del ôrgano 
jurisdiccional, si se  ejercita acciôn penal;
377
V. Solicitar la aplicaciôn de la medida persecutoria de arraigo y las ôrdenes 
del cateo, en los términos del articule 16 de la Constituciôn Polltica de los Estados 
Unidos Mexicanos:
VI. No ejercitar la acciôn penal;
a) Cuando de los hechos de que conozca no sean constitutives de delito, 
conforme a la descripciôn tlpica contenida en la ley penal;
b) Cuando se  acredite plenamente que el inculpado no tuvo intervenciôn en 
los hechos punibles y sôlo por lo que respecte a él;
c) Cuando la responsabilidad penal se  hubiere extinguido legalmente, en los 
términos del Côdigo Penal;
d) Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el 
inculpado actuô en circunstancias que excluyen la responsabilidad penal;
e) Cuando, aun pudiendo ser delictivos los hechos de que se  trate, resuite 
imposible la prueba de su existencia por obstâculo material insuperable.
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f) Cuando por cualquier motivo el Ministerio Pûblico consigne a la autoridad 
Judicial algûn asunto al que se  refiera esta fracciôn, el juez del conocimiento, de 
oficio, dictarâ el sobreseimiento respective.
B.- En el ejercicio de la acciôn penal y durante el proceso:
Promover la incoaciôn del proceso penal;
Il Ejercitar la acciôn penal ante los juzgados compétentes por los delitos del 
orden comûn, cuando exista denuncia, o querella, o este comprobado el cuerpo 
del delito y la probable responsabilidad de quienes hubieren intervenido, 
solicitando las correspondientes ôrdenes de aprehensiôn o de comparecencia.
III Solicitar, en los términos del articulo 16 de la Constituciôn Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos, las ôrdenes de cateo que sean  necesarias;
IV Poner a disposiciôn de la autoridad judicial sin demora, a las personas 
detenidas, en los términos de las disposiciones constitucionales y légales 
ord inarias;
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V Remitir al ôrgano jurisdiccional que lo haya solicitado, a las personas 
aprehendidas en cumplimiento de una orden dictada por este, en los términos 
senalados por la Constituciôn Polltica de los Estados Unidos Mexicanos;
VI Ejercitar la acciôn penal ante el Juez de la ciudad de México, en los 
casos de detenidos por delitos del orden comûn cometidos fuera del Distrito 
Federal, pidiéndole resuelva en los términos del articulo 19 de la Constituciôn 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de que determine lo 
relativo a su competencia;
VII Pedir el embargo precautorio de bienes, para los efectos de la 
reparaciôn del dano en todos los casos, salvo que ésta  se  garantice 
satisfactoriamente;
VIII Aportar las pruebas pertinentes y promover en el proceso las diligencias 
conducentes al debido esclarecimiento de los hechos, a la comprobaciôn del 
delito, de la responsabilidad de quienes hayan intervenido, de la existencia del 
daho y a la fijaciôn del monte de su reparaciôn;
IX Formular conclusiones en los términos senalados por la ley, solicitando la 
imposiciôn de las penas y medidas que correspondan y el page de la reparticiôn
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del daho; o en su caso, planteando las circunstancias excluyentes de 
responsabilidad o las causas que extinguen la acciôn penal;
X Interponer los recursos que la ley concede, expresar agravios; y
XI En general, hacer todas las promociones que sean  conducentes a la 
tramitaciôn regular de los procesos y realizar las dem âs atribuciones que le 
sehalen las leyes.
C. En relacion con su Intervenciôn como parte en el proceso: -
I. Remitir al ôrgano jurisdiccional que lo haya solicitado a las personas 
aprehendidas en cumplimiento de una orden dictada por este, en los términos 
senalados por el articulo 107 fracciôn XVIII, pârrafo tercero, de la Constituciôn 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos;
II. Pedir el aseguramiento precautorio de bienes, para los efectos de la 
reparaciôn del daho;
III. Aportar las pruebas pertinentes y promover en el proceso las diligencias 
conducentes al debido esclarecimiento de los hechos; a la comprobaciôn del
381
delito, de la responsabilidad de quienes hayan intervenido, de la existencia del 
daho y a la fijaciôn del monte de su reparaciôn;
IV. Formular conclusiones en los términos sehalados por la ley y solicitar la 
imposiciôn de las penas y medidas que correspondan y el page de la reparaciôn 
del daho;
V. Interponer los recursos que la ley concede y expresar los agravios 
correspondientes, y
VI. Las dem âs atribuciones que le sehalen las leyes.
De acuerdo al articulo 4° de la Ley Reglamentaria de la Procuradurîa del 
Distrito Federal, la vigilancia de la legalidad y de la pronta, expedita y recta 
procuraciôn y administraciôn de justicia comprende:
I La propuesta al Présidente de la Repûblica de reformas legislativas en el 
âmbito de su competencia, necesarias para la exacta observancia de la 
Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos;
Il La propuesta ante el Présidente de la Repûblica de las medidas que
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convengan para el mejoramiento deja procuraciôn y de la administraciôn de 
justicia;
III Poner en conocimiento del Présidente de los Estados Unidos Mexicanos 
y del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los abusos e irregularidades 
que se adviertan en los juzgados y tribunales, que afectan la pronta, expedita y 
recta administraciôn de justicia,
IV Auxiliar al Ministerio Pûblico Federal y de los Estados de la Federaciôn; y
V Poner en conocimiento de la autoridad a que corresponde resolver, las 
quejas por irregularidades o hechos de autoridades que constituyan delitos, 
formulen los particulares, orientândolos sobre la atenciôn que legalmente 
corresponde al asunto de que se trate.
La Procuradurîa General de Justicia del Distrito Federal, es  un organisme 
dependiente del Ejecutivo Federal, que tiene como funciôn esencial la actividad 
del Ministerio Pûblico en el Distrito Federal.
El maestro Fleeter Fix Zamudio indica que con anterioridad la situaciôn del 
Ministerio Pûblico tante en la esfera federal como en el D.F. era bastante
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imprecisa, pero las diversas Constituclones y leyes organicas mexicanas situaron 
a dicha instituciôn dentre del Poder Judicial, siguiendo la tradiciôn espahola.
El 12 de septiembre de 1903, se  expidiô la Ley Orgànica del Ministerio 
Pûblico en forma jerârquica, dependiente del Ejecutivo Federal, se  crearon varies 
procuradores justicia como jefes del Ministerio Pûblico.
1.- Uno al D.F. con competencia en el partido norte de Baja California y el 
territorio de Quintana Roo;
2.- El segundo Procurador para los partidos del centre y sur de Baja 
California, con residencia en La Paz.
3.- El tercer Procurador en el territorio de Tepic, con residencia en la capital 
del mismo nombre.
De acuerdo con su Ley Orgànica, la Procuradurîa General de Justicia del 
Distrito Federal, tiene las siguientes atribuciones, organizaciôn y competencia:
Perseguir los delitos del orden comûn cometidos en el D.F.
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Il Velar por la legalidad en la esfera de su competencia como uno de los 
principios rectores de la convivencia social, promoviendo la pronta, expedita y 
debida procuraciôn e  imparticiôn de justicia.
Ill Protéger los intereses de los menores, incapaces, asi como las 
individuales y sociales en general, en términos que determinen las leyes.
IV Cuidar la correcta aplicaciôn de las medidas de politica criminal.
V Las dem âs que las leyes determinen.
La Procuradurîa del Distrito Federal y los Derechos Humanos.
Con fundamento en el articulo 27 constitucional, la Procuradurîa tiene como 
funciôn la persecuciôn de los delitos y la vigilancia de la legalidad y expedita, recta 
procuraciôn y administraciôn de justicia.
Lo cual si cumpliera cabalmente, no habria problema de violaciones a los 
derechos humanos en el Distrito Federal.
Por otro lado, el Ejecutivo Federal buscando protéger los derechos
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humanos, creô la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos y en sus informes 
semestrales indica que gran parte de las violaciones a los derechos humanos son 
por parte de las Procuradurlas, tanto de la General como las de los Estados, las 
cuales en lugar de cumplir con sus funciones con apego a los principios de 
legalidad, lo hacen pero violando la Constituciôn asî como las leyes que de ella 
emanan.
No se puede alegar que este previsto por la Constituciôn y por las leyes, el 
que violen los derechos humanos de los ciudadanos, lo que pasa es  que no se 
castiga a los violadores de los derechos humanos, por consiguiente, aumentan las 
arbitrariedades e impunidad de estos malos servidores. Lo que indica que falta 
voluntad para enfrentar el problema, que aciarando, no es  fâcil, pero si es  factible 
de solucionario.
Por su parte, la CNDH, investiga las violaciones a los derechos humanos y 
exhibe püblicamente a las autoridades infractoras, y emite una recomendaciôn 
buscando que se  repare la violaciôn, esperando que la autoridad lo haga, porque 
la CNDH no tiene fuerza coercitiva.
Por lo cual podria ser factible si no una fusiôn de las instituciones, si una 
coordinaciôn e  investigaciôn de los asuntos revisados y resueltos por la CNDH, y 
de ser procedente dentro de su competencia, perseguir y detener a las
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autoridades infractoras, previo el procedimiento establecido, turnândolo a la 
autoridad judicial compétente.
De aplicar la Procuradurîa la ley tal como lo consigna nuestra Constituciôn, 
y lo régula su propia Ley Orgànica, considère que se  cumplirîa el principio de 
legalidad.
Pero en la realidad no es  asî, la Procuradurîa enfrenta un grave problema 
de corrupciôn, principalmente entre los elementos del Ministerio Pûblico y de la 
Policîa Judicial.
CAPITULO QUINTO 
EL PODER JUDICIAL FEDERAL Y LOS DERECHOS HUMANOS
El Poder Judicial Federal tiene las siguientes funciones: Protéger los 
derechos del hombre; interpreter la ley en cada caso concreto sometido a su 
consideraciôn, y servir de fuerza equilibrada ante el Poder Ejecutivo y el Poder 
Legislativo, asî como entre los Poderes de la Federaciôn y los de los Estados, 
manteniendo la supremacîa de la Constituciôn de la Repûblica.
El Poder Judicial e s  el ûnico facultado para resolver conflictos entre particulares.
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pues los ôrganos administrât!vos (de la Federaciôn, de los Estados o de los 
Municipios) no pueden hacerloT^
El ejercicio del Poder Judicial de la Federaciôn, se  deposita en una 
Suprema Code de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales Colegiados y 
Unitarios de Circuito y Juzgados de Distrito. (Articulo 94 Constitucional)
El Maestro Ignacio Burgoa Orihuela, indica que la actividad que despliegan 
la Suprema Corte, los Tribunales de Circuito, y los Juzgados de Distrito, se  
desarrolla en dos distintas funciones jurisdiccionales que son respectivamente, la 
judicial propiamente dicha y la de Control Constitucional, teniendo ambas 
importantes notas diferenciales.
a) La funciôn Judicial propiamente dicha, de los Tribunales Federates 
consiste en resolver controversies jurîdicas de diferente naturaleza, traduciéndose 
su ejercicio en los llamados “Juicios Federates”, esencialmente distintos del 
amparo, y que pueden ser civiles, lato sensu, (mercantiles), y civiles, stricto sensu, 
pénates y administratives, conociendo de ellos en primera instancia los Jueces de 
Distrito.
Incumbe a los Tribunales Colegiados de Circuito, fuera del Juicio de
RABASA O. Emilio y Gloria Caballero. Mexicano; Esta es tù Constituciôn. Editado por la Câmara de
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Amparo, el conocimiento de los recursos de revision que se  interpongan contra las 
resoluciones definitivas de los tribunales contencioso-administrativos creados por 
el Congreso de la Union en los términos de la fracciôn XXIX-H del Articulo 73 de la 
Constituciôn.
La procedencia del recurso de revisiôn en el caso citado, queda sujeta a lo 
que dispongan las leyes federates ordinarias que instituyan a los Tribunales de lo 
Contencioso-Administrativo, en caso que no consigne la procedencia de dicho 
recurso, los particular podrân interponer el amparo.
Los Tribunales Unitarios de Circuito son los que conocen en segunda 
instancia de los juicios ventilados en primera instancia ante los Jueces de Distrito 
en los términos de Ley Orgànica del Poder Judicial de la Federaciôn.
El Poder Judicial Federal tiene dos funciones;
a) - Cuando ejecuta la funciôn judicial se  traduce en un mero juez que 
resuelve un conflicto de derecho exclusivamente.
b) - La funciôn de Control Constitucional.
Diputados. LI Legislatura. M éxico 1982. p. 182.
389
Pero en el caso  del ejercicio de la funciôn de control constitucional se  erige 
en mantenedor, protector y conservador del orden creado por la Constituciôn en 
los distintos casos que se  presenten a su conocimiento.
Es decir, cuando los ôrganos del Poder Judicial Federal, con exclusiôn de 
los Tribunales Unitarios de Circuito, despliegan su actividad jurisdiccional de 
control Constitucional, s e  colocan en una relaciôn politica, en el amplio sentido de 
la palabra, con los dem âs Poderes Federates o locates, al abordar el exam en de 
los actos realizados por estos para establecer si contravienen o no el regimen 
Constitucional, cuya protecciôn y tutela, son el principal objetivo de la presente 
funciôn.
El maestro Antonio Carrillo Flores, afirma que los principios m as generates 
relatives a la tutela o salvaguardia de la Constituciôn estân contenidos en 
preceptos relatives al Poder Judicial de la Federaciôn, mismos que a continuaciôn 
se  describen:
1." El Articulo 133 Constitucional dice, que después de définir que la 
Constituciôn, las leyes del Congreso de la Uniôn que em anen de ella y los tratados 
serén la Ley Suprem a de toda la Uniôn, agregando que los Jueces de cada 
Estado se  arreglarân a dicha Constituciôn, leyes y tratados, a pesar de las
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disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 
Estados.
2.- El Articulo 104 fracciôn l-A de nuestra Constituciôn, dice que 
corresponden a los Tribunales de la Federaciôn conocer de todas las 
controversias del orden civil o criminal que se  susciten sobre el cumplimiento y 
aplicaciôn de las leyes federates o de los tratados.
3.- En el Articulo 103 Constitucional, se  asienta la noble instituciôn del juicio 
de amparo, y segùn el cual los propios Tribunales Federates resolverân toda 
controversia que se  suscite: por leyes o actos de la autoridad que violen las 
garantias individuales; por leyes o actos de la autoridad que vulneren o restrinjan 
la soberania de los estados, y por leyes o actos de las autoridades de los Estados 
0 del Distrito Federal que invadan la esfera de la autoridad federal. En estrecha 
concordancia con este  precepto esta  el articulo 107 de la propia Constituciôn, 
segùn el cual dichas controversias se  seguiràn siempre a instancia de parte 
agraviada y la sentencia sera siempre tal, que sôlo se  ocupe de individuos 
particulares.
4.- En el Articulo 104 Constitucional fracciones III y IV, en relaciôn con el 
articulo 105 de dicho ordenamiento, se  man if testa que sôlo a la Suprema Corte de
BURGOA Orihuela Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. Editorial Porrùa SA., T  ediciôn.
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la Naciôn corresponde conocer de las controversias que se  susciten entre dos o 
m as Estados, entre los Poderes de un mismo Estado sobre la constitucionalidad 
de sus actos y de los conflictos entre la Federaciôn y uno o m âs Estados, asi 
como aquellas en que la Federaciôn sea  parte en los casos que establezca la ley.
El reconocido jurista Antonio Carrillo Flores, indica que los preceptos antes 
descritos m uestran que es  indudablemente muy vasta el àrea en que el control de 
la constitucionalidad puede ejercerse a través de la intervenciôn de los Tribunales 
y especificam ente de la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn.
5.1. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION.
El reconocido jurista Antonio Carrillo Flores, considéra dentro de 
responsabilidades de la Suprema Corte; la de intérprete y custodio de la 
Constituciôn; como defensora de los derechos humanos, asi como el control de la 
constitucionalidad de las leyes y actos de autoridades.
Ademas considéra la necesidad de que se  vigorice la funciôn de la Corte 
como Tribunal Constitucional en sentido estricto, como protectora, en la medida de 
sus necesidades, de los derechos humanos, incluso como Tribunal Federal de 
ultima instancia en litigios de verdadera trascendencia.
Mexico 1988, pp. 812-814
CARRILLO Flores Antonio. La Constituciôn, La Suprema Corte y los Derechos Humanos. Editorial 
Porrùa S.A., México 1981, pp. 20,21 y 22
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La Suprema Corte de Justicia de la Naciôn encuentra regulada su 
jurisdicciôn y competencia por diversos preceptos constitucionales, siendo los mâs 
completos los preceptos relativos al juicio de amparo previsto y regulado en los 
artfculos 103 y 107, respectivamente. Fuera del juicio de amparo, la Corte conoce 
de las siguientes controversias:
1.- De las que se susciten entre la Federaciôn y los Estados, entre dos o 
mâs Estados, y entre los poderes de un mismo Estado sobre la Constitucionalidad 
de sus actos, siempre que no sean  de aquellos de naturaleza politica que la 
fracciôn VI del articulo 76 constitucional encarga al Senado de la Repûblica.
2.- Aquellas en que la Federaciôn es parte, cuando asi lo establezca la ley. 
(Articulo 105 Constitucional)
3.- De las competencias que se  susciten entre los Tribunales de la 
Federaciôn, entre estos y los de los Estados o del Distrito Federal, entre los de un 
Estado y los de otro, o entre los de un Estado y los del Distrito Federal. (Articulo 
106 Constitucional)
4.- De los recursos de revisiôn que se interpongan contra las resoluciones 
definitivas de los Tribunales de lo contencioso-administrativo federates. (Articulo
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104 Constitucional fracciôn l-B)
Por otro lado el articulo II de la Ley Orgànica del Poder Judicial de la 
Federaciôn, indica las controversias, recursos, excusas, etc., que debe conocer la 
suprem a Corte de Justicia en pleno, indicando el articulo 12 de la citada ley las 
atribuciones de la Corte.
La Suprema Corte de Justicia de la Naciôn se compondrâ de 11 Ministres y 
funcionarà en Pleno o en Salas.
El pleno se  compondrâ de los Ministres numerarios que integran la 
Suprema Corte de Justicia de la Naciôn, pero bastarâ la presencia de 15 
miembros para que pueda funcionar. Los ministres supernum eraries formarân 
parte del pleno cuando substituyan a los ministres numerarios. (Articule 3° L.O. del 
P.J. de la Federaciôn)
Las resoluciones del pleno se tomarân por unanimidad o mayorla de votes 
de los ministres présentes, quienes no podrân abstenerse de votar sine cuando 
tenga impedimento legal o no hayan estado présentes durante la discusiôn del 
asunto de que se  trate, en caso de em pâte se resolverâ el asunto en la siguiente 
sesiôn, y si en la ultima sesiôn tampoco se  obtiene mayorla, se  tendrâ por 
desechado el proyecto y el Présidente de la Corte designarâ otro ministro para que
394
formule nuevo proyecto, teniendo en cuenta las opiniones vertidas (Art. 4° L.O. del 
P.J.de la Federaciôn)
La Suprem a Corte de Justicia de la Naciôn, tendra cada aho dos periodos 
de sesiones, el primero com enzarâ el dia 2 de enero y terminera el dia 15 de julio; 
el segundo com enzarâ el 1° de agosto y terminarâ el 15 de diciembre. (Art. 8° L.O. 
del P.J. de la Federaciôn)
Las sesiones ordinarias del pleno se  celebrarân cuando m enos una vez por 
sem ana en los dias y a las horas que fije el reglamento interior de la Suprema 
Corte de Justicia.
Las sesiones extraordinarias se  celebrarân cuando lo créa necesario el 
Présidente o lo pida alguno de los ministros. (Art. 9° L.O. del P.J. de la 
Federaciôn)
Las sesiones serân pùblicas con excepciôn de los casos en que la moral o 
el interés pûblico exijan que sean privadas (Articulo 10 L.O. del P.J. de la 
Federaciôn)
Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn, estân formadas
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por cinco ministros y divididos por materias, la primera conoce de asuntos 
penales; la segunda, administratives; la tercera, civiles; y la cuarta, laborales; a las 
que se deben agregar la sala unitaria integrada por los supernum eraries que 
resuelven asuntos de rezago que le encomienda el pleno.
Las caractensticas de la jurisprudencia obligatoria.
El establecimiento de esta instituciôn se debe al pensam iento del ilustre 
jurista mexicano Ignacio Luis Vallarta, quien propuso que el criterio expresado por 
la Corte en cinco resoluciones pronunciadas en el mismo sentido tuviese caracter 
imperative para los Tribunales Federates y asi lo consagré expresam ente el 
Côdigo Federal de Procedimientos Civiles de 1908.
En las Reformas a la Constituciôn de 1967, se  te otorgô mayor amplitud a la 
jurisprudencia obligatoria, puesto que se  te desvinculô del articulo 107 y se 
incorporô en el quinte pârrafo del articulo 94, con el objeto de darle mayor amplitud 
desde dos ângulos; en primer lugar al extender la jurisprudencia obligatoria a 
todos los asuntos de competencia de los Tribunales Federates y no 
exclusivamente al juicio de amparo; en segundo termine, respecte a la 
interpretaciôn obligatoria extendida también a las leyes y reglamentos locales. Los 
articules 192 a 197-B de la Ley de Amparo y 103 de la Orgànica del Poder Judicial 
Federal, establecen los requisites para la formaciôn de la jurisprudencia, (cinco
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resoluciones en el mismo sentido por catorce votos en pleno, cuatro en las salas, y 
la aprobaciôn unanime de los très magistrados de los tribunales colegiados), asi 
como para interrumpir y modificar la propia jurisprudencia/^^
El insigne Antonio Carrillo Flores considéra que tanto la Constituciôn de 
1824 como la de 1857 y la vigente de Querétaro han concebido a la Suprema 
Corte de Justicia de la Naciôn como algo m as que un Tribunal; como el Ôrgano 
Rector y por ende el m âs representative de uno de los très poderes a través de los 
cuales el pueblo ejerce su soberania/^^
Asimismo reconoce que la Suprema Corte siempre actùa como poder, aun 
en los casos en que desem peha funciones estrictam ente jurisdiccionales 
controlando la correcta aplicaciôn de la ley en asuntos que sôlo indirectamente 
tocan el interés pûblico.
También afirma que la Corte estâ  facultada para practicar u ordenar 
investigaciones en situaciones de la mayor g raved ad, nada menos que las que 
pongan en duda la legitimidad de la elecciôn del Présidente de la Repûblica y 
tratândose de la comisiôn de delitos o de la violaciôn de garantias individuales.
FIX Zamudio Hector. Constituciôn Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. comentada, U.N.A.M.,
México 1985. pp. 220 y 221
CARRILLO Flores Antonio, op.cit. pp. 57 y 58
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Esta situaciôn o tema, ha sido tratada y analizada por Don Salvador Urbina, 
en el informe que como Présidente de la Suprema Corte rindiô en diciembre de 
1946, se ampliamente de las discusiones sobre este  tem a y se  llegaron a las 
siguientes cuestiones:
1.- Para la protecciôn de las garantias individuales existe el juicio de 
amparo;
2.- Si para controlar los procesos electorates estân los ôrganos locales y 
federates com pétentes y de m anera muy especial los Congresos Federal y Estatal;
3.- Finalmente, la investigaciôn de los delitos es  tarea especifica del 
Ministerio Pûblico y la Policia Judicial; como se  justifica que la Suprem a Corte de 
Justicia de la Naciôn tome a su cargo alguna de e sa s  tareas directamente o a 
través de Comisionados especiales, inclusive actuando de oficio/^^
Al respecte el m aestro Gabino Fraga expresô; que la circunstancia de que 
la Constituciôn solam ente obligue a la Corte a practicar o a ordenar la prâctica de 
las investigaciones que te pida el Présidente de la Repûblica, alguna de las 
Câm aras o un Gobernador, révéla que ha de tratarse de hechos o situaciones
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graves y excep cion a les. 124
Abundando en el tema, la Constituciôn atribuye una facultad a la Corte en 
su caràcter de uno de les très poderes de la Union, para que la ejerza actuando 
con la objetividad propia de un tribunal, pero con criterio politico, ya que se 
considéra en México, el investigar el procéder de una autoridad, un acto politico.
Para que la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn intervenga debe 
estimar la gravedad de una situaciôn que justifique, que ella la m anda averiguar, y 
por otra parte, el conocimiento pûblico de los resultados de la investigaciôn debe 
generar por m ecanism os, también politicos y no juridicos, que se  tomen las 
medidas a que baya lugar, a quien corresponda, segùn las circunstancias.
El insigne Antonio Camilo Flores, concibe a la Suprem a Corte de Justicia de 
la Naciôn como un ôrgano que debe procurer el bien pûblico, a través del 
cumplimiento de la ley y que en situaciones excepcionales puede actuar 
politicamente. Pero la defensa judicial de la Constituciôn y la protecciôn de los 
Derechos Humanos pueden tratarse separadam ente por la Corte.
Como estàn  vinculadas estrecham ente, la Suprem a Corte de Justicia de la
CARRILLO Flores Antonio, op. cjt. pp. 64 y 65 
Idem
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Naciôn y los Derechos Humanos o Garantlas Individuales, adem âs de que las 
tutelan y las hacen respetar, dentro de un campo perfectam ente definido y 
limitado, mismo que considéré debe ser ilimitado, pero en funciôn de protéger 
ampliamente los derechos humanos. Ya que todas las autoridades, tanto 
Federales como Estatales, estân obligadas a respetar y protéger los derechos del 
hombre, y que por circunstancias ajenas al derecho, violan sistem âticam ente los 
derechos humanos, contraviniendo su esencia de protéger a la sociedad y violarla 
constantemente.
Por lo que para solucionar parte de esta problemâtica se instituyo la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, misma que fue creada por el Ejecutivo 
Federal, y que a p esar de contar ùltimamente con todo el apoyo Presidencial no 
freno la violaciôn a los derechos humanos, pero a pesar de ello, se  han obtenido 
logros importantes.
Por lo que considéré que dada la importante funciôn de protecciôn de los 
derechos hum anos o garantlas individuales que tiene encom endada la Suprema 
Corte de Justicia de la Naciôn, se  debe fortalecer. Por lo que es factible que 
m agistrados que integran el Poder Judicial de la Federaciôn tuviesen una tarea 
especifica en la protecciôn de los derechos del hombre con la responsabilidad 
rectora de la Suprem a Corte de Justicia de la Naciôn.
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Esta idea no e s  nueva, el Maestro Antonio Carrillo Flores propuso la 
creaciôn de la instituciôn del Ombudsman, apoyândose en el articule 97 
Constitucional en su pârrafo segundo com entando que dicha Instituciôn se 
deberian adaptar a las caracterlsticas que se  acomoden a nuestras realidades e 
idiosincrasia, fundam entândose en la facultad que tiene la Suprem a Corte de 
Justicia de la Naciôn a procéder de oficio a designar comisionados que 
investiguen las posibles violaciones a las garantlas Individuales que puedan 
haberse cometido en perjuicio de persona alguna.
Para enfrentar o resolver el problema de las violaciones de los derechos 
humanos, el Ejecutivo Federal, creô por Decreto la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos, y a pesar de su coda existencia habla logrado grandes 
logros, pero no detuvo las violaciones a los derechos humanos.
Dada la vital importancia que tienen los derechos hum anos dentro de un 
Estado de Derecho, la CNDH, actualm ente esta  fundam entada su existencia y sus 
facultades dentro de la Constituciôn, apartado B del articule 102 , por otra parte el 
Poder Judicial Federal por conducto de la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn, 
esta  facultada para conocer de las violaciones a los derechos humanos, por lo 
cual la CNDH, es té  reconocida o fundam entada en la Constituciôn, pero podria 
depender directam ente de la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn.
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De lo anterior s e  concluye lo siguiente:
1 El respeto y protecciôn de los derechos hum anos e s  obligaciôn de todo 
Gobierno en un Estado de Derecho.
2 También la creaciôn de la CNDH., descubriô que las violaciones a los 
derechos humanos, no es  por falta de leyes protectoras o de legislaciôn, sino la 
falta de aplicaciôn de las leyes y consecuentem ente la falta de sanciôn o castigo, a 
quienes violan sistem âticam ente los Derechos Humanos, y consecuentem ente la 
Constituciôn y las leyes ordinarias.
3 Para tal motive, se  debe fortalecer las instituciones, pero principalmente 
en este caso el Poder Judicial Federal, que es representado por la Suprem a Corte 
de Justicia de la Naciôn, por lo cual y toda vez que dentro de sus facultades se  
encuentra la averiguaciôn de hechos que constituyan una grave violaciôn de 
alguna garantia individual, con fundamento en el pârrafo segundo del articule 97 
Constitucional, considerô que séria juridicamente factible la existencia de la 
CNDH, dependiendo de la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn.
4 También se  puede fundamentar en el hecho de que la violaciôn de los 
derechos humanos, e s  un grave problema nacional y que estâ  afectando la 
credibilidad del Sistem a Juridico Mexicano.
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5 La Suprema Corte de Justicia de la Naciôn podrà nombrar algunos de sus 
miembros, o designar varies comisionados especiales, para formar parte de la 
instituciôn protectora de los derechos humanos.
6 La CNDH, también se  puede fundamentar en el articule primero 
Constitucional, ya que indica que “todo individuo gozarâ de las garantlas de esta 
Constituciôn” con lo cual se  entiende asimismo que también se  vigilarâ y protégera 
el cumplimiento de dichas garantlas.
Los citados argum entes se  unen al pensam iento del Maestro Antonio 
Carrillo Flores, referente a que “la funciôn de la Suprema Corte de Justicia de la 
Naciôn no sera  verdaderam ente trascendental en la esfera del control de la 
Constitucionalidad, sino aquello que ha animado al constituyente para instituir el 
amparo, sintesis de la defensa de los derechos fondam entales del hombre 
politicamente desvalido”.
También para este  jurista, lo que importa es  pensar que la tarea investigadora 
asignada a la Suprem a Corte de Justicia de la Naciôn llegue a ser un instrumente 
que vigorice la vigencia de las normas que garanticen el respeto a las libertades y 
derechos fondam entales del individuo”.^ ®^
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Como en el presente caso, se  trata de que los derechos humanos, los cuales, se 
encuentran fundam entados en nuestra Constituciôn, y bajo la responsabilidad de 
la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn, situaciôn que es  competencia de la 
misma y que llegado el caso, fortaleceria a la propia Corte. Aunado a ello se debe 
agregar que cuando hay voluntad politica y deseos de llevar a cabo las 
encomiendas, y el respeto a la Constituciôn, se  logra todo.
5.2. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO
El Maestro Hector Fix Zamudio indico que los antecedentes de la 
composiciôn y funcionamiento del Poder Judicial de la Federaciôn son de dos 
clases, uno exterior y el otro interno. El primero esta  representado por la Ley de 
Organizaciôn Judicial (Judiciary Act), expedida por el Congreso Federal de los 
Estados Unidos en 1798, cuya estructura y terminologia fue adaptada por los 
articulos 123, 124 y 126 de la Constituciôn de 1824 de acuerdo con los cuales, el 
poder judicial residia en una Suprema Corte de Justicia de la Naciôn, en los 
Tribunales de Circuito y en los Juzgados de Distrito.
Esta composiciôn del Poder Judicial Federal no se  conciliaba con la 
tradiciôn hispànica, y por ello fue incierto e indeterminado el funcionamiento de 
dichos tribunales, tomando en cuenta, como lo sostiene correctam ente la doctrina.
BARAJAS Montes Santiago. Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos, comentada,
Instituto de Investigaciones Juridicas, U.N.A.M., México 1985 p. 233
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que la Suprema Corte sustituyô como el Tribunal Supremo del pais, a la Audiencia 
de México y al Consejo de Indias. La Ley del 14 de febrero de 1826, estableciô 
lineamientos de la estructura y facultades de la propia Suprema Corte.
En cuanto a los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito, fueron 
suprimidos y reestablecidos en varias ocasiones, con motivo de nuestra 
atormentada vida constitucional, hasta que se les instituyo definitivamente en la 
Constituciôn Federal de 1857, por Decreto de noviembre de 1863.
El antecedente inmediato del articule 91 de la Constituciôn Federal vigente, 
se encuentra en los articulos 90 a 93 de la Constituciôn de 1857, segùn los cuales, 
se  depositaba el ejercicio del Poder Judicial de la Federaciôn, en la Suprema 
Corte de Justicia de la Naciôn, Tribunales de Distrito y de Circuito.
El Maestro Ignacio Burgoa Orihuela, indica que conforme al articule 94 de 
la Constituciôn, también en estes ôrganos se  deposita el ejercicio del Poder 
Judicial de la Federaciôn. Este precepto clasifica a los mencionados tribunales en 
dos especies, que son: los Unitarios y los Colegiados; integrândose en 
funcionarios llamados Magistrados, cuyo nombramiento incumbe a la Suprema 
Corte de Justicia de la Naciôn, durarân seis anos en el ejercicio de su cargo, 
adquiriendo la inamovilidad si al concluir el citado période “fueron reelectos o 
promovidos a cargos superiores”. (Articule 97 Constitucional)
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Asî también indica; que los Tribunales Unitarios de Circuito solo 
desem penaran la funciôn judicial Federal propiamente dicha, en su caràcter de 
ôrganos de segunda instancia respecte de los juicios o procesos distintos del 
amparo, que en primer grade se  ventilan ante los Jueces de Distrito. Por lo cual 
conocerân de la tramitaciôn y fallo de apelaciôn, cuando procéda este  recurso; del 
recurso de denegada apelaciôn; de la calificaciôn de los impedimentos, excusas y 
recusaciones de los Ju eces  de Distrito, excepte en los Juicios de Amparo; de las 
controversias que se  susciten entre los Jueces de Distrito, sujetos a la jurisdicciôn, 
excepte en los juicios de am paro y de los dem âs asuntos que les encomienden las 
leyes. (Articule 37 de la L.O. del P.J. de la Federaciôn).
A la inversa, los Tribunales Colegiados de Circuito, no ejercitan dicha 
funciôn, sino la de control Constitucional, a través del conocimiento de los dos 
tipos procedimentales del juicio de amparo.
Comenta también que las dos especies de tribunales de circuito, reciben su 
denominaciôn atendiendo su integraciôn, ya que los Unitarios estân personificados 
en un solo Magistrado, en tanto que los Colegiados se  componen de très 
miembros.
De acuerdo con el articule 44 de la Ley Orgânica del Poder Judicial Federal, serân
FIX Zamudio Hector, Op. Cit. p. 219 y 220
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com pétentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer, con las 
salvedades a que se  refieren los articulos 11,24,25,26 y 27 de la misma ley;
I - De los juicios de amparo directe contra sentencias definitivas o de 
laudes, o contra resoluciones que pongan fin al juicio, por violaciones cometidas 
en ellas o durante secuela del procedimiento, cuando se trate:
A) En materia penal, de sentencias o resoluciones dictadas por autoridades 
del orden comùn o federal, y las dictadas en incidente de reparaciôn del dano 
exigible a personas distintas de los inculpados, o en los de responsabilidad civil 
pronunciadas por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los 
procesos respectivos o por tribunales diverses, en los juicios de responsabilidad 
civil, cuando la acciôn se  funde en la comisiôn del delito de que se  trate; y de las 
sentencias o resoluciones dictadas por tribunales militares cualesquiera que sean 
las penas impuestas;
B) En materia administrativa, de sentencias o resoluciones dictadas por 
tribunales administratives o judiciales, sean locales o federales;
C) En materia civil o mercantil, de sentencia o resoluciones respecte de las 
que no procéda el recurso de apelaciôn, de acuerdo a las leyes que las rigen, o de 
sentencias o resoluciones dictadas en apelaciôn en juicios del orden comùn o
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federal; y
D) En materia laboral, en laudos o resoluciones dictadas por juntas o 
tribunales laborales federales o locales;
II - De los recursos que procedan contra los autos y resoluciones que 
pronuncien los jueces de Distrito o el superior del Tribunal responsable, en los 
casos de las fracciones. I, II y III del articule 83 de la Ley de Amparo
III - Del recurso de revision contra las sentencias pronunciadas en la 
audiencia constitucional por los jueces de Distrito o por el superior el tribunal 
responsable de los casos a que se  refiere el articule 85 de la Ley de Amparo y 
cuando se reclame un acuerdo de extradiciôn dictado por el Poder Ejecutivo a 
peticiôn de un gobierno extranjero;
IV - Del recurso de queja en los casos de las fracciones V, VI, VII, VIII, IX, X 
y XI del articule 95, en relaciôn con el 99 de la Ley de Amparo.
V - De los recursos que las leyes establezcan en los termines de la fracciôn 
l-B del articule 104 de la Constituciôn;
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VI.-De las com petencias que se  susciten entre los jueces de Distrito de su 
jurisdicciôn enjuicio de amparo;
VII - De los impedimentos y excusas de los jueces de Distrito de su 
jurisdicciôn en juicios de amparo;
VIII - De los recursos de reclamaciôn previstos en el articule 103 de la Ley 
de Amparo; y
IX - De los dem âs asuntos que la ley les encom iende expresam ente.
5.3. LOS TRIBUNALES UNITARIOS DE CIRCUITO
De acuerdo al articule 28 de la Ley Orgânica del Poder Judicial de la 
Federaciôn, los tribunales unitarios de circuito se  compondrân de un magistrado y 
del numéro de secretaries, actuaries y em pleados que determine el presupuesto.
Como lo estab lece el articule 29 de la citada ley los tribunales unitarios de 
circuito, conocerân:
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I - De los juicios de amparo promovidos contra actos de otros tribunales 
unitarios de circuito, que no constituyen sentencias definitivas, en los termines de 
lo previsto por la Ley de Amparo respecte de los juicios de Amparo Indirecte 
promovidos ante un Juez de Distrito. En es te s  casos, el Tribunal Unitario 
com pétente sera el m as proximo a residencia de aquel que haya emitido el acto 
impugnado;
II.- De la apelaciôn de los asuntos conocidos en primera instancia por los 
Juzgado de Distrito;
III - Del recurso de denegada apelaciôn;
IV - De la Calificaciôn de los impedimentos, excusas y recusaciones de los 
jueces de Distrito, excepto en los juicios de amparo;
V - De las controversias que se  susciten entre los jueces de Distrito sujetos 
a su Jurisdicciôn, excepto en los juicios de Amparo, y
VI - De los dem âs asuntos que les encomiendan las leyes.
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Los tribunales Unitarios de circuito tendrân la facultad a que se  refiere la 
fracciôn XVII del articule 11 de esta  Ley, siempre que las promociones se  hubieren 
hecho ante elles.
5.4. LOS JUZGADOS DE DISTRITO
Estes Juzgados Federales desem penan, como la Suprema Corte de 
Justicia de la Naciôn, dos funciones jurisdiccionales, la de control Constitucional y 
la funciôn Judicial.
Los M agistrados de Circuito y los jueces de Distrito serân nombrados y 
adscritos por el Consejo de la Judicatura Federal, con base  a criterios objetivos y 
de acuerdo a los requisites y procedimientos que establezca la ley. Duraran seis 
ahos en el ejercicio de su encargo, al termine de los cuales, si fueren ratificados o 
promovidos a cargos superiores, solo podrân ser privados de sus puestos en los 
casos y conforme a los procedimientos que establezca la ley. (Articule 97 
Constitucional, primer pârrafo).
La funciôn Judicial propiamente dicha.
El ejercicio de esta  funciôn se  traduce en los juicios o procesos federales
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distintos del amparo, conociendo de elles en primera instancia los jueces de 
Distrito, cuya com petencia se  integra con algunos de los tipos de controversias 
que prevé el articule 104 Constitucional.
a) Juicios Civiles o Pénales Federales.
La fracciôn l-A del articule 104 Constitucional, dispone que los tribunales de 
la Federaciôn, o sea, los jueces de Distrito, conocerân “De todas las controversias 
del orden civil o criminal que se  susciten sobre el cumplimiento y aplicaciôn de 
leyes federales o de los tratados internacionales celebrados por el Estado 
Mexicano. Cuando dichas controversias sôlo afecten intereses particulares, 
podrân conocer tam bién de ellas, a elecciôn del actor, los jueces y tribunales del 
orden comùn de los Estados y del Distrito Federal. Las sentencias de primera 
instancia podrân se r apelables ante el superior inmediato del juez que conozca del 
asunto en primer grado”.
El Maestro Burgoa Orihuela com enta que fâcilmente se  advierte que en 
este  caso la com petencia de dichos jueces federales se  surte, por modo exclusivo 
y exclusivamente de la jurisdicciôn comùn, mediante la concurrencia de las 
condiciones, primeramente, que taies controversias versen sobre aplicaciôn o 
cumplimiento de leyes federales o de tratados internacionales y que en ellas no se 
debatan ùnicamente intereses particulares.
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Si un conflicto juridico surge entre instituciones o sociedades de interés 
pûblico de caràcter federal, los juicios respectivos son de la incumbencia de los 
jueces de Distrito. El Maestro Burgoa indica referente a la jurisdicciôn concurrente 
que establece la fracciôn l-A del articule 104 Constitucional, referente a la 
posibilidad de que la controversia sobre aplicaciôn o cumplimiento de leyes 
federales y tratados internacionales se  ventile ante Tribunales Federales o ante los 
del orden comùn, ùnicamente es  opérante si com prende o afecta con exclusividad 
los intereses particulares de los sujetos de la contienda respectiva.
Los juicios sobre Derecho Maritimo. (Articulo 104 Constitucional fracciôn II)
La competencia de los jueces de Distrito se  consigna sin considerar el 
caràcter a los sujetos de la controversia, ni al de los intereses debatidos, sino a la 
indole misma del conflicto.
De los casos (juicios) concernientes a miembros del Cuerpo Diplomâtico y 
Consular. (Articulo 104 Constitucional fracciôn VI).
Los tribunales federales tienen competencia constitucional para conocer de 
todos los casos judiciales contenciosos en que intervenga algûn miembro del 
Cuerpo Diplomâtico o Consular.
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Las controversias que se susciten entre un Estado y uno o mas vecinos de 
otro (entre Estados)
La fracciôn V del articulo 104 Constitucional consagra otro caso de 
competencia de los tribunales federales, al disponer que éstos conocerân de los 
conflictos que se  susciten “entre uno o mas estados” El Maestro Burgoa 
comenta al respecte, el motivo que existe para que Constitucionalmente se  impute 
la competencia en el conocimiento y resoluciôn de taies controversias a los 
Tribunales de la Federaciôn, es  obvie, ya que los ôrganos jurisdiccionales locales 
no pueden extender su imperio fuera de los limites de la entidad federativa a que 
pertenezca, salve en los casos excepcionales a que se  contrae la fracciôn III del 
articulo 121 de la Constituciôn. (Fracciôn III.- Las sentencias pronunciadas por los 
Tribunales de un Estado sobre desechos reales o bienes inmuebles ubicados en 
otro Estado, sôlo tendrân fuerza ejecutoria en este  cuando asi lo dispongan sus 
propias leyes)
b. Funciôn jurisdiccional de Control Constitucional.
Esta funciôn la ejercen los jueces de Distrito a través del conocimiento y 
resoluciôn del juicio indirecto o bi-instancial que en primer grado se  sustancia ante 
los citados juzgados.
BURGOA Orihuela Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. op. cit. p. 838-443
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5.5. PROCEDENCIA DEL JUICIO DE GARANTIAS.
La procedencia del juicio de amparo se  suscita siempre y cuando exista una 
violaciôn a las garantlas individuales, una vulneraciôn o restricciôn de la soberania 
de los Estados, o una evocaciôn por parte de estos a la esfera de competencia de 
la autoridad Federal. (Definiciôn del ilustre Dr. Ignacio Burgoa Orihuela)
El Poder Judicial de la Federaciôn, es quien vigila y mantiene la supremacia 
constitucional analizando los actos de autoridad que la vulneren y  sometiéndolos a 
los justos causes constitucionales, mediante el juicio de amparo promovido a 
instancia de parte agraviada.
El Poder Judicial se  ejerce por la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn, 
por los Tribunales Colegiados de Circuito, por los Tribunales Unitarios de Circuito, 
por los Juzgados de Distrito y por el Jurado Popular.
Estas autoridades conocen del juicio de amparo con excepciôn de los 
Tribunales Unitarios que son de apelaciôn en los juicios civiles y pénales del orden 
federal y de los Juzgados Populares que conocen de materia penal de los juicios 
de responsabilidad.
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El juicio de am paro nace como una necesidad de defender al gobernado de 
las arbitrariedades del Poder Pûblico.
Este juicio permite al gobernado enfrentarse a los desm anes del poder 
pûblico y obligarlo a que él también respete los m andatos constitucionales.
El juicio de am paro no tiene mas fundamento que la de servir de defensa 
del gobernado frente a los actos inconstitucionales del gobernante. El juicio 
constitucional o juicio de amparo, llamado también juicio de garanties, es  por 
consiguiente, guardian del derecho y de la Constituciôn.
El juicio de amparo como sistema de control constitucional mexicano, 
adquiriô su forma definitive en el Acte de Reformas de 1847, red acted a por 
Mariano Otero. La Constituciôn de 1857 recogiô sustancialm ente la formula Otero;
El Amparo por violaciones de los derechos en la esfera Federal o local, sin 
declaraciôn general y solo aplicable a los casos concretos. (articulos 103 fracciôn I 
y 107 fracciôn II Constitucional).
La Constituciôn vigente reconoce y régula el juicio de amparo en sus
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articulos 103 y 107.
El juicio de am paro es  un sistema de control constitucional que se  ejercita 
ante un ôrgano jurisdiccional por via de acciôn y que procédé por violaciones de 
parte de autoridad, a través de leyes o actos que lesionen derechos 
fundamentafes, tanto en las esferas locales o federales.
El am paro bénéficia exclusivamente al quejoso.
En el juicio de amparo necesariam ente intervienen los siguientes
elementos:
1) Una violaciôn constitucional que se hace valer ante un juez o tribunal.
2) Un acto reclamado.
3) Una autoridad responsable.
4) Un quejoso o parte agraviada.
5) El Agente del Ministerio Pûblico Federal.
6) Un tercero perjudicado, en caso de que exista.
CARACTERISTICAS DEL ACTO DE AUTORIDAD
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El Acto de autoridad es  unilateral porque para su existencia y eficacia no 
requiere concurso o colaboraciôn del particular Trente al cual se ejecuta. Es 
imperative porque supedita la voluntad de dicho particular, porque la voluntad de 
este  le queda sometida. Y es  coercitivo porque puede constrenir, forzar al 
gobernado, para hacerse respetar.
Autoridad responsable:
Es la parte contra la cual se  dem anda protecciôn de la justicia federal, es el 
ôrgano del Estado, que forma parte de un gobierno, de quien proviene el acto que 
se  reclama (luz o acto en sentido estricto), que se impugna por estimar el quejoso 
que lesiona las garantlas individuales o que transgrede en su detrimento el campo 
de competencia que la Carta Magna délimita a la Federaciôn y a sus Estados 
miembros.
Con fundam ento en el articulo II de la Ley de Amparo, expresa, “Es 
autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuto o trata de 
ejecutar la ley o el acto reclamado”. El Lie. Arturo Serrano Robles, indica que del 
citado concepto claram ente se  desprende que hay dos tipos de autoridades:
a) Las que ordenan, las que mandan, las que resuelven, las que sientan las
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b a ses  para la creaciôn d e d erech os y obligaciones.
b) Las que obedecen, las que ejecutan o llevan a la practica el m andate de 
aquellas diferenciaciôn esta, la de ordenadores y ejecutadores que suele ser 
trascendental cuando de promover el juicio de amparo se trata.
Con relaciôn a los organism es descentralizados, si pueden o no ser 
considerados autoridades responsables para los efectos del amparo. Serân 
autoridades responsables, si la ley que les da vida y régula su funcionamiento las 
faculta a ordenar o a ejecutar por si mismas, sin tener el auxilio de otra autoridad. 
Como ejemplo, los acuerdos del Seguro Social que fijan el monte del adeudo del 
asegurado, respecte de los cuales estâ legalmente en actitud de ordenar su cobro 
y hasta de ejecutarlo.
Tercero perjudicado:
Es quien en term ines générales, résulta beneficiado con el acte que el 
quejoso impugna en el juicio de amparo y tiene, por lo mismo, interés en que el 
acto subsista y no sea  destruido por la sentencia que en el mencionado juicio se 
pronuncie. Por eso  e s  llamado a dicho juicio y tener la oportunidad de probar y 
alegar a su favor.
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El Ministerio Pûblico Federal:
Es quien intervendré cuando el caso de que se  trate afecte, a su juicio, el 
interés pûblico, supuesto en que podrâ interponer los recursos relativos (revision, 
queja, reclamaciôn). El citado représentante de la sociedad siempre debe ser 
llamado al juicio Constitucional.
Principios fundamentales del juicio de amparo.
Es regido por reglas o principios que lo estructuran, algunos de los cuales 
sufren excepciones atendiendo particularmente a la indole del quejoso, a la 
naturaleza del acto reclamado y aun a los fines del propio juicio.
Iniciativa de parte.
El principio de iniciativa o instancia de parte, hace que el juicio jam âs pueda 
operar oficiosamente, o de oficio, por lo que, sera indispensable que lo promueva 
alguien. Principio que résulta obvio, si se  tiene en cuenta que el procedimiento de 
control, como juicio que es, sôlo puede surgir a la vida juridica por el ejercicio de la 
acciôn, que en el présente caso  es  la acciôn constitucional del gobernado.
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Ello lo confirma el articulo 4° de la Ley de Amparo, que a la letra dice; “El 
juicio de amparo ùnicam ente puede promoverse por la parte a quien perjudique la 
ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, 
pudiendo hacerlo por si, por su représentante, por su defensor si se  trata de un 
acto que corresponda a una causa criminal, por medio de un pariente o persona 
extrana en los casos en que esta  ley lo permita expresam ente; y solo podrâ 
seguirse por el agraviado, por su représentante legal o por su defensor”, si se trata 
de un acto que corresponda a una causa criminal, o por medio de un pariente o 
persona extra ha en los casos que esta  ley lo permita. (Como ocurre cuando se 
trata de actos que importen peligro de privacion de la vida, ataques a la libertad 
personal fuera de procedimiento judicial, deportaciôn o destierro, o alguno de los 
actos prohibidos por el articulo 27 Constitucional, en que si el agraviado se  
encuentra imposibilitado para promover el juicio “podrâ hacerlo cualquier otra 
persona en su nombre, aunque sea  menor de edad”, segùn prevenciôn del articulo 
17 de la Ley de Am paro”. Comentario del Lie. Arturo Serrano Robles.
La acciôn e s  una especie de derecho de peticiôn cuyo objetivo es  provocar 
la actuaciôn de los ôrganos jurisdiccionales para lograr la declaraciôn o 
reconocimiento de un derecho, en este  caso, para alcanzar la protecciôn de la 
justicia federal respecte  de actos autoritarios. Definiciôn del Lie. Arturo Serrano 
Robles.
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Los elem entos de la acciôn son los siguientes: sujeto activo, sujeto pasivo, 
causas, objeto y autoridad que conoce del juicio.
Quien pide es  el sujeto activo, aquel de quien se  pide e s  el sujeto pasivo: el 
derecho de pedir lo constituyen las causas; lo que se pide significa el objeto que 
se persigue, que es  la prestaciôn del servicio pûblico jurisdiccional para lograr que 
el sujeto pasivo réintégré al sujeto activo en el goce de la garantia violada a que 
se restaure el equilibrio del sistem a federal desajustado en detrimento del sujeto 
activo.
La acciôn se  ejercito ante el ôrgano de control constitucional: Suprema 
Corte de Justicia de la Naciôn, Tribunales Colegiados de Circuito y Juzgados de 
Distrito, (ôrgano superior de la autoridad responsable)
Las partes en el juicio de amparo.
Concepto de parte: En general e s  la persona que, teniendo interacciôn en 
un juicio ejercita en el una acciôn, opone una excepciôn o interpone un recurso, a 
las partes se  consideran que les asiste un derecho que deben defender en el juicio 
y actuar en bénéficié propio résulta consubstancial a tal caràcter.
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El articulo 5° de la Ley de Amparo précisa quienes son partes en el juicio 
Constitucional.
I. E Agraviado o agraviados.
II. La Autoridad o autoridades responsables.
III. El Tercero o terceros perjudicados.
IV. E1 Ministerio Pûblico Federal.
El Quejoso; Es el Agraviado, llamado también quejoso, es  quien promueve 
el juicio de garantlas, quien dem anda la protecciôn de la justicia federal, quien 
ejercita la acciôn constitucional, (actor), en un juicio ordinario, el quejoso o 
agraviado es  el que ataca un acto de autoridad que considéra lesivo a sus 
derechos, ya sea  porque estim e que viola en su detrimento garanties individuales; 
0 porque, proveniente de autoridad federal, considéré que vulnera o restringe la 
soberania de los Estados, o, por el contrario, porque haya sido cometido por las 
autoridades de estos con invasiôn de la esfera que corresponde a las autoridades 
federales (articulo 103 Constitucional, reproducido por articulo r  de la Ley de 
Amparo).
Se ha indicado que el juicio de amparo se  seguirâ siem pre a instancia de 
parte, y los casos pénales o criminales, pueden no hacerlo la parte agraviada
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directamente, por lo que se  puede considérer como une excepciôn a esta  regia.
Agravio personal y directo: Del articule 107, fraccion I Constitucional, se 
desprende el principle de la existencia del agravio personal y directe.
La que indice que el juicio se  seguirâ siempre a instancia de “parte 
agraviada” y que ûnicam ente puede promoverse por la parte a quien perjudique el 
acte o ley que se  reclam a”.
Por agravio debe entenderse todo m enoscabo, toda ofensa a la persona, 
fisica 0 moral, m enoscabo que puede o no ser patrimonial, siempre que sea  
material, apreciable objetivamente. El agravio debe recaer en une persona 
determinada, concretarse en esta, no ser abstracto, genérico; y ser de realizaciôn 
pasada, présente o inminente, es  decir haber producido, esta rse  efectuando en el 
momento de la promociôn del juicio o ser inminente.
El principio de Reiatividad.
El principio de reiatividad de las sentencias de amparo, llamada también 
“formula Otero”, en virtud de que, si bien lo esbozo la Constituciôn Yucateca de 
1840, fue Don Mariano Otero quien lo delineô m as explicitamente hasta dejarlo en
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los términos que consagrô la Carta Magna, ha hecho sobrevivir el juicio de amparo 
en atenciôn a que por su alcance ha evitado que los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo se  resientan de la tutela del Poder Judicial de la Federaciôn, de no 
existir el principio de la reiatividad.
El articule 107. fraccion II, y el articule 76 de la Ley de Amparo, hacen 
referenda casi idéntica, el precepto constitucional dice; “La sentencia sera siempre 
tal, que solo se  ocupe de individuos particulares, limitândose a ampararlos y 
protegerlos en el c a se  especial sobre el que verse la queja, sin hacer una 
declaraciôn general respecte de la ley o acte que lo motivare”.
El principio de reiatividad constrihe, el efecto de la sentencia que concéda 
la protecciôn de justicia federal solicitada, al quejoso, de m anera que quien no 
haya side expresam ente am parado no puede beneficiarse con la apreciaciôn que 
acerca de la inconstitucionalidad del acte reclamado haya expresado el juzgador 
en la m encionada sentencia.
De lo anterior se  desprende, que ninguna persona, que no haya acudido al 
juicio de  garanties, no puede ser am parado contra determ inados actos o ley, solo 
puede beneficiarse de la protecciôn federal a un individuo en particular. Por lo 
cual, dichos actos o ley deben cumplirse o acatarse  por todos los individuos en 
general.
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El Lie. Arturo Serrano Robles, comenta que es ta  cuestiôn puede ser 
ampliada en relaciôn con las autoridades, pues solam ente respecte de aquellos 
que correctamente hayan sido llamados al juicio con el caracter de responsables 
surte efectos de sentencia, por lo que ûnicamente ellas tienen el deber de 
obedecerla.
Existe una fuerte corriente, manifestada en la consulta popular a que 
convocô la Procuraduria General de la Repùblica con el propôsito de revisar y 
reform a r la legislaciôn federal con el fin de adecuarla a las actuales necesidades, 
en el sentido de que se  revise la formula Otero, y se  establezca por el contrario, 
que cuando la jurisprudencia del m as alto tribunal de la Naciôn declare la 
inconstitucionalidad de determinado precepto de ley ordinaria, tal precepto pierde 
vigencia. Pero mientras el Poder Constituyente, no tome conocimiento de esta  
corriente y la convierta en disposiciôn constitucional, el principio de reiatividad 
conservarâ su vigencia.
Principio de definitividad del acte reclamado.
Como el am paro e s  un juicio extraordinario, no un recurso, solo procédé 
respecte de actos definitives en relaciôn con los cuales no exista recurso alguno 
cuya interposiciôn pueda dar lugar a la modificaciôn, revocaciôn o anulaciôn del
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acto reclamado.
Articule 107, fraccion III, incises a) y b), IV y V, incise b), Constitucional.
Excepciones al principio de definitividad.
1 En materia penal (actos que importan peligro o privacion de la vida; 
deportaciôn, destierro o alguno de los prohibidos por el articule 22 Constitucional). 
Articule 73, fraccion XIII, segundo parrafo de la Ley de Amparo.
2 No e s  necesario agotar la apelaciôn contra la formal prision. Tesis 
jurisprudenciales 58, 60 y 64, Ultimo Apéndice, Novena Parte.
3 Si el quejoso no e s  em plazado al juicio. Tesis jurisprudencial 139, ultimo 
apéndice, tercera sala, que dice; “Cuando el amparo se  pide precisam ente porque 
el quejoso no ha sido oido en juicio, por falta de em plazamiento legal, no es 
procedente sob reseer por la razon de que existen recursos ordinaries, que no se 
hicieron valer, pues precisam ente el hecho de que el quejoso manifieste que no ha 
sido oido en juicio, hace patente que no estaba en posibilidad de intentar lo 
recursos ordinaries contra el fallo dictado en su contra, y de ahi que no pueda 
tom arse como b ase  para el sobreseimiento el hecho de que no haya interpuesto
427
los recursos pertinentes”.
4 Si el quejoso es  extrano, al procedimiento. (Articule 107, fraccion VII. El 
amparo contra actos en juicio, fuera de juicio, o después de concluido, o que 
afecten a personas extranas al juicio..."), (articule 73, fraccion XIII, primer pàrrafo. 
Parte final de la Ley de Amparo). Tesis jurisprudenciales 199 y 400, Ultime 
Apéndice, Partes Comùn al Pleno y a las Salas y Segunda Sala, respectivamente.
Tesis 199, indica, “El amparo en materia administrativa no precede en los 
cases en que las leyes ordinarias establezcan contra el acto reclamado, recursos 
o medios ordinaries para reparar los agravios que se  estim en cometidos; pero 
para elle es  necesario que esos procedimientos pueda utilizarlos el afectado, de 
manera que cuando el que solicita el amparo es  un tercero extra no al 
procedimiento, que no tiene a su disposiciôn aquellos medios o recursos, el juicio 
de garanties e s  desde luego procedente”, y la Tesis 400 indica, “Los terceros 
extranos afectados por determinaciones judiciales dictados en procedimientos a 
que son ajenos no estan  obligados a agotar recursos ordinarios o medios légales 
de defense antes de ocurrir al am paro”.
5 Si el acto reclamado carece de fundamentaciôn (articule 73 fracciôn XV, 
ultimo parrafo, de la Ley de Amparo).
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6 En materia administrativa, si el recurso no prevé la suspension o la prevé 
exigiendo mâs requisites que los que senala el articule 124 de la Ley de Amparo. 
(articule 107 fracciôn IV Constitucional, y el articule 73 fracciôn XV de la Ley de 
Amparo).
7 Si se reclama una ley. (Articule 73 fracciôn XII de la Ley de Amparo).
Principio de estricto derecho.
El juzgador del juicio de amparo tiene que limitarse a valorar la 
constitucionalidad del acto reclamado a la luz de los conceptos de violaciôn, 
exclusivamente. Y si se trata de un recurso, concretarse a examinar la resoluciôn 
recurrida con base  en los agravios (Articule 107 Constitucional, fracciôn II, parrafo 
segundo, a contrario sensu, y articule 16 bis de la Ley de Amparo, a contrario 
sensu).
Excepciones al principio de estricto derecho:
1 Si el quejoso se  equivocô al citar el numéro de precepto constitucional o 
legal que estime violado, se  le am para por los que realmente aparezcan violados. 
(Articule 79 de la Ley de Amparo).
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2 En materia penal la suplencia aparecerà aun ante la ausencia de 
conceptos de violaciôn o de agravio del reo (articule 76 bis fracciôn II de la Ley de 
Amparo).
3 En materia obrera, si es  el trabajador (Articule 76 bis fracciôn IV de la Ley 
de Amparo).
4 En materia agraria, si promueve un nûcleo de poblaciôn ejidal o comunal; 
o ejidatarios o comuneros en particular. (Articule 76 bis, fracciôn III de la Ley de 
Amparo).
5 Si se  promueve a favor de m enores o incapaces. (Articule 76 bis, fracciôn 
V de la Ley de Amparo).
6 Si el acto reclamado se  funda en leyes declaradas inconstitucionales por 
la jurisprudencia de la Suprema Code (articule 76 bis, fracciôn I de la Ley de 
Amparo).
7 En materia civil y administrativa cuando se  advierta que ha habido en 
contra del quejoso o del particular récurrente, una violaciôn manifiesta, que la ley
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que lo haya dejado sin defensa . (Articulo 76 bis, fracciôn VI d e la Ley de Amparo)
El Lie. Luis Bazdresh indica que en nuestra Constituciôn (articules 2 a 28) 
se  expresan los diverses derechos de que disfruta toda persona dentro de nuestro 
territorio. En su contenido ideolôgico, dichos preceptos garantizan el libre ejercicio 
de esos derechos, con las restricciones y las modalidades que los mismos 
preceptos especifican. Taies derechos son sustancialm ente los derechos del 
hombre.^ ®^
También com enta que el texte literal del Articulo 1° de la Constituciôn ha 
motivado que los derechos del hombre sean designados con el nombre de 
garanties y am bos vocables se emplean indistintamente como sinônimos, es  decir, 
que por una figura de dicciôn se désigna la nociôn sustancial que es el derecho 
del hombre con su efectividad practice, que es la garantie.
Asimismo considéra que el amparo es  protecciôn o defensa contra una 
imposiciôn, exigencia que se  restringe o desconoce nuestros derechos, por lo cual 
considéra que el juicio de amparo es el medio especifico y concrete de evitar y 
corregir los ab u ses  o las equivocaciones del poder pùblico, que afectan los 
derechos del hombre. Por lo cual todas las personas tienen derecho de pedir 
am paro contra los actos de una autoridad que viola o intenta violar sus garantias
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Constitucionales consiguientemente el juicio de amparo puede ser iniciado o 
promovido por cualquier individuo o persona fisica, mexicana o extranjera, toda 
vez que asi lo indica el Articulo 1°de  nuestra Constituciôn.
Concretam ente el objeto de juicio de amparo e s  imponer la autoridad, 
respecte de la garantia o de las garantias del quejoso, dentro de su reclamaciôn, a 
fin de establecer por derecho y hecho, el orden juridico, segùn el régimen 
establecido en la Constituciôn, por lo cual en el juicio de amparo dilucida y decide 
si la autoridad responsable se  ha ajustado o no sus actos a los preceptos 
constitucionales referentes a las garantias individuales que sean  aplicables al caso 
concrete.
Si la sentencia reconoce y déclara la existencia de la violaciôn, la 
intervenciôn del juez se extiende hasta obligar a la autoridad responsable a que 
restituya ai promovente el use y disfrute de su garantia.
En un Régimen Constitucional, todas las autoridades deben apegarse a las 
facultades que expresam ente les otorga la ley, por lo que cualquier exceso u 
omisiôn constituye un abuso de poder que si trasciende y viola las garantias de 
una persona, es  susceptible de ser corregido o rectificado mediante el juicio de 
amparo.
SERRANO Robles Arturo. Manual de Juicio de Amparo. Suprema Corte de Justicia. Cuarta reimpresion.
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El juicio de amparo, se llama as! porque su principal funciôn es  am parar o 
protéger a las personas de las equivocaciones o los abusos de autoridad, y otro de 
los objetos, es hacer real, eficaz y prâctica la autolimitaciôn del ejercicio de la 
autoridad, por los ôrganos gubernativos, lo cual juridica y lôgicamente résulta de la 
decision de la soberania que en los primeros articulos de la Constituciôn, 
garantizan los derechos del hombre, pues dicho juicio tiende a lograr que los 
citados preceptos, sean  respetados por todas las autoridades incluyendo las de 
m âs alto rango.
La acciôn del Juicio de Amparo y del Poder Judicial de la Federaciôn.
Los derechos hum anos tienen suprem acia constitucional, la cual hacen real 
y efectiva en el terre no de los hechos concretos, y e s  el Poder Judicial de la 
Federaciôn a través del Juicio de Garantias, como contrôla los actos de los dem âs 
poderes y de los suyos propios e impone la suprem acia de la Constituciôn, al 
privar de eficacia legal y material a los actos de autoridad, que no se ajusten a los 
términos y al sentido de los preceptos constitucionales relatives a los derechos del 
hombre y en algunos casos en la garantia de legalidad, también contrôla las 
resoluciones de los tribunales judiciales, administratives y del trabajo, federales y
México 1989, p. 15 - 44.
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locales, que no se  apeguen a las leyes que dichos tribunales deben aplicaren el 
ejercicio de sus atribuciones.
Los Jueces que conocen de los juicios de amparo no son superiores 
jerérquicos de las autoridades responsables, tampoco estân facultados para 
presentarles el sentido en que deben actuar, ni mucho m enos darles ordenes 
concretas.
El Juez de Amparo no revoca ni nulifica la ley o el acto de autoridad 
sometido a su conocimiento, sino analiza la inconstitucionalidad y de ser 
procedente otorga el Amparo y la protecciôn, la cual tiene como efecto poner a la 
persona, a los bienes o los derechos de los quejosos a salvo, de la aplicaciôn de 
la ley o de la ejecuciôn del acto reclamado, sin perjuicio ninguno que dicha ley y 
dicho acto subsistan integramente en sus términos, de esta  m anera la actuaciôn 
del Juez Constitucional no redunda en un conflicto de poderes, pues la 
Constituciôn de Amparo deja a la autoridad responsable en pleno ejercicio de sus 
atribuciones, y asi al dictarse la resoluciôn, no obedece a la Suprem acia del Juez 
de Amparo, sino a la Suprem acia de la Constituciôn.
La Constituciôn a facultado al Poder Judicial Federal para interpretarla, 
pues ese  e s  el sentido natural y juridico de los diferentes preceptos que 
determinan sus atribuciones en materia de garantias.
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La Instituciôn del Amparo en nuestro Derecho.
El Articulo 103, fracciôn I, Constitucional, indica que los tribunales de la 
Federaciôn resolveran toda controversia que se  suscite por leyes o actos de la 
autoridad que violen las garantias individuales.
Este precepto de derecho instituye el Juicio de Amparo y fija su materia, 
pues al facultar a los tribunales federales para que resuelvan las controversias que 
sobrevienen cuando las actuaciones de una autoridad violan las garantias, 
también autoriza que los actos de esta autoridad son som etidos a un control 
Judicial el cual es  exclusivamente respecte de los actos que ignoren o violen las 
garantias individuales lo que implica un desacato  a la Constituciôn.
El Juicio de Amparo y los Derechos Humanos.
El Juicio de Amparo se  fundamenta en el articulo 103, fracciôn I de la 
Constituciôn y resuelve las controversias que sobrevienen de una autoridad que 
viola las garantias individuales.
El articulo 107 Constitucional, establece las b ases a que debe sujetarse, los
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procedimientos y las formas juridicas que conforman el Juicio de Amparo (Ley de 
Amparo, reglamentaria de los articulos 103 y 107 Constitucionales).
En el Juicio de Amparo la sentencia debe ocuparse ûnicamente de 
individuos o personas particulares limitândose a ampararlos y protegerlos en el 
caso especial de que se  trate, sin hacer declaraciôn general respecte de la ley o 
del acto reclamado.
A pesar de existir el Juicio de Amparo, hay violaciones a los derechos 
humanos en forma sistemâtica en nuestro pais.
Considéré que la funciôn principal del Juicio de Amparo es  que debe 
protéger las garantias individuales, mismas que son violadas por las autoridades, 
y su funciôn e s  incomplete si no se previene y se  castiga a las autoridades que 
violan los derechos del hombre.
A pesar de existir un mecanismo juridico protector de las garantias 
individuales, los hechos han dem ostrado que es  insuficiente. En muchos paises 
del mundo, se  han creado organism es protectores de los derechos humanos, en 
Suecia el Ombudsman, en Espaha, el Defensor del Pueblo, etc., y en México, el 
organisme encargado de protéger los derechos humanos, fue creado por el 
Ejecutivo Federal el 6 de junio de 1990, y se  le conoce con el nombre de la
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Comisiôn Nacional de D erechos Humanos.
El Juicio de Amparo, ha cumplido su funciôn en todas las materias, con 
excepciôn de la materia penal, puesto que en el termine de aproximadamente dos 
ahos, los derechos hum anos de los mexicanos han sido violados 
sistem âticam ente por las fuerzas federales y estatales del pals.
Y al analizar el Juicio de Amparo se  indica que la sentencia que se  dicte en 
e se  juicio, ùnica y exclusivamente se  ocuparâ de protéger los derechos del 
individuo.
<^Pero que pasa con las autoridades que violan las garantias individuales y 
que son acusadas en el Juicio de Amparo? Pues no les pasa  nada, pues no se 
ejercita acciôn alguna con motivo de esta  conducta
l y  que hace el Ministerio Pùblico Federal al tener conocimiento de las 
violaciones a los derechos humanos o las garantias individuales, por las 
autoridades gubernam entales en el juicio de am paro? Nada, ya que no se  procédé 
penalm ente contra los infractores;
Lo que deberia procéder, conforme a derecho por parte del Ministerio
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Pùblico, es  que se  llevara a cabo la prâctica de las investigaciones y asi como la 
bùsqueda de las pruebas del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad de 
las autoridades responsables, a fin de determiner si ejerce o no la acciôn penal.
En los juicios de amparo, normalmente el Ministerio Pùblico resuelve no 
ejercer la acciôn penal contra los infractores o violadores de las garantias 
individuales o de los derechos humanos. Lo cual atraido como consecuencia 
varios problèmes juridicos; entre ellos se destaca principalmente el incremento de 
violaciones a los derechos humanos por parte de las autoridades infractores. Ya 
que al no ejercer su funciôn el Ministerio Pùblico Federal, ni tampoco los 
Tribunales Federales, contra los infractores, provoca la impunidad y arbitrariedad 
de las autoridades en detrimento de la ciudadania.
Por otro lado el Dr. Jesù s  Zamora Pierce, indica que en los casos en los 
que el Ministerio Pùblico resuelve no ejercer la acciôn penal, se  plantea el 
problema de saber si el denunciante, el querellante o la victima del delito tiene 
derecho a obtener amparo o protecciôn de los tribunales, a fin de forzar e se  
ejercicio.
Por otra parte Ignacio Burgoa, sostiene que el ofendido debe tener el 
derecho de entablar la acciôn Constitucional contra el acuerdo del Ministerio 
Pùblico en el sentido de no ejercer su facultad persecutoria, pues sôlo el amparo
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podria representar un dique en contra de la posible actuaciôn arbitraria en contra 
del représentante social, quien al no desplegar su facultad persecutoria, dejase 
impunes los delitos o irréparables los danos causados por estos al ofendido
Por su parte la Suprema Corte de Justicia de la Naciôn, en forma constante 
y reiterada ha sostenido que es  improcedente el juicio de amparo contra el 
Ministerio Publico cuando se niegue a ejercer la acciôn penal.
Por otro lado la Constituciôn en su articulo 21 indica que “...la persecuciôn 
de los delitos incumbe al Ministerio Pùblico...”, y en el articulo 102 Constitucional, 
parrafo segundo indica que “Incumbe al Ministerio de la Federaciôn, la 
persecuciôn ante los tribunales, de todos los delitos del orden federal; y por lo 
mismo, a él corresponderâ solicitar las ordenes de aprehensiôn contra los 
inculpados...”. De lo cual se  desprende la obligaciôn Constitucional del Ministerio 
Pùblico de investigar y en su caso procéder contra los infractores de los derechos 
humanos o las garantias individuales.
Asi mismo al no procéder el Ministerio Pùblico contra los infractores de las 
garantias individuales, viola la Constituciôn, por lo tanto su no hacer del Ministerio 
Pùblico dentro del juicio de amparo va contra la Constituciôn. Por lo cual en este 
aspecto, el juicio de Amparo esta  incomplete y es  con base  a las siguientes 
consideraciones.
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1 Si bien e s  cierto que el juicio de Amparo e s  eficaz al protéger los 
derechos humanos de los individuos, pero le falta apoyo del Ministerio Pùblico 
Federal en la investigaciôn de los delitos federales cometidos por personal o 
funcionarios del gobierno y llevar a cabo la averiguaciôn correspondiente y 
procéder penalm ente al contar con las pruebas o elem entos para tal caso. 
Deslindar responsabilidades.
2 También e s  cierto que la funciôn del Juicio de Amparo es  protéger y 
restituir la cosas y a las personas al Estado de Derecho que estaban, antes de la 
violaciôn de las garantias por parte de las autoridades.
3 Por otro lado los tribunales federales, no se  ocupan de castigar la 
negligencia, los abusos, las violaciones de las garantias individuales que cometen 
las autoridades en forma di recta o indirectamente, situaciôn que a provocado 
aum ento de Juicios de Amparo y violaciôn de los Derechos Humanos.
4 Pero hay una forma de evitar las violaciones de los derechos hum anos 
por parte del personal o funcionarios de las autoridades, es  el que se  les aplique la 
ley, e s  decir se r castigados, o sancionados de acuerdo al grado del delito 
cometido, que iria desde destituciôn del puesto hasta cârcel o multa, segùn sea  el 
caso.
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5 Si bien e s  cierto, en el Juicio de Amparo, solo se  dedica a protéger o 
amparar a los individuos que sufren violaciones a sus derechos, pero existe el 
Ministerio Pùblico Federal que participa en el juicio Federal velando el interés 
pùblico, y la Contraloria General adem âs que existe una ley que sanciona a los 
servidores al servicio del Estado, que no cumplan las funciones, obligaciones que 
les fueron conferidas, con motivo del puesto que ocupan, por lo cual al dictarse las 
sentencias, al mismo momento que se  protege al individuo, se  deberia sancionar a 
la autoridad violadora de los derechos o garantias, o en su caso, una vez dictada 
la sentencia en la que se  am para y protege al quejoso, se  deberia turnarlo al 
Ministerio Pùblico Federal, para que procediera conforme a derecho si hay delito 
penal que perseguir, o a la Contraloria General de la Federaciôn, si hay faltas 
administrativas, para que la autoridad em pleados o funcionarios sea  sancionada 
conforme a derecho.
6 Dentro del procedimiento del juicio de Amparo, interviene el Ministerio 
Pùblico. Federal, a quien le incumbe la persecuciôn, ante los tribunales, de todos 
los delitos del orden federal, y por lo mismo, a él le corresponde solicitar ordenes 
de aprehensiôn contra los inculpados; buscar y présenta r las pruebas que 
acrediten la responsabilidad de estos. Situaciôn que el Juicio de Amparo no 
sucede, ya que le Ministerio Pùblico Federal, se  da por enterado de los delitos o 
violaciones com etidas por funcionarios o em pleados al servicio el Estado, en 
agravio de la ciudadania, por lo cual su obligaciôn e s  iniciar la averiguaciôn
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correspondiente, para sancionar o castigar a los responsables, situaciôn que 
inexplicablemente no sucede, por otro lado tiene dos funciones, representar a la 
sociedad y al interés pùblico, el cual al tener conocimiento de las violaciones de 
los derechos humanos, en su caracter de représentante de la sociedad, deberia 
procéder penalm ente contra las autoridades infractoras.
Por otro lado en su caracter de représentante del interés pùblico, el 
Ministerio pùblico deberia intervenir, puesto que el personal que labora para la 
autoridad infractora, y que com ete las violaciones o delitos, permite, o autoriza 
dichos actos, que violan la Constituciôn, la ley o el derecho, situaciôn que va 
contra el interés pùblico, ya que no cumplen sus funciones con apego al derecho 
en detrimento del Estado y de la Sociedad.
Con b ases  m as reales considéré que el juicio de Amparo, el Ministerio 
Pùblico Federal, La Sécrétaria de la Contraloria General de la Federaciôn y la 
Comisiôn Nacional de Derechos Flumanos se pueden complementer buscando 
como principios:
1 Protéger y am parar al individuo que sufra las violaciones a sus derechos 
por parte de las autoridades.
2 Castigar y sancionar a las autoridades que violen los derechos humanos
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por conducto del Ministerio Publico Federal y la Secretaria de la Contraloria 
General de la Federaciôn. Con sanciones administrativas, multas, etc...
2.1 El Ministerio Publico Federal debe cumplir con sus funciones 
constitucionales al tener conocimiento de delitos federales, en este  caso de las 
violaciones a las garantias individuales o derechos humanos, cometidas por 
em pleados o funcionarios del gobierno en contra de la ciudadania.
2.2 También debe de intervenir la Contraloria General de la Federaciôn ya 
que al existir violaciones a las garantias individuales o derechos humanos 
cometidos por parte del personal al servicio del Estado se  debe sancionar o 
castigar a quienes lo com etan dentro de la competencia correspondiente.
3 La CNDH intervendrâ, publicando que autoridades son las que violan los 
derechos de los individuos, asi como si fueron sancionados los em pleados y 
funcionarios de las autoridades infractoras.
4 De aplicarse el Derecho y castigarse a los culpables o infractores se 
evitaria en un gran porcentaje las violaciones de los derechos humanos, el cual sin 
duda daria seguridad juridica a todos los ciudadanos.
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CAPITULO SEXTO 
LA COMISIÔN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS
El tem a central de nuestros tiempos, es el respeto de los derechos 
humanos, al respecto Hector Gonzales Uribe indica que sin derechos claramente 
declarados y protegidos a la vida, la salud, la libertad, la educacion, la seguridad 
economica y la participaciôn politica, los hombres no pueden vivir una vida 
verdaderam ente humana/"^^
Por lo cual la creciente violaciôn de las garantias individuales por parte de 
Los cuerpos policiacos, tanto federales como estatales en contra de la ciudadania 
de nuestro pais, llegô a limites insospechados, por lo que la sociedad demandô la 
protecciôn de los derechos humanos y el gobierno percatandose de tal hecho, 
buscô el m ecanismo adecuado para enfrentar este  problema, por lo que el 
Présidente de la Repùblica creô por Decreto la Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos (CNDH), mismo que fue publicado en el Diario Oficial de la Federaciôn, 
el dia 6 de Junio de 1990.
La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, es  un organisme que cuenta 
con autonomia de gestiôn y presupuestaria, personalidad juridica y patrimonio
GONZALEZ Uribe Hector. “Hombre y Estado, Estudios Politicos Constitucionales” Ed. Porrûa, México 
1988, p. 163
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propios, y tiene por objeto esencial la protecciôn, observancia, promociôn, estudio 
y divulgaciôn de los derechos hum anos que am para el orden juridico mexicano. 
(Articulo 2° de la Ley de la CNDH)
La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos se  integra con un Présidente, 
una Secretaria Ejecutiva, hasta 5 Visitadores G énérales, asi como un numéro de 
visitadores adjuntos y personal profesional, técnico y administrativo necesario para 
la realizaciôn de sus funciones. La Comisiôn para el mejor desem peho de sus 
funciones contarâ con un Consejo.
El Dr. Jorge Carpizo McGregor fue nombrado el primer présidente y en esa  
época considéré que para que la CNDH pueda funcionar y tener éxito, es  
necesario que su actuaciôn tenga independencia del Gobierno, de los partidos 
politicos, y de otra s organizaciones politicas y sociales. Por otro lado el Présidente 
de la Repùblica en la cerem onia de instalaciôn de la CNDH ofreciô que la misma 
operaria con independencia y apoyo
Por lo que parte del efecto positivo que tuvo la CNDH, dentro del Gobierno 
Federal y de los Gobiernos Estatales, es  el apoyo del Ejecutivo Federal, quien dio 
prioridad al problema de las violaciones de los derechos humanos, ya que el 
respeto formai a la dignidad hum ana o a los derechos humanos, da seguridad 
juridica y social al individuo y a la colectividad, para el consecuente desarrollo y
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progreso del individuo, d e  la sociedad  y por ende, de toda la naciôn y del Estado.
Asimismo, la sociedad recibiô con beneplacito la creaciôn de la CNDH, pero 
se  reservô ciertas dudas en cuanto a su funcionalidad.
A partir de la creaciôn de la CNDH, se  desarrollô en todo el àmbito nacional 
una politica de los derechos humanos, ya que se desarrollaron los derechos del 
niho, del indigena, de los ancianos, de las mujeres, etc., sin duda el apoyo del 
Ejecutivo a este  tem a permitiô o provocô que todo el mundo se  interesara por los 
derechos humanos.
En nuestro pais existen num erosos grupos no gubernam entales que buscan 
protéger los derechos hum anos, entre los que se  encuentran la Academia 
Mexicana de Derechos Humanos, Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco 
de Vitoria O. P .”, la Comisiôn Mexicana de Defensa y Promociôn de los Derechos 
Humanos, La Red de Grupos de Derechos Humanos, La Comisiôn Mexicana de 
Derechos Humanos, el Centro de Derechos Humanos Miguel A. Pro, y el Comité 
Pro Defensa de P resos, Perseguidos, Desaparecidos y Exiliados Politicos 
(EUREKA). Organizaciones que manifestaron que era benéfica la creaciôn de la 
CNDH y expresaron: “La creaciôn de este  organisme estatal y sus m écanismes 
serân dem ostrados por los hechos”.
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Barrera Graf y del Villar afirmaron que “desde principios del sexenio, el 
Gobierno Mexicano intente remediar administrativamente esta  situaciôn de 
indefensiôn, al crear la Direcciôn General de Derechos Humanos, dependiente de 
la Secretaria de Gobernaciôn, pero esta fracasô en su cometido y fue 
consecuentem ente suprimida y sus recursos fueron asignados a la nueva 
Comisiôn”.
Durante el aho de 1990, el tema de los derechos hum anos en nuestro pais, 
concentrô la atenciôn de todos los sectores sociales, al constituirse las violaciones 
a los derechos humanos, una de las principales preocupaciones del Gobierno 
Federal y de las organizaciones civiles, obreras, cam pesinas y religiosas; por lo 
cual la creaciôn de la CNDH fue la respuesta a la necesidad de atender las 
violaciones de los derechos humanos por parte de las autoridades federales y 
estatales.
Barrera Graf y del Villar, afirmaron “La Comisiôn fue creada bajo la presiôn 
de una creciente atenciôn internacional sobre el estado generalizado de 
indefensiôn de los derechos humanos en México”.
Puedo aseverar que la creaciôn de la CNDH es  un hecho importante, 
independientem ente de que si fue resultado de presiôn internacional o interna o de
BARRERA Graf y Del Villar. “Impugnan las deficiencias de la Comisiôn de Carpizo” Revista Proceso,
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si esta dentro de la constitucionalidad o no, pues su creaciôn ha puesto al 
descubierto m uchas anom alias, violaciones o abusos por parte de funcionarios al 
servicio del Estado, principalmente los policiacos, y lo principal que se  deberia 
buscar es  que realm ente sean  castigados los que violen los derechos humanos, 
que es lo que realm ente evitaria las violaciones, la arbitrariedad y la prepotencia.
Sobre la creaciôn de la CNDH hubo comentarios positives y negatives.
En términos générales se  coincide “que primero que nada, es  muy 
alentadora y positiva la m era existencia de la Comisiôn”.
El enfonces Rector de la UNAM, Dr. Jo sé  Sarukhân comentô “que la 
creaciôn de la CNDH, e s  m uestra inequivoca de la politica de garantizar por todos 
los medios posibles, el ejercicio de los derechos y libertades que son parte 
esencial del ser hum ano”.^ ^^
Por su parte el Ex-Director de la Facultad de Derecho de la UNAM, Lie. 
José  Dâvalos, dijo: “que el reconocimiento de los derechos y libertades in he rentes 
al hombre, e s  hoy una realidad; defenderlos por convicciôn, no sôlo por obligaciôn, 
e s  compromise de todos y garantia de una Patria m as justa”.^ ^^  También comento
n.740, México 1991, p. 16. 
Idem131
El Universal, “plantea despojar de formalidades el juicio de amparo” 6 de abril de 1991.
“A las concretas criticas extemas Carpizo opone optimismo sobre el porvenir de los derechos humanos”
Revista Proceso n.720. M éxico 1990.
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que cualquier esfuerzo es  poco si se  trata de garantizar el ejercicio de les 
derechos del hombre.
Los expertes en derechos humanos alaban el hecho de que “por primera 
vez comisiôn gubernamental reconozca que hay un grave problema de derechos 
humanos en el pais”.
Ellen Lutz, autora del informe sobre México, de Americas Watch, publicado 
en abril de 1990, dice “que es  muy valiente la CNDH al recomendar que se  siga 
causa criminal contra ciertos policias judiciales, autoridades militares o politicas, y 
ponerles nombre y apellido”.
En el âmbito internacional, por su parte el enfonces Secretario General de 
las Naciones Unidas, Javier Pérez de Cuellar, en la conmemoraciôn del 
aniversario de la Declaraciôn de los Derechos Humanos, el 10 de diciembre de 
1990, manifesté; “No habrà paz ni estabilidad sin protecciôn y respeto de los 
derechos humanos”, asimismo, “pidiô que en este  aniversario de la Declaraciôn de 
los derechos humanos se  reflexione sobre la necesidad de lograr que prevalezca 
una alianza entre lo ideal y lo pragmatico en la lucha por hacer y respetar los 
derechos fundamentales.”
Como se puede apreciar, el problema de la violaciôn a los derechos
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humanos es  un problema mundial, pero la preocupaciôn principal es  lo que 
acontece cotidianamente en nuestro pais, y buscar las causas  que lo generan y 
proponer las soluciones para que impere el estado de derecho en todos los 
âmbitos de nuestra Naciôn.
Con referenda a la actividad de la CNDH, Mari Claire Acosta, quien fuera 
presidenta de la Comisiôn Mexicana de Derechos Humanos, opinô: “no es  que 
estén haciendo mal las cosas, e s  simplemente que la dependencia de la Comisiôn 
del Ejecutivo no le da capacidad de acclôn”.^ "^^
El Dr. Jorge Carpizo manifiesto que la CNDH es  un ombudsman (defensor 
del pueblo). Dicha afirmaciôn ha sido criticada, diciendo sus retractores que no es  
cierto y manifiestan que: “un ombudsman es  independiente y en muchos casos 
con facultades persecutorias”, y en el presente caso no lo es, ya que la CNDH no 
esta capacitada para entablar procesos, y no es  independiente.
Barrera Graf comenta que “El Ombudsman esta  para juzgar incluso al 
Présidente de la Repûblica o al Parlamento. Su funciôn tradicional es  enfrentarse 
a cualquier autoridad que viole los derechos del hombre, y entre elles estân los 
derechos politicos y sociales.
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Hector Fix Zamudio describe en el Diccionario Juridico Mexicano al 
Ombudsman: “como a uno o varies funcionarios designados por el organe 
parlamentario, por el Ejecutivo o por ambos, que con el auxilio de personal técnico 
poseen la funciôn esencial de recibir e investigar las reclamaciones de los 
gobernados, realizadas por las autoridades administratives no sôlo por 
infracciones légales, sine también por injusticia, irrazonabilidad o retraso 
manifiesto en la resoluciôn; y con motive de esta investigaciôn pueden proponer, 
sin efectos obligatorios, las soluciones que estimen mas adecuadas para evitar o 
subsanar las citadas violaciones. Esta labor se  com un ica periôdicamente a través 
de informes pùblicos, generalmente anuales, a los mas altos ôrganos del gobierno, 
del ôrgano legislative o a ambos, con la facultad de sugerir las medidas légales y 
reglamentarias que considéra necesarias para mejorar los servicios pùblicos 
respectives”.
En opiniôn de Ellen Lutz, Directora para California de la organizaciôn 
Human Rights Watch y responsable para México de su afiliada Americas Watch “la 
violaciôn de los derechos humanos implica una grave responsabilidad del 
Gobierno Mexicano y parece demostrar que la creaciôn de la CNDH, fue sôlo un 
geste de relaciones pûblicas”^^®
Antonio Macias Ruiz, quien fue Coordinador del Comité de Defensa de los
Revista Proceso. n. 720, México 1990 
Revista Proceso, n. 740, Mexico 1991
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Derechos Humanos en Ciudad Victoria, Tamaulipas, manifesto “La CNDH tuvo 
arranque de caballo fino, pero ahora se ha quedado atrâs envuelta en el 
burocratismo y sus acciones las ha restringido a la defensa de la integridad fisica 
de las personas y no atiende otros aspectos que también se  contemplan en los 
Derechos Humanos”.
También comento que la CNDH se  ha estancado en ocuparse ùnicamente 
en protéger la integridad fisica de las personas, y si bien esto constituia con 
anterioridad el principal problema, otros aspectos contemplados dentro de los 
derechos humanos no son tomados en consideraciôn”.^ ^^
En cuanto a las iniciativas de ley propuestas por el Ejecutivo Mexicano para 
combatir la tortura a manos de la policia -opina Ellen Lutz- “el problema no radica 
en su legislacién, que se  cuenta entre las mejores del mundo, sino que falta 
voluntad para aplicarla”.
La tortura esté  prohibida en México, pero sigue siendo una practica 
cotidiana, màs aün, en los rarisimos casos en que un agente es  disciplinado o 
procesado “se le acusa de un delito menor, como abuso de autoridad, pero no de
Idem
GARCIA Arnoldo. “La CNDH no debe defender la integridad fisica exclusivamente: dice Macias Ruiz” 
El Universal, México D.F. 16 DE ABRIL DEL 1991.
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tortura”.
Por su parte el Dr. Carpizo afirmo: “tenemos problemas de derechos 
humanos en México. El sol no se tapa con un dedo, pero hay voluntad politica 
para resolverlos, y no sôlo resolver casos concretos, que esto va a ser muy 
importante, sino resolver problemas de fonde; que quiere decir, tratar todos juntos 
de crear una nueva cultura y una nueva educaciôn de derechos humanos”.^ ®^
También afirmo el Dr. Carpizo: “El problema de los derechos humanos en 
México es  un problema nacional, es  un problema de todos, es  un problema del 
pais. Pero también hemos dicho que la resoluciôn de este  problema no ata ne a un 
grupo, a una clase de la sociedad, atahe a toda la sociedad y deberà ser resuelto 
con la sociedad y el gobierno. Nosotros contemplamos que en México 
afortunadamente, hay un movimiento social pro- derechos humanos”.^ ®®
La mayor preocupaciôn en la actualidad, es  el respeto a los derechos 
humanos, y no es  que hasta hoy se  haya descubierto la existencia de taies 
derechos y la necesidad de su protecciôn por parte del Estado.
Por su parte el Dr. Federico Chavez Peôn, comenta que “una garantia
Revista Proceso, N. 720, México, 1990.
139 Idem
453
individual otorgada por la Constitucion, es  una utopia mientras no esté en una ley 
secundaria que proporcione los medios legales para exigir su cumplimiento"/'^°
Desde principios del siglo pasado, en nuestra Constitucion de 1917, ya se 
contemplaba la protecciôn de los derechos humanos, mismos que son conocidos 
como garanties individuales, pero se  debe reconocer que nuestra Constituciôn no 
indica textualmente “Los Derechos Humanos”, de ahi toda la controversia de que 
si la CNDH esta  apegada y fundamentada en la Constituciôn o si hay que 
modificar la Constituciôn para légitimer a la CNDH.
Como se  podra apreciar, en el aspecto juridico en nuestro pais, estân 
protegidos los derechos humanos, pero sin embargo se  violan, situaciôn que ha 
dejado sin seguridad a la ciudadania, motivo por el cual se  creô la CNDH, que 
tiene a su cargo proponer y vigilar el cumplimiento de la politica nacional en 
materia de respeto y defensa de los derechos humanos, instrumentando los 
mecanismos de prevenciôn, atenciôn y coordinaciôn que garanticen la 
salvaguarda de los derechos humanos de todos los habitantes del territorio 
nacional (articulo 2 de la Ley de la CNDH).
La CNDH cuenta con un presupuesto oficial, que le permite tener gran 
capacidad de acciôn, adem âs de contar con un amplio apoyo para publicar sus
HERRERITOS Irene. “Derechos Humanos y SIDA”. Charla con el Dr. Federico Châvez Peôn, Sociedad y
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comentarios, asi como sus recomendaciones. Una de las prerrogativas mas 
importantes con las que cuenta la CNDH su estrecha vinculacion y subordinaciôn 
al Senado de la Repûblica, puesto es  el que nombra al présidente y a los 
miembros del consejo, lo que implica un apoyo econômico y politico para el 
cumplimiento de sus fines. Anteriormente dependia del Présidente de la 
Repûblica.
La CNDH fue creada con motivo de las violaciones a los derechos 
humanos, principalmente por parte de los agentes de casi todas las corporaciones 
de las fuerzas de seguridad, los cuales son acusados de torturar y de realizar 
arrestos y detenciones arbitrarias, principalmente la policia judicial federal, hoy de 
la AFI (Agenda Federal De investigaciôn) la cual goza de enorme autonomie e 
impunidad.
Independientemente de la CNDH, el gobierno hace intentos para enfrentar y 
frenar el problema de las violaciones a los derechos humanos, pero con pocos 
resultados positivos, por lo cual es  criticado ya que con esta  situaciôn se 
demuestra que falta voluntad politica para hacer cumplir e sa s  normes, porque 
cuando el gobierno quiere, se  lleva a cabo cualquier cometido.
Las principales causas  de que haya violaciôn a los derechos humanos son
Sida, 1 de Octubre de 1990
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la autonomia e  impunidad policiacas, asi com o la corrupciôn.
El poder de la policia y la consecuente impunidad con la que actûa, en el 
caso de la Policia Judicial Federal provoca o conduce a la corrupciôn.
Es importante senalar la prepotencia con la que se  conducen las policias, y 
quienes las integran se  fundamentan y estân convencidos de que la ley son ellos y 
lo que vale es  lo que ellos digan y hagan, sin importer lo que diga el derecho.
El Exprocurador de la protecciôn de los ciudadanos en el Estado de 
Aguascalientes, Miguel Sarre Iguihiz, manifiesto que la policia recurre a la tortura y 
a otros abusos, no porque sea  corrupta, sino que es  corrupta porque puede 
cometer abusos con impunidad.
La policia judicial e s  dependiente de las procuradurias, principalmente del 
Ministerio Pùblico, pero en la prâctica los agentes judiciales actùan sin 
restricciones ni control. Se les acusa de utilizer cuartos de hotel y otros lugares 
privados para mantener incomunicados a los detenidos, para cometer abusos sin 
el conocimiento o con el consentimiento de sus jefes.
También se  les acusa de que en su tiempo de descanso  lo utilizan para
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fabricar delincuentes y delitos, ya que es comùn entre los judiciales buscar 
ingresos extras por fuera, y también es  comùn que los agentes reciban una orden 
de aprehensiôn, y dejen libre a la persona buscada a cambio de una buena 
cantidad de dinero.
En los asaltos a pagadunas del gobierno federal o estatal, o empresas 
particulares, todas las caracteristicas de los ladrones coinciden con las de los 
policias, como son: autos recientes sin plaças, ya sean  nacionales o extranjeros, o 
con plaças sobrepuestas, mal encarados, y contar con armas de alto poder y de 
conocer la rutina del lugar asaltado; por lo cual siempre recaen las sospechas en 
miembros de la policia, pero la propia Policia Judicial es  designada para investigar 
delitos de sus propios agentes, mismos que son lentos, inadecuados y que al final 
sirve para encubrir a  los culpables y fomentar los abusos, y por consiguiente los 
robos.
Asimismo existe el problema de las madrinas. Si de por si es  preocupante 
que un agente de la policia sea  contratado por el gobierno para que cuide y 
salvaguarde la sociedad, y en lugar de ello viole los derechos humanos, mas 
grave lo es  que un civil que trabaja en contubernio para algunos elementos de la 
policia judicial como madrina, meritorio o soplôn viole los derechos humanos; 
normalmente trabajan para un elemento de la policia judicial que les paga por 
debajo de la mesa. Cometen abusos con la aprobaciôn y protecciôn de ellos. En la 
actualidad tienen fama de ser los brazos ejecutores de la policia, dichos sujetos
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también actùan com o e sp ia s  e  informantes.
Detenciôn iiegal y tortura como método de investigaciôn.
La policia, por negligencia, pereza, falta de conocimiento o de capacidad, 
no investiga pero si tortura para obtener informaciôn, y como método de 
investigaciôn, misma que no es  confiable ya que con la presiôn y el castigo de la 
tortura, fisica o moral, cualquier humano se déclara culpable o senala cômplices 
del delito del que se  le acusa, por lo cual la policia es  acusada por utilizar estos 
métodos de investigaciôn que violan los derechos humanos. Por lo cual al tener la 
obligaciôn de resolver los casos turnados para su investigaciôn, buscan culpables 
del caso encomendado, pero no se  preocupan por cumplir con su deber, que es 
realmente el de encontrar al verdadero culpable.
En el présente caso Miguel Sarre Iguihiz, comenta que la policia considéra 
la tortura como un método eficiente para obtener informaciôn por lo cual justifican 
su existencia.
Hasta hace poco se  consideraba como prueba reina la confesiôn, la mas 
importante, misma que se  obtenia en una gran mayoria de los casos, en base de 
tortura fisica o moral, y ya en la actualidad carece de validez, sino se  hace ante el
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Ministerio Pùblico y abogado del inculpado, o persona de su confianza.
Otro problema que ocasiona las violaciones a los derechos humanos, es 
reclutar o aceptar en las policias federales u estatales, elementos con 
antecedentes pénales, la cual indudablemente es  gente que busca ingresar a los 
cuerpos policiacos para protegerse en lo individual, y no a la sociedad en general, 
unido a la déficiente preparaciôn, se log ran policias prepotentes, delincuentes con 
plaça, y sin principios morales y juridicos, y que se  les contrata para servir a la 
sociedad, no para violarla, o atacarla.
Es indiscutible que las autoridades informan e indican que ningùn policia 
tiene antecedentes pénales, que no hay tortura, que se  apegan a los 
procedimientos legales, que se  les capacita para protéger a la sociedad y que asi 
lo hacen. Situaciôn que de ser cierta, no se reflejaria en el problema tan agudo 
con respecto a las violaciones a los derechos humanos.
De ahi la principal importancia de la creaciôn de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos, ya que al recibir una queja, la CNDH va a investigar 
principalmente si se  violaron los derechos humanos del quejoso, valorarâ las 
pruebas aportadas en el juicio correspondiente, y en caso de ciertas las 
violaciones a los derechos humanos la CNDH emitirà una recomendaciôn a la
Revista Tiempo, “Problemas en el paraiso Aguascalientes” 13 de Diciembre de 1990, pp. 15-17
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autoridad responsable, para que investigue la violaciôn a los derechos humanos y 
procéda conforme a derecho, lo que a la larga obligarâ a las autoridades y agentes 
judiciales a realizar su trabajo con apego a derecho y con base  a una real 
investigaciôn, y evitar que se  siga con la prâctica de la tortura.
De conform id ad con el articulo 1° del Reglamento Interno de la Comisiôn 
Nacional de Derechos Humanos, la misma es  “un organisme descentralizado, con 
personalidad juridica y patrimonio propios, cuyo objeto esencial es  la protecciôn, la 
observancia, la promociôn, el estudio y la divulgaciôn de los derechos humanos 
previstos por el orden juridico mexicano y en los instrumentes juridicos 
internacionales que México ha ratificado. La Comisiôn es  también un ôrgano de la 
sociedad y defensor de és ta”.
Normas que consagran los Derechos Humanos, cuya definiciôn se 
encuentra contenida en la Constituciôn Politica de los Estados Unidos Mexicanos 
como garantias individuales y sociales, y las contenidas en las convenciones y 
tratados internacionales suscritos por México, relatives a los derechos humanos.
A la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos le corresponde vigilar a las 
autoridades encargadas de cumplir con las garantias individuales y en general con 
la Constituciôn, como séria vigilar principalmente a la Procuraduria General de la 
Repûblica y a la del Distrito Federal que son los principales violadores de los
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derechos humanos, pero ello implica en si un debilitamiento de las instituciones, 
misma que se ha ocasionado por el burocratismo y la corrupciôn.
El Reglamento Interno de la CNDH, en su articulo 30 nos indica que son 
ôrganos de la Comisiôn:
I.- La Presidencia;
II - El Consejo;
III - Las Visitadurias Générales;
IV - La Sécrétaria Ejecutiva, y
V - La Secretaria Técnica del Consejo.
Del Présidante de la Comisiôn.
El Présidente de la CNDH es  elegido por el voto de las dos terceras partes 
de 1os miembros présentes de la Câmara de Senadores o, en sus recesos, por la 
Comisiôn Permanente del Congreso de la Uniôn, con la misma votaciôn calificada. 
(Articulo 10 de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos)
Son Facultades u obligaciones del Présidente de la Comisiôn: (Articulo 15° 
de la Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos)
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Ejercer la representaciôn legal de la Comisiôn Nacional;
Il Formular los lineamientos générales a los que se  sujetarân las actividades 
administrativas de la Comisiôn, asi como nombrar, dirigir y coordinar a los 
funcionarios y al personal bajo su autoridad;
III Dictar las medidas especificas que juzgue convenientes para el mejor 
desempeho de las funciones de la Comisiôn;
IV Distribuir y delegar funciones en los términos del Reglamento Interno;
V Presenter anualmente, en el mes de febrero a los Poderes de la Uniôn, 
un informe de actividades, en los términos del articulo 52 de la Ley;
VI Celebrar, en los términos de la legislacién aplicable, acuerdos, bases de 
coordinaciôn y convenios de colaboraciôn con autoridades y organismes de 
defensa de los derechos humanos, asi como con instituciones académicas y 
asociaciones culturales, para el mejor cumplimiento de sus fines;
Casi todas las autoridades remiten la informaciôn requerida por al Comisiôn 
Nacional de Derechos Humanos, pero independientemente de la buena voluntad
462
de las autoridades, se estân  instrumentando los medios juridicos a fin de que 
todas las autoridades remitan la informaciôn solicitada sin pretexto alguno;
VII Aprobar y emitir las recomendaciones pûblicas y acuerdos que resulten 
de las investigaciones realizadas por los visitadores;
Se debe adicionar esta fracciôn con el siguiente texto; “y cuando no exista 
violaciôn se  enviara un documente de no-responsabilidad sobre el caso
especifico”;
VIII Formular las propuestas generates conducentes a una mejor protecciôn 
de los derechos humanos en el pais;
IX Elaborar el anteproyecto de presupuesto de egresos de la Comisiôn y el 
respective informe sobre su ejercicio para presentarse al Consejo de la misma; y
X Las dem âs que le sehalen la présente ley y otros ordenamientos.
Respecto al Présidente de la Comisiôn Nacional de Derechos Flumanos, se 
estima que hasta ahora ha cumplido con su funciôn, sin embargo, por ser una 
instituciôn gubernamental relativamente nueva, ha tenido algunas fallas que poco
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a poco lograra mejorar.
En su momento se  percibiô en el Dr. Carpizo preocupaciôn por salir 
triunfante en esta encomienda presidencial, lo cual se  considerô dificil, pero al final 
fue positiva su actividad; Ya que siempre contô con el apoyo del Ejecutivo Federal, 
esta  Comisiôn tuvo mucho éxito cuando menos durante la encomienda del Dr. 
Carpizo.
El Consejo tendra las siguientes facultades (articulo 19 de la Ley de la 
Nacional de Derechos Humanos):
El Consejo encuentra su fundamento en los articulos 5° de la Ley de la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos y 30 de su Reglamento Interno.
El Consejo es  el ôrgano colegiado integrado por diez personas que gocen 
reconocido prestigio en la sociedad, mexicanos en pleno ejercicio de sus derechos 
ciudadanos, y cuando menos siete de entre ellos no deben desem pehar ningùn 
cargo o comisiôn como servidor pùblico. (Articulo 17 de la Ley de la Comisiôn 
Nacional de Derechos Humanos)
El Consejo funcionarâ en sesiones ordinarias y extraordinarias y tomarâ sus
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decisiones por mayoria de votos de sus miembros présentes. Las sesiones 
ordinarias se  verificarân por lo menos una vez al mes. (Articulo 20 de la Ley de la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos)
Los miembros del Consejo Consultivo se ran elegidos por el voto de las dos 
terceras partes de los miembros présentes de la Cântara de Senadores, o en sus 
recesos, por la Comisiôn Permanente del Congreso de la Uniôn, con la misma 
votaciôn calificada. (Articulo 18 de la Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos)
El Consejo Consultivo tendra las siguientes facultades: (articulo 19 de la 
Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos)
I Establecer los lineamientos generates de actuaciôn de la Comisiôn 
Nacional;
II. Aprobar el Reglamento Interno de la Comisiôn Nacional;
III. Aprobar las normas de carâcter interno relacionadas con la Comisiôn 
Nacional;
IV. Opinar sobre el proyecto de informe anual que el Présidente de la 
Comisiôn Nacional présente a los Poderes de la Uniôn;
V. Solicitar al Présidente de la Comisiôn Nacional informaciôn adicional
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sobre los asuntos que se  encuentren en trâmite o haya resuelto la Comisiôn 
Nacional; y
VI. Conocer el informe del Présidente de la Comisiôn Nacional respecto al 
ejercicio presupuestal.
ATRIBUCIONES DE LOS VISITADORES GENERALES
Las atribuciones de los Visitadores Generates se encuentran en el articulo 
23 de la Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos. La Comisiôn contarâ 
con très Visitadurias Generates. El Visitador General sera el titular de cada una de 
taies Visitadurias y sera designado y removido de manera libre por el Présidente 
de la Comisiôn Nacional. (Articulo 59 del Reglamento de la Comisiôn Nacional)
Son facultades y obligaciones de los Visitadores Generates. (Articulo 24 de 
la Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos)
I. Recibir, admitir o rechazar las quejas e inconformidades presentadas por 
los afectados, sus représentantes o lo denunciantes ante la Comisiôn Nacional;
II. Iniciar a peticiôn de parte la investigaciôn de las quejas e 
inconformidades que te sean presentadas, o de oficio, discrecionalmente aquéllas
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sobre denuncias de violaciôn a los derechos humanos que aparezcan en los 
medios de comunicaciôn;
III. Realizar las actividades necesarias para lograr, por medio de la 
conciliaciôn, la soluciôn inmediata de las violaciones de derechos humanos que 
por su propia naturaleza asi lo permita;
IV. Realizar las investigaciones y estudios necesarios para formular los 
proyecto de recomendaciôn o acuerdo, que se  someterân al Présidente de la 
Comisiôn Nacional para su consideraciôn; y
V. Las dem âs que le sehale la présente ley y el Présidente de la Comisiôn 
Nacional, necesarias para el mejor cumplimiento de sus funciones.
Los Visitadores Adjuntos auxiliarân en sus funciones a los Visitadores 
Generates en los términos que fije el Reglamento y para tal efecto deberân reunir 
los requisitos que establezca el mismo para su designaciôn.
467
ATRIBUCIONES DE LA SECRETARIA EJECUTIVA
La Comisiôn contarâ con un Secretario Ejecutivo quien sera designado de 
manera libre por el Présidente de la Comisiôn Nacional (Articulo 73 del 
Reglamento Interno de la Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos)
Las facultades y obligaciones de la Secretaria Ejecutiva se  contienen en el 
articulo 22 de la Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, y son las 
siguientes:
I. Proponer al Consejo y al Présidente de la Comisiôn Nacional, las politicas 
generates que en materia de derechos humanos habrà de seguir la Comisiôn 
Nacional ante lo organismos gubernamentales y no gubernamentales, nacionales 
e internacionales;
Il Promover y fortalecer las relaciones de la Comisiôn Nacional, con 
organismos pùblicos, sociales o privados con organismos pùblicos, nacionales e 
internacionales, en materia de derechos humanos;
Realizar estudios sobre los tratados y convenciones internacionales en
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materia de D erechos Humanos;
IV. Derogada.
V. Derogada.
VI. Enriquecer, mantener y custodiar el acervo documental de la Comisiôn 
Nacional; y .
VII. Las dem âs que le sean conferidas en otras disposiciones legales y 
reglamentarias.
Las atribuciones del Secretario Técnico se encuentran fundamentadas en el 
articulo 56 y 57 del Reglamento Interno de la Comisiôn Nacional, y cuyas 
funciones son las siguientes;
I. Proponer el proyecto de acta de las sesiones ordinarias y extraordinarias 
que el Consejo celebre.
II. Remitir oportunamente a los consejeros los citatorios, ordenes del dia y 
material indispensable para realizar las sesiones ordinarias y extraordinarias.
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III. Brindar a los consejeros el apoyo necesario para el mejor cumplimiento 
de sus responsabilidades.
IV. Organizar el material y supervisar la elaboracion de la Gaceta de la 
Comisiôn Nacional.
V. Coordinar la ediciôn de las publicaciones que realice a Comisiôn 
Nacional.
VI. Supervisar las actividades de distribuciôn y comercializaciôn de las 
publicaciones.
VII. Disehar y ejecutar los programas de capacitaciôn en materia de 
Derechos Humanos.
VIII. Proponer y fortalecer las relaciones con las organizaciones no 
gubernamentales por Derechos Humanos en el pais.
IX. Promover el estudio y ensehanza de los Derechos Humanos dentro del 
sistema educative nacional.
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X. Las dem âs que al efecto establezcan el Présidente o el Consejo de la 
Comisiôn Nacional.
La Presidencia de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, para el 
despacho de los asuntos que directamente le correspondan, contarâ con el apoyo 
de las siguientes dependencies: (Articulo 35 del Reglamento Interno de la 
Comisiôn Nacional)
I. Direcciôn General de  Quejas y Orientaciôn;
II. Direcciôn General de Administraciôn;
III. Direcciôn General de Comunicaciôn Social;
IV. Coordinaciôn General de Seguimiento de Recomendaciones
V. Contraloria Interna, y
VI. Las dem âs que se  establezcan en los correspondientes acuerdos 
administrativos.
De la Direcciôn General de Quejas y Orientaciôn.
Esta dependencia tendrâ las siguientes funciones: (Articulo 37 del 
Reglamento Interno de la Comisiôn Nacional)
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I Recibir y registrar las quejas por presuntas violaciones a Derechos 
Humanos que se  presenten directamente por los quejosos o agraviados en las 
oficinas de la Comisiôn Nacional.
II. Recibir y registrar las quejas por presuntas violaciones a Derechos 
Humanos que lleguen a la Comisiôn Nacional mediante correspondencia, 
incluyendo carta, telegrama o telefax, y acusar recibo de su recepciôn.
ill. Despachar toda la correspondencia concerniente a la atenciôn de las 
quejas, tanto de la que deba enviarse a autoridades, quejosos o agraviados, asi 
como recabar los correspondientes acuses de recepciôn.
IV. Realizar las labores de orientaciôn al publico cuando de la queja que 
directamente se  presente se  desprenda fehacientemente que no se  trata de 
violaciones a Derechos Humanos. La orientaciôn deberâ realizarse de modo tal, 
que a la persona atendida se  le expliquen la naturaleza de  su problema y las 
posibles formas de soluciôn, y se  le proporcionen los datos del funcionario 
pùblico ante quien puede acudir, asi como el domicilie y, en su caso  el teléfono de 
este ùltimo.
V. Asignar nùmero de expediente a las quejas presuntamente violatorias de
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Derechos Humanos y registrarlas en el banco de datos automatizado que al efecto 
se  establezca.
VI. Turnar, en el estricto orden que les corresponde, a las Visitadurias 
Generates, inmediatamente después de que se hayan registrado los 
correspondientes expedientes de queja de acuerdo con el procedimiento que 
senala el articulo 62 del présente Reglamento
VII. Operar y administrer el banco de datos en el que se  registren desde la 
recepciôn de la queja h la conclusiôn del expediente de cada caso, todas las 
acciones llevadas a cabo por la Comisiôn Nacional.
VIII. Presenter al Présidente de la Comisiôn Nacional los informes 
periôdicos y los proyectos anuales sobre el avance en la tramitaciôn de las quejas, 
de acuerdo con la informaciôn que aparezca en la base  de datos.
IX. Coordinar sus labores con los responsables de las Visitadurias 
Generates, otorgando y solicitando los informes que resulten indispensables.
X. Informar a los quejosos los datos generates sobre los avances de los 
expedientes de queja, realizando tal funciôn en coordinaciôn con los Visitadores
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G énérales.
XI. Administrer el Archive General de la Comisiôn Nacional en cuanto a les 
expedientes.
XII. Turner a les organes e dependencies administratives de la Cemisiôn 
Nacienal la cerrespendencia a elles dirigida y que se  reciba en las eficinas de la 
Cemisiôn Nacienal.
XIII. Las dem as que le encemiende el Présidente de la Cemisiôn Nacienal. 
De la Direcciôn General de Administraciôn.
Esta dependencia tendra las siguientes funcienes: (Articule 39 del 
Reglamente Interne de la Cemisiôn Nacienal)
I. Atender las necesidades administrativas de las unidades de la Cemisiôn 
Nacienal, de acuerde cen les lineamientes generates fijades per el Censeje y per 
el Présidente del Organisme;
II. Establecer, cen la aprebaciôn del Présidente de la Cemisiôn Nacienal, las 
peliticas, nermas, criteries, sistemas y precedimientes para la administraciôn de
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los recursos humanos, financières y materiales del organisme y la prestaciôn de 
servicies generates de apeye;
III Ceerdinar la fermulaciôn del pregrama operative anual y del preyecte de 
presupueste de la Cemisiôn Nacienal y vigilar su cumplimiente de acuerde cen la 
aprebaciôn del Censeje;
IV. Dirigir el disene, desarrelle e implantaciôn del Manual de Organizaciôn 
General y les dem âs manuales e instructives de organizaciôn, precedimientes y 
servicies;
V. Auterizar las adquisicienes de acuerde cen les préceptes legates y les 
lineamientes que fijen el Censeje y el titular de la Cemisiôn Nacienal;
VI. Censervar y custediar les bienes muebles e inmuebles de la Cemisiôn 
Nacienal, conforme a les lineamientes que al efecte se  dicten y llevar el registre y 
control de les mismes;
VII. Establecer y eperar el sistema de Infermâtica de la Cemisiôn Nacienal,
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VIII. Las dem âs funcienes que las dispesicienes légales y reglamentarias le 
atribuyan, asi cerne aquellas que le confiera el titular de la Cemisiôn Nacienal.
De la Direcciôn General de Comunicaciôn Social.
Esta dependencia tendra las siguientes funcienes: (Articule 41 del Reglamente 
Interne de la Cemisiôn Nacienal)
I Auxiliar al titular de la Cemisiôn Nacienal en la cenducciôn de las peliticas 
de comunicaciôn social y divulgaciôn del organisme y en sus relacienes cen le 
medies de infermaciôn.
II. Elaberar materiales audievisuales pata dar a cenecer a la seciedad las 
funcienes y actividades de la Cemisiôn Nacienal.
III. Mantener un contacte permanente cen les représentantes de les medies 
de comunicaciôn social, cen el fin de tenerles infermades sobre las accienes que 
la Cemisiôn Nacienal pretenda difundir.
IV. Ceerdinar las reunienes de prensa del Présidente y dem âs funcienaries 
de la Cemisiôn Nacienal.
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V. Las dem âs que al efecto establezca el Présidente de la Comisiôn 
Nacional.
De la Coordinaciôn General de Seguimiento y Recomendaciones.
Esta dependencia tendrâ las siguientes funcienes: (Articule 43 del 
Reglamente Interne de la Cemisiôn Nacienal)
I Registrar en una base  de dates autematizada cada una de las 
Recomendaciones expedidas per la Cemisiôn Nacienal;
Il Registrar en la misma base de dates les informes respecte de la 
aceptaciôn en su case, de las Recomendaciones y les cencerniente a les avances 
que se den en su cumplimiente;
III. Informer al Présidente de la Cemisiôn Nacienal sobre el avance en el, 
cumplimiente de cada una de las Recomendaciones, hasta que se  censideren 
tetalmente cumplidas;
IV. Préparer les preyectes de informes que el Présidente de la Cemisiôn
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Nacional deba enviar a las autoridades, sobre el estado que guarde el 
cumplimiente de cada una de las Recomendaciones;
V. Selicitar informes adicienales a las autoridades a quienes se  dirigiô una 
Recemendaciôn; a fin de que precisen dates e aperten etres elementes para peder 
evaluar el grade de cumplimiente;
VI. Informer a les quejeses que le seliciten respecte del cumplimiente de las 
Recomendaciones cerrespendientes;
VII. Ceerdinar su trabaje de evaluaciôn del cumplimiente de las 
Recomendaciones cen les Visitaderes Generates y les Adjuntes que hubiesen 
preparade les preyectes respectives y selicitar a estes, en su case, la prâctica de 
diligencias que fueren necesarias a fin de verificar la infermaciôn recibida;
VIII. Las dem âs que al efecte establezca el Présidente de la Cemisiôn 
Nacienal.
De la Contraloria Interna.
Esta dependencia tendrâ las siguientes funcienes; (Articule 44 del
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R eglam ente Interne de la Cemisiôn Nacienal)
I. O bservar y vigilar el cumplimiente per parte de les ôrganes y estructura 
administrativa de la Cemisiôn Nacienal, de las nerm as de centrel, fiscalizaciôn y 
evaluaciôn;
II. Supervisar el cumplimiente de les lineamientes generates y sistem as y 
precedimientes administratives per parte de las dependencias de la Cemisiôn 
Nacienal;
III. Vigilar que las eregacienes del organisme se ajusten a les presupuestes 
auterizades;
IV. Instrumentar las nerm as cemplementarias en materia de Centrel, asi 
cem e realizar las auditerias e revisienes que se  requieran a las dependencias de 
la Cemisiôn Nacienal, y prepener y vigilar la aplicaciôn de las m edidas cerrectivas 
y ebservacienes que Cerrespendan;
V. Recibir y atender las quejas y denuncias respecte de les servideres 
publiées de la Cemisiôn Nacienal; practicar investigacienes sobre sus actes; fincar 
en su case, las respensabilidades a que baya lugar y aplicar, per acuerde del
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Présidente d e la Com isiôn Nacional, las san cion es que procédan;
VI. Las dem âs funcienes que le atribuyan las dispesicienes légales y 
reglamentarias, asi cem e aquellas que le confiera el Présidente del Organisme.
Cen fundam ente en el articule 6° de la Ley de la Cemisiôn Nacienal de 
Dereches Humanes, son atribucienes de la Cemisiôn las siguientes:
I. Recibir quejas de presuntas vielacienes a les dereches humanes;
II. C enecer e investigar a peticiôn de parte, e de eficie, presuntas 
vielacienes de dereches hum anes en les siguientes cases:
a Per actes u em isienes de autoridades administrativas de carâcter federal;
b Cuande Les particulares e algûn etre agente social cem etan ilicites cen la 
telerancia o anuencia de algûn servider publiée e auteridad, e bien cuande estes 
ultimes se nieguen infundadamente a ejercer las atribucienes que legalmente les 
cerrespendan en relaciôn cen diches ilicites, particularmente en tratândese de 
cenductas que afecten la integridad fisica de las personas;
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Ill Formular recom endaciones pùblicas no vinculatorias y denuncias y 
quejas ante las autoridades respectives, en los términos establecidos per el 
articule 102, Apartade B, de la Censtitucion Pelitica de les Estades Unides 
Mexicanes;
IV. Cenecer y decidir en ultima instancia las incenfermidades que se 
presenten respecte de las recom endaciones y acuerdes de les organism es de 
dereches hum anes de las Entidades Federativas a que se  refiere el citade Articule 
102, Apartade B, de la Censtitucion Pelitica;
V. Cenecer y decidir en ultima instancia las incenfermidades per em isienes 
en que incurran les organism es de dereches hum anes a que se  refiere la fraccion 
anterior, y per insuficiencia en el cumplimiente de las recom endaciones de estes 
per parte de las autoridades locales, en les termines sehalades per esta  ley;
VI. Procurer la cenciliacion entre les quejeses y las autoridades sehaladas 
cem e responsables, asi cem e la inmediata seluciôn de un cenflicte planteade, 
cuande la naturaleza del case  le permita
VII. Impulser la ebservancia de les dereches hum anes en el pais;
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VIII. Proponer a las diverses autoridades del pais, que en el exclusive 
arnbite de su cem petencia, premuevan les cam bies y medificacienes de 
dispesicienes legislatives y reglamentarias, asi cem e de practices administrativas, 
que ajuicie de la Cemisiôn Nacienal redunden en una mejer pretecciôn de les 
Dereches Humanes;
IX. Premever el estudie, la ensehanza y divulgaciôn de les dereches 
hum anes en el àmbite nacienal e internacienal;
X. Expedir su Reglamente Interne;
XI Elaberar y ejecutar pregram as preventives en materia de dereches 
humanes;
XII. Supervisar el respete a les dereches hum anes en el sistem a 
penitenciarie y de readaptaciôn social del pais;
XIII. Fermular pregram as y prepener accienes en ceerdinaciôn cen las 
dependencias com pétentes que impulsen el cumplimiente dentre del territerie 
nacienal de les tratades, cenvencienes y acuerdes internacienales signades y 
ratificades per México en materia de dereches humanes;
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XIV. Proponer al Ejecutivo Federal, en los términos de la legislaciôn 
aplicable, la suscripciôn de convenios o acuerdes internacienales en materia de 
dereches humanes;
XV. Las dem âs que le eterguen la présente ley y etres erdenam ientes 
légales.
Las funcienes de la Cemisiôn Nacienal de D ereches Flumanes, se 
encuentran reguladas per su Reglamente Interne, que considéré, que de acuerde 
a las necesidades y experiencias, sé  ira adecuande a las situacienes m âs reales, 
cen le cual ebtendrâ m ejeres legres.
Le anterior e s  perque analizande en ferma positiva, se  debe aprevechar 
e s ta  figura en bénéficié de la peblaciôn en general y las autoridades deben de 
cumplir cen la ley y castigar a les funcienaries y em pleades vieladeres de les 
dereches hum anes y prepetentes que abusan del peder en detrimente de la 
seciedad.
Si se  le trata de encentrar fallas, hay m uches entices que indican que la 
Comisiôn tuve un buen inicie, pere en la actualidad se  ha quedade atrâs envuelta 
en el burecratisme y sus accienes se  han restringide a la defensa de la integridad
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fisica de las personas, y no atiende otros aspectos que también se  incluyen dentro 
de los derechos humanos.
Per otra parte Barrera Graf y Samuel I. del Villar, manifestaron que 
“tampoco le ven mucho futuro a la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, ya 
que el fonde de la indefensiôn de les dereches hum anes es  la cancelaciôn de la 
divisiôn y autenem ia censtitucienal del peder del Estade, que hace impesible 
hacer prevalecer les dereches de la persona, del ciudadane y de la seciedad 
frente al peder despôtice e dictatorial que les atrepella”.^ "^ ^
El m aestro Jerge Barrera Graf y Samuel I. del Villar censideran cem e 
grandes deficiencias de la Cemisiôn Nacienal de Dereches Hum anes “el 
burecratisme, la dependencia y la falta de autenem ia pelitica, administrativa y 
presupuestal y la irrespensabilidad ante la peblaciôn, que m arcaren su erigen".^'*^
También afirmaren que les 76 puestes ejecutives cen que cuenta la 
Cemisiôn, estructurades en 7 niveles, le cenvierten en “un aparate burecrâtice 
grande y cestese... Este disene necesariam ente debe llevar al burecratisme, la 
dilaciôn y la inefectividad para substanciar la gran mayeria de las quejas de la 
peblaciôn."
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Asimismo indicaron que entre mayores sean los costos financières de la 
burecracia, m eneres se ran sus pesibilidades de autenem ia financiera y m ener su 
efectividad frente a las vielacienes per el peder de quién depende para cubrir su 
presupueste.”
Ademas indicaron que les “requerimientes fondam entales para cualquier 
Ombudsman sen; “Independencia pelitica” y su autenem ia frente a las autoridades 
responsables de la vielaciôn de les dereches humanes, y que el establecimiente 
de la Cemisiôn Nacienal de Dereches Humanes per el Ejecutivo Federal, quien la 
suberdina a la Secretaria de Gebernaciôn “sacarâ de raiz e se s  requerimientes”.
Ellen Lutz, respecte al desem pehe de la CNDH, dice que una de las 
limitacienes fondam entales de esta  instituciôn, e s  que ne esta  capacitada para 
entablar p receses judiciales, y ahadiô que este  tipe de ombudsman ne funciena 
frente a un precurader que si puede precesar a les presuntes implicades en 
vielacienes a les dereches hum anes” '^^ '*
De le que se  desprende que la Cemisiôn Nacienal de Dereches Humanes 
que defiende les dereches hum anes del pueble, no reûne los requisites para ser
Revista Proceso, N. 740, 7 de Enero de 1991. p. 16 
Idem
La Jomada. “Àlvarez del Castillo parece haber socavado a la CNDH; Ellen Lutz” 7 de Diciembre de 1990. 
p. 7
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considerado un verdadero Ombudsman.
También le critican a la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos su 
incompetencia ante las violaciones a los derechos politicos. El Dr. Carpizo 
defiende su posiciôn de no-intervenciôn en esta materia a le que manifiesta; “La 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos no es  com pétente para intervenir en 
asuntos relacionados con la calificaciôn o administraciôn de las elecciones, para 
que la Comisiôn pueda tener éxito en la promociôn, protecciôn y defensa de la 
vida, integridad fisica, libertad, dignidad, y seguridad juridica de las personas es 
necesario que no se  involucre en las posiciones politicas partidarias, restândole 
objetividad e imparcialidad en la funciôn social que desem peha como 
O m budsm an”.
Ademàs el Dr. Carpizo manifestô que “Existen adem as en nuestro pais, por 
disposiciôn constitucional, organismes encargados de administrer y de calificar los 
procesos electorates (Congreso Federal, Congresos Locales, Tribunates 
Electorales y el Institute Federal Electoral); sustituir o duplicar las facultades de 
dichos organism es no solo implicaria invadir su esfera de competencia, sine que, 
adem as, convertiria a la Comisiôn en un superpoder, colocândolo por encima de 
todos los poderes legislatives y judiciales del pais”.
A le que manifestaron Barrera Graf y Del Villar; “Si se  siguiera su
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argumento de que no interviene en cuestiones electorates porque esta  funciôn 
corresponde a otros ôrganos, tendria que abstenerse da intervenir frente a la 
violaciôn de derechos humanos por parte de cualquier ôrgano de autoridad por la 
simple existencia del mismo.
En ningùn cazo la funciôn de la Comisiôn es suplir la funciôn del ôrgano, 
que es ejercer la autoridad, sino la de recomendarle como debe ejercitarla 
conforme a derecho consiguientemente, su intervenciôn no estaria supliendo o 
duplicando a la autoridad electoral, sino simplemente recom endândole su ejercicio 
debido para preservar los derechos humanos.
Considero que el m aestro Jorge Barrera Graf y Samuel Del Villar, tienen 
razôn en el sentido de que la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos 
intervenga cuando hay violaciones a los derechos politicos, puesto que, estes 
también forman parte de los derechos humanos, adem as, de que no va a calificar 
las elecciones, ni tampoco va a adherirse a partido politico alguno, sino 
ûnicamente va a estudiar si hubo violaciones a los derechos politicos del 
ciudadano, y de ser procedente va a emitir la recomendaciôn correspondiente con 
en el mismo objetivo de preservar los derechos humanos, lo anterior se  encuentra 
fundam entado en la Declaraciôn Universal de los Derechos del Hombre, y por 
consiguiente en el mismo Decreto que creô La Comisiôn.
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Hector Fix Zamudio, Présidente de la Academia Interamericana de 
Derechos Humanos, manifestô que las Comisiones de derechos humanos en el 
pais no constituyen una panacea para garantizar el cumplimiente de las garantias 
constitucionales, ni sustituirâ a otros m écanism es como el amparo, pero lo 
importante es  que se  han establecido ya como un camino para crear una cultura 
de los derechos hum anos.
Abundando sobre el tema manifestô “que aûn cuando la CNDH ha tenido 
gran aceptaciôn porque ha mostrado gran independencia no se  podrân cumplir las 
garantias civiles si la peblaciôn no acude a presentar denuncias”.
Sehalo adem às que las comisiones de derechos humanos, adem as de 
protéger a la peblaciôn, tienen el compromise de “despertar la conciencia 
ciudadana” y crear una cultura de los derechos humanos.
Por su parte el Maestro Juventino Castro, sehalo que hay un compromise 
de establecer precedim ientes que eviten la violaciôn de los derechos humanos.
Es indiscutible que el respeto a los derechos humanos, es  un asunto de 
voluntad pelitica y asi se  fundamenta o acredita con la creaciôn de la CNDH, asi
La Jomada. “No son panacea las Comisiones de Derechos Humanos 
Idem
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côm o la creaciôn d e organism es en casi todos los Estados, con los m ism os fines.
La posibilidad de éxito de una instituciôn novedosa en nuestro pais esta 
intimamente relacionada con la voluntad pelitica de las autoridades relacionadas 
con el cumplimiente del respeto a los derechos humanos, con la conciencia que 
adquieran gobernantes y gobernados, unos para hacerlas realidad y otros para 
exigir que se  cumplan. Situaciôn que considero se  esta  dando, por parte de los 
individuos y de los ciudadanos, que ya exigen que se  cumpla con la ley, con los 
derechos hum anos, lo que en corto plazo se  lograrâ que los gobernantes 
realmente gobiernen para protéger a sus ciudadanos, para el bienestar comün y 
social de todos, y no para que sean agredidos, golpeados o asesinados por 
em pleados del gobierno.
Por otro lado, la Comisiôn interamericana de Derechos Humanos, pidiô al 
gobierno mexicano adecuar su legislaciôn interna “a fin de que ella garantice el 
ejercicio de los derechos politicos de su peblaciôn y crear “un recurso sencillo, 
rapide y efectivo” de tribunales imparciales e independientes donde sus 
ciudadanos hagan valer e sa s  prerrogativas.
La resoluciôn definitiva de la Comisiôn, dependiente de la OEA se  emitiô el 
22 de febrero de 1991 e  indica que la ley electoral de Nuevo Leôn “no cumple a 
cabalidad con la protecciôn efectiva del ejercicio de los derechos hum anos”.
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Por ello asienta “debe ser adecuada” y corresponde al Poder Federal 
“adoptar de inmediato las m edidas” tendientes a este  fin.”
El docum ente es  conocido como el case 10.180, con motive de que se 
vulneran “el ejercicio de los derechos politicos” que consagra la Convenciôn 
Americana sobre Derechos Humanos.
Situaciôn que considero va a cumplir nuestro gobierno, dentro de un plazo 
determinado, ya que dentro de las prioridades del mismo se  encuentran 
precisam ente el respeto a los derechos humanos.
Por su parte el Dr. Carpizo, manifestô que la justicia social aûn no se 
cumple cabalm ente, también indicé “Es necesario que las normas ideales y 
programaticas de la Constituciôn que aûn fa Ita n de cristalizar s e  alcancen “lo antes 
posible para que se  reforme y amplié la libertad y la justicia social para todos, 
absolutam ente para todos los mexicanos”.^ '*®
Las organizaciones; Red de Grupos de Derechos Humanos, y la Comisiôn 
Mexicana de Defensa y Promociôn de Derechos Humanos, entre otros, 
manifiestan que en tanto no haya una reestructuraciôn a fondo en la Procuraduria
La Jomada, “Garantiza los Derechos de México plantea la CNDH” 18 de Febrero de 1991, p. 16 
La Jomada “La Justicia Social aun no se cumple cabalmente: Carpizo 8 de Febrero de 1991, p. 19
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General de la Repûblica, los cambios de mando en esa  dependencia, no incidirân 
en un mayor respeto a los derechos humanos por parte de la Policia Judicial 
Federal/"
Por otra, la Procuraduria General de la Repûblica (PGR), con motivo de la 
creaciôn de la CNDH y las denuncias presentadas por violaciôn en los derechos 
humanos, ante el citado Organisme, ha provocado una serie de reformas internas 
o reestructuraciôn interna en funciôn de sus recursos hum anos y labores 
administrativas para el cumplimiente de sus ta reas; la persecuciôn de los delitos 
federates conforme a la legalidad establecida.
Ya que en es te s  dos ultimes ahos la Policia Judicial Federal ha provocado 
mucho daho fisico y moral a una seciedad, como el que actualm ente sufren los 
mexicanos, y en consecuencia hay un prof undo odio y enojo contra esa  
corporaciôn policiaca. El pueblo los tiene sehalades como a une de los peores 
enemigos.
El limite de todo poder juridico de la democracia e s  precisam ente el de los 
derechos hum anos que, desde su origen doctrinario e histôrico (como conquista 
m as o m enos pacifica o revolucionaria de los pueblos), se  han establecido como 
un alto, ante todo y sobre todo, a los abuses del poder, y sim ultàneam ente esos
La Jomada “Demandan que la PGR sea reestructurado a fondo”, 12 de Diciembre de 1990, p 5.
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derechos hum anos hacen las veces de frontera, que si la traspasan  los ôrganos 
estatales, contempla severas sanciones a los responsables que utilizan el poder 
“en contra de las leyes”J^°
La CNDH, a pesar de su coda existencia y experiencia, se  ha convertido de 
la noche a la m ahana en uno de los m as importantes organism es del Ejecutivo 
Federal, en sus inicios, ya que casi todos piden su intervenciôn y en algunos 
cases su opiniôn, en otros cases  como consecuencia de su intervenciôn en algûn 
case en concrete, y una vez emitida la recomendaciôn respectiva, solicitan que 
continué vigilando el ca se  concrete, tratando de evitar que los malos elem entes 
gubernativos burlen la justicia.
Dada la anarquia respecte a las actividades policiacas del pais, la CNDH 
propondra una iniciativa de ley que las régulé.
En una conferencia en la Universidad de Chicago, el Présidente de la 
Repûblica, apuntô que “los mexicanos nos esforzarnos por una modernizaciôn 
para la libertad, de aplicaciôn rigurosa y transparente de la ley y en un Estado m âs 
cercano a nuestro ideal de justicia.
La Jomada. “La PGR y los Derechos humanos”, 12 de Febrero de 1991
La Jomada. “Propondrân Ley sobre corporaciones policiacas, colaboran la academia de Derechos 
Humanos y la CNDH. 11 de Mayo de 1991.
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En este  marco inform6 que la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, en 
unos m eses de operaciôn ha atendido m âs de 2,500 dem andas que encontraron 
el apoyo y la investigaciôn que reclaman. Mencionô que las autoridades 
m exicanas han modificado el derecho penal y procesal para eliminar 
aprehensiones ilegales, interrogatories violentes, confesiones manipuladas o 
atropellos a la vulnerabilidad de los grupos indigenas"/^^
La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos ha hecho propuestas para 
reformas legislativas las cuales son las siguientes;
1 Que  las confesiones tengan valor o solo si son hechas ante el Juez o el 
Ministerio Pùblico, adem às ante la presencia de un defensor o persona de su 
confianza;
2 - Que los indigenas que no hablen o no entiendan suficientemente el 
espahol tengan derecho a un traductor.
3.- Q ue los policias judiciales realmente se  subordinen al Ministerio Pùblico;
4 - También ha propuesto medidas para evitar la incomunicaciôn y la
El Universal. ‘Por convicciôn México respeta los Derechos Humanos” del 12 de abri! de 1991.
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extorsion a los detenidos;
5 - También propone que en los libros de texte gratuite se  incluya una 
secciôn dedicada a los derechos humanos;
6 - Con motivo de un posible espionaje telefônico a la CNDH, se  pudo 
percatar que hay una laguna juridica en dicho aspecto, por lo cual la CNDH 
propuso un proyecto de ley en esta materia.
7.- También publicô la CNDH un folleto para los trabadores migratorios 
dada la problematica de violaciones de derechos hum anos de nuestros con 
nacionales en los Estados Unidos.
8.- Dada la anarquia que existe, la CNDH propondra un proyecto de ley que 
régulé las actividades policiacas del pais.
9.- Dada su importa la CNDH, participarâ perm anentem ente en el Sistem a 
Penitenciarie.
10.- Con motivo de una recomendaciôn al entonces Departamento del 
Distrito Federal, hoy Gobierno del Distrito Federal, parte de la CNDH, se  lograrâ
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que se reformen los Centres Penitenciarios y poner en funciôn otros, como el 
Centre Médico de los Reclusorios.
1 1 - La CNDH ha firmado convenios de colaboraciôn con Colegios, Barras y 
Asociaciones de Abogados de siete Estados de la Repûblica, para consolidar la 
capacitaciôn, respeto, promociôn y defensa de los derechos humanos.
De la actividad de la CNDH ha dejado al descubierto, que los principales 
violadores de los derechos humanos, es  la Policia Judicial Federal, y que se  esta 
logrando una reestructuraciôn de la misma para evitar que continûen tas 
violaciones.
Asi, también se  dejô claro que la poblaciôn pobre e s  la m âs castigada en 
las violaciones a sus derechos humanos.
También dejô al descubierto la corrupciôn y violaciôn de los derechos 
humanos, en los reclusorios de la capital del pais, y en casi todas las cârceles del 
pais;
Asimismo, las denuncias presentadas a la CNDH, puso al descubierto 
oficialmente las violaciones que sufren los ilegales centroam ericanos, que cruzan
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nuestro pais para llegar a los Estados Unidos, por parte de los cuerpos policiacos 
en las que destacan, que e s  igual o peor, a la que sufren los mexicanos en los 
Estados Unidos.
De una forma u otra se ha manifestado y comprobado que el respeto de los 
derechos humanos es  una tarea de todos y principalmente ahora que se  tiene una 
instancia para ello que es  la CNDH, en la que la persona que sufre violaciones a 
sus derechos puede llevar su queja, para que sea  investigado el funcionario o 
policia que haya violado sus derechos humanos y, se  procéda conforme a 
derecho, el cual debe de ser sancionado o castigado ya que es  precisam ente en el 
castigo o sanciôn del violador de los derechos donde esta el éxito de esta  misiôn, 
ya que el infractor sea  sancionado penalmente, y consecuentem ente pierda su 
empleo, los futuros violadores lo pensaran dos veces al saber que por su conducta 
ilicita van a ser castigados.
El Dr. Jorge Carpizo Me Gregor realizo una extraordinaria labor como 
Présidente de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos. Su acciôn justiciera 
ha beneficiado, no solo a unos cuantos individuos o ciudadanos, los directamente 
favorecidos con las Recomendaciones de la Comisiôn, sino a toda la poblaciôn en 




La CNDH fue creada por Decreto Presidencial mismo que fue publicado en 
el Diario Oficial de la Federaciôn el dia 6 de junio de 1990.
DECRETO por el que créa la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, 
como un ôrgano desconcentrado de la Secretaria de Gobernaciôn.
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos 
Mexicanos.- Presidencia de la Repûblica, Carlos Salinas de Gortari, Présidente 
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que 
me confiere el Articule 89, Fracciôn I de la Constituciôn Pelitica de los Estados 
Unidos Mexicanos y con fundamente en los articules 17 y 27 de la Ley Orgânica 
de la Administraciôn Pùblica Federal,
CONSIDERANDO
Que el estado democrâtico moderne es  aquel que garantiza la seguridad a 
su s  ciudadanos y a aquellos extranjeros que se  encuentren en su territorio, 
respeta  y hace respetar la ley, reconoce la pluralidad pelitica y recoge la critica.
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alienta a la sociedad civil, évita que se exacerber) los conflictos entre grupos y 
promueva la eficacia en sus relaciones con las diversas organizaciones politicas y 
sociales.
Que e s  obligaciôn del Estado Mexicano preservar el orden, la paz y la 
estabilidad social del pais, salvaguardando el pleno ejercicio de las garantias 
individuates y la vigencia del principio de legalidad en la ejecuciôn de las 
atribucienes de los ôrganos de gobierno.
Que es  facultad del Poder Ejecutivo Federal la determinaciôn de las 
politicas que aseguren 1a convivencia civilizada, el orden y la paz interna, bajo los 
principios de respeto al Estado de Derecho y a los que garantizan la armonia y 
cooperaciôn internacienales.
Que la definiciôn de politicas en materia de derechos humanos se 
encuentra histôricamente contenida en la Constituciôn Pelitica de los Estados 
Unidos Mexicanos, como garantias individuates y garantias sociales.
Que la ebservancia de politicas encam inadas al cumplimiente de los 
derechos humanos, requiere de la atenciôn y respuesta al m âs alto nivel.
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Que a la Sécrétaria de Gobernaciôn le corresponde conducir la polîtica 
interior que competa al Ejecutivo Federal, incluyendo la coordinaciôn y ejecuciôn 
de acciones dirigidas a promover la salvaguarda de las garantias individuales.
Que atendiendo a dichos planteamientos se  ha considerado conveniente 
crear un ôrgano desconcentrado, adscrito al âmbito de Competencia de la 
Secretaria de Gobernaciôn, con atribuciones en materia de derechos humanos, he 
tenido a bien expedir el siguiente:
DECRETO
ARTICULO PRIMERO.- Se créa la Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos como un ôrgano desconcentrado de la Secretaria de Gobernaciôn. La 
Comisiôn estara adscrita directamente al titular de la dependencia.
ARTICULO SEGUNDO.- La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos sera 
el ôrgano responsable de proponer y vigilar el cumplimiento de la polîtica nacional 
en materia de respeto y defensa a los derechos humanos. Con este  propôsito 
instrumentera los m ecanism os necesarios de prevenciôn, atenciôn y coordinaciôn 
que garanticen la salvaguardia de los derechos hum anos de los mexicanos y de 
los extranjeros que se  encuentren en el territorio nacional; esto  ultimo, en 
coordinaciôn con la Secretaria de Relaciones Exteriores
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ARTICULO TERCERO. Para cumplir con las responsabilidades a que se 
refiere el articule, la Comisiôn de Derechos Humanos tendra las siguientes 
atribuciones;
I. Proponer la polîtica nacional en materia de respeto y defensa a los 
derechos humanos;
II. Establecer los m ecanismos de coordinaciôn que aseguren la adecuada 
ejecuciôn de la polîtica nacional de respeto y defensa a los derechos humanos.
III. Elaborar y proponer los programas de atenciôn y seguimiento a los 
reclamos sociales sobre derechos humanos.
IV. Elaborar y proponer programas preventivos en materia de derechos 
humanos, en los âmbitos jurîdicos, educativo y cultural para la Administraciôn 
Publica Federal;
V. R epresentar al Gobierno Federal con los organismos nacionales y, en 
coordinaciôn con la Secretaria de Relaciones Exteriores, ante los înternacîonales, 
en cuestiones relacionadas con la promocîôn y defensa de los derechos humanos.
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VI. Formular program as y proponer arciones que impulsen el cumplimiento 
dentro del territorio nacional de los tratados, convenios y acuerdos internacionales 
signados por nuestro pais.
ARTICULO QUARTO.- La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos 
estara a cargo de un Présidente que sera nombrado por el Titular del Ejecutivo 
Federal.
ARTICULO OUINTO. El Présidente de la Comisiôn tendra las siguientes 
facultades:
I- Ejercer las atribuciones que este  Decreto confiere a la Comisiôn, 
coordinândose, en su caso, con las dem âs autoridades que resulten compétentes;
II.- Coordinar los trabajos de la Comisiôn, asi como del Consejo a que se 
refiere el articule siguiente;
III - Instrumenter, ejecutar y vigilar la aplicaciôn de las politicas que se 
establezcan en la materia;
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IV.- Définir las politicas y lineamientos para la coordinaciôn con las 
instancias y organism os nacionales e internacionales con los derechos humanos;
V - Informar sem estralm ente al Présidente de la Repùblica sobre el 
desem peho de las funciones de la Comisiôn y, en general, de los resultados de las 
acciones de protecciôn de los derechos humanos en el pais;
VI - Solicitar de acuerdo con las disposiciones légales aplicables a cualquier 
autoridad del pais la informaciôn sobre posibles violaciones de los derechos 
humanos que requiera para el eficaz desem peho de sus funciones;
VII - Hacer las recom endaciones y, en su caso, observaciones que resulten 
pertinentes a las autoridades administratives del pais sobe violaciones a los 
derechos hum anos, y
VIII- Las dem âs que le confieran expresam ente otras disposiciones légales 
y reglamentarias.
ARTICULO SEXTO,- Para el mejor desem peho de sus responsabilidades, 
la Comisiôn contarâ con un Consejo.
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El Consejo estara  integrado por aquellas personas que gocen de 
reconocido prestigio en la sociedad y sean  invitadas a tal efecto por el Ejecutivo 
Federal, por conducto del Présidente de la Comisiôn, asi como por aquellos 
servidores pùblicos que determine el propio Ejecutivo.
El cargo de los miembros del Consejo sera honorario.
El consejo sera  un cuerpo colegiado de exam en y opiniôn de la 
problemâtica de respeto y defensa de los derechos hum anos en el pais y de los 
mexicanos en el extranjero, con el propôsito de proponer al présidente de la 
Comisiôn las directrices y lineamientos que se  estimen pertinentes para su 
adecuada prevenciôn y tutela.
Para la adecuada realizaciôn de sus responsabilidades el Consejo se  
apoyarâ en un Secretario Técnico designado por el Présidente de la Repùblica.
ARTICULO SÉPTIMO.- En el ejercicio de sus funciones el Présidente de la 
Comisiôn se  auxiliarà de un Secretario Ejecutivo que tendra las siguientes 
funciones:
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I. Someter a la consideracion del Présidente de la Comisiôn los programas 
de trabajo del ôrgano;
II. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos que dicte el Présidente de la 
Comisiôn, asi como a los que em anen del Consejo;
III. Proponer los m ecanismos y procedimientos de coordinaciôn con los 
poderes y los diferentes ordenes de gobierno que resulten necesarios para llevar a 
cabo las funciones de la Comisiôn, y
IV.- Las dem âs que le sehale el Présidente de la Comisiôn.
ARTICULO OCTAVO - La Comisiôn Nacional de los Derechos Humanos 
contarâ asimismo con un visitador que dependerâ del Présidente de la Comisiôn y 
que tendrâ las siguientes funciones:
I. Promover y fortalecer las relaciones de la Comisiôn con organismos 
pùblicos, sociales y privados, nacionales e  internacionales; esto  ultimo en 
coordinaciôn con la Secretaria de Relaciones Exteriores;
II. Disehar, proponer y desarrollar canales de comunicaciôn y colaboraciôn
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con la sociedad  y en las tareas de respeto y d efen sa  de los d erech os humanos;
III. Representar al Présidente de la Comisiôn en todos aquellos actos 
relacionados con el desahogo de las funciones del ôrgano;
IV. Denunciar ante las autoridades com pétentes los actos de que conozca 
que puedan comportar violaciones a los derechos humanos, y
V. Las dem âs que le concierne expresam ente el Présidente de la Comisiôn.
TRANSITORIOS
ARTICULO PRIMERO.- El présente Decreto entrarâ en vigor el dia de su 
publicaciôn en el Diario Oficial de la Federaciôn.
ARTICULO SEGUNDO.- Se reforma el Articule 2° del Reglamento Interne 




Subsecretario d e Gobierno y Desarrollo Politico...”
ARTICULO TERCERO.- Se deroga el Articule 15 del Reglamento Interne 
de la Secretaria de Gobernaciôn, asi como 1as dem âs disposiciones que se 
opongan a lo dispuesto por este  Decreto.
ARTICULO CUARTO Los recursos con que actualm ente cuenta la 
Direcciôn General de Derechos Humanos de la Secretoria de Gobernaciôn 
pasarân a formar parte del ôrgano desconcentrado que se  créa por este 
ordenamiento.
Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de 
México, Distrito Federal, a los cinco dias del m es de junio de mil novecientos 
noventa.- Carlos Salinas de Gortari - Rubrica - El Secretario de Relaciones 
Exteriores, Femando Solana Morales - Rubrica.
En la mayoria de las Constituciones, tanto de paises capitalistas como 
socialistas reconocen los derechos humanos bajo la forma de una declaraciôn de 
los derechos fondam entales de la persona humana, nuestra Constituciôn los 
califica como garantias individuales. No obstante lo anterior no existe en nuestra 
Carta Magna el concepto de Derechos Humanos pero sin em bargo se  encuentran 
protegidos, asi como prevé sanciones a quienes los violen.
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Sin embargo, ante la persistencia de la violaciôn de los derechos humanos, 
principalmente por las corporaciones policiacas, mismas que se  agravaron durante 
el aho 1990, el problema pasô a ser considerado por el gobierno como una 
“preocupaciôn prioritaria", que derivô en la creaciôn de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos (CNDH).
Por lo que se  critica que, dicha instancia tiene una perspectiva no integral, 
toda vez que se limite a la atenciôn de casos individuales y no considéra de su 
competencia la violaciôn de derechos colectivos, como el respeto al veto, A pesar 
de elle a tenidos importantes logros en la materia.
La creaciôn de la CNDH, se considéra que es  una clara expresiôn de la 
necesidad objetiva o real de atender una problemâtica relacionada con todos los 
aspectos de la vida pûblica y social.
Asimismo, el ilustre jurista Sergio Garcia Ramirez, aseguro que la CNDH no 
se  creô porque en México no existieran medios de defensa legal, existen varies y 
entre estes  estâ  el amparo, adem âs se  necesitan instrumentes adicionales para 
sustituir la lentitud y lo oneroso de los instrumentes jurisdiccionales.
La Jomada. Informe anual del Centro Miguel A. Pro importantes logros, aunque limitados, los de la 
CNDH” 6 de mayo de 1991, p. 5.
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También indico que “la Comisiôn no se  creô porque baya fallado el sistema 
juridico, asegurô, se  creô porque en la Naciôn existe una preocupaciôn real por 
apoyar todo esfuerzo que proteja y garantice los derechos hum anos de los 
mexicanos.
El ilustre m aestro Barrera Graf manifiesta “que la creaciôn de esta figura la 
hizo el Présidente sin facultades constitucionales. Debiô hacerse por una 
disposiciôn del legislative y mediante una reforma constitucional, cosas que no 
existen desde este  punto de vista, e s  muy falsa la situaciôn de su director, pues no 
tiene apoyo constitucional.
Por su parte el Dr. Luis de la Barreda, miembro de la Academia Mexicana 
de Derechos Humanos, asegurô que en diez m eses de trabajo la Comisiôn ya se 
consolidô y ganô el derecho de existir y tiene el reconocimiento de la sociedad 
mexicana; ahora lo que necesita son mayores recursos econômicos para que 
amplié sus actividades y una reforma constitucional que garantice su existencia 
para que en el prôximo sexenio “no desaparezca de un plumazo”.^ ®^
Por su parte el Présidente de la Academia Interamericana de Derechos
154
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El Universal, “Que la CNDH actué como parte del amparo; Burgoa” 6 de abril de 1991, pp. 1 y 13. 
Revista Proceso. “La Comisiôn de Carpizo, limitada porque carece de legalidad” n. 726, 1 de Octubre de
1990, p. 6,
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Humanos, Hector Fix Zamudio, manifesto que las Comisiones de Derechos 
Humanos en el pais no constituyen una panacea para garantizar el cumplimiento 
de las garantias constitucionales, ni sustituirân a otros m ecanismos como el 
amparo, pero lo importante es que han establecido ya como un camino para crear 
una cultura de los derechos humanos.
La CNDH ha realizado una labor “digna”, considéra el Centro de Derechos 
Humanos Miguel, como lo dem uestran las 33 recom endaciones giradas, el 
bénéficié del induite a 732 personas y la difusiôn de problèmes como la tortura, 
mediante la realizaciôn de jornadas nacionales, no obstante, su éxito a side 
limitado, pues no en todos los casos sus recom endaciones han side aceptadas o 
cumplidas.
La creaciôn de la CNDH, sus recom endaciones y sus propuestas han 
modificado el derecho penal y procesal para eliminar aprehensiones ilegales, 
interrogatories violentes, confesiones manipuladas o atropellos a la vulnerabilidad 
de los grupos indigenes.
La creaciôn de la CNDH ha hecho poner m as énfasis en las lagunes 
juridicas, que existen en nuestro sistema juridico mexicano, ya que nuestra 
legislaciôn protege los derechos humanos en todos sus aspectos, pero sin
El Universal, 6 de abril de 1991, Op. Cit
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embargo no se  lleva a cabo dicha protecciôn, teniendo los très poderes (Judicial, 
Legislative y ejecutivo) la obligaciôn de velar su protecciôn y castigar con todo el 
rigor de la ley a quienes violen los derechos humanos, situaciôn que debe cambiar 
fortaleciendo las instituciones y realmente castigar a quienes las violen, lo cual 
redundara en bénéficié de nuestro sistem a juridico y de la poblaciôn en general
La creaciôn de  la CNDH despertô los m âs diverses comentarios y 
expectativas, las cuales van desde él m as optimista hasta él m as pesimista. A 
pesar de su coda existencia ha logrado llamar la atenciôn en el âmbito nacional e 
internacional con sus logros mismos que se  consideran importantes, pero que 
podrian ser de mayor relieve de contar con mayores recursos y m as delegaciones 
en todos los Estados de la Repùblica.
También se  considéra que la CNDH debe conocer y protéger todos los 
derechos hum anos incluyendo los politicos.
A pesar de la existencia de la CNDH, se  sigue manifestando la brecha entre 
retôrica y la realidad.
Por otro lado se  considéra que se  debe cumplir con la ley que las 
autoridades acu sad as  de violaciones a los derechos hum anos deben realmente
La Jomada, 3 de mayo de 1991, Op. cit.
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castigar a sus elem entos que cometieron el ilicito, que es  en esencia lo que 
evitarîa en el présente y en el future la violaciôn de los derechos.
Ya que si se continua con la prâctica de las autoridades de protéger a sus 
malos elem entos, poco se podrâ lograr para llevar a cabo la funciôn de la CNDH
6.2. SU NATURALEZA JURIDICA
Con respecte a la naturaleza jundica el Maestro Jorge Barrera Graf 
manifiesta: “que es  de origen “ilegal” la CNDH, creada por Decreto Presidencial el 
pasado 6 de junio (1990). Asimismo afirma que, la creaciôn de esta  figura la hizo 
el Présidente sin facultades Constitucionales, Debiô hacerse por una disposiciôn 
del Legislative y mediante una reforma Constitucional, cosas que no existen.
Desde es te  punto de vista e s  muy precaria, muy falsa la situaciôn de su Director, 
pues no tiene apoyo Constitucional.^^®
De acuerdo a los comentarios del Maestro Barrera Graf, se  desprende que 
si la CNDH se  hubiera creado por una disposiciôn del Poder Legislative y 
mediante una reforma Constitucional séria legal.
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Por su parte el emérito e  ilustre jurista Ignacio Burgoa Orihuela, propuso 
que mediante un Decreto Presidencial la CNDH figure como parte en el juicio de 
amparo, con todos los derechos, obligaciones y recursos, y se  convierta adem âs 
en un institute autonom e como entidad paraestatal, para que se  organice a si 
misma y asum a una verdadera independencia trente a todas las autoridades del 
Estado.
Asimismo, dijo “que la CNDH al ser parte en el amparo, podrâ vigilar el 
buen comportamiento, no moral sine legal de los jueces de distrito, magistrados de 
circuito y ministres de la suprem a code, y como institute autonome daria mejor 
cumplimiento a sus fines.
También propuso que mediante un Decreto Presidencial se  transforme la 
Comisiôn en Institute.
Por su parte Sergio Aguayo Q uezada manifestô que al crearse la CNDH, 
el Ejecutivo no olvido ponerle candados a la independencia de la Comisiôn.
El Ejecutivo decidiô que la Comisiôn fuera un ôrgano desconcentrado de la 
Secretaria de Gobernaciôn, esto quiere decir, que de acuerdo con el Reglamento
La Jomada, 6 de mayo de 1991. Op. Cit. 
Revista Proceso. N. 726. Op. Cit.
La Jomada, 6 de abril de 1991, Op. Cit.
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interno de esta  Secretaria, la CNDH estara jerârquicamente subordinada a la 
Secretaria, mismo que podra revisar, confirmar, modificar y revocar las soluciones 
dictadas, por lo cual le faite m âs independencia a la CNDH, porque asi como estâ 
se trata de un cuerpo aseso r investido de autoridad moral. Y eso  no basta para 
ponerle limites a la impunidad.
Barrera Graf y Del Villar, indican que “la ùnica salida constructiva y 
duradera” que tiene la CNDH para salir de su crisis es  “instituirse 
Constitucionalmente, con autonomie polîtica, administrative y financière. Bajo 
estas condiciones, la necesidad de arbitraje del Ejecutivo entre los criterios 
contrapuestos de dos dependencies bajo su autoridad, desapareceria.
La CNDH evolucionaria hacia la institucionalizaciôn de un verdadero 
Ombudsman, que orienta su trabajo, no hacia un superior jerârquico sino hacia la 
sociedad, hacia la opiniôn pûblica, la opiniôn pûblica la que debe ser el verdadero 
destinatario y arbitro.
Independientem ente de los anteriores comentarios, el Ejecutivo Federal al 
fundam entar el decreto que dio origen a la CNDH, indice “...en ejercicio de la 
facultad que me confiere el articula 89 fracciôn I, de la Constituciôn Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en los articulas 11 y 27 de la Ley
El Universal, 6 de abril de 1991, Op. Cit.
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Orgànica de la Administraciôn Pûblica Federal”
Por lo que puede decirse que el fundamento estâ incomplete ya que la 
fracciôn I del articule 71 de la Constituciôn, textualmente indica “El derecho de 
iniciar /eyes o Décrétés comprende” : “Fracciôn /.- Al Présidente de la 
Repùblica”.Deb'ià incluir al citado articule 71 fracciôn I, dentro del Decreto.
Por otro lado el mismo articule 71 Constitucional indica que “las iniciativas 
presentadas por el Présidente de la Repùblica, por las legislaturas de los Estadas 
o por las diputaciones de los mismos, pasarân desde luego a la Comisiôn. Las que 
presenten los diputados o los senadores, se sujetaran a los tràmites que désigné 
el Reglamento de Debates”.
Se hace la observaciôn que en el Decreto no se  indica que baya pasado a 
la Comisiôn Perm anente.
Por otro lado la fracciôn I del articule 89 Constitucional indica “I.- Promulgar 
y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Uniôn...” y en el présente caso 
el Decreto que nos ocupa no fue expedido por el Congreso de la Uniôn y si por el 
Ejecutivo de la Uniôn.
Revista Opiniôn, “Una Comisiôn a la Mexicana” Hermosillo Sonora, Agosto de 1990, p. 19 
El Universal. 6 de abril de 1991. Op. Cit
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Con relaciôn al articulo 17 de la Ley Orgànica de la Administraciôn Pûblica 
Federal, indica lo siguiente;
Para la m âs eficaz atenciôn y eficiente despacho de los asuntos de su 
competencia, las Secretarias de Estado y los D epartam entos Administrativos, 
podrân contar con ôrganos administrativos desconcentrados que les estarân 
jerârquicamente subordinados y tendrân facultades especificas para resolver 
sobre la materia y dentro del âmbito territorial que se  determine en cada caso, de 
conformidad con las disposiciones légales aplicables”.
En este  caso, efectivamente la CNDH se  creô como un ôrgano 
desconcentrado de la Secretaria de Gobernaciôn
En cuanto al articulo 27 fracciôn de la citada Ley, indica “A la Secretaria de 
Gobernaciôn corresponde el despacho de los siguientes asuntos;
Fracciôn XIII - Vigilar el cumplimiento de los preceptos constitucionales por 
parte de las autoridades del pais, especialmente en lo que se refiere a las 
garantias individuales y  dictar las medidas administrativas necesarias para tal 
efecto”.
De lo anterior se  desprende que la CNDH depende juridicamente de la 
Secretaria de Gobernaciôn, aunque realm en te  de hecho depende del Ejecutivo
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Federal de la Uniôn.
Cuando el Ejecutivo Federal de la Uniôn decretô la creaciôn de la CNDH, lo 
fundamento en la facultad que le confiere el articulo 89 fracciôn I Constitucional. Al 
respecto, Emilio O. Rabosa y Gloria Caballero indican que e s ta s  facultades son de 
caràcter general y que consisten en:
a).- Promulgar las leyes expedidas por el Congreso de la Uniôn, la 
promulgaciôn es  el reconocimiento que el Ejecutivo hace de la existencia de una 
ley y la orden de que se  cumpla, después de haber sido publicada.
b).- Ejecutar las leyes, o sea  convertir los m andam ientos legislativos en 
realidades de toda orden: econômico, social, politico, cultural, etc.; para llevar a 
cabo esta labor se  le atribuye la facultad de expedir reglamentos que son 
disposiciones que facilitan el cumplimiento de las leyes elaboradas por el 
legislative. Adem âs se  le autoriza para realizar los actos que constituye la 
administraciôn pûblica.
De acuerdo con lo anterior el Ejecutivo Federal, tiene la facultad para 
expedir reglamentos, y en el présente caso considéré que la Comisiôn Nacional de 
D erechas Humane no e s  un reglamento.
Por lo que como antes sehalaba se  considéra que esta  errôneam ente
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fundamentada la creaciôn de la CNDH, aunado a elle se  debiô fundamentar, entre 
otros, en el articulo 71 Constitucional, que indica que com pete al Présidente de la 
Repùblica iniciar leyes o décrétés. De lo anterior se  puede concluir que le falta 
fundamentaciôn Constitucional al Decreto que creô la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos.
Pero principalmente en los articules del 1° al 28 Constitucionales que se  
refieren a las garantias individuales y que son en otros termines la protecciôn de 
los derechos humanos.
En virtud de la vital importancia que représenta la protecciôn y respeto de 
los derechas humanos, considéré que debe la CNDH de esta r fundam entada su 
existencia en la Constituciôn por tal razôn considéré se  debe modificar el articulo 
1° Constitucional, debiendo decir:
“Articulo r  En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozarâ de las 
garantias individuales y de la protecciôn de los Derechos Humanos que otorga 
esta  Constituciôn, las cuales no podrân restringirse ni suspenderse, sino en los 
casos y con las condiciones que ella mima establece”.
Se hace la aciaraciôn de que juridicamente los derechos hum anos estân  
protegidos por nuestra Constituciôn, pero curiosamente no aparece la frase o
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palabra de “Derechos Humanos”, por lo cual y la forma especial de analizar, 
considère que para evitar una controversia sin fin, se debe agregar ai articulo 1° 
de la Constituciôn “ Y protecciôn de los Derechos Humanos”, con lo cual ya 
textualmente aparecia en nuestra Constituciôn la protecciôn de los Derechos 
Humanos. Una vez que se modifique el citado articulo, la CNDH tendrâ su origen 
en una ley reglamentaria, lo cual le daria la legalidad constitucional.
Dada la vital importancia que représenta el respeto a los derechos humanos 
a efecto de mayor eficacia y cumplimiento de las recom endaciones que emite la 
CNDH debe fundam entarse en la Constituciôn y deben participer los très Poderes; 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, para su cumplimiento.
Respecto al Ejecutivo Federal, quien tiene como facultad la determinaciôn 
de las politicas que aseguren la convivencia civilizada, el orden y la paz interna, 
bajo los principios de respeto al Estado de Derecho y a los que garantizan la 
armonia y cooperaciôn internacionales.
Ademâs de que el Ejecutivo al crear la CNDH y otorgarle todo su apoyo, 
causô un fuerte impacto positivo, tanto en la sociedad, como a las autoridades 
Federales y Estatales.
Por lo cual su particiôn en la CNDH es  de vital importancia en la
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Constitucionalidad de la Comisiôn y de fortalecerla a fin de que se  cumplan sus 
recomendaciones.
Con respecto al Poder Judicial Federal, el cual se  deposita en una Suprema 
Code de Justicia en Tribunales Colegiados y de Circuito y en Juzgados de Distrito, 
y con fundamento en la Fracciôn 1 del articulo 103 constitucional, los Tribunales 
de la Federaciôn resolverân toda controversia que se  suscite: 1 - Por Leyes o 
actos de autoridad que violen las garantias individuales"
Por tal motivo la facultad de intervenir en las violaciones de los derechos 
humanos, por lo cual considère que deben participer en la creaciôn y 
fortalecimiento y en la Constitucionalidad de la CNDH.
Por otro lado indico que desconozco porque los Tribunales de la 
Federaciôn, no han tenido una participaciôn m âs activa con respecto a las 
violaciones de las garantias individuales en nuestro pais cuando estan facultados 
para intervenir.
Por su parte el Poder Legislativo con fundamento en la fracciôn II del 
articulo 71 Constitucional, tienen el derecho de iniciar leyes o décrétés, los 
Diputados y Senadores al Congreso de la Uniôn.
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Por lo cual para elevar a la CNDH a range constitucional, debe de pasar por 
el Congreso de la Union y estar contenida en los preceptos de la Constituciôn.
Es de gran importancia que los très poderes apoyen a la CNDH, lo cual 
permitira modificar o adicionar o crear un nuevo Decreto que le dé fundamento 
constitucional, logrando con elle que esta instituciôn sea  perdurable y eficaz dentro 
de nuestro sistem a juridico, ya que efectivamente nuestra legislaciôn e s  de la m âs 
avanzadas del mundo, pero que sin embargo se  violan las leyes y 
consecuentem ente los derechos humanos.
Es muy importante este  tema, ya que de lograrse una eficaz protecciôn de 
los derechos humanos, nuestra sociedad confiara en su gobierno y por 
consiguiente participarâ con él, a fin de lograr el desarrollo social, econômico y 
tecnolôgico deseado. Y para lograrlo es  necesario castigar y sancionar a quienes 
se  atrevan a violar la Constituciôn y las leyes.
La consagraciôn constitucional de la Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos, al reformas el articulo 102 Constitucional, en su apartado B del 
articulo 102 constitucional textualmente ordena.
B.- El congreso de la Uniôn y las Legislaturas de los Estados en el âmbito 
de sus respectives com petencies establecerân organismos de protecciôn de los
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Derechos Humanos que otorga el orden juridico mexicano, lo que conoceràn de 
quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrative proveniente de 
cualquier autoridad o servidor pùblico, con excepciôn de los del Poder Judicial de 
la Federaciôn, que violen es te s  derechos. Formularân recom endaciones pùblicas 
autônom as, no vinculatorias, y denuncias y quejas ante las autoridades 
respectives.
Estes organismos no serân com pétentes tratândose de asuntos électorales, 
laborales y jurisdiccionales.
El organisme que establezca el congreso de la Uniôn conocera de las 
inconformidades que presenten en relaciôn con las recom endaciones, acuerdos u 
omisiones de los organismos équivalentes de los Estados.
La razôn para la consagraciôn constitucional de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos se  expone en la iniciativa presidencial a la citada reforma a la 
Caria Magna, pârrafo segundo cuyo texto es  el siguiente;
El objetivo inicial de esta propuesta del ejecutivo a mi cargo, es el 
estatuir al mas alto nivel normativo la existencia y funcionamiento de 
instituciones que, en los diferentes ordenes de gobierno, coadyuven a hacer 
realidad uno de los propôsitos fondamentales de mi administraciôn:
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promover y preserver el respecto de los derechos humanos y la protecciôn 
de su ejercicio pleno.
El actual Articule 102 contemple la organizaciôn y atribuciones del 
Ministerio Pùblico de la Federaciôn, en su caracter de représentante de las 
intereses de la sociedad, en su conjunto, por lo que la adiciôn que proponemos 
inmediatamente después de aquella instituciôn, para aludir a los organismos 
protectores de los derechos humanos, complementaria y reforzaria el espiritu 
em inentem ente social de dicho precepto.
El articulo 102 de la Constituciôn general de la Repùblica se  ubica en el 
Capitule IV intitulado “Del Poder Judicial”, no obstante que el Procurador General 
de la Repùblica asi como el Ministerio Pùblico a su cargo, se  encuentra en la 
ôrbita del Poder Ejecutivo y no del Judicial. Elio se  debe a una tradiciôn de origen 
espahol en la que el procurador general formaba parte de la Suprema Corte de 
Justicia y se  designaba en la misma forma que a los m agistrados de esta ultima. 
Tal tradiciôn se  adopte en México desde la primera Constituciôn de 1824 hasta el 
22 de mayo de 1900. El articulo 91 de la Constituciôn de 5 de febrero de 1857 
disponia;
“La Suprem a Corte de Justicia se  compondrâ de once Ministres 
Propietarios, cuatro Supernumeraries, un Fiscal y un Procurador General”.
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Al respecto Fix Zamudio sehala que en virtud de la influencia francesa, en la 
reforma constitucional de 22 de mayo de 1990, se  modificaron los articules 91 al 
96, se  suprimiô de la integraciôn de la Suprema Corte de Justicia al Procurador 
General y al fiscal, asi mismo dispuso “Los funcionarios del Ministerio y el Pùblico 
Procurador General de la Repùblica que ha de presidirlo serân nombrados por el 
Ejecutivo".
Al distinguido jurista le parece correcta la ubicaciôn de este  tipo de 
organismos protectores en el articulo 102, en virtud de las siguientes 
consideraciones:
El apartado B consagra la instituciôn que ha recibido el nombre de 
Ombudsman, de acuerdo con su modelo escandinavo, y que se  sitùo en este  
articulo por una aproximaciôn bastante indirecta con el citado Ministerio Pùblico, 
ya que poseen caracteristicas diversas, pero el ôrgano reformador de la 
Constituciôn estimô que era el encuadramiento m âs aproximado dentro de nuestro 
ordenamiento fundamental en virtud de que el propio Ministerio realiza funciones 
de procuraciôn de justicia, que en cierta m anera puede considerarse paralelas a 
las de la instituciôn del Ombudsman.
Al respecto el jurista José  de Jesù s  Guaiho Pelayo, opina que e s  cierto que
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tanto las normas relativas a la organizacion del Ministerio Publico como a la de les 
organismes de derechos humanos no debieran ubicase en el capitule destinado al 
Roder Judicial sine al relative al Roder Ejecutivo en cuya ôrbitas competencial se 
encuadran. Este es  indiscutible.
En su opinion la inclusion de este  tipo de organism es en el mismo precepto 
que régula la organizacion del Ministerio Rùblico e s  correcta, porque tanto este 
ultime presidido per el Rrocurador General de la Repûblica, como 1os organes 
previstos en el apartado B de dicho precepto, tienen como objetivo principal la 
defensa de les intereses sociales desde sus respectives ambitos de competencia.
Ror otra parte, si se  cuida de hacer una correcta interpretaciôn de dicho 
apartado B, se  llega necesariam ente a la conclusion que la interferencia con las 
funciones del Ministerio Rùblico, a que se  refiere Juventino y Castro, es  
inconstitucional.
Asi mismo indica que, e s  indispensable m antener a es te s  organism es 
dentro de su estera  Constitucional de competencia, para que no exista peligro de 
que am bos organes entren en conflicto al ejercer sus funciones., como sucede 
ahora con bastante frecuencia.
También indica que el Ministerio Rùblico se  encuentra impedido
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Constitucionalmente para aceptar recom endaciones de la CNDH, lo cual lo 
fundamenta en las siguientes consideraciones.
1.- Que de acuerdo al articule 21 Constitucional, la investigaciôn y 
persecuciôn de les delitos incumbe al Ministerio Pûblico, el cual se  auxiliarà con 
una policla que estara  bajo su autoridad y mande inmediato.
2.- La ley ordinaria suele dar facultades a algunas d ep en d en ces  para 
investigar algùn tipo de delito especifico, pero el ejercicio de la acciôn penal o 
consignaciôn es  exclusive del Ministerio Pûblico.
3.- Hay que subrayar que la imparcialidad e  independencia de criterio es un 
atributo que com parten por igual el Juez y el Ministerio Pûblico, por lo tanto, ni une 
ni otro pueden esta r sujetos ni aceptar presiones de alguna persona u organisme 
estatal o privado, aunque es ta s  se  presenten como inocuas recomendaciones. 
Esta es  una garantia individual importantisima implicita en el articule 21 
Constitucional, en relaciôn con el articule 14 de la misma carta magna.
4.- El funcionario que actûa para dar cumplimiento a una recomendaciôn, 
cualquiera que se a  de donde venga, ha dejado de ser imparcial al ser sustituido su 
criterio por la consigna.
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5 - La inversion de estos organism es protectores de les derechos humanos, 
a través de sus recom endaciones, constitucionalmente no puede tener cabida 
tratândose de Jueces y de la Procuraciôn de Justicia es  decir de todo lo relative a 
la actuaciôn del Ministerio Pûblico cono organe encargado de perseguir les delitos.
6.- En todo case  si incurren en responsabilidad el Juez o el Ministerio 
Pûblico, se les debe hacer el senalamiento, pero en lo juridico no es  posible 
presionar para que se  resuelvan en une o en otro sentido.
El ilustre juriste Juventino y Castro, no comparte la opinion de Hector Fix 
Zamudio, pues considéra equivoca la ubicaciôn de les organism es de derechos 
humanos a que se  refiere el apartado B en el articule 102 constitucional, sehala 
Don Juventino;
Debo confesar que en lo personal es  para mi desconcertante esta  adiciôn 
constitucional, en el cual se  pretende ver al Ombudsman escandinavo.
Pero al crearse estos organism es de Derechos Humanos (no se  explica la 
razôn de abandonar les conceptos de garanties individuales o garanties 
constitucionales), se  insistiera en colocarlos en el capitule que se  instituye para el 
Poder Judicial, y no en el Ejecutivo, no e s  facil de digerir.
Elle nos llevaria a suponer que, con toda intenciôn la Procuraduria General
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de la Repûblica -ûnica constitucionalmente investida pera la averiguaciôn y 
persecuciôn de los delitos federales, con las comisiones de los derechos 
humanos, sin entenderse si la meta es el de poner en entredicho las funciones de 
la procuraduria, superviser a esta  o simplemente confundir a la opinion pûblica 
sobre quien averigua finalmente los delitos. Esto ha llevado a una gran confusion 
al complejo problème de la persecuciôn de los ilicitos pénales.
Por otra parte, si dichos organism es tienen como misiôn “protéger los 
derechos hum anos”, habria que explicar a satisfacciôn cual es  entonces la misiôn 
de la acciôn de amparo, y del juicio del cual se  ejerce.
Finalmente si los dictém enes de tan singulares organism es no son vincular, 
y las sentencias de los juicios de amparo si lo son, <j,cual e s  el objeto de las 
“recom endaciones” de taies comisiones?, <j,y cual es  la modificaciôn introducida 
por e sa  reforma constitucional?
El principal problema, sin embargo, que nos plantea e s  que no se  establece 
una Clara distinciôn entre la violaciôn de las garantias Constitucionales (o 
derechos hum anos como insistentemente se  les pretende mencionar), y la 
comisiôn de delitos.
Las denuncias m as num erosas ante las comisiones de defensa de los
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derechos humanos son la comisiôn de delitos, que se  consideren muy graves, y 
que son perseguidos por las procuradurias, y lo log ran la mayor parte de las 
veces, que se  supervise la funciôn persecutoria de los delitos, y si encontraren 
alguna irregularidad recomiendan directamente al ôrgano que m alam ente funcionô 
para que rectifique sus errores. La amonestaciôn es  pûblica, y sino se  esta  
conforme con lo sugerido la autoridad pûblica es  exhibida como omisa, e s  asi 
como se pretende una mejor defensa de las garantias constitucionales mediante el 
uso de esta  metodologia.
Lo inexplicable e injustificable para que el sistem a federal, haga 
recom endaciones a gobernadores de estados soberanos.
6.3 ATRIBUCIONES Y FACULTADES
La CNDH ha tenido mucha actividad dada la continua violaciôn de los 
derechos hum anos por parte de em pleados y funcionarios tanto del gobierno 
federal como estatales.
Durante su gestiôn el Dr. Jorge Carpizo, participô en casi en todos foros 
que trataban el tem a de los derechos humanos, tanto en el àmbito nacional como
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internacional.
También promoviô modificaciones o reformas a los côdigos pénales y de 
procedimientos pénales, buscando con ello la prevenciôn a la violaciôn de los 
derechos humanos. Asimismo se  estân llevando cursos de capacitaciôn sobre 
este  tem a al personal del gobierno federal, principalmente a gente que labora en 
los reclusorios del Distrito Federal. Asi también se  propuso m écanism es que 
eviten la violaciôn de derechos en el sistema penitenciario.
La actividad de la CNDH ha provocado la reactividad del sistem a juridico 
mexicano.
Sus actividades y atribuciones se vieron reflejadas en su primer informe, del 
cual se  hace un breve anâlisis.
PRIMER INFORME DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS.
Entre fuertes criticas en su contra, el Doctor Jorge Carpizo Me Gregor, 
Présidente de la Comisiôn, rindiô su primer informe semestral, el jueves 13 de 
diciembre de 1990. Ante el Présidente de la Repûblica y el Secretario de
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Gobernaciôn, en el Salon Carranza de los Pinos.
El Dr. Jorge Carpizo Mo Gregor, informo como primer punto que al crearse 
la CNDH, esta  se  avocô a la tarea de organizarse y establecer la infraestructura 
administrativa que le permitiera llevar a cabo adecuadam ente las funciones que le 
fueron encom endadas. Se aprobô su Reglamento Interno y fue publicado en el 
Diario Oficial de la Federaciôn el 1° de agosto de 1990.
También manifesté que en México todos los individuos, todos, inclusive los 
acusados de los m as graves delitos, tienen derecho a gozar de las garantias 
individuales que consagra nuestra Constituciôn, dentro de las cuales estàn las 
garantias correspondientes a la integridad y dignidad de la persona y 
especialm ente las que deben respetarse en las averiguaciones previas y en los 
procedimientos pénales”.
Abundando sobre el tem a destacô que “en la defensa de taies derechos la 
CNDH estarâ  expedita a garantizarlos ante cualquier autoridad, sin intentar suplir 
las funciones propias de los poderes judiciales, y actuara con la independencia 
que le es  indispensable”.
El Dr. Jorge Carpizo manifesté en su informe que “México tiene problèmes 
en el cabal cumplimiento de los Derechos Humanos, no se  puede ni se  quiere
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ocultar”, resumiô 163
Con motivo del primer informe de la CNDH, el Ejecutivo Federal advirtio que 
“su gobierno no soslaya abusos, torpezas, arbitrariedades, delitos o excesos que 
cometan quienes olvidan responsabilidad de servidor pûblico y pierde el respeto y 
la comunicacion con el pueblo.
El Dr. Carpizo manifesto que “por lo pronto y pese  a las objeciones, su 
Comisiôn seguirân al margen de la Constituciôn, dependiendo del Présidente y sin 
intervenir en la defensa de los derechos politicos y laborales, los cuales son 
competencia de otras autoridades”
Informé que la CNDH recibié 1343 quejas en total, de las cuales 841 se  
calificaron de presuntam ente violaciones de derechos hum anos y que las 
autoridades acusadas con mayor frecuencia fueron;
AUTORIDAD QUEJAS
-Procuraduria General de la Repûblica 171
-Procuraduria de Justicia del Distrito Federal 80
-Direccién General de Servicios Coordinados de Prevenciôn y Readaptacién 
social 29
-Procuradurias de Justicia de los Estados de México y Chiapas
El sol de México, “El mayor numéro de denuncias con la PJF.” Ediciôn de medio dia. 14 de Diciembre de 
1990. pp. 1 y 19
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-Secretaria de la D efen sa  Nacional













Vicios en el procedimiento
63
Dilaciôn en la administraciôn de justicia
46
Le siguen: denegaciôn de justicia, dilaciôn en el procedimiento, despojo, 
preliberaciôn, presunto desaparecido, allanamiento de morada, incomunicaciôn,
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traslado penitenciario, violaciôn de los derechos de los reclusos, ejercicio indebido 
del servicio pûblico e incumplimiento de sentencia o laudo, entre otros.
El informe, que con sus anexos abarca 400 paginas, agregô que la 
Comisiôn hizo 33 recom endaciones, de las cuales très fueron rechazadas por las 
autoridades, una de ellas desacatada por el mismo Procurador General de 
Repûblica.
Al respecte Barrera Graf y Del Villar afirman que esta  situaciôn “el fonde de 
la crisis”, en que esta  em pantanada la Comisiôn es  “la dependencia tanto del 
Procurador como de la CNDH del titular del Poder Ejecutivo Federal”.
En el informe, en su parte de propuestas para posibles reformas 
legislativas, segûn el case, m ism as que algunas ya se  concretizaron.
1- Que las confesiones tengan valor probatorio sôlo si son hechas ante el 
Juez o el Ministerio Pûblico, en presencia de un defensor o persona de confianza;
2- Que los indigenas que no hablen o entiendan suficientemente el espanol 
tengan a un trad u cto r.
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3 - Q ue las policias judiciales s e  subordinen al Ministerio Pûblico.
4- También propone m edidas para évita r la incomunicaciôn y exhortaciôn a 
los delitos.
5 - También propone que en los libros de texto gratuite se  incluya una 
secciôn dedicada a los derechos humanos.
6- Propuestas de mejoramiento de los Consejos Tutelares de Menores del 
Distrito Federal.
7- Propuesta como programa prioritario el estudiar la problemâtica de las 
cârceles.
La CNDH recibiô denuncias y protestas por violaciones a los derechos 
humanos cometidos en los retenes carreteros, dicha informaciôn se  présenté al C. 
Présidente de la Repûblica, quien ordenô la supresiôn de los mismos.
Al terminer el Dr. Carpizo, manifesté que “mientras tengam os esta 
responsabilidad, como ahora la hem os hecho: con decisiôn, tesôn y convicciôn”.
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Se criticô al primer informe de la CNDH, ya que lo consideraron los criticos 
como un “recuento estadistico y administrativo que de poco sirve para hacer una 
evaluaciôn real de la situaciôn de México”.
Ellen Lutz, autora del informe sobre México de Americas Watch, indica que 
el informe no dice que ha pasado con las recom endaciones, donde estân lo 
presuntos culpables, si estân  siendo juzgados por sus violaciones o no, comenta 
que eso  es  lo que de verdad detiene las violaciones de los derechos humanos, no 
el hecho de que Carpizo lo sepa y lo recomiende, agrega que lo importante es  
acabar con la impunidad”.
Asimismo manifesté “tal vez lo que quiero decir con todo esto, es  que a 
pesar de lo importante que e s  la existencia de la Comisiôn y del buen trabajo que 
se ha hecho en algunas âreas, como la de los inmigrantes ilegales, de disputa de 
tierras y sobre el reconocimiento presidencial del problema, esto  de nada sirve 
hasta que se acabe con la impunidad. Tal vez por eso  el mayor problema del 
informe se  refiere al seguimiento de los problèmes d espués de hechas las 
recomendaciones...".
Por su parte MariClaire Acosta. Expresidenta de la Comisiôn Mexicana de 
Derechos humanos, manifesté sobre el primer informe “Es un recuento 
administrativo, en donde no hay evaluaciones cualitativas, la CNDH no analiza las 
practices de los poderes pùblicos, no présenta con exactitud cuântas
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recom endaciones fueron acatadas, cuântas medio acatadas, cuântas ignoradas. 
No dice nada de que hace cuando sus recom endaciones no se  acatan, como ella 
misma reconoce que ha sucedido. Asimismo. continua “hasta ahora la CNDH 
sigue requiriendo de la intervenciôn presidencial y como en estos asuntos de los 
derechos hum anos lo que importa es  la ejecuciôn, la CNDH sigue dependiendo 
del Poder Ejecutivo que en muchos casos, e s  el violador”^ ®"*
Por su parte la CNDH ha firmado once convenios de colaboraciôn con 
Colegios, Barras y Asociaciones de abogados, que le permite consolider apoyo en 
materia de capacitaciôn, respeto, promociôn y defensa de los derechos humanos.
El primero fue celebrado con la Asociaciôn Nacional de Abogados AC.
En Jalisco, se  firmaron convenios con el Colegio de Abogados del Foro de 
Jalisco. La Asociaciôn Juridica Jalisciense y la Academia de Derecho Civil.
En Baja California, con la Barra de Abogados “Maria Sandoval de Zarco” y 
el Colegio “Ignacio Burgoa Orihuela” de la ciudad de Tijuana.
En Coahuila, con el Colegio de Abogados de la Laguna. En Querétaro, con 
la Barra de Abogados de Querétaro, y en Guanajuato, con el Colegio de Abogados 
de Irapuato.
El sol de México, Op. Cit.
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En San Luis Potosi, con la Asociaciôn de Abogados Litigantes. Y en 
Aguascalientes, con el Colegio de Abogados de la Entidad
De esta forma la CNDH y las asociaciones se  comprometieron a contribuir 
al respeto de los derechos consagrados en la Constituciôn, asi como en los 
tratados, convenciones y acuerdos internacionales de los que México e s  parte, 
pero principalmente en protéger a los derechos hum anos frente a la actuaciôn o 
negligencia de autoridades o servidores pùblicos federales esta ta les y 
municipales.
Con esta  actividad la CNDH ha cumplido con el Articule Segundo del 
Décrété que la creô.
Publicaciones de la Comisiôn Nacional de Derecho Humanos
Durante su primer sem estre de actividades, la Comisiôn editô las siguientes 
publicaciones.
Serie G acetas: 90/0,90/1.90/2,90/3,90/4. Serie Folletos:
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Edicion bilingüe (espahol-nâhuati) del “Reglamento Interno de la Comisiôn 
Nacional de Derechos Humanos”,
- “La Convenciôn sobre los Derechos del Niho” (ediciôn ilustrada);
- “Documentes Bâsicos sobre la Tortura”;
- “Documentes Bâsicos sobre la Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos”;
- “(^Qué es la Comisiôn Nacional de Derechos Hum anos?”;
- “Documentes Bâsicos”. Ediciôn bilingüe (espahol-ingles);
- “docum entes de Trabajo”, Ediciôn bilingüe (espahol-ingles);
Colecciôn Manuales:
- Manual de Conocimientos Bâsicos para el Personal de Centres 
Penitenciarios, de Antonio Sânchez Galindo;
- Estudios Sobre Derechos Humanos: Aspectos Nacionales e 
Internacionales de Je sû s  Rodriguez y Rodriguez.
Colecciôn Informes:
Primer Informe Sem estral de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos.
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(Junio-diciembre 1990).
Desde su creaciôn, la CNDH expidiô 84 recom endaciones, 36 se  aceptaron 
y hay pruebas de su total cumplimiento; 5 no fueron aceptadas, 25 si fueron 
aceptadas y fueron cumplidas parcialmente; 4 no fueron contested as, lo que 
équivale a su no-aceptaciôn y 9 estân en tiempo para ser contestadas.
La CNDH presentô a 9 personas vivas y sanas, que estaban como 
presuntos desaparecidos.
Asimismo, informé que hubo 530 preliberaciones, dentro del programa 
nacional de solidaridad penitenciaria.
También llevô a cabo un programa sobre violaciôn de derechos humanos a 
trabajadores migratorios.
Para terminer, el Dr. Carpizo, puntualizô que en la prolongada y âspera 
lucha del pueblo mexicano por alcanzar la justicia, la CNDH tiene ya y lo tendrâ 
m as, un lugar destacardo en esta  causa “que e s  una de las mejores y mâs 
preciadas para nuestra sociedad”.^ ®^
Uno mas Uno. “Carpizo: Hay autoridades Morosas” 6 de Junio de 1991, p. 1 y 10
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El Ejecutivo Federal pidiô a la CNDH, que parte de sus energies se  
canalicen en el proximo sem estre en hacer proposiciones para superar los 
problèmes que actualm ente tiene el Sistema Penitenciario de México.
Segundo Informe de la Comisiôn Nacional de tos Derechos Humanos.
El dia 5 de junio de 1991, el Dr. Jorge Carpizo Me Gregor rindiô el segundo 
informe de la CNDH, ante la presencia del Présidente de la Repûblica, el 
Secretario de Gobernaciôn, el Procurador General de la Repûblica y el Procurador 
General de Justicia del Distrito Federal.
El Dr. Jorge Carpizo Me Gregor, manifestô que, aûn existen autoridades 
incumplidas, m orosas y poco comprensivas de las garantias fondam entales de los 
ciudadanos, pues durante el primer aho de labores de la CNDH, se  recibieron 
3256 quejas, emitiô 84 recom endaciones de los cuales el Gobierno de Tamaulipas 
no aceptô su acatam iento en très ocasiones, la Procuraduria General de la 
Repûblica en dos; los Gobiernos de Durango y Puebla, asi como la Secretaria de 
Comunicaciones y Transporte en una.
Con respecto al segundo sem estre de actividades de la CNDH se
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presentaron 1913 quejas se  expidieron 51 recomendaciones, 24 docum entes de 
no-responsabilidad, se  concluyeron 993 expedidas sin necesidad de 
recomendaciôn, se  soiucionaron 306 mediarte el procedimiento de amigable 
comprensiôn y se  recibieron 317 personas orientaciôn juridica.
Las autoridades que con mayor celebridad presentaron los informes 
requeridos; El Tribunal de Justicia del D.F., El Gobierno de Chiapas y la 
Procuraduria General de Justicia del Distrito Federal.
Por otra parte, las autoridades incumplidas fueron; La Direcciôn del Centro 
de Readaptaciôn Social de Reynosa, Tamaulipas; La Procuraduria General de 
Justicia de Tamaulipas, y la Procuraduria General de Justicia de Durango.
6.4. COMPETENCIA
De conformidad con su reglamento interno en su articule 3o., la Comisiôn 
tendrâ la competencia para intervenir en los siguientes casos:
A - Violaciones administratives, vicios en los procedimientos y delitos que 
lesionen a persona o a un grupo, que sean  cometidos por una autoridad o servidor
El Universal, “Vamos a seguir poniendo orden, admite Salinas” 6 de Junio de !991. p. 1 y 17
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pûblico.
B- Violaciones administratives, vicios en los procedimientos y delitos que 
lesionen a una persona o a un grupo, cometidos por otros agen tes sociales, cuya 
impunidad provenga de la anuencia o la tolerancia de alguna autoridad o servidor 
pûblico, y
C.- En los casos a que se  refieren los dos incisos anteriores, por 
negligencia imputable a alguna autoridad o servidor pûblico.
Como se  podrà observer la CNDH tiene com petencia para intervenir, en 
casi todo lo que se  refiere a los delitos que sean  cometidos en contra de una 
persona o un grupo de personas cometidos por una autoridad o un servidor 
pûblico
La CNDH ha tenido un fuerte impacto en la sociedad de nuestro pais que 
solicitaron su opinion sobre los diversos aspectos juridicos como lo fue la solicitud 
de opinion referente al tem a del aborto, que se  presentô una controversia en el 
Estado de Chiapas respecto a si despenalizaba o no al citado delito.
Con la creaciôn de la CNDH se  puede desprender, que es  necesario
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reestructurar el sistem a mexicano, por la que se  deberâ adecuarse a la realidad de 
nuestros tiempos, ya que nuestra poblacion esta hambrienta de justicia.
EL PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISION NACIONAL DE DERECHOS 
HUMANOS.
Por otra parte con fundamento en el articule 25 de la Ley de la Comisiôn 
Nacional de Derechos Humanos cualquier persona podrâ denunciar presuntas 
violaciones a los derechos hum anos y acudir ante las oficinas de la Comisiôn 
Nacional para presentar ya directamente o por medio de représentante, quejas 
contra dichas violaciones.
Cuando los interesados estén privados de su libertad o se  desconozca su 
paradero los hechos se  podrân denunciar por las parientes o vecinos de los 
afectados, inclusive por m enores de edad.
Las organizaciones no gubernam entales legalmente constituidas podrân 
acudir ante la omisiôn Nacional de las Derechos Humanos para denunciar las 
violaciones de los derechos humanos respecto de personas que por sus 
condiciones fisicas, m entales, econôm icas y culturales, no tengan la capacidad 
efectiva de presentar quejas de manera directa.
543
Con fundamento en el articulo 26 de la ley de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos la queja solo podra presentarse dentro del plazo de un aho, a 
partir de que se  hubiera iniciado la ejecuciôn de las hechos que se  estimen 
viôlatenos. O de que el que quejoso hubiera tenido conocimiento de los mismos. 
En casos excepcionales y tratândose de infracciones graves a los derechos 
humanos la Comisiôn Nacional podrâ ampliar dicho plazo mediante una resoluciôn 
razonada. No contarâ plazo alguno cuando se  trate de hechos que por su 
gravedad pueden ser considerados violaciones de e sa  humanidad.
Con fundamento en el articulo 27 de la Ley de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos, la instancia respectiva deberâ presentar por escrito; en casos 
urgentes cualquier medio de comunicaciôn electrônica. No se  admitirân 
comunicaciones anônimas, por lo que toda queja o reclamaciôn podrâ ratificarse 
dentro de los très dias siguientes a su presentaciôn, si el quejoso no se  identifica 
y la suscribe en un primer momento.
Cuando los quejosos o denunciantes se  encuentran recluidos en un centre 
detenciôn o reclusorio, sus escritos deberân ser transmitidos a la Comisiôn 
Nacional sin dem ora alguna por los encargados de dichos centres o reclusorios o 
aquellos podrân entregarse directamente a los Visitadores G enerates o Adjuntos.
Con fundamento en el articulo 36 de la Ley de la Comisiôn Nacional de
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Derechos Humanos desde el momento en que se  admita la queja, el Présidente o 
los Visitadores G enerates o Adjuntos y, en su caso  el personal técnico y 
profesional, se  pondrân en contacte inmediato con la autoridad sehalada como 
responsable de la presunta violaciôn de los derechos hum anos para intentar lograr 
una resoluciôn inmediata del conflicto.
De lograrse una soluciôn satisfactoria o el allanamiento del o de los 
responsables, la Comisiôn Nacional lo harâ constatar asi y ordenara el archive del 
expediente, el cual podrà reabrirse cuando los quejosos o denunciantes expresen 
a la Comisiôn Nacional que no se  ha cumplido con compromise en un plazo de 90 
dias. Para estos efectos la Comisiôn Nacional en el termine de seten ta y dos 
horas dictarâ el acuerdo correspondiente, y en su caso, proveerâ las acciones y 
determinaciones conducentes.
Si el reclam ante no sab e  escribir se  te brindarà por parte de la Comisiôn, el 
apoyo indispensable para docum entar su queja. Igualmente se  proporcionarà 
servicio de traducciôn cuando esto  sea  indispensable.
Con fundamento en el articulo 41 de la Ley de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos. Las pruebas que se presenten, tanto por los 
interesados como por las autoridades o servidores pùblicos a los que se 
imputen violaciones, o bien que la Comisiôn Nacional requiera y recabe de
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oficio, seràn valoradas en su conjunto por el Visitador General, de acuerdo 
con los principios de la lôgica y de la experiencia, y en su caso, de la 
legalidad, a fin de que puedan producir convicciôn sobre los hechos materia 
de la queja.
Conforme a su Decreto de creaciôn y a su Reglamento Interno, la 
CNDH trata de cumplir con su funciôn de protéger los derechos humanos, 
que indudablemente con las experiencias y tiempo, se deberàn adecuar a las 
necesidades que se le presenten en la actualidad.
Por otra parte, con fundamento en su articulo 22 de su Reglamento Interno 
de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos que indica la competencia y 
legislaciôn de la misma, esta  podrà iniciar y proseguir de oficio o por queja el 
procedimiento de investigaciôn encam inada a esclarecer las violaciones cometidas 
a los Derechos Humanos de los habitantes del Territorio Nacional. Y de 
conformidad con las limitaciones que imponga el Derecho Internacional y en 
coordinaciôn con la Secretaria de Relaciones Exteriores, las cometidas en agravio 
de los mexicanos residentes en su extranjero.
Con fundamento en el articulo 23 de su reglamento interno, indica que, 
estaràn legitimadas para presentar sus quejas a la Comisiôn, todas aquellas 
personas que tuvieran conocimiento de violaciones a los Derechos Humanos,
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résulta ren o no perjudicadas por ellas.
Con fundamento en su articule 24 de su reglamento interior, indica el 
procedimiento. Las quejas deberàn presentarse por escrito y firmarse por quien la 
formule. Una vez recibidas se estudiaran de inmediato, canalizàndose a la 
instancia correspondiente las quejas que no supongan violaciones a los Derechos 
Humanos.
Si el reclamante no sabe escribir se  le brindarà por parte de la Comisiôn, el 
apoyo indispensable para documentar su queja. Igualmente se  proporcionara 
servicio de traducciôn cuando esto sea  indispensable.
Admitida la queja, se  abrirà expediente y se  solicitera a las autoridades 
sehaladas como presuntas responsables, él enviô de un informe sobre los hechos 
que se  reclaman.
El articulo 25 de su reglamento. faculta a la Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos, a soliciter informes a las dependencies y autoridades que sean  
acusadas de violer los Derechos Humanos, ya que en los términos del articulo 27, 
fracciôn IV, de la Ley Orgànica de la Administraciôn Pûblica Federal, y del articulo 
5o.. Fracciôn VI del decreto que creo la Comisiôn, todas las dependencies y 
autoridades de los Poderes de la Uniôn, asi como de los poderes Estatales y
547
Municipales, estân obligadas a proporcionar, veraz y oportunamente, la 
informaciôn y documentaciôn que solicite la Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos. La omisiôn de esta  obligaciôn fincarâ la responsabilidad a que hubiere 
lugar.
Con fundamento en su Articulo 26.- recibidos o no los informes se  abrirâ un 
termine probatorio, cuya duraciôn determinarâ el Visitador teniendo en cuenta la 
gravedad del caso y las dificultades para allegarse las distintas probanzas. Las 
partes podrân ofrecer toda clase de pruebas y la Comisiôn recabadas de oficio, 
siempre que no fue ren contrarias al Derecho ni a la moral
Conforme a su Decreto y Reglamento Interno, la CNDH trata de cumplir con 
su funciôn de protéger los derechos humanos, que indudablemente con las 
experiencias y tiempo, se  deberàn adecuar a las necesidades que se  les 
presenten en la actualidad.
6.5. LIMITACIONES.
El articulo 7° de la Ley de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, 
indica que la Comisiôn Nacional de Derechos Husmeos no tendrâ competencia 
para intervenir en los siguientes casos:
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I - Actos y resoluciones de organismes y autoridades électorales;
II -  Resoluciones de carâcter jurisdiccional;
III -  Conflictos de carâcter laboral; y
IV - Consultas formuladas por autoridades, particulares u otras entidades, 
sobre la interpretaciôn de las disposiciones constitucionales y légales.
Desde mi punto de vista la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos debe 
contemplar las siguientes consideraciones:
1 - Para que existan violaciones a las garantias individuales o a les 
derechos hum anos deben ser llevados a cabo por autoridades judiciales o 
administrativas, en contra de la ciudadania.
2 -  A quien le corresponde investigar y detener a les culpables de 
violaciones a las garantias individuales o derechos hum anos en el Ministerio 
Pùblico, cosa que no se considéra.
3 - Lo principal para la CNDH, es  investigar si realmente hubo violaciones a 
las garantias individuales o derechos humanos, en los procesos comiciales, si hay 
queja o denuncia, y si son muy notorias las violaciones de oficio. Sin importarle si
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los organismos emitan su resoluciôn definitiva, que da a entender que son las de 
carâcter electoral, ya que de otra forma limitan la actividad de la CNDH, y se 
dejarâ sin investigar las violaciones a los derechos humanos.
Por lo cual se  considéra y fundam entada que no tiene razôn de ser.
De acuerdo a su Ley, la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, esta 
limitada para no conocer de los puntos que anteriormente se  describen, esto  es  
antijuridico, ya que de acuerdo a nuestra Constitucion y a los Pactos y Tratadas 
Internacionales que nuestro Gobierno ha firmado y han sido ratificados por el 
Congreso de la Union, no deberia tener limitaciones la CNDH para conocer de la 
violacion de derechos hum anos ya sean de carâcter ffsicos, politicos y sociales ya 
que la CNDH al recibir una queja va a realizar un estudio de los hechos y de las 
pruebas existentes o presentadas, lo que le permitirâ emitir, de ser procedente, 
una recomendacion a la autoridad responsable, en la cual le indicarâ lo que debe 
procéder conforme a hecho, y en que consistiô la violaciôn de derechos humanos, 
si hay personas que deben ser sancionadas también lo indicarâ, todo lo anterior 
previo anâlisis y revision del caso por parte de la autoridad responsable.
Por lo cual no deben existir limitantes para la CNDH, e s  decir, debe 
protéger los derechos humaros, pero también en el aspecto de derechos politicos, 
porque en mi opinion, estos son inherentes a la persona humana.
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La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos tiene dos atribuciones 
distintas que no deben confundirse:
1.- La protecciôn de los derechos humanos que otorga el orden juridico 
mexicano.
2 - Conocer de las quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza 
administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor pùblico.
El fundamento de la queja prevista en el apartado B del Articule 102 
Constitucional, tratândose de actos u omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes de cualquier autoridad o servidor pùblico.
Se busca el efecto reparador sobre las siguientes bases:
1 - La buena fe indiscutida por parte de la autoridad o servidor pùblico 
contra quien va dirigida la queja.
2.- La voluntad firme e inquebrantable de ajustarse al orden juridico vigente.
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Es évidente que es  suficiente que se senale a la autoridad o servidor 
pùblico la anomalfa administrativa y se  le auxilie recom endândole la m anera de 
superaria o darle soluciôn al interés afectado para que una vez convencido de que 
en efecto existiô la irregularidad senalada y que la soluciôn propuesta es  la 
adecuada, procéda a solucionar el problema.
Presentada la queja, lo primero que se  debe analizar e s  la procedencia.
La procedencia se  encuentra constituida por el conjunto de formalidades, 
requisites y condiciones de toda indole que debe reunirse para que se  pueda 
evocar al conocimiento del asunto.
En el caso  de la queja prevista en el apartado B del articule 102 
constitucional, no es  propiamente un recurso y m enos un juicio pero si se debe 
analizar la procedencia en virtud de que de ser procedente darà lugar a un 
procedimiento en que se  resolverà indicando si la queja résulte fundada o 
infundada.
En el caso  de ser procedente se  emitirâ una recomendaciôn. Clasificaciôn 
de los requisites y condiciones de la procedencia.
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Los requisites o condiciones de procedencia de la queja prevista en el 
apartado B del articule 102 constitucional, puede estab lecerse de acuerdo con los 
siguientes criterios.
A).- Atendiendo a su notoriedad hay que considerar dos hipôtesis:
1 -  Puede suceder que la ausencia de los requisites y condiciones de 
procedencia sea  évidentes, caso en el cual la queja sea  improcedente, lo que 
daria lugar a desecharla.
2 - También es  posible que no sea  évidente si se  reunieron o no los 
requisites o condiciones de procedentes y para determinar es  necesario reunir 
mayores elem entos de convicciôn.
Se debe fundar y motivar la negativa, y orientar al supuesto agravio 
respecte a la via o medio de defensa que en su caso sea  juridicamente idônea, 
limitando su intervenciôn hasta ahi.
B).- Otro criterio de  distinciôn e s  el del range o jerarquia de dichos 
requisites y condiciones de procedencia, los cuales pueden ser constitucionales o 
légales.
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Los ùnicos requisites de procedencia de la queja prevista en el apartado B 
del articule 102 constitucional son;
1 -La existencia de un interés simple es  de carâcter d if use, a diferencia del 
exigido en el juicio de am paro que debe ser directe, objetivo y personal.
El interés simple e s  que cualquier persona puede interponerlo, de acuerdo 
al articule 25 de ley de la CNDH.
2 - Que el acte que se  reclama sea  de naturaleza administrativa
Establecida la procedencia de la queja se  inicia el proceso de conocimiento 
durante el cual la CNDH, debe de al leg a rse todos los elem entos de convicciôn que 
le permitan determinar si la queja es  juridicamente fundada o no.
Tiene dos fuentes para recabar informaciôn y pruebas. 1.- Los que apode el 
particular que promueve la queja:
2.- Las que proporcione la autoridad o servidor pùblico a quien se  le 
atribuye el acto u omisiôn que la motiva u otros que en virtud de sus atribuciones
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légales s e  encuentran relacionados con esta .
' 3.- Excepcionalmente las que se  encuentren en poder de otros particulares.
La CNDH tiene la facultad de recabar todos los elem entos de convicciôn 
necesarios y en consecuencia tienen la obligaciôn las autoridades o servidores 
pùblicos relacionados, di recta mente o indirectamente con la queja planteada a 
proporcionarlos.
El marco juridico de la CNDH la faculta para emitir recom endaciones, 
pùblicas y no vinculatorias.
La facultad se  la otorga el Apartado B del articulo 102 Constitucional por lo 
cual las recom endaciones tienen la fuerza constitucional, por lo cual desde mi 
punto de vista deben de ser obligatorias y no estar sujetas a que si el servidor 
pùblico la quiere cumplir o no, sin embargo, no debe de tener la CNDH, facultades 
para exigirlo, porque tendria un enorme poder politico, y provocaria un 
enfrentamiento con otras dependencias de gobierno.
Sin em bargo en la actualidad depende del Congreso, por lo que considéré.
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que si sé  esta dem ostrando que se  estân vioiando los derechos humanos y su 
gravedad, este  puede pedir, al Ejecutivo Federal, el cese  de la autoridad violadora.
Las recom endaciones deben ser pùblicas a efecto de que la sociedad en 
general se  entere de lo que se  les indica a la autoridad o servidor pùblico o a sus 
superiores jerârquicos del funcionamiento de las areas de la administraciôn 
pùblica cuestionadas y de las soluciones que se  proponen y de modo principal, de 
los argumentos en que se  basan las propuestas.
Otra de las caracteristicas constitucionales de las recom endaciones es  que 
sean  autônomas.
Deber ser autonome, es  decir dictadas por la CNDH, libremente, con 
imparcialidad, conforme a derecho, sin la intervenciôn de otro organisme y sin 
aceptar ningùn género de presiones.
Las recom endaciones deben ser vinculatorias, este  termine indica y prohibe 
a estas, por si mismas, anular, mod if ica r o dejar sin efecto las resoluciones o actos 
contra los cuales se  hubiese presentado la queja o denuncia, sine también obligar 
o coaccionar al servidor pùblico o autoridad a que sea  el mismo el que las anule, 
modifique, o deje sin efecto.
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El conocimiento de quejas contra actos u omisiones de naturaleza 
administrativa no es  discrecional.
El Aparta B del articulo 102 Constitucional al referirse a las atribuciones de 
la CNDH, textual mente indica “Los que conocerân de quejas en contra de actos u 
omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o 
servidor pùblico, con excepciôn de los del poder judicial de la federaciôn, que 
violen estos derechos”, este  e s  el fundamento constitucional para que conozcan 
de todas las quejas.
Por lo arriba indicado e s  anticonstitucional el articulo 35 de la Ley de la 
CNDH, que indica “La Comisiôn Nacional por conducto de su présidente y previa 
consulta con el consejo, puede declinar su competencia, en un caso  determinado 
cuando asi lo considéré conveniente para preservar la autonomia y autoridad 
moral de la instituciôn”.
La inconstitucionalidad de este  articulo e s  manifiesta, ya que otorga a la 
CNDH, una facultad discrecional que contradice el texte constitucional, por lo cual 
debe suprimirse, adem âs de que su funciôn e s  reestablecer el orden juridico 
mexicano y en es te  caso lo esta  vioiando.
El acotamiento Constitucional a la competencia de la Comisiôn Nacional de
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Derechos Humanos, se  refiere a que no podrâ conocer de las m aterias electoral, 
laboral y de anâlisis jurisdiccional.
De las inconformidades contra la actuaciôn de los organism os estatales de 
derechos humanos.
El ultimo pârrafo del Apartado B del articulo 102 Constitucional dispone.
“La CNDH, conocerâ de las inconformidades que se  presenten en relaciôn 
con las recom endaciones, acuerdos u omisiones de los organism os équivalentes 
en las entidades federativas”
Los organismos locales actuarian en su âmbito de competencia territorial, 
tendrian jurisdicciôn restringida, pero los quejosos podrian inconformarse ante la 
CNDH, respecte de las recom endaciones de los organes locales, elle permitiria 
unidad de criterios en lo que hace a la forma, termines y medios para salvaguardar 
los desechos hum anos bajo los principios de segundad, objetividad y certeza 
juridica.
Al respecte el Lie. Jo sé  De Jésu s  Gudiho Pelayo com enta en su libre “EL 
ESTADO CONTRA SI MISMO. LAS COMISIONES GUBERNAMENTALES DE 
LOS DERECHOS HUMANOS Y LA DESLEGITIMAClÔN DE LO ESTATAL", que 
en consecuencia, la inconformidad al igual que la publicidad, tiene un sentido
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pedagôgico y didâctico, se  trata en ultima instancia de ensehar a los organismos 
estatales de derechos humanos cômo deben hacer las cosas.
A lo anterior considéré que se debe indicar principalmente que la intenciôn 
de la inconformidad es  dar oportunidad a los particulares o quejosos, en segunda 
instancia, a m anifestarse en contra de las recom endaciones, acuerdos y 
omisiones de los organismos estatales de derechos humanos, en virtud 
consideren que con dichos actos u omisiones se  continûen vioiando sus derechos 
humanos.
Tratândose de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes 
de cualquier autoridad o servidor pùblico.
Las recom endaciones a efecto de que la sociedad en general se  entere de 
lo que se le indico a la autoridad o servidor pùblico o a sus superiores jerârquicos 
del funcionamiento de las âreas de la administraciôn pùblica cuestionadas y de las 
soluciones que se  proponen y de modo principal, de los argum entos en que se  
basan las propuestas.
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6.6. LA COMISION DE DERECHOS HUMANOS DEL D.F. Y LAS 
COMISIONES EN OTROS ESTADOS
Como lo indica el Doctor Raymundo Gil Rendôn, “La adiciôn constitucional 
de enero de 1992 (Art.102-B) e s  respetuosa de la estructura federal del Estado, al 
desarrollar un esquem a fédéra lista para protéger los derechos hum anos por la via 
del Ombudsman. De tal suerte que cada una de las entidades federativas existe 
un organisme protector de los derechos humanos que tiene las caracteristicas 
propias que la Constitucion sehala, y que conoce de presuntas violaciones a los 
derechos Humanos provenientes de autoridades o servidores pùblicos del fuero
'  1)167comun
CREACION DE LA COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DEL 
DISTRITO FEDERAL
La Comisiôn de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) naciô el 
30 de septiembre de 1993. Es el m as joven de los organismos pùblicos de defensa 
de los derechos hum anos que existen en México, los cuales tienen fundamento en 
el articulo 102 apartado B de la Constituciôn Politica de los Estados Unidos
GIL Rendôn Raymundo. El Ombudsman en el Derecho Constitucional Comparado, Me Graw Hill, México 
2002, pp. 547-548
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Mexicanos, que consagrô en la Ley Suprema de nuestro pals la instituciôn del 
Defensor de Pueblo.
El Defensor del Pueblo surgiô en Suecia a principios del siglo XIX. Hoy 
existieron diverses variantes, en muchos paises del mundo. Se trata de un 
mediador -de g ran prestigio y g ran calidad moral- entre la autoridad y los 
gobernados, que busca formulas conciliatorias de resoluciôn de conflictos entre 
unas y otros,
El Defensor del Pueblo e s  absolutam ente autônomo no solo respecto de las 
autoridades gubernam entales sino también de partidos, em presas, grupos de 
presiôn y asociaciones religiosas. La autonomia es  una caracteristica esencial del 
defensor pùblico de los derechos humanos.
En vista de la lentitud y las dificultades con que suelen tra mita rse los 
asuntos en las instancias judiciales y administrativas tradicionales, el Defensor del 
Pueblo tiene facultades para —a fin de resolver ràpidamente los casos— actuar 
sin excesivo formalismos, y no esta obligado a agotar largos procedimientos.
La Comisiôn de Derechos Humanos del Distrito Federal e s  la instituciôn 
encargada de conocer de quejas y denuncias por presuntas violaciones a los 
derechos humanos, cuando éstas  fueren imputadas a cualquier autoridad o 
servidor publico que desem pehe un empleo, cargo o comisiôn en la administraciôn
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pùblica del Distrito Federal o en los organos de procuraciôn y de imparticiôn de 
justicia que ejerzan jurisdicciôn local en el Distrito Federal.
El Présidente de la CDHDF —también llamado Defensor del Pueblo— es 
designado por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ALDF) y su actuaciôn 
trente de la Comisiôn es  autônoma, e s  decir, no esta  supeditado a autoridad o 
servidor pùblico alguno.
El funcionamiento de la CDHDF esté  regido por su propia Ley y su 
Reglamento Interno.
Son atribuciones de la CDHDF (articulo 17 de la Ley de la Comisiôn de 
Derechos Humanos del Distrito Federal);
I. Recibir quejas de presuntas violaciones a derechos humanos.
II. Conocer e investigar, a peticiôn de parte o de oficio, presuntas 
violaciones de derechos hum anos en los siguientes casos;
a) Por actos u omisiones de indole administrativa de los servidores o de 
las autoridades de carâcter local del Distrito Federal, a que se  refiere 
el articulo 3ro. de esta Ley.
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b) Cuando los particulares o algûn agente social com eta ilicitos con la 
tolerancia o anuencia de algûn servidor pùblico o autoridad local del 
Distrito Federal, o bien cuando estos ùltimos se  nieguen 
infundadamente a ejercer las atribuciones que legalmente les 
correspondan en relaciôn a dichos ilicitos, particularmente tratândose 
de conductas que afecten la integridad fisica de las personas.
III. Formular propuestas conciliatorias en el quejoso y las autoridades o 
servidores pùblicos presuntos responsables, para la inmediata soluciôn del 
conf1 icto planteado cuando la naturaleza del caso lo permita.
IV. Formular Recom endaciones pùblicas autônom as, no vinculatorias y 
denuncias y quejas ante las autoridades respectivas.
V. Impulsar la observancia de los derechos hum anos en el Distrito Federal.
VI. Proponer a las diverses autoridades del Distrito Federal, en el âmbito de 
su competencia, la formulaciôn de proyectos de las modificaciones a las 
disposiciones legislatives y reglamentarias, asi como de prâcticas administrativas 
que a juicio de la CDHDF redunden en una major protecciôn de los derechos 
humanos.
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VII. Promover el estudio, la ensenanza y la divulgaciôn de los derechos 
humanos en su âmbito territorial.
VIII. Expedir su Reglamento Interno.
IX. Elaborer e instrumenter programas preventives en materia de derechos 
humanos.
X. Superviser que las condiciones de las personas privadas de su libertad 
que se  encuentren en los centres de detenciôn, de internamiento y de 
readaptaciôn social del Distrito Federal estén apegadas a derecho y se  garantice 
la plena vigencia de sus derechos humanos, pudiendo solicitar el reconocimiento 
medicos de reos o detenidos cuando se  presum an malos tratos o torturas, 
comunicando a las autoridades com pétentes los resultados de las revisiones 
practicadas.
Estas atribuciones se  entienden sin perjuicio de las que en la materia 
correspondan también a la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos (C.N.D.H), y 
para su ejercicio se  promoverâ la instrumentaciôn de m écanism es de coordinaciôn 
que sean necesarios al efecto, y
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XI. Las dem âs que otorguen la présente Ley y otros ordenam ientos légales 
y reglan
ATENCION AL PUBLICO
Puede acudir a la Comisiôn de Derechos Humanos del Distrito Federal 
(CDHDF) cualquier persona que considéré que a ella o a un tercero le ha sido 
violado alguno de sus derechos humanos, independientem ente de su condiciôn 
social, nacionalidad, raza, religiôn, sexo, edad, estado civil, etc.
La atenciôn a las personas es  di recta.
Para la formulaciôn de una queja no se  requiere de abogado o gestor.
Todos los servicios son absolutam ente gratuites.
Atiende todos los dias del aho, las 24 horas del dia.
Los dates proporcionados por los quejosos se  manejan de m anera
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estrictamente Confidencial y este  mismo criterio se  aplica en la tramitaciôn de los 
expedientes.
Quienes acuden a la Comisiôn sôlo deben relatar por escrito u oralmente, 
en que consiste el abuso de poder del que se  consideran victimas y aportar, si 
cuentan con ellas, las pruebas al respecto.
ÂMBITO DE COMPETENCIA
(Articulo 18 Y 19 de la Ley de la Comisiôn de Derechos Humanos del Distrito 
Federal):
La Comisiôn de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) no podrâ 
conocer de los casos concernientes a: Actos y resoluciones de organismos y 
autoridades électorales, Resoluciones de carâcter jurisdiccional; Conflictos de 
carâcter laboral, y Consultas formuladas por autoridades, particulares u otras 
entidades, sobre interpretaciôn de disposiciones constitucionales y de otros 
ordenamientos juridicos.
Para los efectos de esta  Ley, se  entiende por resoluciones de carâcter 
jurisdiccional:
• Las sentencias o laudos définitivos que concluyan la instancia.
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• Las sentencias interlocutorias que se emitan durante el proceso;
• Los autos y acuerdos dictados por el juez o por el personal del juzgado o 
tribunal u ôrgano de imparticiôn de justicia, para cuya expediciôn se  baya 
realizado una valoraciôn y determinaciôn juridica o legal, y
• En materia administrativa, los anàlogos a los senalados en las fracciones 
ante ri ores.
• Todos los dem âs actos u omisiones procedimentales dite rentes a los 
senalados en las fracciones anteriores serân considerados con el carâcter de 
administratives y, en consecuencia, susceptibles de ser reclam ados ante la 
Comisiôn de Derechos Humanos del Distrito Federal.
• La Comisiôn por ningùn motive podrâ examinar cuestiones jurisdiccionales 
de fonde
En la actualidad en los tribunales del Distrito Federal estân  vioiando 
flagrantemente el articulo 17 constitucional, porque al interponer el recurso de 
apelaciôn, se  tiene que pagar las copias o constancias, para que procéda dicho 
recurso, mismo que fue autorizado y publicado. (G. O. DF 27 .enero.04), en virtud 
de que estân prohibidas las costas judiciales, consecuentem ente se viola el 
derecho de los habitantes de esta  ciudad, porque la administraciôn de justicia no 
debe estar sujeta al pago de costas judiciales.
La defensa y fortalecimiento de la Constituciôn de los Estados Unidos
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Mexicanos y consecuentem ente del derecho, en todas las materias para que sean 
uno solo en la letra y en la praxis. Sin embargo la Comisiôn de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, no ha hecho manifestaciôn alguna al respecto.
Por lo que se  propone se  modifiquen los dos primeros parrafos del articulo 
693 del Côdigo de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, porque viola el 
articulo 17 constitucional.
En el pârrafo segundo del articulo 17 constitucional indica:
Toda persona tiene derecho a que se  le administre justicia por tribunales 
que estarân expedites para impartirla en los plazos y termines que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de m anera pronta, compléta e  imparcial. Su servicio 
serâ gratuite, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.
El articulo 693 del Côdigo de Procedimientos Civiles del Distrito Federal
indica:
Art. 693,- Interpuesta una apelaciôn el juez la admitirâ sin substanciaciôn 
alguna si fuere procedente, siempre que en el escrito se  hayan hecho valer los 
agravios respectives y se  justifique, con el recibo correspondiente, el pago de las 
copias que integra ran el testimonio de apelaciôn de que se  trate, expresando el
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juzgador si la ad mite en am bos efectos o en uno solo.
El juez en el mismo auto admisorio ordenara se  forme el testimonio de 
apelaciôn respective con todas las constancias que obren en el expediente que se 
tramite ante el, si se  tratara de la primera apelaciôn que se  haga valer por las 
partes. Si se  trata ra de la segunda o ulteriores apelaciones, solam ente forma ra el 
testimonio de apelaciôn con las constancias faltantes entre la ultima apelaciôn 
admitida y las subsecuentes hasta la apelaciôn, de que se  trate. Las copias 
necesarias para formar el testimonio de apelaciôn serân a  costa del o los 
apelantes, siendo requisito indispensable para la admisiôn del recurso el previo 
pago de las mismas. El pago deberâ efectuarse de m anera independiente por 
cada apelante, excepte en el caso de litis consorcio, del active o pasivo, en el cual 
dos 0 mas personas, ejerzan la misma acciôn u opongan la misma excepciôn, 
litigando bajo la misma representaciôn, caso en el que se  pagar una vez.
Este articulo esta  vioiando flagrantemente el articulo 17 constitucional, 
porque estân prohibidas las costas judiciales, consecuentem ente se  viola el 
derecho de los mexicanos porque la administraciôn de justicia no debe estar 
sujeta al pago de costas judiciales.
Por lo que se  propone modificar el citado articulo para quedar como estaba 
anteriormente an tes de la reforma.
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CREACION DE LAS COMISIONES ESTATALES DE DERECHOS HUMANOS 
EN NUESTRO PAIS
En México a partir de! 5 de junio de 1990 en que se  emitiô el Decreto 
Presidencial publicado al dia siguiente en el Diario Oficial de la federaciôn, surge a 
la vida juridica la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos como un organismo 
desconcentrado de la Sécrétaria de Gobernaciôn, con atribuciones para la 
protecciôn, observancia, promociôn, estudio y divulgaciôn de los Derechos 
Humanos, posteriormente por decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federaciôn de fecha 28 de enero de 1992 se  le dio el carâcter de Organismo 
Descentralizado mediante reforma que sufriô el Articulo 102 Constitucional al 
adicionârsele un apartado B, lo que motivô la promulgaciôn de la Ley que le rige la 
cual fue publicada el 29 de junio de 1992, posteriormente en el Diario Oficial de la 
Federaciôn de fecha 13 de septiem bre de 1999, se  reformô de nueva cuenta el 
Articulo 102 Constitucional otorgândole al referido Organismo la caracteristica de 
autonomia de gestiôn y presupuestaria.
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COMISION ESTATAL DE LOS DERECHOS HUMANOS DE AGUASCALIENTES
El 15 de enero de 1993, el H. Congreso del Estado de Aguascalientes 
aprobô la creaciôn de la Comisiôn Estatal de los Derechos Humanos de 
Aguascalientes, abrogando la “Ley que créa la Procuraduria de los Derechos 
Humanos para el Estado de Aguascalientes”, concibiendo un organismo 
descentralizado, con personalidad juridica y patrimonio propios.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE BAJA CALIFORNIA SUR
La Comisiôn Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur tiene su 
sustento constitucional en el Apartado “B” del Articulo 102 de la Constituciôn 
General de la Repûblica; adiciôn que se  hace por Decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federaciôn el 28 de Enero de 1992, mediante el cual se  faculta al 
Congreso de la Uniôn y a las Legislatures Locales para que, en el âmbito de sus 
respectivas com petencies es Organismos de Protecciôn de los Derechos 
Humanos.
PROCURADURIA DE LOS (LA COMISIÔN ESTATAL) DERECHOS HUMANOS 
Y DE PROTECCIÔN ClUDADANA DE BAJA CALIFORNIA
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El 11 de octubre de 1993, el H. Congreso del Estado de Baja California 
aprobô la creaciôn de la Procuraduria de los Derechos Humanos para el Estado, 
concibiendo un organismo descentralizado, con personalidad juridica y patrimonio 
propios.
En cumplimiento a dicha disposiciôn y dentro del término que sehala el 
pârrafo III del Articulo Segundo Transitorio del Decreto mencionado. La Sexta 
Legislature del Estado de Baja California Sur mediante Decreto No. 888 de fecha 
03 de Diciembre de 1992, publicado el 20 del mismo m es y aho, creô la Ley de la 
Comisiôn Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur, como un 
Organismo autônomo, con personalidad juridica y patrimonio propio, cuya finalidad 
es  la protecciôn, la observancia, la promociôn, el estudio y la divulgaciôn de los 
derechos humanos previstos por el orden juridico mexicano.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE CHIHUAHUA
En el Estado de Chihuahua por decreto de fecha el 22 de noviembre de 
1990 el Gobernador, Lie. Fernando Baeza Meléndez, creô la Comisiôn Estatal de 
Derechos Humanos, posteriormente por publicaciôn realizada en el periôdico 
oficial el 26 de septiem bre de 1992 se  publicô la ley de l a  Comisiôn Estatal de 
Derechos Humanos naciendo al mundo juridico como un organismo
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descentralizado, sufriendo modificaciones que fueron publicadas en el Periôdico 
Oficial del 30 de noviembre de 1994 en las que como principal caracteristica, se 
estableciô la facultad al Congreso del Estado para que fuera este  quién designara 
al Présidente del Organismo, atribuciôn que con anterioridad correspondia al 
Gobernador.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE COLIMA
La Comisiôn de Derechos Humanos del Estado de Colima, naciô por 
mandato Constitucional, mediante decreto numéro 57 del H. Congreso del Estado, 
de fecha 20 de mayo de 1992, y publicado en el Periôdico Oficial “El Estado de 
Colima’, el 30 de e se  mismo m es y aho.
PROCURADURIA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE GUANAJUATO hoy (LA 
COMISIÔN ESTATAL)
El 16 de octubre de 1992, el H. Congreso del Estado de Guanajuato aprobô 
la “Ley que créa la Procuraduria de los Derechos Humanos para el Estado de 
Guanajuato”, concibiendo un organismo descentralizado, con personalidad juridica 
y patrimonio propios, mismo que iniciô sus labores el 3 de mayo de 1993.
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COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE SAN LUIS POTOSI
La Comision de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosi, fue 
creada el 2 de diciembre de 1992 y entre en funciones hasta el 1 de septiembre de 
1193, en adelante denom inada la Comision, es un organisme técnico-juridico, que 
tienen la funciôn de defender y vigilar les derechos humanos, asi como promover, 
difundir y coordinar la ensenanza, estudio y capacitaciôn de la cultura del respeto 
per les derechos hum anos Informaciôn proporcionada por la misma comision.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE HIDALGO
La Comision de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo, en adelante 
denominada la Comision, e s  un organisme técnico-juridico, que tienen la funciôn 
de defender y vigilar les derechos humanos, asi corne promover, difundir y 
coordinar la ensenanza, estudio y capacitaciôn de la cultura del respeto por les 
derechos humanos.
El Objeto de la Comisiôn es preservar y hacer respetar el goce y ejercicio 
pieno de les derechos hum anos de las personas fisicas y colectivas, trente a les 
servidores pùblicos a que se  hacer referenda el articule 9 bis de la Constituciôn 
politica del Estado de Hidalgo, sobre las bases de legalidad y de eficiencia
574
administrativa
Los Derechos Humanos a que se refie re esta  ley, son los reconocidos como 
garanties individuales y sociales establecidas en la Constituciôn Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Constituciôn Politica del estado y por las leyes que 
de ella em anen; asi como los derechos humanos contenidos en los instrumentes 
internacionales suscritos y ratificados por los ôrganos correspondientes de la 
Federaciôn.
En nuestro Pais precedieron a este  organisme la Ley de Procuradurias de 
Pobres, creada en 1847 y promovida en San Luis Potosi por Don Ponciano 
Arriaga. En el siglo pasado, y a partir de la década de los setentas, se  crearon la 
Procuraduria Federal del Consumidor en 1975; en el Estado de Nuevo Leôn, La 
Direcciôn para la Defensa de los Derechos Humanos en 1979; en la Ciudad de 
Colima se fundô la Procuraduria de Vecinos de 1985, que se  formalizô en la Ley 
Orgânica Municipal de Colima de 1984; en la Universidad Nacional Autônoma de 
México se  estableciô la Defensoria de los Derechos Universitarios en mayo de 
1985; en Oaxaca, la Procuraduria para la Defensa del Indigena se  fundô en 
septiembre de 1986; en Guerrero, la Procuraduria Social de la Montana se  creo en 
abril de 1987; en A guascalientes la Procuraduria de Protecciôn Ciudadana del 
Estado naciô en agosto de 1988; en Querétaro se  configurô la Defensoria de los 
Derechos de Vecinos el 22 de diciembre de 1988.
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El Departamento del Distrito Federal estableciô la Procuraduria Social el 25 
de enero de 1989; se  creô la Direcciôn General de Derechos Humanos de la 
Secretaria de Gobernaciôn el 13 de febrero de 1989; en Morelos se  estableciô la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos en abril de 1989. En junio de I990se 
creô la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos y finalmente en agosto de 1992 
es  creada La Comisiôn de Derechos Humanos del Estado de Hidalgô, publicando 
en el Diario Oficial del Gobierno del Estado su constituciôn con fecha 20 de Julio 
de 1992.
En épocas recientes se  crearon la Direcciôn para la Defensa de los 
Derechos Humanos del Estado de Nuevo Leôn, en enero de 1979; la Procuraduria 
de Vecinos de Colima, en 1983; la Defensoria de los Derechos Universitarios de la 
UNAM, en 1983; la Procuraduria para la Defensa del Indigena en Oaxaca, en 
1986; y la Comisiôn de Derechos Humanos del Estado de Morelos, en 1989.
COMISION DE DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS PARA EL ESTADO 
DE NAYARIT:
Es un organism e pùblico, dotado de autonomie, con personalidad juridica y 
patrimonio propio, de caracter permanente, de participaciôn ciudadana y de 
servicio gratuite.
Se créa con la finalidad de protéger, defender, observer, promover, estudiar
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y divulgar los d erechos hum anos en el Estado
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE NUEVO LEON
La base  legal de la actuaciôn de la Comisiôn Estatal de Derechos Humanos 
de Nuevo Leôn lo es  el Articule 102 apartado “B” de la Constituciôn Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos, 87 de la Constituciôn Politica del Estado de Nuevo 
Leôn; su Ley publicada en el Periôdico Oficial numéro 158 de fecha 28 de 
Diciembre de 1992, mediante décrété numéro 120 y su Reglamento Interne 
aprobado en Sesiôn Ordinaria del Consejo en fecha 27 de septiem bre y ratificada 
el 31 de octobre del 2001, publicado en el Periôdico Oficial numéro 148 del dia 19 
de noviembre del 2001.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE OAXACA
La Comisiôn Estatal de Derechos Humanos de Oaxaca, se  creô por 
iniciativa del senor Gobernador del Estado, mediante el decreto numéro 88 de la 
Honorable Câm ara de Diputados, de fecha 27 de enero de 1993, por el cual se  
adicionô a la Constituciôn Local el articule 138 bis, en el que se  establece la
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existencia de esta  Com isiôn D efensora de los D erechos Humanos.
Con la creaciôn de la Comisiôn Estatal de Derechos Humanos, se  satisface 
la necesidad del pueblo oaxaqueho de tener garantizados sus derechos y 
libertades, asi como la pronta procuraciôn e imparticiôn de justicia.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE PUEBLA
El dia 18 de diciembre de 1992, se  publicô en el Periôdico Oficial, la Ley 
que créa la Comisiôn Estatal de Defensa de los Derechos Humanos. Surge como 
un Organismo descentralizado, con personalidad juridica y patrimonio propios; 
cuya objeto y atribuciôn e s  la protecciôn, respeto, observancia, promociôn, estudio 
y divulgaciôn de los D erechos Humanos, previstos por nuestro orden juridico 
nacional, aplicable en todo el territorio del Estado en materia de Derechos 
Humanos; respecto de las personas que en el se  encuentran.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE QUERETARO
La Comisiôn Estatal de los Derechos Humanos de Querétaro (CEDHQ), se  
créa en funciôn a lo establecido en el articule 102, fracciôn B de la Constituciôn 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos y en virtud a lo sehalado en el articule 9
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de la Constituciôn Politica del estad o  libre y soberano d e Querétaro d e Arteaga.
La Comisiôn Estatal de Derechos Humanos, es  un organismo 
descentralizado, con personalidad juridica y patrimonio propio, dotado de 
autonomie técnica y operative; que tiene por objeto esencial disehar e  impulsar los 
instrumentes para promover, salvaguardar y defender los Derechos Humanos de 
los gobernados y en general de todos los individuos que se  encuentren en el 
territorio del estado de Querétaro; coordinandose al efecto con las autoridades 
municipales, estata les e incluse federates y concertando acciones con las diversas 
Organizaciones No Gubernam entales (ONG’s) del estado.
La CEDHQ tendra competencia para conocer que las quejas relacionada 
con presuntas violaciones a los Derechos Humanos, cuando estas fueren 
imputadas —por acciôn u omisiôn- a autoridades y/o servidores pùblicos de 
caracter municipal o estatal. Cuando en una presunta violaciôn a los Derechos 
Humanos, estuvieren involucrados autoridades y/o servidores pùblicos de la 
federaciôn, la com petencia surtira en favor de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE QUINTANA ROO
Derivado de la publicaciôn del Decreto Federal por el que se  reforma el
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artîculo 102 apartado “B" de la Constituciôn Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos, mediante el cual se  establece el imperative para las entidades 
federativas a través de sus respectives Legislatures, de crear los organism es 
pùblicos de Derechos Humanos, en Quintana Roo, haciendo acopio puntual de tel 
mandamiento el 9 de septiem bre de 1992 fue expedido el Decreto nùmero 93 por 
el que se  adiciona un segundo parrafo al Articule 94 de la CPE para dar cabida a 
la creaciôn del organismo pùblico de protecciôn y defensa de los Derechos 
Humanos en la entidad. Derivado de esta  Reforma Constitucional en el âmbito 
local, en fecha 18 de septiem bre del propio ano, fue expedido el Decreto nùmero 
96 por el que se  créa La Comisiôn Estatal de Derechos Humanos, donde se 
establece la estructura organizacional, facultades, atribuciones y marco de 
competencia del propio organismo, mismo que inicia sus atribuciones de m anera 
formai en enero de 1993.
El 13 de diciembre de 2002 fue publicado m ediante Decreto nùmero 21 
expedido por la X Legislatura, la Ley de la Comisiôn de D erechos Humanos del 
Estado de Quintana Roo, la cual le otorga plena autonom ia de funcionamiento y 
gestiôn.
COMISION ESTADO DE DERECHOS HUMANOS DE SINALOA
La Comisiôn Estatal de Derechos Humanos e s  un organismo
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descentralizado, representativo de composiciôn plural, con autonomia, 
personalidad juridica y patrimonio propios que tiene por objeto esencial la 
protecciôn, observancia, promociôn, estudio y divulgaciôn de los derechos 
humanos previstos en nuestro orden juridico vigente. Es com pétente para conocer 
de quejas en contra de actes u omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes de cualquier autoridad o servidor pùblico que viole derechos 
humanos. Formulera recom endaciones pùblicas, autônom as, no vinculatorias y 
denuncias y quejas ante las autoridades respectives.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE SONORA
El 19 de Junio de 1992, el Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Sonore, 
en cumplimiento del m andate establecido en el nuevo marco Constitucional 
derivado de la Reforma al Articule 102 Constitucional y a efecto de propiciar la 
creaciôn de Instituciones y medios que garantizaran a la Sociedad Sonorense el 
respeto a sus derechos humanos, sometiô a la Consideraciôn del H. Congreso del 
Estado la iniciativa de ley de la Comisiôn Estatal de Derechos Humanos. La Ley 
123 que créa la Comisiôn fue publicada el 8 de octubre de 1992 y entrô en vigor al 
dia siguiente. En pleno acatam iento de sus funciones
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COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE TABASCO
La Comisiôn Estatal de Derechos Humanos de Tabasco fue creada 
mediante el decreto numéro 327 expedido el 27 de octubre de 1992 y publicado en 
el Periôdico Oficial del Estado de Tabasco, con fecha 7 de noviembre del mismo 
aho; el 29 de diciembre de 1992, por decreto nùmero 392 se  aprueba la Ley de la 
CEDH; esta  Ley es  de orden pùblico y de aplicaciôn en todo el Estado en materia 
de Derechos Humanos, en los términos establecidos por el parrafo tercero del 
articule 52 de la Constituciôn Politica del Estado Libre y Soberano de Tabasco; se 
instituye la Comisiôn Estatal de Derechos Humanos como un organismo 
descentralizado con personalidad juridica y patrimonio propios, que tiene como 
objeto esencial, la observancia, promociôn, estudios y divulgaciôn de los 
D esechos Humanos previstos por el orden juridico mexicano
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE TAMAULIPAS
El 6 de diciembre de 1993 la Quincuagésima Quinta Legislatura del Estado 
acordô reform a r la Constituciôn Politica Local en sus Articules 58 y 126, otorgando 
range constitucional, en el orden estatal, a la Comisiôn. La propia Legislatura, por 
decreto nùmero 76 expedido el 6 de enero de 1994, publicado en el Periôdico 
Oficial del 5 de febrero de 1994, aprobô la Ley de la Comisiôn de Derechos 
Humanos del Estado de Tamaulipas, que derogô el original decreto de creaciôn.
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recogiendo las experiencias de dos anos de labores, con lo que vino a enriquecer 
y fortalecer su funcionamiento conforme los principios que inspiran el sistem a del 
ombudsman.
El Consejo de la Comisiôn, en la sesiôn plenaria del dia 23 de marzo de 
1994, aprobô el Reglamento Interior, con lo que se  complementô la estructura 
juridica.
La Comisiôn tiene su sede en Ciudad Victoria, Capital del Estado, lugar 
donde también opera la Primera Visitaduria; la Segunda Visitaduria esta  localizada 
en Tampico, la Tercera en Reynosa, la Cuarta en M atamores y la Quinta en Nuevo 
Leôn.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE TLAXCALA
La Comisiôn Estatal de Derechos Humanos de TIaxcala es un organismo 
autônomo, con independencia, que tiene entre sus finalidades la protecciôn, la 
observancia, la promociôn, el estudio y la divulgaciôn de los Derechos Humanos.
En términos de lo establecido en el articule 20 de la Ley de la Comisiôn 
Estatal de Derechos Humanos de TIaxcala —publicada en el Periôdico Oficial del 
Gobierno del Estado el 12 de enero de 1999, con las reformas publicadas en la 
misma fuente el 23 de mayo de 2001-, la Comisiôn Estatal es  un organismo
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autônomo, con personalidad juridica y patrimonio propios, caracteristicas estas 
que le permiten garantizar el adecuado ejercido de sus funciones en bénéficié de 
la poblaciôn tiaxcalteca.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE VERACRUZ
El 27 de septiem bre de 1992, el H. Congreso del Estado de Veracruz o 
aprobô la creaciôn de Comisiôn Estatal de los Derechos Humanos para el Estado 
de Veracruz concibiendo un organismo descentralizado, con personalidad juridica 
y patrimonio propios.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE YUCATAN
El 22 de enero de 1992 el H. Congreso de la Uniôn dicta un decreto que 
reforma el articule 102 constitucional, que establece organism es protectores de los 
derechos hum anos en los estados.
Un aho m as tarde, el 27 de enero de 1993, el H. Congreso Constitucional 
del Estado de Yucatan décréta la Ley que créa la Comisiôn de Derechos Humanos 
del Estado de Yucatan, que se  publica el dia 28 del mismo m es y aho en el Diario 
Oficial de la Federaciôn. El 3 de marzo se  désigna un présidente de la Comisiôn y
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el 14 de septiem bre de 1999 se  publica el Reglamento Interior de la Comisiôn de 
Derechos Humanos del Estado de Yucatan
LA COMISION DE DERECHOS HUMANOS DE COAHUILA
En enero de 1992 se  constitucionalizô el Ombudsman en México creandose 
la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, convirtiéndose en un valioso auxiliar 
para alcanzar una mejor justicia y un buen instrumente en la lucha contra la 
impunidad. El articule 102, Apartado B de nuestra Constituciôn Mexicana, 
ordenaba, que tante el Congreso de la Uniôn como las législatures de los Estados, 
créa ran, en el âmbito de sus respectives competencies, organism es de protecciôn 
y defensa de los derechos humanos.
De tel m anera, el 30 de junio de 1992 es  decretada, por elle Congreso del 
Estado, la creaciôn de la Comisiôn de Derechos Humanos del Estado de Coahuila.
La Cornisiôn fue regulada por el articule 195 de nuestra Constituciôn local 
de la siguiente manera: “Todos los ciudadanos tienen derecho de reclamar ante el 
Congreso sobre la inobservancia o infracciôn de la Constituciôn, a fin de que se 
haga efectiva la responsabilidad de los infractores. El Congreso del Estado 
establecerà un organismo encargado de promover, divulgar y protéger los 
derechos hum anos. Este organismo sera autônomo y conocerâ de quejas en
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contra de actes u omisiones de naturaleza administrativa, provenientes de 
cualquier autoridad o servidor pùblico; sin embargo, no sera compétente 
tratândose de asuntos electorates, laborales y jurisdiccionales. Sus procedimientos 
serân gratuites, breves y sencillos, y en ocasiôn de su investigaciôn, podrâ 
formuler recom endaciones pùblicas, no obligatorias."
Oficialmente las actividades de nuestra Comisiôn iniciaron el 1° de octubre 
de 1992, por contar ya con los recursos financières, materiales y humanos, 
otorgados por el H. Congreso de Coahuila.
Siendo el primer Présidente el Lie. Javier Villarreal Lozano, de 1992 a 1995, 
posteriormente, la Lie. Maria Elena Rebollozo Marquez de 1995 a Agosto de 2001 
y la Lie. Miriam C ardenas Cantù, la nueva Presidenta de esta  Instituciôn, tomô 
posesiôn en el m es de septiem bre del aho 2001.
Para la actual Presidenta y su equipo de trabajo es  muy importante 
salvaguardar en nuestra Entidad los valores de los derechos humanos, como son, 
la justicia, dignidad y seguridad, los cuales son condiciones indispensables para 
garantizar la conservaciôn del orden pùblico.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE MICHOACAN
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La Comisiôn de Derechos Humanos del Estado de Michoacân, fue creada 
en el 8 de febrero de 1993, e s  un organismo técnico-juridico que tienen la funciôn 
de defender y vigilar los derechos humanos, asi como promover, difundir y 
coordinar la ensenanza estudio y capacitaciôn de la cultura del respeto por los 
derechos humanos.
COMISION ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE CAMPECHE
La Comisiôn de Derechos Humanos del Estado de Cam peche, fue creada 
en el primero de enero de 1993, que tienen la funciôn de defender y vigilar los 
derechos humanos, asi como promover, difundir y coordinar la ensenanza, estudio 
y capacitaciôn de la cultura del respeto por los derechos humanos.
En la Bibliografia sobre el Ombusdsman e Instituciones afines publicada por la 
Comisiôn Nacional de Derechos Humanos de diciembre del 2004, en su 
presentaciôn por parte de Héctor Fix Zamudio indico “Que en la actualidad puede 
afirmarse que los organism os no jurisdiccionales de protecciôn de los derechos 
hum anos se  han consolidado en el ordenamiento y en la practica mexicanos, por 
medio de un sistem a tutelar muy amplio, uno de los m as extensos del mundo, 
pues actualm ente funcionan 33 de dichos organismo, 31 en los estados, uno en el 
Distrito Federal y la Comisiôn Nacional.^®®
Informaciôn otorgada por la comisiôn estatal
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CAPITULO SEPTIMO
EL EFECTO DE LAS RECOMENDACIONES DE LA COMISION 
NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS.
Para el analisis de las recom endaciones que emite la CNDH, se  debe tomar 
en consideraciôn dos etapas, la primera cuando entrô en vigor el Decreto que créa 
la CNDH, como organismo desconcentrado de la Secretaria de Gobernaciôn de 
fecha 6 de junio de 1990 y la segunda cuando se  reforma y adiciona el Apartado B 
del Articule 102 Constitucional, en el que indica “Que el organismo que establezca 
el Congreso de la Uniôn se  denominara Comisiôn Nacional de Derechos 
Humanos; Contarâ con autonomia de gestiôn y presupuestaria, personalidad 
juridica y patrimonies propios”. Publicada en el Diario Oficial de la Federaciôn el 
dia 28 de enero de 1992 y entre en vigor el 29 del mismo m es y aho.
Prim eram ente la CNDH en la actualidad tiene dos atribuciones distintas que 
no deben confundirse:
1. - L a  protecciôn de los derechos humanos que otorga el orden juridico 
mexicano.
2. - Conocer de las quejas en contra de actes u omisiones de naturaleza
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administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor pùblico,
El fundamento de la queja prevista en el apartado B del Articule 102 
Constitucional, tratândose de actes u omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes de cualquier autoridad o servidor pùblico.
Se busca al efecto reparador sobre las siguientes bases:
1. - L a  buena fe indiscutida por parte de la autoridad o servidor pùblico 
contra quien va dirigida la queja.
2 - La voluntad firme e inquebrantable de ajustarse al orden juridico vigente.
Es évidente que e s  suficiente que se sehale a la autoridad o servidor 
pùblico la anom alia administrativa detectada y se  le auxilie recom endândole la 
m anera de superaria o darle soluciôn al interés afectado para que una vez 
convencido de que en efecto existiô la irregularidad sehalada y que la soluciôn 
propuesta e s  la adecuada, procéda a solucionar el problema.
Presented a la queja, lo primero que se  debe analizar es  la procedencia, 
e s ta  se  encuentra constituida por el conjunto de formalidades, requisites y 
condiciones de toda indole que debe reunirse para que se  pueda evocar al
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conocim iento del asunto.
En el case  de la queja prevista en el Apartado B del Articule 102 
Constitucional, no es  propiamente un recurso y m enos un juicio pero si se debe 
analizar la procedencia en virtud de que de ser procedente darâ lugar a un 
procedimiento en que se  resolverâ indicando si la queja résulte fundada o 
infundada.
En el case  de ser procedente se  emitirâ una recomendaciôn.
Clasificaciôn de los requisites y condiciones de la procedencia.
Los requisites o condiciones de procedencia de la queja prevista en el 
apartado B del articule 102 constitucional, puede estab lecerse de acuerdo con los 
siguientes criterios.
A.- Atendiendo a su notoriedad bay que considerar dos hipôtesis:
1. - Puede suceder que la ausencia de los requisites y condiciones de 
procedencia se a  évidentes, case  en el cual la queja séria improcedente. Lo que 
daria lugar a desecharla.
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2. - También es  posible que no sea  évidente si se  reunieron o no los 
requisites o condiciones de procedentes y para determinar e s  necesario reunirse 
mayores elem entos de convicciôn.
Se debe fundar y motivar la negativa, y orientar al supuesto agraviado 
respecto a la via o medio de defensa que en su case  sea  juridicamente idônea, 
limitando su intervencion hasta ahi.
B - otro criterio de distinciôn es  el del range o jerarquia de dichos requisites 
y condiciones de procedencia, los cuales pueden ser constitucionales o légales.
Los ûnicos requisites de procedencia de la queja prevista en el apartado B 
del articule 102 constitucional son;
1. -La existencia de un interés simple, es  de caracter difuso, a diferencia del 
exigido en el juicio de am pare que debe ser directe, objetivo y personal.
El interés simple es  que cualquier persona puede interponerlo, de acuerdo 
al articule 25 de  la Ley de la CNDH.
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2. - Que el acte que s e  reclama se a  de naturaleza administrativa
Establecida la procedencia de la queja se  inicia el proceso de conocimiento 
durante el cual la CNDH, debe de allegarse todos los elem entos de convicciôn que 
le permitan determinar si la queja es  juridicamente fundada o no.
Tiene dos fuentes para recabar informaciôn y pruebas:
1. - Los que apode el particular que promueve la queja;
2 Las que proporcione la autoridad o servidor pùblico a quien se  le atribuye 
el acto u omisiôn que la motiva u otros que en virtud de sus atribuciones légales 
encuentran relacionados con ésta.
3. - Excepcionalmente las que se  encuentren en poder de otros particulares.
La CNDH, tiene la facultad de recabar todos los elem entos de convicciôn 
necesarios y en consecuencia tienen la obligaciôn las autoridades o servidores 
pùblicos relacionados, directamente o indirectamente con la queja planteada a 
proporcionarlos.




La facultad se  la otorga el Apartado 13 del articule 102 Constitucional por lo 
cual las recom endaciones tienen la fuerza constitucional, por lo cual desde mi 
punto de vista deben de ser obligatorias y no estar sujetas a que el servidor la 
quiera cumplir o no, sin embargo, no debe de tener la CNDH, facultades para 
exigirlo, porque tendria un enorme poder politico, y provocaria un enfrentamiento 
con otras dependencias de gobierno.
Sin embargo en la actualidad depende del Congreso de la Union, considero, 
que si sé  esta  dem ostrando que se  estân violando los derechos hum anos y su 
gravedad, este  puede pedir, al Ejecutivo Federal el cese  de la autoridad violadora.
Las recomendaciones pùblicas
Deben ser pùblicas las recom endaciones a efecto de que la sociedad en 
general se  entere de lo que se  le indica a la autoridad o servidor pùblico o a sus 
superiores Jerârquicos del funcionamiento de las areas de la administraciôn 
pùblica cuestionadas y de las soluciones que se  proponen de modo principal, de 
los argum entos en que se  basan las propuestas.
Las recomendaciones autonomes
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Otra de las caracteristicas constitucionales de las recom endaciones e s  que 
sean autônom as.
Deben ser autônom as, e s  decir dictada por la CNDH, libremente, con 
imparcialidad, conforme a derecho, sin la intervenciôn de otro organismo y sin 
aceptar ningùn género de presiones.
Las recomendaciones deben ser no vinculatorias
Este termine indica y prohibe a estas, por si mismas, anular, modificar o 
dejar sin efecto las resoluciones o actes contra los cuales se  hubiese presentado 
la queja o denuncia, sine también obligar o coaccionar al servidor pùblico o 
autoridad a que sea  el mismo el que las anule modifique, o deje sin efecto.
El conocimiento de quejas contra actes u omisiones de naturaleza 
administrativa no e s  discrecional.
El Apartado B del articule 102 Constitucional al referirse a las atribuciones 
de la CNDH, textualm ente indica “El Congreso de la Uniôn y las legislate ras de las 
Entidades Federativas, en el âmbito de sus respectives competencies, 
establecerân organism os de protecciôn de los Derechos Humanos los que
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conocerân de quejas en contra de actes u omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes de cualquier autoridad o servidor pùblico, con excepciôn de los del 
Poder Judicial de la Federaciôn, que violen es te s  derechos,...”, este  es  el 
fundamento constitucional para que conozcan de todas las quejas.
Por lo arriba indicado e s  anticonstitucional el articule 35 de la Ley de la 
CNDH, que indica “La Comisiôn Nacional por conducto de su présidente y previa 
consulta con el consejo, puede declinar su competencia, en un case  determinado, 
cuando asi lo considéré conveniente para preservar la autonomia y autoridad 
moral de la instituciôn”.
La inconstitucionalidad de este  articule e s  manifiesta, ya que otorga a la 
CNDH, una facultad discrecional que contradice el texte constitucional, por lo cual 
debe suprimirse, adem às de que su funciôn es  restablecer el orden juridico 
mexicano y en es te  case  lo esta  violando.
El limite constitucional a la competencia de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos.




La CNDH, y las instituciones gubernam entales de derechos humanos se 
deben m antener al margen del debate politico, en virtud de que existe un sistema 
de protecciôn del proceso electoral, que lo garantiza debidamente.
Por lo que no intervenir en las controversias de esta  indole que 
invariablemente estân dotadas de un contenido y orientaciôn propios de las 
corrientes y agrupaciones politicas actuantes, ya que de intervenir ello debilitaria 
su autoridad y podria afectar su imparcialidad.
LA MATERIA LABORAL
Debe tenerse présente que se  trata de controversias entre particulares, esto 
es, no se  da la posibilidad de una autoridad o un servidor pùblico atente contra los 
derechos hum anos de alguna de las partes, ahora bien, aùn cuando una de las 
partes sea  el propio estado, este  no estaria actuando como tal sino como patrôn, 
e s  por ello que e s te s  asuntos tampoco deben corresponder a su competencia, lo
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contrario significaria que estos organismos duplicarân o sustituyeran las funciones 
propias de las Juntas laborales.
El Lie. Jo sé  de Jesù s  Gudiho Pelayo en su libre “EL ESTADO CONTRA SI 
MISMO, LAS COMISIONES GUBERNAMENTALES DE LOS DERECHOS 
HUMANOS Y LA DESLEGITIMAClÔN DE LO ESTATAL ", indica que interpretando 
a contrario sensu, en cuanto interviene una autoridad o servidor pùblico por 
ejemplo, realizando una inspecciôn al centre de trabajo que se  considéra indebida 
o el no desahogo de un trâmite, entonces la materia de ser laboral para 
convertirse en actes u omisiones de naturaleza administrativa y por consiguiente, 
de la competencia de la CNDH, y de los organismos gubernam entales de los 
derechos hum anos que prevé la Constituciôn.
A lo anterior considero que se  debe Modificar la Constituciôn en el Apartado 
B del articule 102, que rige la CNDH para indicar y facultar que también estudiara 
sobre las violaciones a los derechos humanos, en esta  materia, pero nunca 
resolveria las controversias, e s  decir quien tiene la razôn o no.
El Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
en el Borrador Diagnostico Sobre la situaciôn de los Derechos Humanos en 
México de fecha 20 de octubre del 2003, indica en la pagina 6, sobre esta  materia 
“En cuanto a las materias laborales, no hay razôn para que la CNDH no pueda 
conocer de las violaciones a los Derechos Humanos sobre naturaleza laboral.
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cuando se  trata de asuntos no jurisdiccionales. Su naturaleza laboral, cuando se 
trata de asuntos no jurisdiccionales. Se ha sostenido por algunos que basta con el 
juicio de amparo para asegurar la defensa constitucional en estos casos, pero este  
es un argum ente que podria aplicarse a todos los asuntos de competencia de la 
CNDH y por lo tanto no es  valide. En consecuencia, résulta conveniente modificar 
la legislaciôn que rige la CNDH, para incluir dentro de su competencia las 
violaciones a derechos hum anos de tipo laboral no jurisdiccional
De todo lo anterior se  desprende que la CNDH debe intervenir sobre 
naturaleza laboral, cuando se  trata de asuntos no jurisdiccionales.
De las inconformidades contra la actuaciôn de los organismos estatales de 
derechos humanos.
El ultimo parrafo del Apartado B del Articule 102 Constitucional dispone.
“La CNDH, conocerâ de las inconformidades que se  presenten en relaciôn 
con la recom endaciones, acuerdos u omisiones de los organism os équivalentes en 
las entidades federativas”
Los organism os locales actuarian en su âmbito de competencia territorial,
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tendrian jurisdicciôn restringida, pero los quejosos podrian inconformarse ante la 
CNDH, respecte de las recom endaciones de los organes locales. Elio permitiria 
unidad de criterios en lo que hace a la forma, termines y medios para salvaguardar 
los derechos hum anos bajo los principles de seguridad, objetividad y certeza 
juridica.
El Lie. Jo sé  de Je su s  Gudino Pelayo com enta en su libre “EL ESTADO 
CONTRA SI MISMO, LAS COMISIONES GUBERNAMENTALES DE LOS 
DERECHOS HUMANOS Y LA DESLEGITIMAC1ÔN DE LO ESTATAL que en 
consecuencia, la inconformidad al igual que la publicidad, tiene un sentido 
pedagôgico y didâctico, se  trata en ultima instancia de ensenar a los organismes 
estatales de derechos hum anos cômo deben hacer las cosas.
A lo anterior considéré que se  debe indicar principalmente que la intenciôn 
de la inconformidad es  dar oportunidad a los particulares o quejosos, en segunda 
instancia, a m anifestarse en contra de las recom endaciones, acuerdos y 
omisiones de los organism es estatales de derechos humanos, en virtud de que 
consideran que con dichos actes u omisiones se  continûen violando sus derechos 
humanos.
Tratàndose de actes u omisiones de naturaleza administrative provenientes 
de cualquier autoridad o servidor pùblico.
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Las recom endaciones, considéré que su efecto principal, e s  indicar que 
ninguna autoridad o servidor publico esta  por encima de la ley, per lo que la 
sociedad en general se  entere de lo que se le indice a la autoridad o servidor 
pùblico o a sus superiores jerârquicos del funcionamiento de las areas de la 
administraciôn pùblica cuestionadas y de las soluciones que se  proponen y de 
modo principal, de los argum entes en que se  basan las propuestas.
Las recom endaciones con fundamento en el décrété presidencial del 6 de 
junio de 1990.
El dia 13 de diciembre de 1990, el Dr. Carpizo rindiô su primer informe 
trimestral de labores de la CNDH, e infirmé que recibiô 1343 quejas, incluidos 205 
expedientes entregados por la Direccion General de Derechos Humanos de la 
Secretaria de Gobernacién, del total 841 quejas se  refieren a hechos 
presuntam ente violatorios de los Derechos Humanos, de las 302 quejas en las que 
la CNDH es incompétente, y 200 quejas que no habia podido clasificar por falta de 
suficiente informacion, durante el periodo que abarca el primer informe, la CNDH 
amitié 33 recom endaciones, que en todos los casos fueron resultado de una 
acuciosa investigacién y valoracién a conciencia de las pruebas presentadas y 
encontradas, de las cuales 10 correspondieron a la Procuradurîa General de la 
Repûblica, las restantes a la Secretaria de la Defensa Nacional, Comunicaciones y
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Transportes, y a los gobiernos de los Estados de Baja California, Baja California 
Sur, Guerrero, Oaxaca, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas y Veracruz, a los 
Procu rad ores G enerates de Justicia del Distrito Federal y de Oaxaca, Présidentes 
Municipales de Acapulco y Chilpancingo Présidentes del Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal y Veracruz, Présidente del Congreso de Guerrero y 
varios Jueces de Distrito.
Las recom endaciones de la Comisiôn solo se  pueden basar en las 
evidencias del respective expediente apreciadas en conciencia.
Las recom endaciones han sido criticadas por no contar con un control de 
seguimiento de las mismas, ya que al ser recibidas por la autoridad responsable 
se  ignora si se  cumplen o no.
De las 45 recom endaciones expedidas por la CNDH de junio de 1990 a 
febrero de 1991, ûnicamente 5 han sido cumplidas cabalm ente. De las dem às no 
se  tienen pruebas de su total cumplimiento. Lo an tes citado se  desprende del 
informe rendido el dia 13 de diciembre de 1990 por el Dr. Jorge Carpizo Me. 
Gregor, Présidente de la CNDH respecto a, la problemâtica el Dr. Carpizo 
manifesto “no basta a la Comisiôn que se  manifieste la aceptaciôn de sus 
recom endaciones, sino que debe probarse realmente si s e  han cumplido”.
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Las recom endaciones son resultado de una acuciosa investigacién y 
valoracién a conciencia de las pruebas presentadas y encontradas, mismas que 
carecen de fuerza coactiva, pero que son moralmente obligatorias.
Considero que la fuerza de las recom endaciones, se  encuentra en su 
publicacién en todos los diarios de circulacién nacional, de la conducta de la 
autoridad responsable, en cumplir o no cumplir una recom endacién de la CNDH, 
ya que se exhibe a las autoridades responsables, m ism as que deben ser cesadas 
por sus superiores de com probarse su responsabilidad.
Con respecto a las recom endaciones el ilustre jurista Jorge Barrera Graf comenté 
“El hecho de que el Procurador General haya rechazado algunas de las 
recomendaciones de la CNDH significa que esta  no tiene él suficiente apoyo del 
Ejecutivo Federal”, asimismo agrego, “Este e s  un problema politico. Las 
consecuencias de que una autoridad de e se  rango deseche las recom endaciones 
por razones futiles, llevarian a un régimen pariamentario de derecho a que el 
Présidente tomara partido a favor de una u otra autoridad”^ ®®
Mucho se  ha com entado sobre la eficacia de un organism e como la CNDH, 
sobre si una simple recom endacién puede frenar los atropellos, equivocaciones o 
negligencia de los funcionarios pùblicos.
Revista Proceso “La Comisiôn de Carpizo, limitada porque carece de legaiidad”, n. 726, México 1 de 
Octubre de 1990, p. 6
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Al respecto cuando el Dr. Jorge Carpizo, era el présidente de la CNDH, serialo 
“Que la CNDH nç viene a desquiciar el sistem a juridico mexicano sino a 
complementarlo. Por lo que por su carâcter em inentem ente moral, las 
recom endaciones de la CNDH habrian de modificar sustancialm ente la relaciôn 
entre gobernantes y gobernados”.
Por ello la sociedad en general espera que efectivamente sean  castigados 
los em pleados o funcionarios pùblicos, de acuerdo y en apego a la realidad de los 
delitos cometidos por dichas personas al violar los derechos humanos, situaciôn 
que le darà credibilidad a las instituciones y consecuentem ente al gobierno.
En esa  época el Gobernador Rufo de Baja California, indicé que las 
recom endaciones que emite la CNDH “Merecen atencién", indicando también que 
"Nuestras actuaciones deben ejercerse con total respeto a los derechos 
hum anos”.^ °^
Por otro lado, mediante un comunicado, la Procuradurîa General del Estado 
de Tabasco, aseguré que acatarâ en todos los términos las recom endaciones que 
emita la CNDH.^^^
La Jomada, “Rufo, merecen atencién las recomendaciones de la CNDH. México 13 de Febrero de 1991, p.
95
La Jomada, “Acatara el Gobierno Tabasquefio recomendaciones de la CNDH”, 21 de febrero de 1991, p.
27
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El Consejo de la CNDH emitiô su Acuerdo No. Uno, en el que estableciô 
que en las recom endaciones se  debe senalar que los términos de que gozan las 
autoridades para aceptar o no el contenido de dichas recom endaciones, es  de 15 
dias naturales y que para presentar las pruebas correspondientes a que se  han 
cumplido cabalm ente las recomendaciones, es  de 30 dias naturales, am bos a 
partir del momento en que fue notificada la recomendacién. La falta de 
presentacién de pruebas en los mencionados plazos “se  interpretarà como que no 
se  acepté la recomendacién, quedando la CNDH en libertad para manifestar 
pùblicamente que e sa  recomendacién no fue atendida por la autoridad que violé 
los derechos humanos.
El Consejo de la CNDH emitié su Acuerdo No. Très en el que determine 
que ese  organisme, una vez hecha una recomendacién a alguna autoridad en 
ningün case tiene competencia para intervenir con la autoridad involucrada en una 
nueva o segunda instancia lo que la convertirfa en coadyuvante de la autoridad a 
la que se  le dirigié e sa  recomendacién, lo cual e s  ajeno a sus fines, y se 
desvirtuaria su capacidad y actuacién como “Om budsm an”.^ ^^
Con fundam ento a las recom endaciones de la CNDH, se  ha logrado que se  
libéré a personas que estaban detenidas o recluidas, siendo inocentes, y que se  
procediera contra los funcionarios que violaron los derechos hum anos del reo y 
abusaron del poder otorgado por el Estado.
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El entonces Departamento del Distrito Federal, informé que acataria las 
recomendaciones con respecto a los Centros Penitenciarios como son; remodelar 
la càrcel de Santa Martha Acatitia; El Centro Femenil de Tepepan volverîa a 
funcionar como Centro Medico de los Reclusorios. Adem és se  comprometié el 
Gobierno Capitalino a que la situacién en los reclusorios se  mejoraria.
Dada su importancia, la participacién de la CNDH en el Sistema 
Penitenciario sera perm anente.
El 22 de mayo de 1991, el Ejecutivo Federal cambié al Procurador General 
de la Repûblica, nombrando al Lie. Ignacio Morales Lechuga para ocupar dicho 
puesto. La salida del anterior Procurador se  debié en parte a la violacién 
sistemâtica de los D erechos Humanos, la corrupcién y la impunidad de los 
agentes de la Policia Judicial Federal, denunciados por organism os nacionales y 
extranjeros.^^^
La Jomada, “la CNDH, no puede intervenir en las investigaciones” México 12 de febrero de 1991. p. 17
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RECOMENDACION
Sera Pùblica y no tendra el carâcter imperative para la autoridad o servidor 
pùblico a los cuales sé  dirigirâ y en consecuencia, no podrâ por si misma anular, 
modificar o dejar sin efecto las resoluciones o actes contra los cuales se  hubiese 
presentado la queja o denuncia
En todo case, una vez recibida la autoridad o servidor pùblico de que se 
trate informara, dentro de los quince dias habiles siguientes a su notificaciôn si 
acepta dicha recomendacién. Entregara en su case, en otros quince dias 
adicionales, las pruebas correspondientes de que ha cumplido con la 
Recomendacién. Dicho plazo podrâ ser ampliado cuando la naturaleza de la 
Recomendacién asi lo amerite. (Articulo 46 de la ley de la CNDH)
En contra de las Recomendaciones, acuerdos o resoluciones definitivas de 
la Comisién Nacional. No procederâ ningùn recurso (Articulo 47 de la ley de la 
CNDH)
De las inconformidades contra la actuacién de los organismos
Revista Proceso. “La funciôn Pùblica de Àlvarez Castillo, marcada por los illcitos”, n. 780. México 27 de 
mayo de 1991.
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estatales de derechos humanos.
El ultime pârrafo del Apartado B del Articulo 102 Constitucional dispone.
“La CNDH, conocerâ de las inconformidades que se  presenten en relaciôn 
con las recom endaciones, acuerdos u omisiones de los organismos équivalentes 
en las entidades federativas” En el articulo 55 de la ley de la CNDH se  fundamenta 
en el citado articulo constitucional y de acuerdo con las disposiciones de esta ley. 
Se aplicaran supletoriam ente y en lo que resuite procedente, los preceptos del 
Titulo III, Capitule I de esta  ley. Las resoluciones de la Comisiôn Nacional de 
Derechos Humanos sobre es ta s  inconformidades no admitirân recurso alguno.
EL RECURSO DE QUEJA
Solo podrâ se r promovido por los quejosos, o denunciantes que sufran un 
perjuicio grave, por las omisiones o por la inacciôn de los organismos locales, con 
motive de los procedimientos que hubiesen substanciado ante los mismos, y 
siempre que no exista Recomendacién alguna sobre el as  unto de que se  trate; y 
hayan transcurrido seis m eses desde que se  présenté la queja o denuncia ante el 
propio organism e local. (Articulo 56 de la ley de la CNDH).
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En caso de que el organisme local acredite estar dando seguimiento 
adecuado a la queja o denuncia, el recurso de queja deberé ser desestimado. 
(Articulo 56 de la ley de la CNDH)
El recurso de queja deberâ ser presentado directam ente ante la Comisiôn 
Nacional de Derechos Humanos, por escrito, o en casos de urgencia, oralmente o 
por cualquier medio de comunicaciôn; en este  supuesto, la instancia deberâ ser 
ratificada dentro de los très dias siguientes por el interesado. En dicho escrito o 
comunicaciôn, deberân precisarse las omisiones o la inactividad del organisme 
estatal respective; acom pahado de las pruebas docum entâtes que lo sustenten. La 
Comisiôn Nacional, antes de pronunciarse sobre la admisiôn del recurso, podrâ 
solicitar a los interesados las informaciones o aciaraciones que considéré 
necesarias, y podrâ desecharlo de piano cuando lo considéré notoriamente 
infundado o improcedente. (Articulo 57 de la ley de la CNDH)
La tramitaciôn serâ  breve y sencilla. Una vez admitido el recurso, la 
Comisiôn Nacional correrâ trasiado del mismo, al organisme estatal contra el cual 
se  présente, para que rinda un informe en un plazo no m as de diez dias hâbiles, el 
cual deberâ acom pahar con las constancias y fundam entos que justifiquen su 
conducta. Si dicho informe no se  présenta dentro de dicho plazo, se  presumirân 
ciertos los hechos sehalados, salve prueba en contrario. (Articulo 58 de la ley de la 
CNDH)
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La Comisiôn Nacional deberâ pronunciarse sobre la queja en un termine 
que no exceda de sesen ta  dias, a partir de la aceptaciôn del recurso, formulando 
una Recomendaciôn al organisme local, para que subsane, de acuerdo con su 
propia legislaciôn, las omisiones o inactividad en las que hubiese incurrido; o bien 
declararâ infundada la inconformidad cuando considéré suficiente la justificaciôn 
que présenta e se  organism e estatal. Este deberâ informer en su caso, en un plazo 
no mayor de quince dias hâbiles, sobre la aceptaciôn y cumplimiento que hubiese 
dado a dicha Recomendaciôn.(Articulo 59 de la ley de la CNDH)
La Comisiôn Nacional ante un recurso de queja por omisiôn o inactividad, si 
considéra que el asunto e s  importante y el organisme estatal puede tardar mucho 
en expedir su Recomendaciôn podrâ atraer e sa  queja y continuar tramitândola con 
el objeto de que sea  este  organisme el que emita, en su caso, la Recomendaciôn 
correspondiente. (Articulo 60 de la ley de la CNDH)
EL RECURSO DE IMPUGNACION
Procederâ exclusivam ente ante la Comisiôn Nacional y contra las resoluciones 
definitivas de los organism os estatales de los derechos hum anos o también 
definitivas de las autoridades locales sobre el cumplimiento de las 
Recom endaciones emitidas por los citados organismos. Excepcionalmente podrân
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impugnarse los acuerdos de los propios organismos esta ta les cuando, a juicio de 
la Comisiôn Nacional, se  violen ostensiblem ente los derechos de los quejosos o 
denunciantes en los procedimientos seguidos ante los citados organismos, y los 
derechos deban protegerse de inmediato. (Articulo 61 de la ley de la CNDH)
El recurso de impugnaciôn deberé contener una descripciôn concreta de los 
hechos y razonam ientos en que se  apoya, asi como las pruebas documentâtes 
que se consideran necesarias. A su vez, el organism e estatal de derechos 
humanos debera enviar con la instancia del récurrente un informe sobre la 
Recomendaciôn que se  impugna con los docum entes justificatives que considéré 
necesarios. (Articulo 62 de la ley de la CNDH)
El recurso de impugnaciôn interpuesto contra una Recomendaciôn de 
carâcter local, o contra la insuficiencia en el cumplimiento de la misma por la 
autoridad local, deberâ presentarse por escrito ante el organism e estatal de 
protecciôn de derechos hum anos que la hubiere formulado, dentro de un plazo de 
treinta dias naturales, contados a partir de que el récurrente tuvo conocimiento de 
la propia Recomendaciôn. El citado organisme local deberâ enviar el recurso ante 
la Comisiôn Nacional dentro de los quince dias siguientes. (Articulo 63 de la ley de 
la CNDH)
Sôlo quienes hayan sido quejosos en un expediente integrado por un
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organismo estatal de derechos humanos, esta ran legitimados para interponer los 
recursos de impugnaciôn, tanto contra las recom endaciones de dichos organismos 
como contra la insuficiencia de las autoridades locales en el cumplimiento de ellas. 
(Articulo 64 de la ley de la CNDH).
Una vez que la Comisiôn Nacional hubiese recibido el recurso de 
impugnaciôn, de inmediato examinarâ su procedencia y en caso necesario 
requerirâ las informaciones que considéré necesarias del organismo estatal 
respective, o de la autoridad correspondiente. Podra desechar de piano aquellos 
recursos que considéré notoriamente infundados o improcedentes.
Ya admitido el recurso, se  correrâ trasiado del mismo a la autoridad u 
organismo estatal contra el cual se  hubiese interpuesto, segûn sea  el caso, a fin 
de que en un plazo mâximo de diez dias naturales remita un informe con las 
constancias y fundam entos que justifiquen su conducta. Si dicho informe no se 
présenta oportunamente, en relaciôn con el trâmite del recurso se  presumirân 
ciertos los hechos sehalados en el recurso de impugnaciôn salvo prueba en 
contrario.
De acuerdo con la documentaciôn respectiva, la Comisiôn Nacional 
examinarâ la legaiidad de la Recomendaciôn del organismo local, o de la conducta 
de la autoridad sobre el cumplimiento de la que se  le hubiese formulado.
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Excepcionalmente y sôlo cuando se  considéré que e s  precise un periodo 
probatorio, se  recibirân las pruebas ofrecidas por los interesados y por los 
représentantes oficiales de dichos organismos. (Articule 65 de la ley de la CNDH)
Una vez agotada la tramitaciôn, la Comisiôn Nacional deberâ resolver el 
recurso de impugnaciôn en un plazo no mayor de sesen ta  dias hâbiles, en el cual 
deberâ pronunciarse por;
La confirmaciôn de la resoluciôn definitiva del organismo local de derechos 
humanos.
La modificaciôn de la propia Recomendaciôn, caso  en el cual formularâ a su 
vez, una Recomendaciôn al organismo local.
La declaraciôn de suficiencia en el cumplimiento de la Recomendaciôn 
formulada por el organismo estatal respective.
La declaraciôn de insuficiencia en el organismo estatal por parte de la 
autoridad local a la cual se  dirigiô, supuesto en el que la Comisiôn Nacional, 
formularâ una Recomendaciôn dirigida a dicha autoridad, la que deberâ informer 
sobre su aceptaciôn y cumplimiento.
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La ley de la CNDH en capitule IV de las inconformidades en su articulo 57 
indice “ser ratificada dentro de los très dias siguientes”; en el articulo 58 indica 
“informe en un plazo no mayor de diez dias hâbiles; en el articulo 59 indica 
“término que no exceda de sesen ta  d ias,” y “en un plazo no mayor de quince dias 
hâbiles,” en el articulo 63 indica “dentro de un plazo de treinta dias naturales,” y 
“enviar el recurso ante la Comisiôn Nacional dentro de los quince dias siguientes”;. 
En el articulo 65 indica “en un plazo mâximo de diez dias naturales”; en el articulo 
66 indica “en un plazo no mayor de sesen ta  dias hâbiles,”.
De acuerdo a lo anterior podria considerarse la modificaciôn en estos 
articules y ser fijados los términos en dias hâbiles en todos los casos, a efecto de 
no causar confusiôn y en virtud de ser equitativo.
Acuerdos de no responsabilidad o de los documentos de no 
responsabilidad.
En el articulo 44 de la ley de la CNDH, hace referenda al acuerdo de no 
responsabilidad, y el articulo 45 de la citada ley indica “En caso  de que no 
comprueben las violaciones de los Derechos Humanos imputadas, la Comisiôn 
Nacional dictara acuerdo de no responsabilidad”. Y en el articulo 141 del 
Reglamento Interno de la CNDH, hace referenda que concluida la investigaciôn y
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en caso de existir los elem entos de convicciôn necesarios para dem ostrar la no 
existencia de violaciones a los Derechos Humanos, o de no haberse acreditado 
estos de m anera fehaciente, el Visitador Adjunto lo harâ del conocimiento de su 
superior inmediato a fin de inicie la elaboraciôn del Documente de No 
Responsabilidad correspondiente
Cuando la autoridad actuô correctamente, en los casos en que son 
acusadas de violaciôn a los derechos humanos, la CNDH, previo el proceso de 
investigaciôn, en donde se  llega a la conclusiôn de que la queja e s  infundada o 
que los hechos descritos son falsos, g ira a las autoridades denunciadas acuerdos 
de no responsabilidad del Documente No Responsabilidad correspondiente, en los 
que se indica que las autoridades actuaron correctamente.
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CON G L U SI O N ES
Como bien antes apuntam os la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, 
fue creada por Decreto, publicado el dia 6 de junio de 1990. Teniendo como 
responsabilidad la de proponer y vigilar el cumplimiento de la politica nacional en 
materia de respeto y defensa de los derechos humanos, siendo un gran acierto 
por parte del Poder Ejecutivo Federal.
Con la creaciôn de la CNDH, se  busca garantizar los derechos humanos de 
cada uno de los mexicanos y extranjeros de este  pais, misiôn que obviamente se 
sabia dificil y complicada, sobre todo en un pais donde durante décadas la 
impunidad y corrupciôn hacian cada vez m as dificil la salvaguarda de estos 
derechos.
Inicialmente la fundamentaciôn juridica de la Comisiôn se  basa  en los articulos 17 
y 27 de la Ley Orgânica de la Administraciôn Pùblica Federal, situaciôn que fue 
criticado por la mayoria de juristes, siendo necesaria su fundamentaciôn en la 
Constituciôn, acontecimiento que se  da posteriormente.
Nuestra Constituciôn e s  una de las m as complétas del mundo, pero se  concluye;
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a).- Que no contiene declaraciôn de derechos humanos;
b).- Que los derechos humanos son m as amplios que las garantias 
individuates;
c).- Que la constituciôn protege a los derechos humanos.
La creaciôn de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, comenzô a ser eco 
del estancam iento y debilitamiento de las instituciones, al existir un vaclo juridico 
en el deber ser y en el ser.
La Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, actualm ente es  un ôrgano 
constitucional, en virtud de estar fundamentada en la Constituciôn, en el Apartado 
B del articulo 102, contando con autonomia de gestiôn y presupuestaria, 
personalidad juridica y patrimonies propios.
La CNDH debe informer periôdicamente sobre sus recom endaciones emitidas, 
principalmente respecto al seguimiento y cumplimiento de las m ismas por parte de 
las autoridades responsables, mismas que deben ser en periôdicos de circulaciôn 
nacional y en todos los medios de comunicaciôn.
Se debe constituir la formaciôn de Delegaciones Estatales, en todos los Estados 
del pais, por parte de la Comisiôn Nacional de Derechos Humanos, con el fin de 
cumplir en forma eficaz y râpidamente en favor de la protecciôn de los derechos 
hum anos en todo el pais.
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De hecho, la Comisiôn Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en 
su articulo 4, de su reglamento interno, tiene facultades para intervenir en los 
procesos comiciales si hay casos de violaciôn a los derechos a las garantias 
individuates, que estân  establecidas en la Constituciôn, pero deber incluirse 
también los derechos politicos del ciudadano para que efectivamente cumpla con 
su funciôn de defensor de los derechos humanos.
Podem os senalar que después de todo lo citado y dando un recorrido breve por la 
historia de nuestras instituciones gubernam entales federates y estatales, 
encontramos que es ta s  se  encuentran débites, ante la burocracia y corrupciôn con 
el consecuente desprestigio y falta de credibilidad por parte de la ciudadania.
Por consiguiente podem os senalar y recom endar a la CNDH que con la finalidad 
de que la ciudadania reciba atenciôn por parte de personal capacitado para 
atenderlo con respeto y prontitud, en todas las actividades que desarrollen los 
gobiernos federal, estatal y municipal, se  capacité al personal que labora como 
servidor publico, para asi hacer conciencia en ellos del espiritu de servicio, estân 
para servir al pueblo y no para servirse del pueblo.
Una de las m âs importantes dem andas de la poblaciôn e s  la aplicaciôn justa e 
igual de la ley para todos.
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Las instituciones deben ser fortalecidas, modernizadas y reestructuradas, a fin de 
que sean  funcionales y confiables para la poblaciôn en general.
La defensa y fortalecimiento de la Constituciôn de los Estados Unidos Mexicanos y 
consecuentem ente del derecho, en todas las m aterias para que sean  uno solo en 
la letra y en la praxis. Como bien antes sehalàbam os urge la homologaciôn de 
côdigos en la repûblica mexicana, necesitam os unificar criterios.
Para tener una idea m âs amplia de las violaciones a la constituciôn tengo a bien 
senalar el siguiente:
Un ejemplo de que se  esta  violando la Constituciôn, es  que actualm ente el articulo 
693 del Côdigo de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, es ta  violando 
flagrantemente el articulo 17 constitucional, porque al interponer el recurso de 
apelaciôn para que procéda, se  debe anexar el recibo pagando el numéro de fojas 
que tenga el expediente, con lo que se  integrara el testimonio de apelaciôn, en el 
caso de no anexar el recibo de pago se  desecha la apelaciôn, situaciôn que es 
anticonstitucional, porque estân prohibidas las costas judiciales, 
consecuentem ente se  viola el derecho de los mexicanos porque la administraciôn 
de justicia no debe esta r sujeta al pago de costas judiciales.
Por lo que se  propone se  modifiquen los dos primeros pârrafos del articulo
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693 del Côdigo de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, porque viola el 
articulo 17 constitucional.
En el pârrafo segundo del articulo 17 constitucional indica:
Toda persona tiene derecho a que se  le administre justicia por tribunales 
que estarân expedites para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de m anera pronta, compléta e  imparcial. Su servicio 
serâ gratuite, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.
El articulo 693 del Côdigo de Procedimientos Civiles del Distrito Federal
indica:
Art. 693.- interpuesta una apelaciôn el juez la admitirâ sin substanciaciôn 
alguna si fuere procedente, siempre que en el escrito se  hayan hecho valer los 
agravias respectivos y se  justifique, con el recibo correspondiente, el pago de las 
copias que integra ran el testimonio de apelaciôn de que se  trate, expresando el 
juzgador si la admite en am bos efectos o en uno solo.
El juez en el mismo auto admisorio ordenara se  forme el testimonio de 
apelaciôn respective con todas las constancias que obren en el expediente que se
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tramite ante el, si se  tratara de la primera apelaciôn que se  haga valer por las 
partes. Si se  trata re de la segunda o ulteriores apelaciones, solam ente form ara el 
testimonio de apelaciôn con las constancias faltantes entre la ultima apelaciôn 
admitida y las subsecuen tes hasta la apelaciôn de que se  trate. Las copias 
necesarias para formar el testimonio de apelaciôn correspondiente seran a costa 
del o los apelantes, siendo requisito indispensable para la admisiôn del recurso e1 
previo pago total de las mismas. El pago deberâ efectuarse de manera 
independiente por cada apelante, excepto en el caso  de litis consorcio, sea  active 
o pasivo, en el cual dos o m âs personas, ejerzan la misma acciôn u opongan la 
misma excepciôn, litigando unidas bajo la misma representaciôn, caso en el que 
se  pagar una vez.
Este articulo esta  violando flagrantemente el articulo 17 constitucional 
porque estân prohibidas las costas judiciales, consecuentem ente se  viola el 
derecho de los mexicanos porque la administraciôn de justicia no debe estar 
sujeta al pago de costas judiciales.
Por lo que se  propone modificar el citado articulo para quedar de la 
siguiente forma o como estaba  anteriormente antes de la reforma a este  articulo.
Art. 693.- Interpuesta una apelaciôn el juez la admitirâ sin substanciaciôn 
alguna si fuere procedente, siempre que en el escrito se  hayan hecho valer los
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agravios respectivos, expresando el juzgador si la admite en am bos efectos o en 
uno solo.
El juez en el mismo auto admisorio ordenara se  forme el testimonio de 
apelaciôn respective con todas las constancias que obren en el expediente que se 
tramite ante el.
Otro punto importante es, que los secuestros, robos, falta de vigilancia, las 
insuficiencias, sobre todo las irregularidades, las arbitrariedades, la corrupciôn y 
los abuses de las autoridades, tanto federates como estatales, lo sufren todos los 
ciudadanos, por lo que podem os concluir que el poder ejecutivo sea  federal y 
estatal no han tom ado la contienda de lo grave del asunto para asi poder 
garantizar un buen medio de vida y seguridad para los ciudadanos mexicanos.
Hacemos énfasis en que se  sancione con severidad a las personas que violen los 
derechos hum anos, a fin de que se  cumpla con la Constituciôn y salvaguardar a la 
poblaciôn, de acuerdo a la violaciôn se  aplique las sanciones que el derecho 
penal, civil o administrative, contemplen m as un tercio por ser servidor publico.
Sabem os que e s  deber y obligaciôn del Estado la procuraciôn de justicia federal o 
estatal, honesta y eficaz, propiciando con ello la seguridad juridica, favoreciendo el 
respeto a los derechos hum anos, con la capacitaciôn de su personal, contratando
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mas personal, en virtud de la carga de trabajo, modernizar todos lo sistem as 
principalmente el control de expedientes y publicaciôn de acuerdos via Internet a 
través de su pagina Web. Y asi lograr transparencia en cada uno de sus actos.
Se debe actualizar de  acuerdo a las necesidades de la época, las funciones del 
Ministerio Pùblico tanto Federal como Estatal, a fin de hacerla funcional en la 
procuraciôn de justicia expedita y apegada al derecho, respetando y hace respetar 
primordialmente los derechos humanos.
Sin duda alguna una de las piezas m as importantes para el buen gobierno es la 
Policia; por eso, se  deben crear program as a fin de détectar a los malos 
elem entos de la policia judicial en el Distrito Federal, policia ministerial en las 
entidades federativas y de las federates, de la A genda Federal de Investigaciôn 
(AFI) y Policia Federal Preventiva, a fin de limpiar dicho organismo, asi como 
modernizarlo y fom entar program as a fin de hacer de la policia judicial y federal, 
unos organismos honrados, disciplinados y respetuosos de la ley, lo que sin duda 
daria confianza a la sociedad.
La Comisiôn inicialmente fue creada con fundamento en el articulo 89 fracciôn I de 
la Constituciôn y en los articulos 17 y 27 de la Ley Orgânica de la Administraciôn 
Pùblica Federal, por el Ejecutivo Federal. Por lo cual la Comisiôn originalmente no
622
se encontraba dentro de la Constituciôn, actualmente la existencia de la C.N.D.H, 
se fundamenta en el Apartado B del articulo 102 Constitucional, pero considero 
que se fortaleceria si también se  fundamentara en el articulo 97 pârrafo segundo y 
en el Titulo primero, capitulo I de las garantias individuates de la Constituciôn.
Por otra parte existe en nuestro pais la idea o una corriente de plasm ar en nuestra 
Constituciôn Politica una declaraciôn de Derechos Humanos, con el objeto de que 
forme una barrera a la actividad del Estado y a la vez garantice una esfera de 
libertad al individuo. Si bien es  cierto en nuestra Constituciôn no existe una 
“Declaraciôn de Derechos Humanos’, pero sin embargo si enuncia la protecciôn y 
respeto de las garantias individuates, que en parte de ellos estân  am parados los 
derechos hum anos y la Constituciôn protege todos los derechos humanos, 
econômicos, sociales, que abarcan hasta los de la tercera generaciôn, por lo cual 
dentro del principio de legaiidad existe en nuestro pais la protecciôn legal a los 
derechos humanos. Por lo cual no e s  necesario una declaraciôn de Derechos 
Humanos, ya que existe la protecciôn juridica de los citados derechos en nuestra 
Constituciôn, lo que si se  debe hacer, e s  establecer un m ecanismo que haga 
realidad la protecciôn a los derechos y que realm ente sean  castigados 
ejemplarmente los m alos funcionarios o em pleados que infrinjan la ley en perjuicio 
de la sociedad y del propio gobierno.
Para la protecciôn de las garantias individuates y de algunos derechos humanos 
existe el juicio de am paro, haciéndose la observaciôn de que la defensa de los
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derechos hum anos por m edio de la Comisiôn e s  d e  tipo no jurisdiccional;
También se  indica que para controlar y calificar los procesos électorales estan los 
ôrganos locales y federales com pétentes y de m anera muy especial los Congresos 
Federal y Estatal;
Con respecto al Ombudsman en México, el Maestro Antonio Carrillo Flores 
propuso la creacion de dicha institucion apoyandose en el articule 97 parrafo 
segundo Constitucional, com entando que dicha institucion se  deberia adaptar a 
las caracterlsticas que se  acom oden a nuestras realidades e idiosincrasia, 
fundam entandose en la facultad que tiene la Suprem a Corte de Justicia de la 
Naciôn para procéder de oficio a designar com isionados que investiguen las 
posibles violaciones a las garantias individuales que puedan haberse cometido en 
perjuicio de persona alguna.
Podem os considerar que esta  idea tiene suficientes argum entes para que en un 
future pueda ser nombrado el présidente de la C.N.D H, propiamente un método 
de designaciôn, con fundamento en el articule 97 pârrafo segundo Constitucional.
Las violaciones a los derechos hum anos en nuestros pais, no e s  por falta de 
leyes protectoras o de legislaciôn, sine por falta de efectividad en la aplicaciôn de 
las leyes y consecuentem ente la falta de sanciôn o castigo a quienes violan 
sistem àticam ente los Derechos Flumanos, y consecuentem ente a la Constituciôn y
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su s Leyes.
La C.N.D.H que fue creada, dentro del marco Constitucional, también se  puede 
fundamentar en el articule primero Constitucional, ya que indica que “todo 
individuo gozarâ de las garantias de esta  Constituciôn” y dentro de estas  se  
encuentran los derechos humanos.
Considéré que la C.N.D.H. debe de conocer de violaciones de los derechos 
humanos en materia laboral, cuando se  trate de asuntos no jurisdiccionales, e s  
decir no resolver las controversias, ya que se  trata de problèmes entre 
particulares, que para elle existe las Juntas Laborales.
El punto de vista es  que se  justifica su participaciôn en el siguiente caso, si dentro 
del proceso laboral la autoridad viola los derechos de los trabajadores, como por 
ejemplo se  retrasen o retarden los procesos por negligencia, se  hagan mal las 
notificaciones, se  sehalen las audiencias cada très m eses o m as tiempo, se  realice 
mal una inspecciôn de trabajo, se  dicten mal les peritajes, podria intervenir a 
efecto de verificar si se  viola o no sus derechos, ya que por ser de materia laboral, 
los derechos de los trabajadores se  convierten en actos u omisiones de naturaleza 
administrative y por consiguiente de la competencia de la C.N.D.H.
El otro caso es  que los gobiernos tanto Federal como Estatal, estan  incumpliendo
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con su obligaciôn de protéger los derechos de los trabajadores y un ejemplo de 
ello, son los trabajadores de las gasolineras, del cual sabem os no tienen sueido y 
su sueido es lo que los conductores dejan de propina, pero considéré que si 
aparecen en la nômina de las gasolineras, otro caso e s  el de los m enores 
em paquetadores de las grandes tiendas de autoservicio, que tampoco reciben 
sueido pero viven de las propinas.
Otra situaciôn preocupante son las violaciones de los derechos hum anos de los 
indocumentados mexicanos en los Estados Unidos de America, aunque este  tema 
es  dem asiado complejo debido a la cultura de los Estados Unidos de Norte 
America, como para abordarlo de m anera m as profunda. Aunque no debem os 
olvidar y hacer Énfasis en las violaciones de derechos hum anos que hacem os 
aqui en México; elem entos de la policia local de los estados colindantes con 
América central, como Tabasco, Chiapas... donde los indocum entados sufren de 
vejaciones, humillaciones, robos, y tratos crueles e  inhumanos por parte de 
nuestras autoridades fronterizas, asi que este  tipo de violaciones podem os deducir 
suelen ser practices frecuentes en las fronteras, y pedimos al poder Ejecutivo 
Federal ponga sus ojos en este  tipo de delitos.
S e  debe derogar el Articule 35 de la C.N.D.H en virtud de que anticonstitucional, 
cuyo contenido es  el siguiente:
Art. 35.- la Comisiôn Nacional por conducto de su présidente y previa
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consulta con el consejo, puede declinar su competencia, en un caso  determinado, 
cuando asi lo considéré para preservar la autonomia y autoridad moral de la 
Institucion.
Se hace el comentario que el conocimiento de quejas contra actos u 
omisiones de naturaleza administrativa no es  discrecional, ya que el Apartado B 
del Articule 102 Constitucional indica textualmente “El Congreso de la Union y las 
Legislaturas de las Entidades Federativas, en el âmbito de sus respectives 
competencies, establecerân organism es de protecciôn de los derechos humanos 
los que conocerân de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza 
administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor pûblico, con 
excepciôn de los del Poder Judicial de la Federaciôn, que violen estes 
derechos...”. Este e s  el fundamento constitucional para que la Comisiôn conozca 
de todas las quejas, por lo que se  debe derogar el citado Articule.
La ley de la C.N.D.H. en su capitule IV, de las inconformidades, en su Articule 57 
indica: “Ser ratificada dentro de los très dias siguientes..." en el Articule 58 indica: 
“Informe en un plazo no mayor de diez dias habiles...”; en el Articule 59 indica: 
“Termine que no exceda de sesen ta  dias...”; y “en un plazo no mayor de diez dias 
habiles..”; en el Articule 63 indica: “En un plazo de treinta dias naturales...”; y 
“enviar el recurso ante la Comisiôn Nacional dentro de quince d ias”; en el Articule 
65 indica: “En un plazo maxime de diez dias naturales...”; en el Articule 66 indica: 
“En un plazo no mayor de 60 dias habiles...”.
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Considero que deben modificarse estos Articulos y deben ser los termines 
en dias habiles en todos los cases, a efecto de no causar confusion y que sea  
equitativo para las partes.
Se debe modificar el Articule 141 de Reglamento Interne de la C.N.D.H. 
cambiando el docum ente de no responsabilidad por acuerdo de no 
responsabilidad. En el Articule 44 de la Ley de la C.N.D.H. hace referenda al 
acuerdo de no responsabilidad y el articule 45 de la citada Ley indica: “En caso de 
que no comprueben las violaciones de los derechos hum anos imputados, la 
Comisiôn Nacional dictara acuerdo de no responsabilidad” y en el Articule 141 del 
Reglamento Interne de la C.N.D.H. hace referenda a que concluida la 
investigaciôn y en caso  de existir elem entos de convicciôn necesarios para 
demostrar la no existencia de violaciones a los derechos humanos, o de no 
haberse acreditado e s te s  de m anera fehaciente, el visitador adjunto lo harâ del 
conocimiento de sus superior inmediato a fin de que inicie la elaboraciôn de 
docum entes de no responsabilidad, correspondiente.
Cuando la autoridad actuô correctamente, en los cases  en que son 
acusadas de violaciôn a los derechos humanos, la C.N.D.H., previo proceso de 
investigaciôn, en donde se  llega a la conclusiôn de que la queja e  infundada o que 
los hechos descritos son falsos, girara las autoridades acuerdos de no
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responsabilidad correspondiente, en los que se  indican que las autoridades 
actuaron correctamente.
Considero que tanto la Ley como el Reglamento Interno de la C.N.D.H. 
debe unificar criterios, por lo que se  debe modificar el Articule 144 del Reglamento 




En el parrafo primero del articule 1 constitucional indica: “En los Estados Unidos 
Mexicanos todo individuo gozara de las garantias que otorga esta  Constituciôn, las 
cuales no podran restringirse ni suspenderse, sine en los cases  y con las 
condiciones que ella misma estab lece.”
Por lo que se  propone se  reforme el primer parrafo del articule 1 constitucional, en 
los siguientes termines:
En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozara de los derechos 
humanos consagrados en las garantias que otorga esta Constituciôn, las 
cuales no podran restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las 
condiciones que ella misma establece.
Por lo que se  propone se  reforme el Apartado B parrafo tercero del articule 102 
Constitucional, que actualm ente rige la CNDH que indica: “Estos organism es no 
seran com pétentes tratandose de asuntos électorales, laborales y jurisdiccionales”
Por lo que se  propone la reforma del Apartado B parrafo tercero del articule 102 
Constitucional, en los siguientes termines:
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Estos asuntos son compétentes tratandose de asuntos électorales, laborales 
y jurisdiccionales.
Se debe derogar el articule 35 de la Ley de la C.N.D.H. en virtud de que es 
anticonstitucional, cuyo contenido e s  el siguiente: “Art. 35.- La Comisiôn Nacional 
por conducto de su présidente y previa consulta con el consejo, puede declinar su 
competencia, en un caso determinado, cuando asi lo considéré conveniente para 
preservar la autonom ia y autoridad moral de la instituciôn”.
Se debe reformer el articule 141 del Reglamento interne de la CNDH, cambiando 
el Documente de No Responsabilidad por acuerdo de no responsabilidad.
En el articule 44 de la ley de la CNDH, hace referenda al acuerdo de no 
responsabilidad y el articule 45 de la citada ley, indica: “En caso  de que no 
comprueben las violaciones de los Derechos Humanos imputados, la Comisiôn 
Nacional dictara acuerdo de no responsabilidad”. Y en el articule 141 del 
Reglamento interne de la CNDH, hace referenda que concluida la investigaciôn y 
en caso de existir elem entos de convicciôn necesarios para dem ostrar la no 
existencia de violaciones a los Derechos Humanos, o de no haberse acreditado 
estos de m anera fehaciente, el Visitador Adjunto lo harâ del conocimiento de su 
superior inmediato a fin de que inicie la elaboraciôn del docum ente de No 
Responsabilidad, o de conclusiôn correspondiente.
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Cuando la autoridad actuô correctamente, en los casos en que son acusadas de 
violaciôn a los derechos humanos, la CNDH, previo el proceso de investigaciôn, 
en donde se  llega a la conclusiôn de que la queja e s  infundada o que los hechos 
descritos son falsos, gira a las autoridades acuerdos de no responsabilidad del 
Documente de No Responsabilidad correspondiente, en los que se  indica que las 
autoridades actuaron correctamente. Considero que tanto la ley como el 
Reglamento interne de la CNDH debe unificar criterios, por lo cual se  debe 
modificar el articule 144 del Reglamento Interne de la CNDH, cambiando el 
docum ente de no responsabilidad por acuerdo de no responsabilidad.
La reforma al articule 141 del Reglamento interne de la CNDH, consistirâ en 
cambiar “Documente de No Responsabilidad” por “acuerdo de no 
responsabilidad”, quedando como sigue:
“Concluida la investigaciôn y en caso de existir los elementos de convicciôn 
necesarios para demostrar la no existencia de violaciones a derechos 
humanos, o de no haberse acreditado estos de manera fehaciente, el 
visitador adjunto lo harâ del conocimiento de su superior inmediato a fin de 
que, de resultar procedente, se iniciara la elaboraciôn de un acuerdo de no 
responsabilidad o el documente de conclusiôn correspondiente”
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